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PODER EJECUTIVO

CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO LI-
BRE Y SOBERANO DE GUERRERO, NÚ-
MERO 499.

ÁNGEL HELADIO AGUIRRE RIVERO,
Gobernador Constitucional del
Estado Libre y Soberano de Gue-
rrero, a sus habitantes, sabed

Que el H. Congreso Local, se
ha servido comunicarme que,

LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA
AL HONORABLE CONGRESO DEL ESTA-
DO LIBRE Y SOBERANO DE GUERRERO,
EN NOMBRE DEL PUEBLO QUE REPRE-
SENTA, Y:

C O N S I D E R A N D O S

Que en sesión de fecha 30 de
julio del 2014, los Diputados
integrantes de la Comisión de
Justicia, presentaron a la Ple-
naria el Dictamen con proyecto
de Código Penal para el Estado
Libre y Soberano de Guerrero, en
los siguientes términos:

"ANTECEDENTES

Que con fecha 02 de julio de
2013, el C. Ángel Aguirre Rivero,
Gobernador Constitucional del
Estado de Guerrero, en uso de
las facultades que le confieren
los artículos 50 fracción I y 74
fracción I de la Constitución
Política del Estado Libre y So-
berano de Guerrero y 2 de la Ley

Orgánica de la Administración
Pública del Estado de Guerrero,
remitió a este Honorable Con-
greso del Estado, la Iniciativa
de CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO
LIBRE Y SOBERANO DE GUERRERO.

Que en sesión de fecha 09 de
julio de 2013, el Pleno de la Se-
xagésima Legislatura al Honora-
ble Congreso del Estado Libre y
Soberano de Guerrero, tomó cono-
cimiento de la iniciativa de re-
ferencia, por lo que por instruc-
ciones de la Presidencia de la
Mesa Directiva, mediante oficio
número LX/1ER/OM/DPL/01426/
2013, del 09 de julio del 2013,
signado por el Licenciado Benja-
mín Gallegos Segura, Oficial
Mayor del Honorable Congreso
del Estado, se remitió la ini-
ciativa de referencia a la Comi-
sión Ordinaria de Justicia, pa-
ra su análisis y emisión del
Dictamen y proyecto de Código
correspondiente.

Que en términos de lo dispues-
to por los artículos 46, 49 frac-
ción VI, 57 fracción II, 87, 127
párrafo primero, 132, 133 y de-
más relativos de la Ley Orgánica
del Poder Legislativo del Esta-
do Número 286, esta Comisión Or-
dinaria de Justicia, tiene ple-
nas facultades para analizar la
iniciativa de referencia y emi-
tir el Dictamen con proyecto de
Código que recaerá a la misma,
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realizándose en los siguientes
términos:

Que el Ejecutivo del Esta-
do, sustenta su iniciativa en la
siguiente exposición de moti-
vos:

El derecho penal debe ser la
última ratio de la política so-
cial. Ha de ser subsidiario res-
pecto de las demás posibilida-
des de regulación de los conflic-
tos sociales. Esto es, debe re-
currirse a la regulación de nue-
vos tipos penales sólo cuando
todos los demás instrumentos
extrapenales han fracasado.

La "expansión penal" es una
tendencia del derecho penal ac-
tual y se caracteriza, princi-
palmente: 1) por la creación de
nuevos bienes jurídico-pena-
les; 2) la ampliación de los es-
pacios de riesgo jurídico-pe-
nalmente relevantes; 3) la flexi-
bilización de las reglas de im-
putación; y, 4) la relativiza-
ción de los principios político-
criminales de garantías.

Sin embargo, aún hoy el de-
recho penal está limitado a la
exclusiva protección de bienes
jurídicos. En este sentido, de-
be cuidarse que los ordenamientos
penales no se vinculen con los
fenómenos relativos a la inmora-
lidad de la conducta humana, si-
no con la dañosidad social de
los comportamientos. Se tiene
que verificar cuál es la incompa-
tibilidad de esos comportamien-
tos, en su caso, con las reglas
de una próspera vida en común,

porque una conducta inmoral ha
de permanecer impune cuando no
altere la pacífica convivencia.

El Derecho penal de un esta-
do constitucional debe cumplir
la función de proteger los bie-
nes jurídicos más importantes
de la persona humana, a través
de la prevención del delito y la
maximización de los derechos
fundamentales y su garantías,
plasmados en la Constitución
Política de los Estados Unidos
Mexicanos. Para alcanzar estos
fines, el derecho penal debe
plasmarse en instrumentos jurídi-
cos modernos, eficaces y humanis-
tas, dotados de garantías y acor-
des a los Tratados Internacio-
nales.

Para cumplir con sus fines
de prevención general y espe-
cial, la ley penal debe ser cla-
ra y precisa, pues sólo así pue-
de motivar a los ciudadanos para
no infringir los valores funda-
mentales de la convivencia so-
cial, de tal forma que se cumpla
con los deberes emanados del or-
denamiento jurídico y se omitan
aquellas acciones consideradas
delictivas.

Un código penal moderno de-
be incorporar y sancionar, como
delitos, las nuevas modalidades
y figuras delictivas producto
de las nuevas tecnologías como
el internet, así como aquéllos
derivados de los nuevos desarro-
llos de la industria y el co-
mercio, por atentar en contra de
los derechos y valores básicos
de la convivencia social.
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No obstante, ante la comi-
sión de delitos, no es posible
responder solamente con la pena
de prisión. Ésta debe quedar re-
servada para los hechos más gra-
ves, abriendo así la posibili-
dad de reaccionar con penas y
medidas de seguridad alternati-
vas, que, siendo efectivas en
materia de prevención especial,
resultan menos lesivas en su
aplicación para el ser humano.

Metodológicamente, un códi-
go penal debe permitir al opera-
dor jurídico su fácil instrumen-
tación. Debe ser un código penal
ágil y dinámico, que identifi-
que de forma eficaz sus distin-
tos apartados y categorías, re-
duciéndolas en la medida de lo
posible, e identificando de for-
ma clara y puntual su conteni-
do.

Un código penal bien dise-
ñado permite que los ciudadanos
conozcan mejor su contenido.
Esto genera un efecto preventi-
vo de mayor envergadura, evita
confusiones en su aplicación y
motiva de forma más contundente
a sus destinatarios para respe-
tar la norma jurídica.

El modelo de nuevo Código
Penal, que aquí se propone, res-
ponde a una orientación filosó-
fico-política de corte liberal,
cuyo eje central es la dignidad
de la persona humana y el libre
desarrollo de su personalidad.
Esta orientación comprende la
valoración del ser humano como
un fin en sí mismo, lo que impide
ser objeto de instrumentaliza-

ción por parte de los órganos
del Estado a través del iuspu-
niendi. Conforme a esta concep-
ción, el Derecho Penal del Es-
tado Constitucional debe estar
al servicio del hombre y nunca
servirse de éste para al-canzar
sus propios fines.

El proyecto de Código Pe-
nal, que aquí se presenta, va de
la mano del principio de subsi-
diariedad y fragmentariedad del
derecho penal. Conjuntamente
con el de proporcionalidad y
culpabilidad, estos principios,
reconocidos a escala universal,
presuponen la implementación
del derecho penal como la última
ratio del ordenamiento jurídi-
co, aplicable solamente cuando
las restantes ramas del sistema
jurídico han fracasado. Este
modelo responde, también, a las
modernas exigencias del Estado
Constitucional, en el sentido
de hacer uso de la pena de pri-
sión solamente en casos extre-
mos.

Si bien no se puede prescin-
dir de la privación de libertad
en su calidad de pena, existe
todo un catálogo pendiente de
instrumentarse a nivel de las
consecuencias jurídicas del deli-
to. Conforme a lo aquí señalado,
la semilibertad, el tratamiento
en libertad de imputables, la
multa y los trabajos a favor de
la comunidad y la víctima, se
constituyen en este Proyecto
como penas autónomas, que puede
imponerse como pena principal
sin perder su carácter de conse-
cuencias jurídicas sustitutivas.
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Claus Roxin ha demostrado que la
reparación del daño puede apor-
tar mucho al cumplimiento de los
fines de la pena, de tal manera
que  la reparación también tiene
efectos resocializadores.

Debido a su orientación li-
beral y democrática, este mode-
lo asume los postulados de un
Derecho penal garantista, en el
que la no discriminación por
causa alguna y en agravio del
ser humano, se constituya como
un pilar del Estado de Derecho.
Así, con estricto respeto a los
principios de legalidad, se han
diseñado tipos penales claros,
que si bien deben ser objeto de
interpretación por parte del
operador jurídico, no deben de-
jar duda alguna acerca de su al-
cance y función.

Este Proyecto de Código Pe-
nal es acorde, en lo fundamen-
tal, con las ideas numeradas a
continuación: 1) el respeto a la
dignidad humana; 2) una políti-
ca criminal adecuada; 3) la ex-
clusiva protección de bienes
jurídicos; 4) la despenalización
de determinadas conductas; 5)
el principio de mínima inter-
vención; 6) la función preventi-
va del Derecho Penal; 7) las me-
didas de seguridad y la función
preventivo-especial del Derecho
Penal; 8) el principio de legali-
dad; y, 9) las sanciones alter-
nativas.

Además, para la elaboración
del Proyecto hemos procurado:
1) cumplir con el mandato consti-
tucional publicado en el Diario

Oficial de la Federación el día
18 de junio de 2008; 2) a través
de la justicia restaurativa
privilegiar el resarcimiento
del daño ocasionado; 3) cambiar
la expresión "readaptación" por
la de "reinserción social",
porque, a partir de la reforma
del 18 de junio de 2008, además
de los principios básicos esta-
blecidos, como los de educa-
ción, trabajo y capacitación,
se adicionaron dos principios
que se refieren a la salud y el
deporte; 4) aludir a los crite-
rios de oportunidad y a la sus-
pensión condicional del proce-
so; y, 5) resaltar la figura del
"juez de ejecución", quien aho-
ra tiene la facultad de modifi-
car las penas y su duración.

Finalmente, México, en su
calidad de Estado Parte, se ha
comprometido a tipificar y san-
cionar dentro de su legislación
penal doméstica, una serie de
conductas que atentan en contra
de bienes jurídicos fundamenta-
les. De conformidad con el ar-
tículo 133 de la Constitución
General, dichos compromisos deben
impactar también en las legis-
laturas locales, pues los Tra-
tados internacionales son ley
vigente en nuestro territorio
nacional por encima, incluso,
de las leyes vigentes en los Es-
tados de la República.

II. Diagnóstico

En la Exposición de Motivos
del Código Penal para el Estado
de Guerrero se puede leer lo si-
guiente:
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"...El Gobierno del Estado
de Guerrero encomendó al Dr. Ce-
lestino Porte Petit la integra-
ción y coordinación de una co-
misión redactora del proyecto a
la que se incorporaron los Doc-
tores Álvaro Bunster y Moisés
Moreno Hernández, así como la
Lic. Ana Luisa Barrón."

Ignoramos por qué, en mu-
chos aspectos, el contenido del
Código Penal para el Estado de
Guerrero, no se corresponde con
la pretensión establecida en la
Exposición de Motivos. Los desta-
cados juristas que intervinie-
ron en la elaboración del Proyec-
to, en este sentido, seguramen-
te se vieron defraudados. Suele
ocurrir que cuando se entrega un
Proyecto de reformas terminado,
al final los legisladores lo ma-
tizan y lo transforman sin con-
sideración, tal vez algo seme-
jante ocurrió con el Proyecto de
reformas que, como se dice, es-
tuvo a cargo del Doctor Celestino
Porte Petit, una de las perso-
nalidades más destacadas del
Derecho penal mexicano, al igual
que los doctores Moisés Moreno
Hernández y Álvaro Bunster.

1. Aplicación de la ley pe-
nal en el espacio (art. 4)

El artículo 4 del Código Pe-
nal para el Estado de Guerrero
se refiere a la aplicación de la
ley penal en el espacio:

"Artículo 4. Este Código se
aplicará por los delitos que se
cometan en el Estado de Guerrero
y sean de la competencia de sus

tribunales.

Se aplicará igualmente por
los delitos que se cometan en
otra entidad federativa, cuando
produzcan sus efectos dentro
del territorio del Estado de Gue-
rrero, siempre que el acusado se
encuentre en éste y no se haya
ejercitado acción persecutoria
en su contra en la entidad fede-
rativa donde cometió el delito
que sea de la competencia de sus
tribunales."

En el primer párrafo del ar-
tículo citado se indica: "Este
Código se aplicará por los deli-
tos que se cometan en el Estado
de Guerrero". Sin embargo, con
semejante expresión no se re-
suelve la pregunta en el sentido
de saber: ¿cuándo se entiende
realizado un delito en el Estado
de Guerrero?

Aunque el intérprete del
párrafo primero del artículo 4
tendría que llegar a la deduc-
ción de que el delito se entien-
de realizado en el Estado de
Guerrero cuando la conducta de-
lictiva se realice dentro del
territorio del Estado. No obs-
tante, bastaría plantear un
solo caso para que el intérprete
del artículo 4 extienda todavía
más los alcances del mencionado
precepto. El caso es el siguien-
te: ¿dónde se entiende realiza-
da la conducta del cómplice?,
¿en el lugar en que el autor rea-
liza el hecho principal?, ¿o en
el lugar en que el partícipe
realiza su aportación al hecho?
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Como se sabe, prevalece la
opinión según la cual el delito
se entiende cometido: tanto en
el lugar donde se desarrolló la
conducta, como en el lugar donde
se produjo el resultado. Sin em-
bargo, veamos a continuación
los siguientes criterios:

a. La inducción y la compli-
cidad se cometen tanto en el
lugar de la acción del partícipe
como en el lugar de la realiza-
ción del hecho principal.

b. En casos de participa-
ción delictiva (inducción o
complicidad), es relevante el
momento y el lugar de la manifes-
tación de la voluntad del partíci-
pe-inductor o partícipe-cómpli-
ce.

c. En casos de omisión es
decisivo el lugar y el momento
en que debió ejecutarse la ac-
ción.

d. En casos de autoría me-
diata se considera relevante el
lugar y el momento en que el su-
jeto instrumentalizado dio co-
mienzo a la ejecución del tipo.

e. En casos de tentativa se
considera realizado el acto en
el momento y en el lugar de la
manifestación de la voluntad
del sujeto activo.

Esto es, el Código Penal pa-
ra el Estado de Guerrero debiera
modificar su principio de la
aplicación de la ley penal en el
espacio (contenido en el artícu-
lo 4), de tal manera que especifi-
que con más detalle cuándo y en
qué momento se entiende reali-
zada una conducta delictiva en
el territorio de Guerrero.

2. Definición de delito
(art. 11)

El delito se define en el
artículo 11 del Código Penal
para el Estado de Guerrero:

"Artículo 11. Delito es la
conducta típica, antijurídica y
culpable."

La definición anterior es
científicamente correcta, aun-
que en la Exposición de Motivos
del mismo código se haya indica-
do lo siguiente:

"Se consideró innecesario
introducir una definición for-
mal de delito, ya que no aporta
ninguna utilidad, pues el concep-
to de la infracción punible es
muy difícil de encuadrarse en
una fórmula conveniente y más
propio de analizarlo en el campo
doctrinal que en el normativo."

Por cierto, Luís Jiménez de
Asúa tenía la misma opinión, en
el sentido de que no tiene nin-
guna utilidad definir al delito
en algún Código Penal. Se reco-
mienda que permanezca la defi-
nición de delito contemplada en
el artículo 11, dado que las ca-
tegorías de tipicidad, antijuri-
dicidad y culpabilidad, en ése
orden establecidas, cumplen
funciones dogmáticas muy con-
cretas.

Las funciones dogmáticas
que pudiera cumplir la defini-
ción de delito, están relacio-
nadas con "la naturaleza jurídi-
ca de cada una de las fracciones
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del artículo 22" en donde se re-
gulan las así llamadas "causas
de exclusión del delito". Por-
que las fracciones del artículo
22 están para excluir: la tipici-
dad, la antijuridicidad, o bien,
la culpabilidad. Lo anterior es
así, a pesar de que en la Exposi-
ción de Motivos, respecto a "la
naturaleza jurídica de cada una
de las fracciones del artículo
22", se comentó lo siguiente:

"…entre seguir el criterio
de englobar en un solo capítulo
todas las causas excluyentes o
el de separarlas conforme a su
naturaleza, es decir, según el
elemento del delito que exclu-
yen, se consideró más convenien-
te seguir el primero de ellos,
sobre todo porque doctrinaria-
mente es aún discutible la natu-
raleza de cada excluyente y por-
que ahora se incluyen nuevas hi-
pótesis que es necesario sean
analizadas por la Jurispruden-
cia y la doctrina."

Por el contrario, aquí consi-
deramos que la definición del
delito y la determinación de la
naturaleza jurídica de cada una
de las fracciones del artículo
22, traen funciones dogmáticas
importantes.

Tampoco queremos negar que
aún se discuta la naturaleza ju-
rídica de cada una de las frac-
ciones del artículo 22, lo que
en todo caso queremos hacer no-
tar es el consenso que, en este
punto, ha logrado la doctrina.
Veamos enseguida la naturaleza
jurídica de cada una de las

fracciones del artículo 22:

a. La fracción I contempla
"la ausencia de voluntad" cuya
naturaleza jurídica consiste en
excluir la tipicidad.

b. La fracción II hace refe-
rencia a "la ausencia de alguno
de los elementos del tipo pe-
nal", cuya naturaleza jurídica
consiste en excluir la tipicidad.

c. La fracción III regula
las diversas hipótesis de la
"legítima defensa", figura que
tiene la naturaleza jurídica de
excluir la antijuridicidad.

d. La fracción IV tiene una
doble naturaleza jurídica, en
tanto que hace referencia al
"estado de necesidad justifi-
cante" (cuando se salva algún
bien jurídico de mayor valor) y
al "estado de necesidad discul-
pante" (cuando se salva algún
bien jurídico de igual valor);
el primero tiene la naturaleza
jurídica de excluir la antijuri-
dicidad, mientras que el segun-
do elimina la culpabilidad.

e. La fracción V regula la
"obediencia jerárquica", cuya
naturaleza jurídica consiste en
excluir la antijuridicidad.

f. La fracción VI hace re-
ferencia tanto al "cumplimiento
de un deber" como al "ejercicio
de un derecho", dos figuras ju-
rídicas cuya naturaleza jurídi-
ca consiste en excluir la an-
tijuridicidad.

g. La fracción VII se refie-
re al "consentimiento que recae
sobre bienes jurídicos disponi-
bles" cuya naturaleza jurídica
consiste en excluir la tipici-
dad.
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h. La fracción VIII contem-
pla los casos de "impedimento
legítimo", que consiste en ex-
cluir la antijuridicidad.

i. La fracción IX, en su
parte conducente, hace referen-
cia a la "inimputabilidad", que
elimina la culpabilidad.

j. La fracción X precisa los
casos de "error de tipo invenci-
ble" y de "error de prohibición
invencible"; el primero tiene
la naturaleza jurídica de ex-
cluir la tipicidad, mientras
que el segundo elimina la culpa-
bilidad.

k. La fracción XI indica los
casos de la "inexigibilidad de
otra conducta", cuya naturaleza
jurídica consiste en excluir la
culpabilidad.

l. La fracción XII precisa
las hipótesis del llamado "caso
fortuito", cuya naturaleza ju-
rídica consiste en excluir la
conducta y con ello la tipicidad.

Debemos saber que cuando
alguna causa de inculpabilidad
se presenta, ello no significa
que se excluya la presencia de
una conducta típica y antijurí-
dica. Igualmente, cuando tiene
lugar alguna causa de justifi-
cación, ello no quiere decir que
la tipicidad se excluya. Por
estas razones consideramos que
la naturaleza jurídica de las
fracciones del artículo 22,
traen consecuencias prácticas
interesantes.

En fin, podemos decir respec-
to a las fracciones del artículo
22, en atención a su naturaleza
jurídica, lo siguiente:

Son causas de atipicidad
las fracciones: I, II, VII, la
parte conducente de la fracción
X, y, la fracción XII. Fraccio-
nes que respectivamente se refie-
ren a: "la ausencia de volun-
tad", "la ausencia de alguno de
los elementos del tipo penal",
"el consentimiento que recae so-
bre bienes jurídicos disponi-
bles", "el error de tipo invenci-
ble"; y al "caso fortuito".

Son causas de justifica-
ción, que eliminan la antijuridi-
cidad, las fracciones: III, la
parte conducente de la fracción
IV, la V, la VI, y la fracción
VIII. Fracciones que respecti-
vamente se refieren a: "la legí-
tima defensa", "el estado de ne-
cesidad justificante", "la obe-
diencia jerárquica", "el cumpli-
miento de un deber y el ejerci-
cio de un derecho"; así como al
"impedimento legítimo".

Son causas de inculpabilidad
las fracciones: La fracción IV,
parte conducente, la IX, la
parte conducente de la fracción
X, y, la fracción XI. Fracciones
que respectivamente se refieren
a: "el estado de necesidad dis-
culpante", "la inimputabilidad",
"el error de prohibición inven-
cible", y, a la "inexigibilidad
de otra conducta".

Más adelante continuaremos
con el análisis de las fraccio-
nes del artículo 22, pero por el
momento vale concluir que sí es
conveniente una definición de
delito (artículo 11), como tam-
bién resulta conveniente cono-
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cer la naturaleza jurídica de
las distintas fracciones del
artículo 22.

3. El deber jurídico de ac-
tuar en la comisión por omisión
(art.13)

Leamos lo que se indicó en
la Exposición de Motivos del Có-
digo Penal para el Estado de
Guerrero:

"(...) los penalistas y le-
gisladores más recientes han
considerado la necesidad de re-
glamentar la comisión por omi-
sión u omisión impropia, procu-
rando redactar una fórmula que
incluya la esencia de esta forma
de realización."

A diferencia del Código Pe-
nal para el Estado de San Luis
Potosí (que no regula en absolu-
to la comisión por omisión), en
el Código Penal que analizamos
se hace referencia a la "comi-
sión por omisión", en el artícu-
lo 13, de la siguiente manera:

"Artículo 13. A nadie se le
podrá atribuir un resultado tí-
pico, si éste no es consecuencia
de su acción u omisión.

Será atribuible el resulta-
do típico producido, a quien te-
niendo el deber jurídico de ac-
tuar para evitarlo, no lo impi-
de."

Relativo a "la fuente" del
"deber jurídico de actuar", en
la Exposición de Motivos se pre-
cisó:

"...la 'calidad de garan-
te'...de acuerdo a la doctrina,
puede fundarse en un precepto
jurídico o en un contrato o en
cualquier otra norma individua-
lizada, para efectos legislati-
vos se plantean dos posibilida-
des a seguir: a) precisar en la
ley las diversas fuentes del de-
ber de actuar, o b) utilizar una
expresión abarcadora de todos
los deberes. Como los intentos
hasta hoy realizados no han lo-
grado resolver con pulcritud la
primera de las dos hipótesis, se
adoptó la fórmula arriba expre-
sada, dejándose al juzgador la
tarea de determinar si en el ca-
so concreto la persona a quien
se atribuya un resultado típico
tuvo o no el deber jurídico de
actuar para evitarlo."

El sentido de la Exposición
de Motivos consistió en dejarle
al juzgador "la tarea de determi-
nar si en el caso concreto la
persona a quien se atribuya un
resultado típico tuvo o no el
deber jurídico de actuar para
evitarlo."

Consideramos que se debió
hacer referencia en el artículo
13, al hecho de que la calidad
de garante o deber jurídico de
actuar, puede sobrevenir "por
injerencia" o "por asunción".
En el primer caso debido al com-
portamiento culposo preceden-
te. En el segundo supuesto debi-
do a que el sujeto activo debió
asumir el cuidado o la seguridad
de algún bien jurídico.

Además, en los casos de co-
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misión por omisión, debe demos-
trarse que el sujeto efectivamen-
te "podía" evitar el resultado
típico, lo cual significa que (a
diferencia de lo establecido en
el artículo 13 antes citado) no
basta con la comprobación del
deber jurídico de actuar.

Dicho brevemente, en los
casos de comisión por omisión
deben acreditarse los siguien-
tes aspectos:

a) La inactividad del suje-
to activo.

b) El dolo o la culpa del
omitente.

c) El deber jurídico de ac-
tuar (también llamado "calidad
de garante"), que puede sobreve-
nir "por injerencia" o "por asun-
ción", en el primer caso debido
a un comportamiento culposo
precedente, y, en el segundo su-
puesto, porque el sujeto haya
"asumido" el cuidado o la seguri-
dad del bien jurídico.

d) El resultado típico mate-
rial.

e) La atribuibilidad del
resultado típico-material al
comportamiento omisivo del au-
tor, en donde es relevante de-
mostrar que el sujeto efectiva-
mente "podía" evitar el resul-
tado típico.

Recomendamos que en el ar-
tículo 13 del Código Penal para
el Estado de Guerrero, de una u
otra manera, se haga referencia
a los aspectos arriba señala-
dos.

Finalmente, tal como se re-

conoció en la Exposición de Mo-
tivos, en los casos de omisión
se discute todavía la presencia
de la tentativa:

"En la doctrina aún se dis-
cute si es admisible la tentati-
va en los delitos de omisión,
aunque buena parte de ella la
admite; a efecto de evitar que
en la práctica se plantee el
problema de que no está regulada
expresamente, como sucede con
los delitos de omisión impro-
pia, se consideró conveniente
establecerla".

Si bien se discute que en
los casos de "omisión simple" la
tentativa pueda configurarse,
lo que actualmente ya nadie dis-
cute, es que "la comisión por
omisión" sí admite configurarse
mediante tentativa.

4. Relación entre dolo y
error de tipo vencible (arts. 15
y 22, frac. X)

El dolo se define en el ar-
tículo 15 del Código Penal para
el Estado de Guerrero:

"Artículo 15. El delito
puede ser cometido en forma do-
losa o imprudencial.

Obra dolosamente el que co-
nociendo los elementos del tipo
penal o previendo como posible
el resultado típico, quiere o
acepta la realización y resul-
tado descrito por la ley."

Por su parte, el "error de
tipo invencible" está contem-
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plado en el artículo 22, frac-
ción X, en cuya parte conducente
se indica:

"Artículo 22. El delito se
excluye cuando (...) X. Se rea-
lice el hecho bajo un error in-
vencible respecto a alguno de
los elementos objetivos esen-
ciales que integran la descrip-
ción legal (...)".

Mientras que para los casos
de "error de tipo vencible" de-
bemos estar a lo que dispone el
artículo 62 del mismo ordenamien-
to:

"Artículo 62. Cuando el su-
jeto realice el hecho en situa-
ción de error vencible, en cual-
quiera de los casos previstos
por la fracción X del artículo
22, se le impondrá hasta la mi-
tad de las sanciones estableci-
das para el delito de que se tra-
te."

¿En qué consiste entonces
el dolo y en qué consiste el
error de tipo vencible?, en lo
siguiente:

Del artículo 15 se despren-
de que actúa dolosamente quien
conoce "los elementos del tipo
penal". Mientras que del artícu-
lo 22, fracción X, se infiere
que actúa bajo un error de tipo:
quien por error desconoce "los
elementos que integran" el tipo
penal. Es decir:

Conforme al artículo 15 ac-
túa dolosamente quien conoce
los elementos del tipo penal;

Pero también, conforme al
artículo 62, con relación a la
fracción X del artículo 22, ac-
túa dolosamente quien por error
desconoce los elementos del
tipo penal.

No puede ser más palpable la
contradicción anterior, pero si
alguien se pregunta que por qué
actúa dolosamente quien por
error desconoce los elementos
del tipo penal, debemos respon-
derle que, precisamente, eso es
lo que indica el artículo 62,
pues en los casos de error de ti-
po vencible (que se presentan
cuando el sujeto por error des-
conoce alguno de los elementos
del tipo penal), en tales casos,
según el artículo 62, debemos
imponer "hasta la mitad de las
sanciones establecidas para el
delito de que se trate"; de tal
manera que si el error recae so-
bre un tipo penal eminentemente
doloso (robo, fraude, viola-
ción, falsedad de declaracio-
nes), entonces se presume que el
sujeto actuó dolosamente.

Lamentablemente, quienes
creíamos que la "presunción del
dolo" era una figura del pasado,
ahora no podemos negar que, des-
de esta perspectiva, todavía
subsiste la presunción del dolo
en algunas Entidades federativas
como en el Estado de Guerrero.
No es broma ni paradoja, pero el
Prof. Dr. Celestino Porte Petit,
con mucha razón, siempre se opu-
so, tajantemente, a la llamada
presunción del dolo. La llamada
tentativa inidónea constituye
otra manera de presumir la pre-
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sencia del dolo.

Vista la contradicción en-
tre el dolo y el error de tipo
vencible, debemos explicar que
dicha contradicción se debe a lo
siguiente: porque tanto el "error
de tipo vencible" como el "error
de prohibición vencible", ambas
figuras jurídicas, están mal
reguladas en el artículo 62 del
Código Penal para el Estado de
Guerrero.

Como se verá más adelante,
el error de tipo vencible es una
figura jurídica que siempre
afecta la presencia del dolo
(incluso podemos decir que el
error de tipo vencible es el as-
pecto negativo del dolo). De ahí
que si alguien actúa bajo un
error de tipo vencible, en tales
casos, debe excluirse el dolo y
atribuirse el hecho a título
culposo, siempre y cuando el ti-
po penal de que se trate admita
configurarse culposamente, de
lo contrario, el hecho debe que-
dar impune. Esta fórmula, por
cuanto hace al error de tipo
vencible, debiera regularse en
el artículo 62 del Código Penal
para el Estado de Guerrero.

5. La tentativa inidónea
(arts. 16 y 65)

La tentativa inidónea está
regulada en el artículo 16 del
Código Penal para el Estado de
Guerrero:

"Artículo 16. (...) Existe
tentativa inidónea cuando no se
pudiere realizar el delito, por

inidoneidad de los medios em-
pleados o por inexistencia del
bien jurídico u objeto mate-
rial.

Para establecer la sanción
de la tentativa, el juzgador to-
mará en cuenta lo previsto en el
artículo 56 de este ordenamien-
to, el delito de que se trate,
las formas, medios y momentos en
que se ejecutó."

La punibilidad de la tentati-
va inidónea está contemplada en
el artículo 65 del mismo ordena-
miento:

"Artículo 65. En el caso de
la tentativa inidónea, se podrá
imponer al agente hasta un ter-
cio de las penas aplicables al
delito que quiso realizar, o
tratamiento en libertad, en su
caso."

Relativo a la tentativa ini-
dónea, en la Exposición de Mo-
tivos se dijo:

"Para la inclusión de esta
figura se atiende a la inexisten-
cia del objeto jurídico, mate-
rial, o a la falta de idoneidad
de los medios empleados, a di-
ferencia del código actual que
no hace referencia al delito im-
posible...".

Lo anterior nos permite su-
poner que desde la Exposición de
Motivos del Código Penal se sos-
tuvo la idea de incluir a la ten-
tativa inidónea.

En nuestra opinión la tenta-
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tiva inidónea es una figura ju-
rídica que quebranta dos de los
principios fundamentales del
derecho penal moderno:

El principio según el cual
el derecho penal está para pro-
teger bienes jurídicos; y el así
llamado: Principio de antijuri-
dicidad material, que consiste
en que, en toda conducta delictiva
debe demostrarse la lesión o la
puesta en peligro del bien jurí-
dico.

La tentativa inidónea nos
conduce al absurdo de sancio-
nar, por ejemplo, conductas co-
mo las que se describen a conti-
nuación:

Tomar un medicamento para
abortar bajo la falsa creencia
de que se espera un bebé.

Darle una cachetada a un ma-
niquí bajo la falsa creencia de
que es un ser humano.

Darle un susto a una persona
respecto de la que se cree que
es hipertensa.

Darle una taza de café azu-
carada a una persona respecto de
la que se piensa que está en un
estado diabético terminal.

Diversas teorías han trata-
do de explicar la tentativa, una
de las cuales se llama "teoría
subjetiva", a la que solamente
le interesa sancionar la inten-
ción del sujeto activo, aunque
éste no haya puesto en peligro
el bien jurídico. Otra teoría

que trató de explicar la tentati-
va es la llamada "teoría objeti-
va", a la que, por el contrario,
únicamente le interesa la efec-
tiva puesta en peligro del bien
jurídico. Luego la "teoría mix-
ta", que reunió las posturas an-
teriores, para llegar a la con-
sideración de que tienen igual
importancia tanto el aspecto
subjetivo (intención del suje-
to), como el aspecto objetivo
(la puesta en peligro del bien
jurídico).

Se recomienda que en el Có-
digo Penal para el Estado de
Guerrero se tome en cuenta la
llamada "teoría mixta de la ten-
tativa", para que tenga igual
relevancia tanto el dolo del su-
jeto activo como la puesta en
peligro del bien jurídico. Por
supuesto, esta posición conduce
a derogar la llamada tentativa
inidónea.

También sugerimos que, al
igual que en el Código Penal pa-
ra el Distrito Federal, en Gue-
rrero se reconozca el principio
de antijuridicidad material,
que como se ha dicho, consiste
en la lesión o la puesta en peli-
gro del bien jurídico, sin jus-
tificación alguna.

6. Error de tipo invencible
y tentativa inidónea (arts. 22,
frac. X y 16)

El artículo 22, en la parte
conducente de la fracción X,
regula el error de tipo inven-
cible:
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"Artículo 22. El delito se
excluye cuando (...) X. Se rea-
lice el hecho bajo un error in-
vencible respecto a alguno de
los elementos objetivos esen-
ciales que integran la descrip-
ción legal (...)-".

Esto es, el error de tipo
invencible consiste en que el
sujeto desconozca los "elemen-
tos objetivos" del tipo. Ahora,
derivado del artículo 15 del
mismo ordenamiento, para actuar
dolosamente se requiere que el
sujeto conozca "los elementos
del tipo penal".

Entonces, claro está, no
actúa dolosamente quien por
error desconoce los elementos
del tipo. Por eso, se entiende,
el error de tipo significa la
ausencia del dolo. Debido a que
el error de tipo (regulado en la
fracción X del artículo 22) debe
ser un error invencible, con
ello también se excluye la posi-
bilidad de atribuir el hecho a
título culposo. Dicho de otra
forma, el error de tipo invenci-
ble excluye tanto al dolo como
a la culpa, con lo cual excluye
también la tipicidad, pues para
que un comportamiento sea típi-
co, al menos debe existir dolo
o culpa por parte del sujeto ac-
tivo.

Veamos a continuación cómo
se relaciona lo antes dicho con
la "tentativa inidónea" regula-
da el artículo 16 del mismo Có-
digo Penal para el Estado de
Guerrero. El mencionado numeral
hace referencia a la tentativa

inidónea:

"Artículo 16. (...) Existe
tentativa inidónea cuando no se
pudiere realizar el delito, por
inidoneidad de los medios em-
pleados o por inexistencia del
bien jurídico u objeto mate-
rial".

Partamos de la base de que
tanto el "bien jurídico" como el
"objeto material" son elementos
pertenecientes al tipo (algunos
tipos penales exigen ciertos
"medios comisivos", de donde se
deduce que también, en ocasio-
nes, los "medios empleados" for-
man parte de los elementos del
tipo penal). Ahora analicemos
con cuidado:

El artículo 15 indica que
actúa dolosamente quien conozca
los elementos del tipo (lo cual
significa que el autor doloso
debe conocer el bien jurídico y
el objeto material).

Mientras que la fracción X,
del artículo 22, establece que
el delito se excluye cuando al-
guien desconozca, por error
inevitable, los elementos del
tipo penal (cuando alguien, por
error, desconoce la presencia
del bien jurídico o del objeto
material).

En casos de tentativa inidó-
nea, en que por error el sujeto
desconoce la presencia del bien
jurídico o del objeto material,
en tales casos, basados en el
propio artículo 15 y en la frac-
ción X del artículo 22, el suje-
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to no actúa ni dolosamente ni de
manera típica.

Si toda tentativa debe ser
dolosa (como lo establecen los
artículos 15 y 16, en el sentido
de que el sujeto conozca el bien
jurídico y el objeto material),
y, si el error de tipo invenci-
ble excluye el delito (como lo
determina la fracción X del ar-
tículo 22, en el sentido de que
el error que puede recaer sobre
la supuesta existencia del bien
jurídico o del objeto mate-
rial), por tanto: no hay posibi-
lidades de justificar la regu-
lación de la tentativa inidónea
en el último párrafo del artícu-
lo 16. Esperamos que el lector
se percate de lo siguiente:

Primero: Que el "error de
tipo" representa el aspecto ne-
gativo del "dolo". Porque en los
casos de "error de tipo" el su-
jeto desconoce los elementos
del tipo penal y por eso no puede
actuar dolosamente.

Segundo: Que la "tentativa
inidónea" igualmente represen-
ta el aspecto negativo del dolo.
Porque en los casos de "tentati-
va inidónea" el sujeto errónea-
mente cree que existe el bien
jurídico o el objeto material,
siendo que en realidad no exis-
ten.

Tercero: Que la regulación
de la "tentativa inidónea" se
contrapone con la regulación
del "error de tipo", pues confor-
me a ésta última figura, el de-
lito se excluye cuando el sujeto

erróneamente considera que exis-
te el bien jurídico y el objeto
material.

La tentativa inidónea y el
error de tipo tienen semejanza,
pues en los dos casos el sujeto
erróneamente cree que existe el
bien jurídico y el objeto mate-
rial. Ahora, dada la semejanza
anterior, resulta por demás in-
coherente que conforme al error
de tipo el delito se excluya,
mientras que, en casos de tentati-
va inidónea, se sancione la mis-
ma conducta.

7. El desistimiento de la
tentativa (art.16)

El desistimiento de la tenta-
tiva no está regulado en el Có-
digo Penal para el Estado de
Guerrero. En realidad no sabe-
mos a qué atribuir el hecho de
que no esté regulado el desisti-
miento de la tentativa, pues en
la exposición de motivos del Có-
digo Penal que nos ocupa expre-
samente se indica que:

"La parte final del artícu-
lo 16, se refiere a la figura del
desistimiento y arrepentimien-
to en la tentativa, que se da
cuando el sujeto se desiste de
seguir realizando todos los ac-
tos de ejecución de propia vo-
luntad, o bien, habiéndolos
ejecutado, impida la consuma-
ción del delito, disponiendo
que 'si el sujeto desistiere es-
pontáneamente de la ejecución o
impidiere la consumación del
delito, no se impondrá pena o
medida de seguridad alguna, a no
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ser que los actos ejecutados u
omitidos constituyan por sí mis-
mos delito."

Lo anterior significa que
en el proyecto original de re-
forma sí estaba contemplada la
figura jurídica denominada: "de-
sistimiento de la tentativa".
Obvio que ahora proponemos que
se regule el desistimiento de la
tentativa en Guerrero.

Veamos en qué consiste el
desistimiento de la tentativa.
Como se sabe, hay dos clases de
tentativa: "tentativa acabada"
y "tentativa inacabada"; enton-
ces, lógico resulta que existan
dos clases de desistimiento:
"desistimiento de tentativa aca-
bada" y "desistimiento de tenta-
tiva inacabada". Inclusive, en
la Exposición de Motivos del
código se indica:

"El desistimiento, que vale
para la tentativa inacabada, y
el arrepentimiento, que se utili-
za para la tentativa acabada,
constituyen una causa de exclu-
sión de la punibilidad de la
tentativa."

Desde esta última perspecti-
va, sucede que al "desistimien-
to de la tentativa acabada" se
le denomina "arrepentimiento".
En todas las Entidades federati-
vas se utiliza el mimo criterio,
es decir, al "desistimiento de
la tentativa acabada" suele de-
nominársele: "arrepentimiento".
También en la doctrina prevale-
ce dicho criterio.

Sin embargo, dado que aquí
se busca una distinción más pre-
cisa entre el "desistimiento de
la tentativa acabada" y el
"arrepentimiento de la consuma-
ción del resultado", es por ello
que al "desistimiento de la ten-
tativa acabada" no se le denomi-
nará "arrepentimiento". Lo que
significa que se prefiere clasi-
ficar al desistimiento en: "de-
sistimiento de la tentativa
acabada" y "desistimiento de la
tentativa inacabada".

En todos los Códigos Pena-
les de la República Mexicana
(excepto en Guerrero) se regu-
lan tanto el "desistimiento de
la tentativa inacabada" como el
"arrepentimiento" (recuérdese
que con ésta última expresión en
realidad se quiere decir: "desis-
timiento de la tentativa acaba-
da"). En el   Distrito Federal, por
ejemplo, el artículo 21 del Có-
digo Penal establece:

"Artículo 21. (Desistimiento
y arrepentimiento). Si el suje-
to desiste espontáneamente de
la ejecución o impide la consu-
mación del delito, no se le im-
pondrá pena o medida de seguri-
dad alguna por lo que a éste se
refiere, a no ser que los actos
ejecutados constituyan por sí
mismos algún delito diferente,
en cuyo caso se le impondrá la
pena o medida señalada para és-
te."

Sin variaciones significati-
vas, en las restantes entidades
federativas se regula el desis-
timiento de la misma manera. Lo
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primero que se puede sugerir es
que en el Código Penal para el
Estado de Guerrero se regule el
desistimiento, tal como lo regu-
la el artículo 21 del Código Pe-
nal para el Distrito Federal.

Una regulación más detalla-
da del desistimiento conduciría
a distinguir entre el desisti-
miento del autor del hecho prin-
cipal y el desistimiento de los
partícipes. De tal manera que se
pueda advertir en el Código Pe-
nal si el desistimiento del au-
tor del hecho principal benefi-
cia o no a los partícipes induc-
tores o cómplices.

También, una regulación más
detallada, llevaría a precisar
en el Código Penal los elementos
para que sea válido el desisti-
miento de los partícipes, e in-
cluso los elementos para que sea
válido el desistimiento del
coautor. Por eso se recomienda
que además de regular el desisti-
miento, tal como aparece en el
artículo 21 del Código Penal pa-
ra el Distrito Federal, también
se agregue lo siguiente:

El desistimiento del autor
del hecho principal no benefi-
cia a los partícipes.

Para que sea válido el de-
sistimiento de los partícipes,
o el desistimiento de algún
coautor, se requerirá que hayan
neutralizado el sentido de su
aportación al hecho.

Puede agregarse a lo ante-
rior, que el desistimiento se

considerará como un hecho "espon-
taneo", cuando además de ser vo-
luntario, el motivo que lo hu-
biera originado sea un motivo
que se corresponda con el orden
jurídico en general. Claro, lo
primero que esperaríamos es
que, de alguna manera, se regule
el desistimiento en el Código
Penal para el Estado de Guerre-
ro; aunque, como en las restan-
tes Entidades federativas, no
se indique si el desistimiento
del autor beneficia o no a los
partícipes, tampoco se precise
los aspectos que deben tomarse
en cuenta para que sea válido el
desistimiento de los partícipes
(o de algún coautor); y, sin que
tampoco se tome en cuenta el mo-
tivo que hubiera originado el
desistimiento. Porque poste-
riormente, quizás, se perfec-
cionará la figura del desistimien-
to.

8. Los actos preparatorios
(art. 17, frac. I)

Los actos preparatorios están
regulados en la fracción I del
artículo 17:

"Artículo 17. Son responsa-
bles penalmente, los que inter-
vengan en la comisión del delito
en carácter de autor o de partí-
cipe y pueden tener ese carácter
los siguientes:

I. Los que acuerden o prepa-
ren su realización".

El llamado "itercriminis" o
"camino del delito" representa
lo que actualmente conocemos
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como los distintos "grados de la
ejecución del hecho".

Los distintos "grados de la
ejecución del hecho", son los
siguientes:

a) Los actos preparatorios.
b) El comienzo de la ejecu-

ción del hecho mediante la ten-
tativa.

c) El desistimiento de la
tentativa.

d) La consumación del resul-
tado.

e) El arrepentimiento de la
consumación del resultado.

Los actos preparatorios so-
lamente son punibles cuando por
sí mismos constituyen una con-
ducta típica. Si alguien compra
un arma para matar a una perso-
na, solamente responderá por la
"portación de arma de prohibi-
da", pero jamás por la tentativa
de homicidio a la que todavía no
ha dado inicio. Si en lugar de
comprar un arma compra veneno,
estos actos preparatorios no
constituyen ninguna conducta
típica y el sujeto no responderá
penalmente por los mismos.

Dicho de otra manera, los
actos preparatorios solamente
deben sancionarse cuando algún
tipo penal expresamente lo de-
termine, porque, por lo gene-
ral, los actos preparatorios son
actos que deben quedar impunes,
dado que en tales casos el suje-
to todavía no pone en riesgo el
bien jurídico.

Debería derogarse la frac-

ción I del artículo 17, que es-
tablece que responderán penal-
mente quienes acuerden o prepa-
ren la realización de un hecho.

Con lo anterior se dejarían
fuera a algunos tipos penales
que, por excepción, establezcan
la sanción que corresponda al
comportamiento consistente en
acordar o preparar la realiza-
ción de un hecho, como ocurre,
por ejemplo, en casos de delin-
cuencia organizada, o ante deli-
tos contra la seguridad de la
nación.

Lo que no se debe hacer es
adelantar la intervención del
Derecho penal, de modo que el
poder punitivo intervenga, en
todos los delitos, desde el mo-
mento en que el sujeto acordó o
preparó la realización del he-
cho. Por eso los actos preparato-
rios que por sí mismos no confi-
guran alguna conducta delictiva,
no deben regularse en la Parte
General del Código Penal.

La misma crítica es válida
para el Código Penal Federal,
pues en su fracción I del ar-
tículo 13, indica que son respon-
sables quienes acuerden o prepa-
ren la realización de un hecho.
En cambio, el Código Penal para
el Distrito Federal no incurre
en semejante falla.

No deja de llamarnos la
atención el hecho de que en el
Código Penal para el Estado de
Guerrero no esté contemplado el
desistimiento de la tentativa,
pero en cambio sí se pretende
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adelantar la intervención del
poder punitivo ya desde el mo-
mento en el que, sin haber pues-
to en riesgo al bien jurídico,
el sujeto haya acordado o prepa-
rado la realización del hecho.

Adelantar la intervención
del Estado, a través del Derecho
penal, a los casos del acuerdo
o preparación de un hecho, sig-
nifica darle la espalda al prin-
cipio según el cual debemos res-
ponder penalmente por nuestros
hechos (Derecho penal del he-
cho) y no por la sola peligrosi-
dad que alguien represente (De-
recho penal de autor). Es decir,
el iuspuniendi debe estar limi-
tado a la lesión o puesta en
riesgo de los bienes jurídicos.

9. Consecuencias jurídicas
accesorias para las personas
morales (art. 19)

El artículo 19 del Código
Penal para el Estado de Guerre-
ro, en lugar de referirse a las
consecuencias jurídicas acce-
sorias que deben imponérseles a
las personas morales, se refie-
re a dichas consecuencias como
si se tratara de verdaderas pe-
nas, tal como se aprecia en la
última parte del artículo 19:

"Artículo 19. Cuando algún
miembro o representante de una
persona jurídica colectiva, con
excepción de las instituciones
del Estado y municipios, cometa
un delito con los medios que pa-
ra tal objeto la misma le pro-
porcione, de modo que resulte
cometido a nombre, bajo el ampa-

ro o en beneficio de ésta, el
juzgador impondrá en la senten-
cia, previo el juicio correspon-
diente y con la intervención del
representante legal, las penas
previstas por este código para
las personas colectivas."

Recordemos que el fundamen-
to de una pena está en la culpa-
bilidad de una persona. En este
sentido, a una persona moral no
puede imponérsele una pena (al
menos en el derecho penal mexica-
no), porque las personas mora-
les no tienen capacidad de cul-
pabilidad.

Para tener "capacidad de
culpabilidad" primeramente se
requiere tener "capacidad de
voluntad", pero las personas
morales, desde luego, que no
tienen "capacidad de voluntad".

En el Derecho penal mexica-
no a las personas morales no se
les impone una "pena", en el
sentido estricto de la palabra,
pues éstas no tienen "capacidad
de voluntad", "capacidad de cul-
pabilidad", ni por lo tanto "ca-
pacidad de pena".

Podemos válidamente criti-
car la parte última del artículo
19 en donde a las "consecuencias
jurídicas accesorias" que se
les impone a las personas mora-
les se les confunde con verdade-
ras penas, como si dichas per-
sonas morales tuvieran "capaci-
dad de responsabilidad penal".

Aunado a lo establecido en
el artículo 19, el artículo 55
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del mismo ordenamiento, se refie-
re a la "responsabilidad penal"
de las empresas, al indicar lo
siguiente:

"Artículo 55. A las perso-
nas jurídicas colectivas que
incurran en responsabilidad
penal…".

Hay que decirlo, brevemen-
te, en el Derecho penal mexicano
las personas morales no tienen
"responsabilidad penal", en el
sentido de que pueda imponérseles
una "pena", dado que no tienen
"capacidad de culpabilidad", ni
"capacidad de voluntad", ni "ca-
pacidad de acción" siquiera.

En el Derecho penal mexica-
no sólo pueden ser sujetos acti-
vos de Derecho penal las perso-
nas físicas con "capacidad de
voluntad"; esto es, sólo las
personas físicas con capacidad
de voluntad tenemos "capacidad
de acción".

Del propio artículo 22,
fracción I, se deduce que el de-
lito se excluye debido a la au-
sencia de voluntad de una perso-
na. Y como las personas morales
no tienen libre albedrío, enton-
ces no tienen voluntad en el
sentido ontológico de la pala-
bra.

De esta manera, las perso-
nas morales no pueden ser suje-
tos activos en el derecho penal
mexicano; en cambio, sí pueden
ser sujetos pasivos, en la medi-
da en que sean titulares de de-
terminados bienes jurídicos.

Creemos que los artículo 19
y 55 del Código Penal para el Es-
tado de Guerrero se deben refe-
rir a las "consecuencias jurídi-
cas accesorias" que en ciertos
casos se les impone a las per-
sonas morales, pero sin hacer
referencia a la expresión "pe-
nas" ni "responsabilidad penal"
de las personas jurídico-colec-
tivas.

10. La ausencia de voluntad
(art.22, frac.I)

El artículo 22, fracción I,
del Código Penal para el Estado
de Guerrero, debiera referirse
a los casos de "ausencia de vo-
luntad", en lugar de aludir a la
hipótesis en el sentido de que
el delito se excluye cuando el
sujeto actúe "involuntariamen-
te".

Se transcribe la fracción I
del artículo 22:

"Artículo 22. El delito se
excluye cuando:

I. La actividad o inactivi-
dad del agente sean involunta-
rias".

Una persona puede actuar de
manera involuntaria e infringir
con ello un deber objetivo de
cuidado. Decimos entonces que
la conducta fue realizada "cul-
posamente".

Lo que se debió indicar en
la fracción I del artículo 22 es
que el delito se excluye debido
a "la ausencia de voluntad" de
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una persona. Veamos lo anterior
con más detenimiento:

Primero debemos aclarar que
el "contenido de la voluntad" de
una persona puede ser el dolo o
la culpa. En este sentido, debi-
do a "la ausencia de voluntad",
es decir, cuando una persona no
ha actuado ni dolosa ni culposa-
mente, no se podrá argumentar
que existe un delito (a esto de-
bió referirse la fracción I del
artículo 22).

En los casos de ausencia de
voluntad ni siquiera se puede
afirmar que se trata de una
"conducta típica", pues solamen-
te hay "conductas típicamente
dolosas" o "conductas típicamen-
te culposas". De modo que no
puede existir una conducta típi-
ca que no sea dolosa y que tam-
poco sea culposa.

En la propia Exposición de
Motivos del Código Penal para el
Estado de Guerrero, a propósito
del principio de culpabilidad,
se indica lo siguiente:

"…el principio de culpabili-
dad, columna vertebral del mo-
derno Derecho penal, exige que
no se aplique pena alguna si la
conducta no ha sido realizada
culpablemente…".

Si alguien que ha actuado
"culpablemente", es porque su
conducta ha sido considerada
realizada dolosa o culposamente.

Lo que se busca es que se
aprenda a distinguir entre las

dos expresiones siguientes:

a) El sujeto actuó involunta-
riamente.

b) El sujeto no tenía volun-
tad.

Con la primera expresión se
quiere decir que una persona
actuó por descuido, que infrin-
gió un deber objetivo de cuida-
do, que su conducta es típicamen-
te culposa.

Pero con la segunda expre-
sión, lo que se quiere afirmar
es la "ausencia de voluntad del
sujeto". Y si el contenido de la
voluntad es el dolo o la culpa,
entonces, lo que se quiere de-
cir, con la segunda expresión,
es que el sujeto no actuó ni
dolosa ni culposamente.

Comprendido lo anterior,
debemos reformar el artículo
22, fracción I, en donde actual-
mente se dice que el delito se
excluye si el comportamiento de
una persona ha sido realizado
involuntariamente. Obsérvese que
si la expresión anterior se to-
mara en su sentido literal, en-
tonces en Guerrero no habría de-
litos culposos.

En conclusión, la fracción
I del artículo 22 debiera preci-
sar que el delito se excluye de-
bido a la "ausencia de voluntad"
de una persona.

Al parecer, la falla a la
que nos hemos estado refirien-
do, proviene desde la propia Ex-
posición de Motivos del Código
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Penal, en donde literalmente se
dijo lo siguiente:

"La fracción I del artículo
22 se refiere a esta excluyente,
al establecer que no hay delito
'cuando la actividad o inactivi-
dad del agente sean involunta-
rias'."

"...se establece una fórmu-
la general que abarca cualquier
hipótesis en la que falte la vo-
luntad."

Hay una notable confusión
en la Exposición de Motivos por-
que, como se ha demostrado, no
es lo mismo "conducta involun-
taria" que "ausencia de volun-
tad".

11. Exceso en las causas de
justificación (art. 22, fracs.
III a VII y art. 63)

El artículo 63 del Código
Penal para el Estado de Guerrero
alude a los casos en que alguien
se exceda en laguna de las dis-
tintas causas de justificación.
El referido numeral establece:

"Artículo 63. Al que se ex-
cediere en los casos de las
fracciones III a VII del artícu-
lo 22, se le impondrá hasta una
tercera parte de las penas co-
rrespondientes al delito cometi-
do."

Veamos enseguida a qué se
refieren las fracciones III,
IV, V, VI y VII del artículo 63:

La fracción III regula a la

legítima defensa; la fracción
IV regula el estado de necesidad
justificante y el estado de
necesidad disculpante; la frac-
ción V regula los casos de obe-
diencia jerárquica; la fracción
VI regula el cumplimiento de un
deber y el ejercicio de un
derecho y la fracción VII regula
el consentimiento que rece so-
bre bienes jurídicos disponi-
bles.

Salta la pregunta en el sen-
tido de saber si es una causa de
justificación el consentimien-
to que recae sobre bienes jurí-
dicos disponibles. Al respecto,
en la Exposición de Motivos del
Código Penal, se dijo lo si-
guiente:

El consentimiento "...toda-
vía acusa un perfil un tanto
equivoco, pues mientras para
unos equivale a la falta de an-
tijuridicidad para otros consti-
tuye el aspecto negativo de la
tipicidad...".

Ciertamente, al consenti-
miento en ocasiones se le consi-
dera como una causa de justifi-
cación, mientras que otras ve-
ces, el consentimiento que recae
sobre bienes jurídicos disponi-
bles, es considerado como una
verdadera cusa de atipicidad.
Observemos si en los casos si-
guientes el consentimiento tie-
ne la naturaleza de excluir la
tipicidad o la antijuridici-
dad:

Se demuestra que la supues-
ta víctima de violación (de 17
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años de edad), al momento de los
hechos dijo que sí, que cómo no,
que claro.

Se acredita que la supuesta
víctima de robo le prestó el
vehículo al acusado.

Se prueba que la supuesta
víctima de allanamiento de mora-
da le permitió el acceso a la ca-
sa habitación al imputado.

Nótese que en los casos an-
teriores el consentimiento no
puede fungir como una causa de
justificación, pues no estamos
en presencia de ninguna conduc-
ta típica. En ocasiones, el con-
sentimiento que recae sobre
bienes jurídicos disponibles,
aunque sea obtenido mediante el
engaño, sigue teniendo la fuer-
za de excluir la tipicidad de la
conducta. Por ejemplo, en el
primer caso planteado, si el su-
jeto obtiene el consentimiento
de la víctima mediante engaño,
ni con ello podría configurarse
el tipo penal de violación, si-
no, en todo caso, el tipo penal
de estupro, regulado en el ar-
tículo 145 del Código Penal en
comento.

De modo que, como se dijo en
la Exposición de Motivos, sí se
discute todavía la naturaleza
jurídica del consentimiento que
recae sobre bienes jurídicos
disponibles. Pero también hay
que reconocer que últimamente
la doctrina parece inclinarse
por la idea de que el consenti-
miento que recae sobre bienes
jurídicos disponibles excluye

la tipicidad de la conducta.

La propuesta de que el con-
sentimiento que recae sobre
bienes jurídicos disponibles es
una causa de atipicidad, origi-
nalmente se la debemos a Geerds,
quien desde 1935, en su tesis
doctoral, distinguió entre "asen-
timiento" y "consentimiento".

Las dificultades comienzan
cuando se prueba que, por error
vencible, el sujeto se excedió
en alguna de las distintas cau-
sas de justificación. Por ejem-
plo, quien se excede en su le-
gítima defensa pudiera tener un
error de prohibición indirecto
vencible, al considerar que su
conducta está justificada por
legítima defensa. Por eso noso-
tros consideramos que en los
casos de exceso de legítima de-
fensa debe subsistir la presen-
cia del dolo al igual que en los
casos de error de prohibición
vencible. Pero, reconocida la
semejanza de la naturaleza jurí-
dica entre ambas figuras (el
error de prohibición vencible y
exceso de legítima defensa),
las consecuencias jurídicas tam-
bién debieran ser equivalentes.

Desde luego que no podemos
corroborar lo anterior en el Có-
digo Penal para el Estado de
Guerrero, porque tanto el error
de tipo como el error de prohibi-
ción vencibles están mal regu-
lados en el artículo 62.

No es el momento para refe-
rirnos al error que recae sobre
el consentimiento de la vícti-
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ma, solamente diremos que para
Geerds, dicho fenómeno debería
resolverse de la siguiente mane-
ra: mediante las reglas del
error de tipo cuando el consenti-
miento tenga la naturaleza de
excluir la tipicidad, y, me-
diante las reglas del error de
prohibición cuando el consenti-
miento tenga la naturaleza de
excluir la antijuridicidad.

Falta decir que la fracción
V del artículo 22, relativa a la
obediencia jerárquica, bien pue-
de subsumirse en la fracción VI
del mismo artículo, en tanto que
se trata de un supuesto en el que
el sujeto activo cumple con su
deber.

12. La imputabilidad dismi-
nuida (art. 22, frac. IX)

El Código Penal para el Es-
tado de Guerrero, en su artículo
22, fracción IX, regula los ca-
sos de inimputabilidad:

"Artículo 22. El delito se
excluye cuando (...)

IX. Al momento de realizar
el hecho típico, el agente pa-
dezca trastorno mental transi-
torio o desarrollo intelectual
retardado, que le impidan com-
prender el carácter ilícito de
aquel o conducirse de acuerdo
con esa comprensión, excepto en
los casos en que el propio agen-
te haya provocado dolosa o cul-
posamente esa incapacidad.

Tratándose de desarrollo
intelectual retardado, se esta-

rá a lo dispuesto en el artículo
29 de este código. En el caso de
trastorno mental transitorio se
observarán las mismas prevencio-
nes sólo si el sujeto requiere
tratamiento; en caso contrario
se le pondrá en absoluta liber-
tad".

La primera parte de la frac-
ción IX del artículo citado se
refiere a los casos de inimputabi-
lidad por trastorno mental tran-
sitorio o desarrollo intelec-
tual retardado, mientras que la
segunda parte del primer párra-
fo de dicha fracción alude a
las, así llamadas, "acciones li-
bres en su causa".

En el segundo párrafo de la
fracción IX del artículo que se
comenta, se mencionan los supues-
tos de inimputabilidad por desa-
rrollo intelectual retardado y
trastorno mental transitorio.
Pero no están regulados los ca-
sos de "imputabilidad disminui-
da".

Mientras que la "imputabili-
dad disminuida" está regulada
en todas las Entidades federati-
vas, en el Código Penal para el
Estado de Guerrero no lo está.

¿Cómo podría resolverse -en
Guerrero- el caso en que una
persona mata a su cónyuge en el
momento mismo en que se percata
de su infidelidad?

En los Códigos Penales de la
República -excepto en Oaxaca y
Guerrero- se establecen las hi-
pótesis en las que una persona
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priva de la vida a otra en un
"estado de emoción violenta",
similar a los casos del homici-
dio por infidelidad.

En el Estado de Guerrero no
está regulada ni la imputabilidad
disminuida ni el homicidio en
estado de emoción violenta.

Se sugiere regular la impu-
tabilidad disminuida por emo-
ción violenta, pero regularla
en la Parte General del Código
Penal, concretamente en el ar-
tículo 22, fracción IX. Con esto
sería innecesario hacer referen-
cia a las lesiones u homicidio
en estado de emoción violenta.

La solución no consiste en
regular el homicidio por infi-
delidad como en la mayoría de
los Códigos de la República, si-
no que se trata de regular (en
la Parte General del Código Pe-
nal) la imputabilidad por emo-
ción violenta, pues ésta última
figura abarca los casos de ho-
micidio por infidelidad.

En los casos de imputabilidad
disminuida la figura de la cul-
pabilidad se ve igualmente redu-
cida, por lo que la pena, desde
luego, debe atenuarse.

Entonces, si en el Código
Penal para el Estado de Guerrero
no se reconoce la imputabilidad
disminuida, ello significa que
estamos ante el quebrantamiento
del principio de culpabilidad,
según el cual la medida de la pe-
na debe corresponderse con el
grado de la culpabilidad del

autor.

Quizá se diga que el princi-
pio de culpabilidad queda ileso
a propósito de que, para efectos
de la individualización judi-
cial de la pena, el juzgador
debe tomar en cuenta las circuns-
tancias personales del autor,
como expresamente lo determina
el artículo 56, fracción VIII,
del mismo código.

Pero ni con lo anterior po-
dría evitarse el sentido de la
crítica planteada, pues basta
verificar si la pena mínima del
homicidio doloso se corresponde
o no con la pena que debe im-
ponerse en casos de homicidio en
estado de emoción violenta.

En nuestra consideración,
si en algún ordenamiento no se
reconoce la figura de la im-
putabilidad disminuida, el prin-
cipio de culpabilidad queda se-
riamente resquebrajado, debido
a que, en tales casos, la medida
de la pena no se puede correspon-
der con el grado de la culpabili-
dad del autor.

Dado que no está regulada la
imputabilidad disminuida en el
Código Penal que analizamos,
estamos todavía lejos de cum-
plir con el propósito plasmado
en la Exposición de Motivos, en
el sentido de que el principio
de culpabilidad es respetado:

"…la fórmula plasmada en el
artículo 56 del Proyecto preci-
sa qué es lo que el juzgador debe
tomar en cuenta para la indivi-
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dualización de la pena o medida
de seguridad y pone de relieve
el 'principio de culpabilidad'
como límite de la pena, con lo
que la gravedad del delito y el
grado de culpabilidad del suje-
to, son los criterios que vienen
a determinar la fijación de la
sación."

Por ejemplo, en un caso de
homicidio en estado de emoción
violenta por la infidelidad de
un cónyuge, a nadie se le ocu-
rriría que el principio de cul-
pabilidad estará garantizado.

13. Una excusa absolutoria
(art. 60 B.)

Recomendamos que la hipóte-
sis prevista en el artículo 60
B no esté reducida a los casos
del manejo de vehículos. Dicho
numeral establece:

"Artículo 60 B. No se apli-
cará pena a quién por culpa en
el manejo de vehículos de motor
en que viaje en unión de su cón-
yuge, concubina, hijos, padres
o hermanos, ocasione lesiones u
homicidio a alguno o algunos de
éstos, siempre y cuando el con-
ductor no se hubiera encontrado
en el momento de ocurrir el acto
en estado de ebriedad o bajo el
influjo de estupefacientes y
otras substancias que produzcan
efectos similares."

La figura anterior no debie-
ra reducirse a los casos del uso
de vehículos. Ni el Código Penal
Federal (artículo 321 bis) ni el
Código Penal para el Distrito

Federal (artículo 139) se redu-
cen dichas hipótesis al manejo
de vehículos automotores.

El Código Penal Federal in-
dica:

"Artículo 321 Bis. No se pro-
cederá contra quien culposamente
ocasione lesiones u homicidio
en agravio de un ascendiente o
descendiente consanguíneo en
línea recta, hermano, cónyuge,
concubino, adoptante o adopta-
do, salvo que el autor se en-
cuentre bajo el efecto de bebi-
das embriagantes, de estupefa-
cientes o psicotrópicos, sin
que medie prescripción médica,
o bien que no auxiliare a la víc-
tima."

Mientras que en el Código
Penal para el Distrito Federal
se dispone:

"Artículo 139. No se impon-
drá pena alguna a quien por cul-
pa ocasione lesiones u homici-
dio en agravio de un ascendiente
o descendiente consanguíneo en
línea recta, hermano, adoptante
o adoptado, cónyuge, concubina,
concubinario o cuando entre el
agente y el pasivo exista rela-
ción de pareja permanente, amis-
tad o de familia, salvo que el
agente se encuentre bajo el
efecto de bebidas embriagantes,
de estupefacientes o psicotrópi-
cos, sin que medie prescripción
médica, o bien que se diere a la
fuga y no auxiliare a la vícti-
ma."

Hay quienes consideran que
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es mejor la disposición conteni-
da en el artículo 139, en tanto
que, en tales casos, el proceso
inicia y termina con una senten-
cia de reconocimiento de la res-
ponsabilidad penal; lo cual,
según se sostiene, trae funcio-
nes preventivas considerables.

Nosotros sólo queremos ha-
cer notar que no hay ninguna ra-
zón para reducir al uso de ve-
hículos la hipótesis prevista
en el artículo 60 B, antes trans-
crita.

Si una persona le causa la
muerte a su hijo de manera cul-
posa, ¿qué efectos preventivo-
especiales y qué efectos pre-
ventivo-generales podrían bus-
carse con la imposición de una
pena?

En tales casos la pena no
podría cumplir ningún efecto
preventivo, pues, como suele de-
cirse en estos casos: en el pro-
pio delito realizado se lleva la
penitencia.

Cuando la pena no puede cum-
plir ningún efecto preventivo,
vale más renunciar a ella.

14. Error de tipo vencible
y error de prohibición vencible
(art. 62)

El "error de tipo invenci-
ble" está regulado en la parte
conducente de la fracción X del
artículo 22 del Código Penal pa-
ra el Estado de Guerrero:

"Artículo 22. El delito se

excluye cuando (...) X. Se rea-
lice el hecho bajo un error in-
vencible respecto a alguno de
los elementos objetivos esen-
ciales que integran la descrip-
ción legal (...)".

Es decir, el error de tipo
invencible se presenta cuando
de manera inevitable el sujeto
desconoce "alguno de los elemen-
tos objetivos" del tipo penal.
Mientras que el "error de prohibi-
ción invencible" está regulado
en la parte conducente de la
fracción X del mismo artículo
22, en donde se dispone lo si-
guiente:

"Artículo 22. El delito se
excluye cuando (...) X. Se rea-
lice el hecho bajo un error in-
vencible respecto a (...) una
causa de licitud, o cuando el
hecho se realice por error in-
vencible sobre la existencia de
la ley penal o del alcance de és-
ta". (Cursivas añadidas).

Conforme a lo anterior, el
error de prohibición invencible
se presenta cuando el sujeto, de
manera inevitable, erróneamen-
te cree:

Hipótesis 1: Que su conduc-
ta está favorecida por la supues-
ta presencia de alguna causa de
justificación. (Error de prohi-
bición indirecto).

Hipótesis 1: Que su conduc-
ta está permitida en virtud de
la supuesta existencia "de una
ley penal" que la autoriza.
(Error de prohibición directo).
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La primera crítica que debe-
mos formular es la siguiente: al
error de prohibición directo no
debe reducírsele a los casos en
que el sujeto erróneamente crea
que su conducta está permitida
en virtud de la supuesta exis-
tencia "de una ley penal", por-
que de esa manera quedan fuera
todas las hipótesis en que el
error recaiga sobre una ley de
naturaleza distinta a la penal.

En el Código Penal para el
Estado de Guerrero no están re-
gulados los casos en que el su-
jeto tenga un error debido a que
considere que su conducta está
permitida en virtud de la supues-
ta existencia de una ley cuya
naturaleza jurídica sea distin-
ta a la penal. Relativo a la fi-
gura del error, en la Exposición
de Motivos se hizo el siguiente
comentario:

"La fracción X del artículo
22 establece la exclusión del
delito cuando 'se realice el he-
cho bajo un error invencible
respecto a alguno de los elemen-
tos objetivos esenciales que
integran la descripción legal
(error de tipo), o por el mismo
error estime el sujeto activo
que su conducta está amparada
por alguna causa de licitud
(error de licitud), o cuando el
hecho se realice por error in-
vencible sobre la existencia de
la ley penal o del alcance de és-
ta' (error de derecho)." (Cur-
sivas añadidas).

Independientemente de la
terminología que se haya em-

pleado para referirse al error
de tipo y al error de prohibi-
ción, lo que resulta relevante
es que el llamado "error de de-
recho", solamente se quiso admi-
tir cuando recayera sobre la
existencia de una "ley penal",
lo cual supone una gravísima fa-
lla al interior del sistema pe-
nal, pues hasta ilógico resulta
tener que explicar que el error
del sujeto no solamente puede
recaer sobre la supuesta exis-
tencia de una "ley penal", sino
también sobre la supuesta exis-
tencia de cualquier otra ley de
naturaleza distinta a la penal.

Ahora, referente a la punibi-
lidad del error de tipo y del
error de prohibición, cuando
son vencibles, en el artículo 62
del mismo código se precisó:

"Artículo 62. Cuando el su-
jeto realice el hecho en situa-
ción de error vencible, en cual-
quiera de los casos previstos
por la fracción X del artículo
22, se le impondrá hasta la mi-
tad de las sanciones estableci-
das para el delito de que se
trate."

Lo que significa que tanto
el error de tipo como el error
de prohibición, cuando son venci-
bles, tienen un mismo tratamien-
to, que consiste en atribuir el
hecho dolosamente pero con una
pena atenuada. En la Exposición
de Motivos se dijo lo siguiente:

"(...) cuando los aludidos
casos sean de error vencible, el
agente será responsable y sancio-
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nado con el criterio estableci-
do para los delitos culposos,
como se advierte de las preven-
ciones contenidas en el artícu-
lo 62." (Cursivas añadidas).

Pero el artículo 62 de nin-
guna manera relaciona los casos
de error vencible con los deli-
tos culposos, ¿por qué? No lo
sabemos. En la Exposición de
Motivos también se comentó:

"(...) la doctrina y la
jurisprudencia han aceptado que
por este tipo de errores se im-
ponga la punibilidad señalada
para el delito culposo." (Cur-
sivas añadidas).

La verdad es la siguiente:
recordemos que conforme al ar-
tículo 15 del mismo ordenamien-
to quien actúa dolosamente es
porque conoce los elementos del
tipo penal, de ahí que, contra
lo establecido en el artículo
62, el dolo no puede subsistir
cuando por error el sujeto
desconozca los elementos del
tipo.

Por lo anterior, cuando el
error de tipo sea vencible debe
atribuirse el hecho a título
culposo, siempre que el tipo pe-
nal de que se trate admita con-
figurarse culposamente, pues de
lo contrario el hecho debe que-
dar impune.

En cambio, en casos de error
de prohibición vencible el dolo
no se ve afectado, por lo que el
hecho debe atribuirse a título
doloso, pero con una pena ate-

nuada, puesto que en tales su-
puestos lo que se atenúa es la
culpabilidad del sujeto activo.

Sólo resta decir que, ac-
tualmente, no está regulado el
error de prohibición vencible
que recaiga sobre la supuesta
existencia de una ley de natura-
leza distinta a la penal, motivo
bastante y suficiente para re-
formar el artículo 62 del Código
Penal en comento.

15. La accesoriedad limita-
da y la accesoriedad externa

El artículo 17 del Código
Penal para el Estado de Guerrero
hace referencia a las distintas
formas de intervención:

"Artículo 17. Son responsa-
bles penalmente, los que inter-
vengan en la comisión del delito
en carácter de autor o de partí-
cipe y pueden tener ese carácter
los siguientes:

I. Los que acuerden o prepa-
ren su realización;

II. Los que lo realicen por
sí;

III. Los que lo realicen
conjuntamente;

IV. Los que lo lleven a cabo
sirviéndose de otro;

V. Los que induzcan dolosa-
mente a otro a cometerlo;

VI. Los que dolosamente
presten ayuda o auxilio a otro
para su comisión;

VII. Los que con posteriori-
dad a su ejecución, auxilien al
delincuente, en cumplimiento de
una promesa anterior al delito,
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y
VIII. Los que intervengan

con otros en su comisión, aunque
no conste quién de ellos produjo
el resultado."

Ya hemos criticado la frac-
ción I del artículo 17, ahora
indicaremos cuáles son las for-
mas de autoría y cuáles son las
formas de participación esta-
blecidas en las restantes frac-
ciones del mismo artículo.

En las fracciones II, III y
IV están reguladas las formas de
autoría (la autoría directa, la
coautoría y la autoría mediata,
respectivamente). Las fraccio-
nes V y VI se refieren a la in-
ducción y a la complicidad, en
tanto formas de participación
delictiva.

La fracción VII del mismo
artículo 17 alude al encubrimien-
to por favorecimiento, en tanto
que en la fracción VIII indica
los casos de autoría indetermi-
nada. (Por cierto que el artícu-
lo 69 se refiere a la punibilidad
de la autoría indeterminada, en
tanto que el artículo 18 regula
el llamado delito emergente).

Al respecto, en la Exposi-
ción de Motivos del Código Penal
para el Estado de Guerrero, se
indica lo siguiente:

"El artículo 17 trata de
deslindar o definir con mayor
precisión a los distintos suje-
tos que intervienen en la reali-
zación del delito, adoptándose,
por tanto, la 'teoría restricti-

va de autor' por considerarla
más conveniente y desechándose
el 'concepto unitario de autor'
cuyas consecuencias no son de-
seables en Derecho penal."

"...se precisa, además, que
la inducción debe ser dolosa,
con lo que se desecha la insti-
gación culposa."

Ha sido un mérito indiscuti-
ble, sin lugar a dudas, el hecho
de que a través de la "teoría
restrictiva de autor" se haya
abandonado el "concepto unita-
rio de autor", pues conforme a
éste último resultaría imposi-
ble distinguir entre las distin-
tas formas de autoría y las for-
mas de participación delictiva.

Lo que falta en el artículo
17 es hacer referencia a los
principios de "accesoriedad li-
mitada" y "accesoriedad exter-
na". Estos principios los pode-
mos encontrar expresamente deter-
minados en los Códigos Penales
del Distrito Federal (artículo
22), Chihuahua (artículo 21) y
Durango (artículo 21), y consis-
ten en lo siguiente:

Conforme al principio de
accesoriedad limitada, es puni-
ble la intervención del induc-
tor o del cómplice, siempre y
cuando el autor del hecho princi-
pal se haya comportado de manera
típicamente dolosa y antijurídi-
ca.

Conforme al principio de
accesoriedad externa, es puni-
ble la intervención del induc-
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tor o del cómplice, siempre y
cuando el autor del hecho princi-
pal haya consumado el resultado
típico, o bien, se haya quedado
en tentativa punible de reali-
zarlo.

Los principios anteriores,
a decir verdad, actualmente es-
tán implícitamente contenidos
en el artículo 17, pero su re-
gulación expresa nos brindaría
una claridad mayor.

16. El juicio de adecuación
causal y la imputación objetiva
del resultado

El juicio de adecuación
causal originalmente lo elaboró
un médico de profesión, llamado
von Kries, pero en 1889 Max
Ernst Mayer fue quien primero lo
incorporó al Derecho penal, de
suerte que en 1904 Traeger for-
muló el juicio de adecuación
causal mediante la siguiente
expresión:

En el juicio de adecuación
causal han de incluirse todas
aquellas circunstancias conoci-
das o cognoscibles por el autor
al momento de su acción (ex an-
te), más todas aquellas circuns-
tancias conocidas o cognoscibles
por un tercero observador obje-
tivo después del hecho (ex post
facto).

Por ejemplo, si una persona
le muestra a su víctima un re-
vólver exigiéndole al mismo
tiempo que le entregue el bolso,
y ocurre que debido al estado de
hipertensión de la víctima ésta

muere; entonces, conforme al
juicio de adecuación causal,
para saber si resulta o no ade-
cuado matar a una persona con
tan solo mostrarle un revólver,
debemos preguntarnos si ex ante
(al momento del hecho) el sujeto
conocía las circunstancias parti-
culares de su víctima. De manera
que si, ex ante, el sujeto cono-
cía el estado de hipertensión de
su víctima, entonces sí habría
adecuación causal y podría im-
putársele el resultado de muer-
te. Algo que no podría ocurrir
si el sujeto, ex ante, descono-
ciera las circunstancias particu-
lares de la víctima.

La teoría de la adecuación
causal sufrió múltiples críti-
cas, al grado de que, en 1970,
fue definitivamente superada
por la teoría de la imputación
objetiva de Claus Roxin.

Sin embargo, actualmente,
prácticamente en todos los Có-
digos Penales de la República,
excepción hecha del Código Pe-
nal para el Estado de Guerrero,
podemos encontrar un precepto
que, como en el Código Penal Fe-
deral, indica lo siguiente:

"Artículo 53. No es imputa-
ble al acusado el aumento de
gravedad proveniente de circuns-
tancias particulares del ofendi-
do, si las ignoraba inculpable-
mente al cometer el delito."

Obsérvese que, con fundamen-
to en el precepto citado, no le
debe ser atribuido el resultado
de muerte a quien le haya
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enseñado un revólver a una per-
sona que padecía hipertensión.
Claro, siempre que el sujeto ac-
tivo hubiera ignorado el estado
de hipertensión de la víctima.

Al parecer, el artículo 53
del Código Penal Federal, está
basado en el llamado "juicio de
adecuación causal" de Traeger.

Hay que hacernos el siguien-
te planteamiento: ¿es recomen-
dable que en el Código Penal pa-
ra el Estado de Guerrero se re-
gule un precepto semejante a lo
que establece el artículo 53 del
Código Penal Federal?

Alguien dirá, seguramente,
que lo que debemos regular es la
"teoría de la imputación objeti-
va" de Claus Roxin, misma que
superó al "juicio de adecuación
causal" de Traeger. Sin embar-
go, hay que decirlo también, la
"teoría de la imputación objeti-
va" ni siquiera en Alemania está
expresamente reconocida.

Solamente la fracción II
del artículo 18 de la Ley que Es-
tablece el Sistema Integral de
Justicia para Adolescentes en
el Estado de Tabasco, regula la
imputación objetiva del siguien-
te modo:

"Artículo 18. La conducta
típica es inexistente si en el
caso concreto se presenta algu-
na causa de atipicidad. (...)
II. La falta de imputación ob-
jetiva del resultado típico al
comportamiento del autor.

Un comportamiento le es ob-
jetivamente imputable al autor,
siempre que se pruebe que éste:

a) Creó un riesgo jurídica-
mente desaprobado.

b) Que dicho riesgo jurídi-
camente desaprobado se concretizó
en un resultado típico.

c) Que el resultado típico
pertenezca al ámbito protector
de la norma de que se trate.

En este sentido, la tipicidad
del hecho se excluye cuando se
prueba que el autor creó un
riesgo jurídicamente permiti-
do; o cuando se pruebe que la
víctima, de manera auto responsa-
ble, actuó a propio riesgo, de
modo que se aprecie que su com-
portamiento estuvo fuera del
ámbito protector de la norma."

Lo anterior debería pertene-
cer al criterio de los operado-
res del sistema penal, aunque
claro, su regulación daría ma-
yor seguridad jurídica a los go-
bernados.

Sea como sea, sí considera-
mos que en Guerrero se necesita
regular el juicio de adecuación
causal o la imputación objetiva
del resultado. De lo contrario,
un caso como el que se planteó
al principio de este apartado,
en Guerrero tendría que resol-
verse con la teoría de la "con-
ditio sine qua non", del pro-
cesalista Julius Glaser.

De suerte que, en Guerrero,
frente al caso planteado, ten-
dría que decirse lo siguiente:



34     PERIODICO OFICIAL DEL ESTADO DE GUERRERO Viernes 01 de Agosto de 2014

independientemente de que el
sujeto activo conociera o no el
estado de hipertensión de su
víctima, independientemente de
ello, lo cierto es que le causó
la muerte a su víctima y en tal
sentido tendrá que imputársele
dicho resultado típico.

III. Observaciones genera-
les

1. El principio de legali-
dad

El principio de legalidad
está dirigido no solamente a las
penas y a las medidas de seguri-
dad, sino a todas las consecuen-
cias jurídicas del delito en ge-
neral. Entre las ventajas de es-
ta propuesta está el hecho de
que nos permitirá extender el
principio de legalidad a las
"consecuencias jurídicas acce-
sorias" de que son objeto las
personas jurídico-colectivas,
también llamadas personas mora-
les. Obsérvese que a las perso-
nas jurídico-colectivas sí se
les puede imponer una "consecuen-
cias jurídica accesoria" ya
que, en contra de lo establecido
en la parte última del artículo
19 del Código Penal en comento,
las personas jurídico-colecti-
vas no tienen capacidad de pena,
dado que no tienen capacidad de
acción ni de culpabilidad. Por
eso también la necesidad de re-
formar el artículo 19 del Código
Penal en donde se dispone que a
las personas morales podrá impo-
nérseles una pena. Brevemente:
tendrán que regularse las conse-
cuencias jurídicas accesorias

para las personas morales y,
además, el principio de legali-
dad tendrá que estar referido a
todas las consecuencias jurídi-
cas del delito y no solamente a
las penas y a las medidas de se-
guridad.

2. El principio de culpabili-
dad

El principio de culpabili-
dad reconocido en el artículo 2
del Código Penal en comento, in-
dica lo siguiente: "Artículo 2.
A nadie podrá sancionársele por
acción u omisión, si éstas no
han sido realizadas culpable-
mente". Con lo anterior se quie-
re decir que, conforme al princi-
pio de culpabilidad, para sancio-
nar a una persona es necesario
probar que actuó dolosa o culposa-
mente. Sin embargo, hace falta
que se reconozca otra de las
grandes funciones que tiene el
principio de culpabilidad, que
es el de graduar el quantum de
la pena. Por cierto, el artículo
56 del mismo código, alude al
hecho de que, para efectos de la
individualización de la pena,
el juzgador debe atender, entre
otros aspectos, al "grado de
culpabilidad del agente". Esta
es otra razón para resaltar la
segunda función del principio
de culpabilidad (de algún modo
ya reconocida en el artículo 56)
consistente en graduar el quantum
de la pena. Por consiguiente, la
propuesta quedaría en los si-
guientes términos: "La medida
de la pena estará en relación
directa con el grado de culpabili-
dad de la persona respecto del
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hecho cometido, así como de la
gravedad de éste. En ningún caso
podrá imponerse pena alguna que
sea mayor al grado de culpabi-
lidad." -

3. Repercusiones del princi-
pio de legalidad

A partir del principio de
legalidad se derivan otros prin-
cipios, tales como los siguien-
tes: a) la prohibición de la in-
terpretación analógica de la
ley penal, b) la prohibición de
fundamentar la pena en el Dere-
cho consuetudinario, c) la prohi-
bición de la retroactividad de
la ley penal en perjuicio y, d)
la prohibición de las leyes y
las penas indeterminadas. Por
este motivo proponemos que en el
Título Preliminar igualmente se
reconozcan los principios de
tipicidad y de prohibición de la
aplicación retroactiva de la
ley penal, por analogía o por
mayoría de razón. El principio
de tipicidad consiste en que no
debe imponerse pena o medida de
seguridad alguna, sin que pre-
viamente se acredite la exis-
tencia de los elementos del tipo
penal del delito de que se tra-
te. La inclusión del principio
de tipicidad en el Título Prelimi-
nar guardaría congruencia con
la fracción II del artículo 22,
todavía vigente, en donde se di-
ce que el delito se excluye
cuando falte alguno de los ele-
mentos del tipo penal de que se
trate. Por tanto, el principio
de tipicidad tampoco represen-
taría algo novedoso para el Có-
digo Penal en comento.

4. Principio de prohibición
de la responsabilidad objetiva

Dado que no debe imponerse
sanción alguna sin que antes se
demuestre el carácter doloso o
culposo de la conducta (princi-
pio de culpabilidad), de ahí de-
riva el llamado principio de
prohibición de la responsabili-
dad objetiva, según el cual no
debe sancionársele a una perso-
na por la sola causación de al-
gún resultado. Esto es, el prin-
cipio de prohibición de la res-
ponsabilidad objetiva, se dedu-
ce del propio principio de cul-
pabilidad. Sí es necesaria la
inclusión del principio de pro-
hibición de la responsabilidad
objetiva en el Código Penal para
el Estado de Guerrero, por la
siguiente razón. El artículo 2
y el primer párrafo del artículo
13, hoy todavía vigentes, guar-
dan una cierta contradicción
entre sí. Veamos por qué. Mien-
tras el artículo 2 dispone que
"a nadie podrá sancionársele
por una acción u omisión, si és-
tas no han sido realizadas cul-
pablemente"; por su parte, el
primer párrafo del artículo 13
determina que "a nadie se le po-
drá atribuir el resultado típi-
co, si éste no es consecuencia
de su acción u omisión". Es de-
cir, mientras que por una parte
se dice que para imponer una
sanción se requerirá demostrar
el dolo o la culpa del sujeto ac-
tivo (artículo 2), por el otro
lado se determina que para atri-
buir el resultado al sujeto ac-
tivo bastará con que se demues-
tre que dicho resultado ha sido
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consecuencia de su conducta
(artículo 13, párrafo primero).
La verdad de las cosas es que na-
die debe responder por la sola
causación de un resultado (prin-
cipio de prohibición de la res-
ponsabilidad objetiva), pues
además de demostrar que el re-
sultado ha sido consecuencia de
la conducta desplegada, es nece-
sario probar la presencia del
carácter doloso o culposo de la
conducta.

5. Principio de la exclusi-
va protección de bienes jurídi-
cos

El Derecho penal obedece a
la protección de los bienes ju-
rídicos indispensables para la
convivencia pacífica de la socie-
dad. En este sentido, el princi-
pio de la exclusiva protección
de bienes jurídicos dispone:
solamente puede ser constituti-
va de delito la acción u omisión
que lesione o que ponga en peli-
gro al bien jurídico tutelado
por la ley penal. A partir del
principio de la exclusiva protec-
ción de bienes jurídicos es nor-
malmente admitido que la moral
pública no representa un bien
digno de protección jurídico-
penal. Por eso el Código Penal
en comento tuvo que reformar re-
cientemente las antiguas disposi-
ciones relativas a la pornogra-
fía infantil, lenocinio, trata
de personas y turismo sexual,
puesto que antiguamente se creía
que en tales casos era la moral
pública el bien jurídico que de-
bía protegerse. Ya se habrá no-
tado la importancia de regular

en el Título Preliminar el prin-
cipio de exclusiva protección
de bienes jurídicos, pues ello
garantiza que en lo sucesivo el
legislador identifique cuál es
el bien jurídico que pretende
proteger determinada norma pe-
nal. Pero además, el indicado
principio también nos permitirá
despejar aquellas disposicio-
nes en donde no se hubiera pues-
to en peligro ningún bien jurídi-
co, como en los casos de tentati-
va inidónea a que hacen referen-
cia los artículos 16 y 65, hoy
todavía vigentes.

6. Principio de inocencia

El principio de inocencia,
hoy reconocido constitucional-
mente, deriva del principio de
culpabilidad. El principio de
presunción de inocencia refiere
que todo acusado será tenido co-
mo inocente mientras no se prue-
be que se cometió el delito que
se le imputa y que él lo perpe-
tró. Ahora, en la parte relativa
a la regulación del principio de
culpabilidad, igualmente debe
aludirse al principio de propor-
cionalidad, en el sentido si-
guiente: "No podrá imponerse
pena alguna, ni declararse pe-
nalmente responsable a una perso-
na, si la acción u omisión no han
sido realizadas culpablemente.
La medida de la pena estará en
relación directa con el grado de
culpabilidad de la persona res-
pecto del hecho cometido, así
como de la gravedad de éste. En
ningún caso podrá imponerse pe-
na alguna que sea mayor al grado
de culpabilidad." Al respecto
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recordemos que la culpabilidad
fundamenta la imposición de la
pena y de las medidas de seguri-
dad accesorias a la misma, en
tanto que la antijuridicidad
fundamenta la imposición de las
medidas de seguridad no acceso-
rias a la pena. Este último
principio no debe entenderse
como "la inclusión de un cuerpo
extraño" en el Código Penal vi-
gente, puesto que el propio Có-
digo Penal en análisis determi-
na los casos en que deba im-po-
nérsele una medida de seguridad
a las personas inimputables.

7. Principio de la culpabili-
dad independiente

Es de fundamental importan-
cia el principio según el cual
cada persona debe responder en
la medida de su propia culpabili-
dad. Inclusive, aunque se trate
de personas que intervienen co-
mo coautores en el mismo hecho,
aún en tales casos, hay que ana-
lizar el grado de culpabilidad
de cada interviniente. Debido a
ello, en el Título Preliminar,
debemos agregar que "quienes
tengan la calidad de autores o
partícipes del delito responde-
rán cada uno en la medida de su
propia culpabilidad". Una dispo-
sición semejante podrá hacernos
comprender que, ni los partíci-
pes ni los coautores, deberán
responder por el exceso de otras
personas. Y quizá más importan-
te sea el hecho de que, a partir
del principio citado, nos vemos
en la necesidad de regular el
quantum de la pena del inductor,
y no solamente del cómplice.

8. Principio del Derecho
penal del hecho

Solamente el principio del
Derecho penal del hecho puede
hacerle frente a las disposicio-
nes que, como en los casos de
tentativa inidónea, pretenden
hacer responsable a quien ni si-
quiera ha puesto en riesgo el
bien jurídico. Es decir, el
principio del Derecho penal del
hecho (o Derecho penal de acto)
se antepone al llamado Derecho
penal de autor, mismo que preten-
de sancionar a las personas, no
por lo que hicieron, sino en
primer término por la peligrosi-
dad que representan.

9. Principio de la dignidad
humana

El principio de dignidad de
la persona humana establece que
"queda prohibido todo acto u
omisión, en cualquier fase del
procedimiento, que vulnere la
dignidad humana de la víctima o
la dignidad humana de la persona
inculpada. La infracción a este
principio será sancionada con
arreglo al ordenamiento jurídi-
co aplicable." El mencionado
principio nos permite prohibir,
entre otras, las conductas que
implican la discriminación.

El Título Preliminar contem-
pla tres artículos en los cua-
les, respectivamente, están con-
sagrados los principios: de le-
galidad, de culpabilidad y de
ejecución de las sanciones pena-
les. Además de los tres princi-
pios anteriores deben regularse,
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en el Título Preliminar, los si-
guientes principios: de tipici-
dad y prohibición de la aplica-
ción retroactiva, analógica y
por mayoría de razón de la ley
penal, de prohibición de la res-
ponsabilidad objetiva, del bien
jurídico, de jurisdiccionalidad,
de personalidad de las conse-
cuencias jurídicas, de punibili-
dad independiente, del Derecho
penal del hecho, y, el principio
de la dignidad humana.

10. Principio de territoria-
lidad

El principio de territoria-
lidad aparece reconocido en el
artículo 4 del Código Penal vi-
gente, en donde se dice que los
tribunales del Estado de Guerre-
ro serán competentes para cono-
cer de aquellos casos en los
cuales la conducta del sujeto
activo del delito haya sido
efectuada dentro de su territo-
rio; o bien, en los supuestos en
que el resultado de la conducta
hubiera tenido lugar dentro del
territorio del Estado de Guerre-
ro. Pero, lo que desconcierta es
el hecho de que, en el segundo
párrafo del artículo 4, se men-
ciona que el acusado ha de en-
contrarse dentro del territorio
del Estado de Guerrero. Desde
luego, en los casos en que la
conducta del sujeto activo sea
desplegada fuera de Guerrero y
el resultado de la misma tenga
sus efectos dentro del territo-
rio de dicha Entidad, en tales
casos, la competencia del Esta-
do no depende del hecho de si el
sujeto se encuentre o no dentro

del territorio del Estado. Por
tal motivo, específicamente cuan-
do la conducta haya sido reali-
zada fuera del Estado de Guerre-
ro y el resultado hubiera ocurri-
do en su interior, proponemos
reformar la parte conducente
del segundo párrafo del artícu-
lo 4, en donde se dice que el Es-
tado de Guerrero será competen-
te "siempre que el acusado se
encuentre" dentro de su territo-
rio.

11. Competencia para cono-
cer de asuntos de narcomenudeo

Debido a las reformas en la
materia, hoy las Entidades Fe-
derativas pueden ser también
competentes para conocer de
asuntos relacionados con el
narcomenudeo. En este sentido,
recomendamos que en los precep-
tos relativos a la competencia
de los Tribunales del Estado de
Guerrero, se agregue lo siguien-
te: "Son aplicables en lo condu-
cente, las disposiciones de es-
te código, por los delitos en
contra de la salud en su modali-
dad de narcomenudeo a que se re-
fiere el artículo 474 y demás
disposiciones aplicables al Ca-
pítulo VII del Título Décimo Oc-
tavo de la Ley General de Sa-
lud."

12. Principio de aplicación
de la ley penal más favorable

El artículo 6 del Código Pe-
nal en análisis regula de, ma-
nera satisfactoria, el princi-
pio según el cual debe aplicarse
la ley penal más favorable a fa-
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vor del acusado. Lo que en todo
caso proponemos adicionar, es
la siguiente referencia: "La
autoridad que esté conociendo o
haya conocido del proceso pe-
nal, aplicará de oficio la ley
más favorable." Con lo cual pre-
tendemos regular, en el princi-
pio de la aplicación de la ley
penal más benigna, la oficiosi-
dad de la aplicación de la ley
penal más favorable.

13. Principio de aplicación
personal de la ley penal

El artículo 8 del Código Pe-
nal en comento, más que referir-
se al principio de aplicación
personal de la ley penal, se re-
fiere al principio de igualdad
ante la ley. En este sentido,
proponemos cambiar el sentido
del artículo mencionado para
verdaderamente regular el prin-
cipio de aplicación personal de
la ley penal. Tal principio se
plasmaría de la siguiente mane-
ra: "Las disposiciones de este
código se aplicarán a todas las
personas a partir de los diecio-
cho años de edad".

14. Causalidad e imputación
del resultado

El primer párrafo del artícu-
lo 13 del Código Penal vigente
es objeto de múltiples críti-
cas, la  principal de ellas es
que no basta la simple causación
del resultado para que un hecho
sea susceptible de atribuírsele
a una persona. Veamos con dete-
nimiento lo establecido en el
citado numeral: "Artículo 13. A

nadie se le podrá atribuir un
resultado típico, si éste no es
consecuencia de su acción u
omisión." De donde se sigue que
un hecho podrá ser susceptible
de atribuirse siempre y cuando
haya sido "consecuencia" de la
"acción u omisión" respectiva.
La verdad de las cosas es que la
causalidad de un resultado en
poco o en nada se relaciona con
la atribución o imputación del
mismo. Además, es enteramente
falso que en los casos de omi-
sión exista causalidad, como se
pretende hacer creer con la dis-
posición citada. Inclusive, la
disposición en comento también
choca con el llamado principio
de adecuación causal, según el
cual, no le debe ser atribuible
al sujeto activo el aumento de
la gravedad proveniente de las
circunstancias particulares de
la víctima si el sujeto activo
ignoraba dichas circunstancias
particulares al momento de la
realización del hecho.

15. Comisión por omisión

En el segundo párrafo del
artículo 13 del Código Penal vi-
gente se indica: "Artículo 13.
(...) Será atribuible el resul-
tado típico producido, a quien
teniendo el deber jurídico de
actuar para evitarlo, no lo im-
pide". Lo primero que salta a la
vista es que el deber jurídico
de actuar para evitar el resul-
tado no es suficiente para de-
terminar su atribución, puesto
que hace falta que el sujeto ac-
tivo además del deber jurídico
de actuar "pueda" evitar el re-
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sultado típico.

Igual de relevante es el he-
cho de que el artículo 13 no
aclara cuáles son las fuentes en
que pueden fundamentarse la ca-
lidad de garante en los casos de
comisión por omisión. Recorde-
mos que al deber jurídico de ac-
tuar también se le conoce con la
expresión "calidad de garante"
y que ésta puede sobrevenir por
injerencia o asunción. Sobrevie-
ne por injerencia debido al com-
portamiento culposo precedente
del autor, y sobreviene por
asunción cuando el sujeto acti-
vo asume como propio el cuidado
o la seguridad del bien jurídico
protegido. Mientras que el de-
ber jurídico de actuar en los
casos de omisión simple debe es-
tar siempre precisado en alguna
ley penal. Por su parte, el de-
ber jurídico de actuar (o cali-
dad de garante) en los casos de
comisión por omisión, puede es-
tar precisado en una ley de na-
turaleza distinta a la penal, en
un reglamento, un contrato, e
inclusive dicho deber jurídico
de actuar puede sobrevenir debi-
do al comportamiento culposo
precedente del sujeto activo.
Por este motivo es importante
que, en el Código Penal en co-
mento, expresamente se determi-
nen cuáles son las fuentes en
que se puede fundamentar el de-
ber jurídico de actuar en los
casos de comisión por omisión.

16. Dolo y error de tipo in-
vencible

Actualmente el dolo está

regulado en el artículo 15, en
cuya parte conducente se dispo-
ne: "Artículo 15. (...) Obra do-
losamente el que conociendo los
elementos del tipo penal o pre-
viendo como posible el resulta-
do típico, quiere o acepta la
realización y resultado descri-
to por la ley." Nótese que el do-
lo está referido al conocimien-
to de "los elementos del tipo
penal". Ahora bien, el error de
tipo es una figura jurídica que
aparece regulada en la fracción
X del artículo 22, en la donde
se dispone: "Artículo 22. El de-
lito se excluye cuando (...) X. Se
realice el hecho bajo un error
invencible respecto a alguno de
los elementos objetivos esen-
ciales que integran la descrip-
ción legal". Ya se habrá notado
la falta de simetría en las dis-
posiciones citadas, puesto que
mientras el dolo está referido
al conocimiento de "los elemen-
tos del tipo penal", el error de
tipo invencible, por su parte,
solamente prevé la posibilidad
de que el sujeto activo por
error desconozca "los elementos
objetivos esenciales" del tipo
penal. Por supuesto, el error de
tipo invencible debiera estar
dirigido no solamente a "los
elementos objetivos esencia-
les" del tipo penal, sino a cual-
quiera de "los elementos del
tipo", sólo entonces podríamos
armonizar las dos figuras en
cuestión.

17. Dolo y error de tipo
vencible

Además de ampliar el alcan-
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ce del error de tipo, con el pro-
pósito de que no esté solamente
limitado a "los elementos objeti-
vos esenciales", debemos ser
conscientes de que si el sujeto
activo por error desconoce algu-
no de los elementos del tipo pe-
nal, su conducta no sería dolosa.
De ahí que debemos admitir la
regla general según la cual el
error de tipo vencible excluye
el dolo y deja subsistente la
atribución del hecho a título
culposo, por supuesto, siempre
y cuando el tipo penal de que se
trate admita configurarse cul-
posamente. Pues bien, dicha re-
gla es la que hace falta regular
en el artículo 62 del Código Pe-
nal vigente, en donde se indica:
"Artículo 62. Cuando el sujeto
realice el hecho en situación de
error vencible, en cualquiera
de los casos previstos en la
fracción X del artículo 22, se
le impondrá hasta la mitad de
las sanciones establecidas para
el delito de que se trate." De
esta manera la legislación pe-
nal vigente en Guerrero determi-
na que ante un error de tipo ven-
cible no se excluye la presencia
del dolo sino que solamente se
atenúa la pena. La verdad de las
cosas es que el artículo 62 se
contrapone directamente con la
definición de dolo contenida en
el artículo 15 del mismo ordena-
miento.

18. Desistimiento

Si bien es cierto que el ar-
tículo 16 regula los casos de
tentativa, también lo es que el
desistimiento no está regulado

en el Código Penal que nos ocu-
pa. El primer párrafo del artícu-
lo 16 establece: "Artículo 16.
Existe tentativa punible cuando
la resolución de cometer un de-
lito se exterioriza ejecutando
u omitiendo, en parte o totalmen-
te, la conducta que debería pro-
ducir o evitar el resultado, si
aquélla se interrumpe o el re-
sultado no acontece por causas
ajenas a la voluntad del agen-
te." Lo que de ninguna manera
podemos afirmar es que una
interpretación a contrario sensu
del artículo 16 nos conduce al
desistimiento. Es decir, no po-
demos afirmar que el desistimien-
to se presenta cuando una perso-
na interrumpe la consumación
sin que concurra ninguna causa
ajena a su voluntad. No, una in-
terpretación semejante no lo-
graría colmar todos los elemen-
tos del desistimiento; por ejem-
plo, el desistimiento además de
ser voluntario requiere que sea
espontáneo. La espontaneidad
que exige el desistimiento no es
posible sustraerla de una sim-
ple interpretación a contrario
sensu del artículo 16. Sin ha-
blar de los elementos que deben
cubrirse cuando sea uno de los
coautores quien se desista, ni
de los casos en que sea un partí-
cipe el desistente. Dichos ele-
mentos del desistimiento no los
podemos extraer de una interpre-
tación a contrario sensu del ar-
tículo 16.

19. Tentativa inidónea

La tentativa inidónea es
una figura jurídica que está re-
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gulada en el segundo párrafo del
artículo 16, en los siguientes
términos: "Artículo 16. (...)
Existe tentativa inidónea cuan-
do no se pudiere realizar el de-
lito, por inidoneidad de los me-
dios empleados o por inexisten-
cia del bien jurídico u objeto
material." Inclusive la defini-
ción es contradictoria porque
no se debe castigar un hecho
cuando no hay delito: si el de-
lito no se puede realizar la
tentativa no puede ser punible.
Independientemente de la con-
tradicción que encierra el se-
gundo párrafo del artículo 16,
conviene argumentar que el prin-
cipio de antijuridicidad mate-
rial exige como requisito en los
casos de tentativa la puesta en
peligro del bien jurídico. El
principio del Derecho penal del
hecho (conocido también como
Derecho penal de acto) se con-
trapone con la punibilidad de la
tentativa inidónea, porque pro-
híbe que se sancione a una per-
sona por la sola peligrosidad
que represente. Además, para
efectos de la individualización
de la sanción penal, el juzgador
debe entrar al estudio del valor
del bien jurídico y de cuál ha
sido el grado de su puesta en pe-
ligro.

20. Acordar o preparar la
realización de un hecho

Acordar o preparar la reali-
zación de un hecho no supone to-
davía ni la lesión ni la puesta
en riesgo de ningún bien jurídi-
co. Prohibirle a una persona que
acuerde o prepare la realiza-

ción de un hecho es algo que está
muy cerca de prohibirle que
adopte una determinada forma de
pensar. Por supuesto, solamente
en casos excepcionales como en
el campo de la delincuencia or-
ganizada o en el ámbito de los
delitos que atentan contra la
seguridad de la nación, solamen-
te en dichos casos (y por ex-
cepción) debe sancionarse los
actos preparatorios. Dado lo
anterior proponemos eliminar la
fracción I del artículo 17, en
donde se dice: "Artículo 17. Son
responsables penalmente (...) I.
Los que acuerden o preparen su
realización". No podemos seguir
regulando esta forma de conspi-
ración en la Parte General del
Código Penal, porque si bien es
cierto que por excepción deben
sancionarse los actos preparato-
rios, también lo es que se trata
de una excepción a la regla ge-
neral y que los actos preparato-
rios solamente deben ser punibles
cuando algún tipo penal en es-
pecífico así lo indique.

21. Las personas colectivas
y la pena

Hoy en México las personas
morales no son susceptibles de
castigo mediante la pena, pues
ésta tiene ciertos fines que
exige por parte de la persona a
quien se le impone cierto albe-
drío. Al estimarse que las per-
sonas colectivas no tienen capa-
cidad de albedrío, con ello se
considera que tampoco tienen
capacidad de acción, ni culpabi-
lidad, ni capacidad de pena, en
consecuencia. No obstante, el



Viernes 01 de Agosto de 2014     PERIODICO OFICIAL DEL ESTADO DE GUERRERO     43

artículo 19 del ordenamiento en
estudio, se refiere a "las penas
previstas por este código para
las personas colectivas". En
este sentido, se les está consi-
derando a las personas colecti-
vas como sujetos activos del de-
lito con plena responsabilidad
penal. Inclusive, el propio ar-
tículo 55 del mismo ordenamien-
to, expresamente hace referen-
cia a la "responsabilidad pe-
nal" de las personas colecti-
vas. Sin embargo, en los restan-
tes Códigos Penales de la Repúbli-
ca no se considera que las per-
sonas jurídico-colectivas ten-
gan capacidad de acción, de cul-
pabilidad, ni de pena, por lo
cual no se les considera penal-
mente responsables.

22. La ausencia de voluntad

En sentido estricto, una
persona actúa involuntariamente
cuando carece de la intención de
hacer algo. Por ejemplo, si por
descuido una persona olvida sus
llaves en un lugar de fácil ac-
ceso, podemos afirmar que se
trata de un hecho involuntario.
Ahora, si una persona por descui-
do olvida algo, ello no signifi-
ca que carezca de voluntad. Es
decir, una cosa es carecer de
voluntad y otra distinta hacer
algo voluntaria o involuntaria-
mente. Teníamos que aclarar lo
anterior antes de leer la siguien-
te fracción del artículo 22, en
donde se dice: "Artículo 22. El
delito se excluye cuando (...)
I. La actividad o inactividad
del agente sean involuntarias".
Si tomáramos en serio y literal-

mente dicha fracción, por fuer-
za tendrían que eliminarse to-
dos los delitos culposos, en
donde las personas no actúan vo-
luntaria sino involuntariamente.
Entonces, el sentido que debe
dársele a la fracción en comento
es el siguiente: el delito se
excluye cuando carezca de volun-
tad del sujeto activo.

23. Legítima defensa y agre-
sión real

Quien actúa en legítima de-
fensa debe reaccionar ante una
agresión real. Sin embargo es
sorpresivo que la fracción III
del artículo 22 no hace referen-
cia a la agresión real. Cuando
la agresión no es real, sino
imaginaria, estamos en presen-
cia de un error de prohibición
indirecto (también llamado error
sobre los presupuestos fácticos
u objetivos en alguna de las
causas de justificación). Bre-
vemente, no existe legítima de-
fensa sin agresión real. Una
agresión es real, cuando no es
imaginaria o inverosímil, es
decir, cuando el bien jurídico
efectivamente haya sido puesto
en peligro. Se trata, pues, de
una de las características más
importantes de la legítima defen-
sa. Como se ha dicho, si la agre-
sión no es real sino imaginaria
estamos en presencia de un error
de prohibición indirecto. Esta
última figura acontece cuando
una persona, al momento de ac-
tuar, erróneamente cree que ac-
túa en legítima defensa pero, en
realidad, la agresión no exis-
te. Por su parte, la fracción X,
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del mismo artículo 22, hace re-
ferencia a los casos de error de
prohibición indirecto, en los
términos siguientes: "Artículo
22. El delito se excluye cuando
(...) Se realice el hecho bajo
un error invencible [porque]
estime el sujeto activo que su
conducta está amparada por una
causa de licitud".

24. Error de prohibición

El error de prohibición di-
recto acontece cuando una perso-
na, al momento de llevar a cabo
su conducta, erróneamente cree
que su comportamiento está permi-
tido en virtud de la supuesta
existencia de alguna ley que lo
permite o que lo autoriza, sin
importar, desde luego, de la na-
turaleza jurídica de la ley de
que se trate. De esta manera,
una persona puede presentar un
error de prohibición directo
respecto del alcance de alguna
disposición contenida en una
ley de carácter administrativo,
e incluso, respecto de la exis-
tencia o el alcance de una dis-
posición contemplada en un re-
glamento. Pero la fracción X del
artículo 22 limita los casos de
error de prohibición directo
solamente a los supuestos en se
trate de una ley penal y no para
los casos en que la ley tenga
cualquier otra naturaleza jurídi-
ca. Veamos la parte conducente
de la fracción citada: "Artícu-
lo 22. El delito se excluye
cuando (...) X. (...) cuando el
hecho se realice bajo un error
invencible sobre la existencia
de una ley penal o del alcance

de ésta". En consecuencia, está
franqueada cualquier posibili-
dad de que una persona pueda
alegar un error de prohibición
directo respecto de la existen-
cia o el alcance de una ley de
carácter laboral, civil, admi-
nistrativo, mercantil, etcéte-
ra.

25. Cumplimiento de un de-
ber e impedimento legítimo

El cumplimiento de un deber
es una causa de justificación en
la que, válidamente, pueden
subsumirse los casos en que una
persona actúe "en virtud de obe-
diencia jerárquica legítima" a
que hace referencia el artículo
22, fracción VI, del Código Pe-
nal en análisis. Por esta razón
proponemos que subsista como
causa de justificación el cumpli-
miento de un deber y se prescin-
da en consecuencia de la llamada
"obediencia jerárquica legíti-
ma". Algo semejante acontece
con el impedimento legítimo e
insuperable (fracción VIII del
artículo 22) que igualmente se
subsume en la causa de justifi-
cación de cumplimiento de un de-
ber.

26. Acciones libres en su
causa culposas

En el primer párrafo, de la
fracción IX, del artículo 22, se
regulan las acciones libres en
su causa, de la siguiente mane-
ra: "Artículo 22. El delito se
excluye cuando (...) IX. Al mo-
mento de realizar el hecho tí-
pico, el agente padezca tras-
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torno mental transitorio o desa-
rrollo intelectual retardado,
que le impidan comprender el ca-
rácter ilícito de aquel o condu-
cirse de acuerdo con esa com-
prensión, excepto en los casos
en que el propio agente haya
provocado dolosa o culposamente
esa incapacidad". De lo ante-
rior se sigue que las acciones
libres en su casusa pueden ser
cometidas dolosa o culposamente.
Sin embargo, sugerimos que las
acciones libres en su causa cul-
posas sigan el tratamiento de
las reglas generales para los
delitos culposos. Es decir, es-
timamos conveniente regular las
acciones libres en su casa a tí-
tulo doloso, únicamente.

27. Imputabilidad disminui-
da

En los Códigos Penales de la
República Mexicana, absolutamen-
te en todos, se reconocen los
casos de imputabilidad disminui-
da, lo cual normalmente se re-
gula en la Parte General de di-
chos ordenamientos. El Código
Penal para el Estado de Guerrero
es una excepción, pues no regula
los casos de imputabilidad dismi-
nuida. Tal figura jurídica se
presenta cuando un sujeto, al
momento de desplegar su conduc-
ta, ve considerablemente reduci-
da su capacidad para ser moti-
vado en sentido positivo por la
norma penal, es decir, ahí cuan-
do en el sujeto activo se dis-
minuye su capacidad para com-
prender el carácter ilícito de
su comportamiento.

28. Reinserción social y
juez de ejecución

Debido a la reforma constitu-
cional, específicamente la de
2008, ya se ha trasladado al Po-
der Judicial la facultad de mo-
dificar las penas y su duración,
mediante la creación de la figu-
ra del "juez de ejecución". Aho-
ra bien, en el Título Tercero
del Código Penal que nos ocupa,
debemos hacer las adecuaciones
respectivas, para dejar de ha-
cer referencia, por ejemplo, al
concepto de "readaptación" y
sustituirlo por el de "reinser-
ción social". Además de que, co-
mo se sabe, a parte de los prin-
cipios establecidos como los de
educación, trabajo y capacita-
ción, con la reforma constitucio-
nal se adicionaron los de la sa-
lud y el deporte. Por ejemplo,
el artículo 27 del Código Penal
en análisis hace referencia a la
figura de la "readaptación so-
cial", la cual deberá cambiar
por "reinserción social". El
artículo 29, por su parte alude
a la "autoridad ejecutora", que
en todos los casos deberá ser no
una autoridad de corte adminis-
trativo sino judicial (el juez
de ejecución).

29. Catálogo de las conse-
cuencias jurídicas

Entre las principales conse-
cuencias jurídicas del delito
encontramos las siguientes: las
penas; las medidas de seguri-
dad; y, las consecuencias jurídi-
cas accesorias. De hecho, el
"Título III" del Código Penal en
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comento, no debería estar referi-
do solamente a la pena como úni-
ca consecuencia jurídica del
delito. (El "Título III" del Có-
digo Penal vigente lleva el si-
guiente nombre: "De las penas"
y el "Capítulo I" del mismo Tí-
tulo hace referencia a las "pe-
nas y medidas de seguridad", de
tal manera que en el artículo 24
se puede leer: "Artículo 24. Las
penas y medidas de seguridad son
(...)"). En su lugar proponemos
un catálogo que nos permita
identificar qué consecuencias
jurídicas tienen la naturaleza
de una pena, pero que también
nos permita conocer un listado
de las medidas de seguridad y de
las consecuencias jurídicas ac-
cesorias. Igualmente propone-
mos derogar la "publicación de
la sentencia y la amonestación"
como consecuencias jurídicas
del delito, debido precisamente
a la poca capacidad preventiva
de las mismas.

30. Pena mínima y máxima de
prisión

El artículo 25 del Código
Penal en análisis determina que
la pena mínima de prisión tendrá
una duración de tres días, mien-
tras que la pena máxima de pri-
sión podrá durar hasta 75 años.
Sin embargo, proponemos que la
pena mínima tenga una duración
de tres meses y la máxima de
sesenta años de prisión. Recor-
demos que muchas penas de corta
duración son susceptibles de
conmutarse por una sanción pecu-
niaria. En este sentido, propo-
nemos que se fomente la práctica

de la pena de multa para que di-
cha sanción económica esté en
condiciones de suplir a las pe-
nas de prisión inferiores a seis
meses. También estimamos que la
pena de 75 años desborda los fi-
nes de la pena de prisión en la
medida de que, de hecho, consti-
tuye una pena vitalicia.

31. Tratamiento de deshabi-
tuación o desintoxicación

En los casos de tratamiento
en libertad podrá agregarse es-
ta medida de tratamiento de des-
habituación o desintoxicación.
Debido a las recientes reformas
a la Ley General de Salud y en
específico a la especial compe-
tencia que ahora tienen las en-
tidades federativas para cono-
cer de determinados casos de
narcomenudeo, se hace necesario
que el Código Penal para el Es-
tado de Guerrero regule esta
nueva medida de seguridad consis-
tente en tratamiento de deshabi-
tuación o desintoxicación. Otra
medida de seguridad de la cual
carece el Código Penal en comen-
to es el trabajo a favor de la
víctima, puesto que solamente
reconoce la medida de seguridad
consistente en trabajo a favor
de la comunidad. Tampoco puede
pasar desapercibido el hecho de
que en el segundo párrafo del
artículo 28 del Código Penal en
estudio se indica: "Artículo
28. (...) Cada día de prisión
será sustituido por una jornada
de trabajo en favor de la co-
munidad", de tal manera que no
se dice nada respecto al equiva-
lente de un día multa y una
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jornada de trabajo. Aquí propo-
nemos la siguiente fórmula:
"cada día de prisión o cada día
multa, será sustituido por una
jornada de trabajo en beneficio
de la víctima o en favor de la
comunidad".

32. Límites mínimos y máxi-
mos de la multa

El artículo 32 del Código
Penal para el Estado de Guerrero
determina: "Artículo 32. (...)
La multa consiste en el pago de
una cantidad de dinero al Estado
que se fijará por días multa,
los cuales no podrán exceder de
quinientos, salvo en los casos
en que la propia ley señale." Ya
hemos hablado de la necesidad de
privilegiar a la pena de multa
por encima de las penas de pri-
sión inferiores a seis meses,
ahora simplemente debemos mencio-
nar que también es indispensa-
ble aumentar el máximo de la pe-
na de multa, independientemente
de que algún tipo penal en espe-
cial pueda también determinar-
lo. De ahí que proponemos esta-
blecer no sólo un máximo sino
también un mínimo, que sería el
siguiente: mínimo un día y má-
ximo tres mil días multa.

33. Medidas de seguridad
para inimputables

No encontramos el fundamen-
to de las medidas de seguridad
no accesorias a la pena, ni en
la Parte General, ni en el Títu-
lo Tercero del Código Penal que
nos ocupa. Efectivamente, el
fundamento de una pena o de una

medida de seguridad accesoria a
la misma está en la culpabilidad
del autor, mientras que, por su
parte, el fundamento de una me-
dida de seguridad no accesoria
a la pena lo encontramos en la
antijuridicidad del hecho. Ade-
más, el artículo 29 del mismo
ordenamiento requiere adecuarse
a las nuevas disposiciones cons-
titucionales, porque alude a
"la autoridad judicial o ejecu-
tora" como si se tratara de dos
autoridades de naturaleza distin-
ta (una judicial y otra adminis-
trativa). Hoy sabemos que la au-
toridad ejecutora (juez de ejecu-
ción) tiene una naturaleza judi-
cial y no meramente administrati-
va.

34. Quantum de la pena para
la imputabilidad disminuida

El Código Penal para el Es-
tado de Guerrero es totalmente
omiso en cuanto al tratamiento
de la figura de la imputabilidad
disminuida. Tal figura no apare-
ce regulada, ni en la Parte Ge-
neral, ni tampoco en el Título
Tercero relativo a las consecuen-
cias jurídicas. Para comprender
un poco a la imputabilidad dis-
minuida, primero debemos decir
que la medida de una pena la en-
contramos en la culpabilidad
del autor y que la imputabilidad
disminuida atenúa la culpabili-
dad del autor; de ahí que tiene
que atenuarse la pena en los ca-
sos de imputabilidad disminui-
da. Si partimos del hecho de que
el Código Penal para el Estado
de Guerrero no regula los casos
de imputabilidad disminuida,
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con ello llegamos a la conclu-
sión de que, en el fondo, que-
branta el principio de culpabi-
lidad y el principio de presun-
ción de inocencia, hoy consti-
tucionalmente reconocido. Una
persona actúa bajo un estado de
inimputabilidad disminuida cuan-
do, al momento de la realización
del hecho, ve reducida su capa-
cidad para ser motivada en
sentido positivo por la norma
penal y, además, no puede com-
prender completamente el carác-
ter ilícito de su comportamien-
to.

35. Consecuencias jurídi-
cas accesorias a personas mora-
les

Ya hemos referido que (en
contra de lo establecido en el
Código Penal para el Estado de
Guerrero) a las personas mora-
les no se les impone una "pena"
en el sentido estricto de la ex-
presión; igual hemos indicado
que las personas morales no tie-
nen "responsabilidad penal",
sino que son sus representantes
quienes sí responden penalmente,
y, además, se les puede imponer
una pena. Por tanto, en el Títu-
lo Tercero que nos ocupa debemos
hacer referencia a las conse-
cuencias jurídicas accesorias
que se les impone a las personas
morales, para lo cual es nece-
sario reformar el artículo 55
del ordenamiento en estudio,
puesto que aún alude a la "res-
ponsabilidad penal" de las perso-
nas jurídico-colectivas.

36. Condiciones fisiológi-

cas y psíquicas

Para la individualización
judicial de la sanción penal es
menester que el juzgador tome en
cuenta, no solamente el estado
fisiológico del sujeto activo,
sino también el estado psicológi-
co en que cometió el hecho típi-
co. De ahí que en la Parte Gene-
ral de los Códigos Penales se
regulen tanto las acciones li-
bres en su causa como el estado
de imputabilidad disminuida y
la emoción violenta. Sin embar-
go, en el Código Penal que nos
ocupa, ni la imputabilidad dismi-
nuida ni la emoción violenta es-
tán reguladas. Para efectos de
la individualización de la pena,
el artículo 56 del mismo ordena-
miento, tampoco hace referencia
ni al estado fisiológico ni al
estado psicológico del autor.
La propuesta concreta consiste
en plasmar, dentro de los aspec-
tos necesarios para individuali-
zar la sanción penal, el estado
psicológico y fisiológico del
sujeto activo.

37. Sistema de números clau-
sus

Para darle cabal cumplimien-
to al principio de legalidad es
necesario establecer, a manera
de listado, en el Código Penal
para el Estado de Guerrero, los
tipos penales que son suscepti-
bles de configurarse a título
culposo. El actual ordenamiento
que analizamos carece de un lis-
tado en el que podamos apreciar
los tipos penales que pueden
configurarse culposamente, por
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eso la necesidad de establecer
un sistema de números clausus.
La utilidad de este sistema es
muy variada; por ejemplo, en el
campo del error de tipo venci-
ble, en donde se debe atribuir
al sujeto activo la realización
del hecho a título culposo, se
requiere de un listado con los
tipos penales que admiten dicha
forma de configuración culposa,
con tal de no quebrantar el
principio de legalidad. Hay que
recordar que la anterior regla
del error de tipo vencible care-
ce de vigencia en el actual Có-
digo Penal; sin embargo, su re-
conocimiento expreso requiere
de un sistema de números clausus.

38. Punibilidad del delito
culposo

En los restantes Códigos
Penales de la República Mexica-
na, incluido el Código Penal Fe-
deral, la punibilidad del deli-
to culposo es la de una cuarta
parte de la pena que debiera
corresponder al tipo penal do-
loso. Pero el artículo 60 del
Código Penal en estudio determi-
na lo siguiente: "Artículo 60.
Los delitos imprudentes se pe-
narán con prisión de uno a ocho
años, sin exceder de la mitad de
la señalada para el delito si
éste hubiese sido doloso." Y, en
el segundo párrafo del citado
artículo se dice que "las mismas
penas o medidas de seguridad se
aplicarán hasta en la mitad de
las correspondientes al delito
doloso en cuantía y duración".
No obstante lo anterior, preferi-
mos la determinación, según la

cual, debiera imponerse, en los
delitos culposos, "la cuarta
parte de las penas y medidas de
seguridad asignadas por la ley
al tipo básico del delito dolo-
so", tal como aquí se propone.
Esto nos permitirá limitar un
poco el arbitrio del juzgador,
de tal manera que en un caso cuyo
injusto penal sea realmente
considerable no imponga al suje-
to activo de un año de prisión,
sino la cuarta parte del tipo
básico de que se trate.

39. Punibilidad del error
de tipo y de prohibición vencibles

El error de tipo vencible
excluye al dolo en la medida en
que dicho error recae sobre
alguno de los elementos del tipo
penal, tal como expresamente lo
determina la fracción X, del
artículo 22, del ordenamiento
en estudio; aunado a que el ar-
tículo 15 refiere que el dolo
implica conocer los elementos
del tipo penal. Pero son ésas
mismas razones por las que, en
el artículo 62, debiera indi-
carse que en los casos de error
de tipo vencible el hecho ten-
dría que atribuirse a título
culposo, siempre y cuando, des-
de luego, el tipo penal sobre el
que haya recaído el error de ti-
po admitiera configurarse cul-
posamente. A diferencia del
error de prohibición vencible,
el cual supone una falsa concien-
cia respecto de la antijuri-
dicidad del hecho y deja intacto
al dolo. En los casos de error
de prohibición vencible solamen-
te debe atenuarse la pena, que-
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dando subsistente la atribución
del hecho a título doloso, por
supuesto. Si bien el artículo 62
del Código Penal en análisis
dispone que en casos de error de
prohibición vencible, al sujeto
activo se le impondrá "hasta la
mitad de las sanciones estableci-
das", también es cierto que en
la mayoría de las entidades fe-
derativas se indica que, en ta-
les supuestos, se impondrá "una
tercera parte del delito de que
se trate".

40. Punibilidad del induc-
tor

Ningún Código Penal de la
República Mexicana precisa el
quantum de la pena para el in-
ductor, en contra del principio
de legalidad. España y Alema-
nia, por ejemplo, han dejado ex-
presamente indicado que el induc-
tor responderá hasta con la mis-
ma pena del autor del hecho
principal. En el Código Penal
para el Estado de Guerrero de-
biera regular expresamente el
quantum de la pena para el in-
ductor, por eso se propone la
siguiente fórmula: "el inductor
responderá, de las tres cuartas
partes hasta la misma pena que
pudiera imponérsele al autor
del hecho principal". Quedan
justificadas las directrices
anteriores si explicamos que el
injusto penal del inductor está
por encima del injusto penal del
cómplice, quien normalmente res-
ponderá con las tres cuartas
partes de la pena de que se tra-
te; además, normalmente, el in-
justo penal del autor es mayor

al injusto penal del partícipe,
en tanto que éste último no al-
canza a tener el dominio del he-
cho, pues de lo contrario sería
autor propiamente.

41. Punibilidad del cómpli-
ce

La fracción IV, del artícu-
lo 17, del Código Penal en aná-
lisis, alude a los casos en que
una persona induce al autor a
que realice un hecho anti-
jurídico; mientras que, la frac-
ción V, del mismo numeral, hace
referencia a los supuestos en
que una persona ayuda o presta
auxilio al autor del hecho prin-
cipal. En la fracción IV del ar-
tículo 17, está plasmada la fi-
gura del inductor, en tanto que
en la fracción V del mismo ar-
tículo, está la figura del
partícipe cómplice. Pues bien,
no obstante el reconocimiento
de las dos figuras anteriores,
en ninguna parte del Código Pe-
nal aparece establecido el quan-
tum de la pena que corresponde
a cada figura. Es decir, no está
expresamente determinada la pena
ni para el inductor ni para el
cómplice. Si bien es cierto que
el artículo 56 refiere que para
los efectos de la individualiza-
ción de la pena debe el juzgador
prestar atención a la forma de
intervención del sujeto, tam-
bién es cierto que el juzgador
necesita individualizar la san-
ción penal a partir de los pa-
rámetros mínimos y máximos de la
pena preestablecida para los
partícipes. Por ejemplo, todos
los Códigos Penales de la Repúbli-
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ca, precisan que al partícipe
cómplice debe sancionársele con
las tres cuartas partes del mí-
nimo y del máximo de las penas
o medidas de seguridad correspon-
dientes para el delito de que se
trate.

42. Punibilidad del encubri-
dor

El encubrimiento puede ad-
quirir una doble naturaleza ju-
rídica, ya sea como una forma de
autoría o como una forma de
participación. En el primer ca-
so encontramos, por ejemplo,
los supuestos de encubrimiento
por receptación, mientras que
el encubrimiento como una forma
especial de participación por
favorecimiento está expresamen-
te previsto en la fracción VII
del artículo 17, de la siguiente
manera: "Artículo 17. Son res-
ponsables penalmente (...) VII.
Los que con posterioridad a su
ejecución, auxilien al delin-
cuente, en cumplimiento de una
promesa anterior al delito". No
obstante que sí está expresamen-
te reconocido el encubrimiento
como una forma especial de par-
ticipación por favorecimiento,
no aparece, sin embargo, por
ninguna parte el quantum de la
pena con que deba sancionársele
al partícipe encubridor. De tal
manera que si en un caso concre-
to el juzgador quisiera aplicar
la fracción antes referida y le
impusiera una sanción al encubri-
dor, con ello quebrantaría el
principio de legalidad en tanto
que la pena impuesta no estaría
predeterminada expresamente en

el Código Penal para el Estado
de Guerrero.

43. Punibilidad de la tenta-
tiva

En cuanto a la punibilidad
de la tentativa, el artículo 64,
del Código Penal en comento, es-
tablece: "Artículo 64. Para im-
poner la pena de la tentativa
(...) se le impondrá de dos a
siete años de prisión (…) Tratán-
dose de delitos graves, la pena
será entre las dos terceras par-
tes del mínimo a las dos terce-
ras partes del máximo, de las
sanciones que debieran imponer-
se si el delito se haya consuma-
do". Estimamos que en tratándo-
se de delitos no graves el juz-
gador dispone de un amplio pará-
metro para la fijación de la pe-
na, parámetro que discurre en-
tre dos y siete años de prisión,
algo que, en muchos supuestos,
estaría cercano a la pena del
delito consumado, e inclusive
podría rebasarla. Proponemos
que la regla general para sancio-
nar los casos de tentativa sea
la siguiente: "La punibilidad
aplicable a la tentativa, será
de entre una tercera parte de la
mínima y dos terceras partes de
la máxima, previstas para el
correspondiente delito doloso
consumado que el sujeto activo
quiso realizar".

44. Punibilidad de la tenta-
tiva inidónea

Relativo a la tentativa
inidónea el Código Penal en es-
tudio determina: "Artículo 65.
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En el caso de tentativa inidónea,
se podrá imponer al agente hasta
un tercio de las penas aplica-
bles al delito que se quiso rea-
lizar, o tratamiento en liber-
tad, en su caso". Independien-
temente del hecho, bastante
vistoso, de que no está estableci-
da la duración del tratamiento
en libertad a que hace referen-
cia el artículo 65, es necesario
decir que, en los casos de ten-
tativa inidónea, no se ha puesto
en peligro el bien jurídico to-
davía, con lo cual, se trata de
supuestos en los cuales no exis-
te antijuridicidad material.
Debido a ello recomendamos pres-
cindir de tal figura jurídica.

45. Principio de accesorie-
dad limitada

El principio de accesoriedad
limitada constituye una de las
reglas más importantes del Dere-
cho penal moderno. Hoy está re-
conocido en los Códigos Penales
de Chihuahua, Durango y el Dis-
trito Federal; consiste en lo
siguiente: sólo se le podrá
sancionar al partícipe inductor
o al partícipe cómplice, siem-
pre y cuando el autor del hecho
principal se hubiese comportado
de manera típicamente dolosa y
antijurídica. La incorporación
de este principio en el Código
Penal de Guerrero servirá para
contribuir al perfeccionamien-
to de las formas de autoría y
participación contempladas en
el artículo 17.

46. Homicidio a petición de
la víctima

El actual Código Penal para
el Estado de Guerrero ha dejado
sin regular los casos de homici-
dio a petición de la víctima. Es
decir, los casos en que una per-
sona priva de la vida a otra de-
bido a la petición expresa, li-
bre, reiterada, seria e inequívo-
ca de la víctima, siempre que
medien razones humanitarias y
el sujeto pasivo padeciere una
enfermedad incurable en fase
terminal. Por eso recomendamos
regular tales supuestos.

47. Homicidio y lesiones en
riña

La definición de riña que
aporta el primer párrafo del ar-
tículo 110 del Código Penal en
estudio, es una definición me-
diante la cual, para acreditar
la riña, basta con que una per-
sona actúe con una mera "disposi-
ción material de contender".
¿Qué significa una disposición
material de contender? Algunos
dirán que basta con que el suje-
to haya estado dispuesto a con-
tender para acreditar que quiso
la contienda. Para evitar esta
clase de interpretaciones, bas-
ta con definir a la riña como la
contienda de obra entre dos o
más personas con el propósito de
causarse daño.

48. Homicidio o lesiones en
un lugar concurrido

El artículo 111 del Código
Penal para el Estado de Guerre-
ro, refiere: "Artículo 111.
Cuando los delitos de homicidio
y lesiones se cometan en un
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lugar concurrido por personas
ajenas a los hechos y con riesgo
de su integridad corporal, las
penas previstas para esos deli-
tos se aumentarán hasta en una
tercera parte." Esta agravante
requiere para su aplicación de
varios presupuestos: Primero,
que se hayan cometido los deli-
tos de "homicidio y lesiones".
Segundo, que los hechos hubie-
ran acontecido "en un lugar con-
currido". Y tercero, que las
personas ajenas a los hechos hu-
bieran sufrido el riesgo de ver
menoscabada "su integridad corpo-
ral". Pues bien, para proteger
la integridad de terceras per-
sonas, no hay ninguna razón para
exigir que se pruebe la presen-
cia de dos delitos ("homicidio
y lesiones") necesariamente.
Está claro que el mismo riesgo
contra la integridad de terce-
ras personas puede ocurrir en un
caso de robo. Pero, las terceras
personas pueden ver en peligro
no solamente su integridad corpo-
ral, sino también su propia vi-
da, caso en el cual, por cierto,
estaríamos en presencia de una
tentativa de homicidio. Por tan-
to, las reglas generales de la
tentativa bien pueden cubrir
los supuestos a que hace referen-
cia el artículo 111, de ahí que
proponemos derogarlo.

49. Inducción o ayuda al
suicidio

El artículo 115 del ordena-
miento en análisis, determina
que si el suicidio no se consuma
y el sujeto pasivo se causó le-
siones al pretender quitarse la

vida, en tales casos, "se apli-
carán de seis meses a seis años
de prisión". Ahora bien, lo que
hace falta establecer en tales
supuestos, es que el suicidio no
se haya consumado por causas
ajenas a la voluntad de quien
indujo o ayudó al suicida. Tam-
bién falta establecer que la pe-
na aplicable al sujeto activo no
deberá rebasar a la pena que co-
rresponda al tipo de lesiones
que se hubiera causado el frus-
trado suicida. Igual resulta
criticable la agravante a que
hace referencia el párrafo últi-
mo del artículo 115, puesto que
agrava la pena, hasta en una mi-
tad, si el sujeto activo es "el
cónyuge, concubino o amasio".
Tal disposición quebranta el
principio de igualdad ante la
ley penal, reconocido constitu-
cionalmente, pues dicha agra-
vante no aplicaría, por ejem-
plo, en el caso en que la sujeto
activo sea "la cónyuge" o "la
concubina". Proponemos eliminar
dicha agravante.

50. Lesiones

El artículo 105 del actual
Código Penal para el Estado de
Guerrero, dispone una pena de
prisión de seis meses a un año
y multa de veinte a sesenta
días, para los casos en que una
persona le cause lesiones a
otra, siempre y cuando éstas no
tarden en sanar más de quince
días. Estimamos, sin embargo,
que en tales supuestos será pre-
ferible imponer una sanción
económica, es decir, multa de
entre treinta y noventa días de
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salario. Otro aspecto que tampo-
co pasa desapercibido es el he-
cho de que la fracción II del ci-
tado numeral, determina que se
impondrá de uno a dos años de
prisión en los casos en que se
cause una lesión a otra persona,
siempre y cuando la lesión tarde
en sanar más de quince días; no
obstante, se propone limitar
esta clase de intervalos de tal
manera que se haga referencia a
los casos en que la lesión tarde
en sanar más de quince días y me-
nos de sesenta, para que la san-
ción impuesta pueda ser de seis
meses a dos años de prisión,
luego entonces regular los ca-
sos en que la lesión tarde en sa-
nar más de sesenta días.

51. Omisión de auxilio de
atropellados

El artículo 124 del Código
Penal en comento establece:
"Artículo 124. Al que habiendo
a tropellado a una persona, no
le preste auxilio o solicite la
asistencia que requiera, pudien-
do hacerlo, se le aplicará pri-
sión de 3 meses a 2 años". Su-
pongamos que el conductor de un
automóvil culposamente atrope-
lla a una persona y, habiéndose
percatado de lo anterior, se
retira del lugar de los hechos,
con consecuencia de muerte de la
víctima debido a la falta de
atención médica. En un caso se-
mejante, en contra de lo esta-
blecido por el artículo 124, el
conductor del automóvil tendría
que responder por homicidio do-
loso. Por esta razón estimamos
poco conveniente que no se man-

tenga vigente el citado numeral
124.

52. Privación ilegal de la
libertad

El artículo 127 bis del Có-
digo Penal en comento determina
que si los administradores de un
hotel (o de cualquier otro esta-
blecimiento comercial), pretex-
tando algún adeudo, ejercen
violencia sobre los usuarios,
de modo que los priven de la li-
bertad corporal, en tales ca-
sos, se les podrá imponer a los
sujetos activos de seis meses a
cinco años de prisión. Conside-
ramos que si bien los adminis-
tradores de un hotel pueden re-
tener, conforme a la ley civil
aplicable, el equipaje del hués-
ped que incumple con el pago,
sin embargo, el hecho de privar
de la libertad al huésped, ello
constituye un injusto penal de
mayor gravedad, que no se co-
rresponde con el quantum de la
pena establecida en el artículo
127 bis.

53. Secuestro y formas de
participación

Desde luego que el tipo pe-
nal de secuestro admite deter-
minadas formas de participación
en el mismo. Por ejemplo, la
persona que induce al autor del
secuestro recibe el nombre de
inductor, mientras que la perso-
na que presta ayuda en la rea-
lización del secuestro se denomi-
na cómplice. Ahora, la fracción
IV, del artículo 129 bis, del
Código Penal en estudio, preci-
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sa que se le impondrá de cuaren-
ta a sesenta años de prisión a
quien lleve a cabo alguna forma
de participación en el delito de
secuestro, no obstante que di-
cha "participación" consista en
aconsejar a los familiares de la
víctima a no presentar la denun-
cia respectiva.

54. Secuestro e intermediado-
res

La fracción II del artículo
129 bis indica que se le impon-
drá de cuarenta a sesenta años
de prisión a quien colabore en
la difusión pública de las pre-
tensiones del autor del secues-
tro. Sin embargo, el injusto pe-
nal que comete el secuestrador
no es equivalente con el injusto
penal que realiza el interme-
diario que no participa en el
secuestro de ninguna forma, ni
con el injusto penal de quien
pudiera difundir públicamente
la pretensión del secuestrador,
difusión que pudiera llevar a
cabo un reportero sin partici-
par de ninguna forma en el se-
cuestro.

IV. Directrices del Proyec-
to

1. Obligaciones internacio-
nales asumidas por el Estado me-
xicano

Como antes se ha menciona-
do, nuestro país, en su calidad
de Estado Parte, se ha comprometi-
do a tipificar y sancionar den-
tro de su legislación penal do-
méstica, una serie de conductas

que atentan en contra de bienes
jurídicos fundamentales.

De conformidad con el artícu-
lo 133 de la Constitución Gene-
ral, dichos compromisos inter-
nacionales deben impactar tam-
bién en las legislaturas loca-
les, pues los Tratados interna-
cionales son ley vigente en
nuestro territorio nacional por
encima, incluso, de las leyes
vigentes en los Estados de la
República.

En definitiva, el Derecho
penal debe plasmarse en instru-
mentos jurídicos modernos, efi-
caces y humanistas, dotados de
garantías y acordes a los Trata-
dos internacionales.

A continuación, se señalan
puntualmente los instrumentos
internacionales que han servido
como fuente de este nuevo modelo
de regulación, así como las con-
ductas y tipos penales en los
que ha impactado dentro de la
parte especial del Proyecto aquí
presentado.

El Proyecto de Código Penal
que aquí se propone, ha incorpo-
rado todos y cada uno de los com-
promisos señalados en el cuadro
siguiente, en donde se descri-
ben: 1) el tipo de prohibición
internacional; 2) el Tratado en
que se contiene la prohibición
respectiva; y, en su caso, 3) la
definición asumida en el Instru-
mento internacional. También,
para la elaboración del presen-
te Proyecto, se ha tenido como
eje rector (en la toma de deci-
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siones político-criminales) la Declaración Universal de los De-
rechos Humanos, y los Pactos y Protocolos que de dicho instrumento
ha derivado.

Prohibición 
internacional 

Tratado internacional Definición 

Tortura, tratos o penas 
crueles, inhumanas o 
degradantes 

Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos 

Artículo 7 
Prohibición 

No define 

Tortura, tratos o penas 
crueles, inhumanas o 
degradantes 

Convención Americana sobre 
Derechos Humanos 

Artículo 5.2 
Prohibición 

No define 

Tortura, tratos o penas 
crueles, inhumanas o 
degradantes 

Convención contra la Tortura y 
otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes 

Artículo 1 

Tortura, tratos o penas 
crueles, inhumanas o 
degradantes 

Convención Interamericana 
para Prevenir y Sancionar la 
Tortura 

Artículo 2 

Violencia familiar, 
discriminación, lesiones 
u homicidio por 
condición de género 

Convención Interamericana 
para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia Contra la 
Mujer “Convención De Belém 
Do Pará” 

Artículo 2. 
Prohibición 

Artículo 1 

Explotación humana y 
trata de personas con 
especial referencia a la 
servidumbre o prácticas 
análogas 

Convención Internacional sobre 
la Protección de los Derechos 
de todos los Trabajadores 
Migratorios y de sus Familiares 

Artículo 10 
Prohibición 

No define 

Discriminación, 
explotación sexual, 
pornografía, turismo 
sexual y trata de 
personas menores de 
edad 

Convención sobre los 
Derechos del Niño 

Artículo 37 
Prohibición 

No define 

Prohibición de la 
esclavitud o la trata de 
esclavos y las 
instituciones y prácticas 
análogas a la esclavitud 

Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos 

Artículo 8 
Prohibición 

No define 

Atentar contra la 
dignidad de la persona 
humana, discriminación 
por preferencias 
sexuales. 

Convención Americana sobre 
Derechos Humanos 

Artículo 6 
Prohibición 

No define 

Discriminación o 
prácticas análogas 

Protocolo Adicional  a la 
Convención Americana sobre 
Derechos Humanos en Materia 
de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales 
"Protocolo de San Salvador" 

Artículo 6.1 
Prohibición 

No define 

Prohibición de la 
esclavitud, la trata de 
esclavos y prácticas 
análogas 

Convención Internacional sobre 
la Protección de los Derechos 
de todos los Trabajadores 
Migratorios y de sus Familiares 

Artículo 11 
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Discriminación y 
violencia contra la mujer 
por condición de género 

Convención sobre la 
Eliminación de todas las 
formas de Discriminación 
contra la Mujer 

Artículo 6 y 
11.c 
Prohibición 

No define 

Trata de personas 
menores de edad. 

Convenio sobre la Prohibición 
de las Peores Formas de 
Trabajo Infantil y la Acción 
Inmediata para su Eliminación 
 
 

Artículo 2 
Prohibición 

No define 

Pornografía infantil Protocolo Facultativo de la 
Convención sobre los 
Derechos del Niño relativo  a la 
Venta de Niños, la Prostitución 
Infantil y la Utilización de los 
Niños en la Pornografía. 

Artículo 3 
Prohibición 

No define 

Atentar contra el libre 
desarrollo de la 
personalidad 

Convención sobre los 
Derechos del Niño 

Art. 19, 32, 34, 
35 y 36 
Prohibición 

No define 

Esclavitud y prácticas 
análogas 

Convención sobre la 
Esclavitud 

Artículo 1 
Define 

Artículo 5 
Prohibición 

Esclavitud, 
servidumbre, trata de 
seres humanos. 

Convención Suplementaria 
sobre la Abolición de la 
Esclavitud, la Trata de 
Esclavos y las Instituciones y 
Prácticas Análogas a la 
Esclavitud 

Artículo 1 
Prohibición 

Artículo 7 
Define 

Explotación humana 
con fines sexuales y 
otros fines de 
explotación 

Convención Internacional 
Relativa a la Represión de la 
Trata de Mujeres Mayores de 
Edad 

Artículo 1 
Define 

Explotación humana 
con fines sexuales y 
otros fines de 
explotación 

Convención Internacional para 
la Represión de la Trata de 
Mujeres y Menores 

Artículo 1 y 2 
Prohibición 

Explotación humana 
con fines sexuales y 
otros fines de 
explotación 

Convención para la Represión 
de la Trata de Personas y de la 
Explotación de la Prostitución 
Ajena 

Artículo 1 y 2 
Prohibición 

Trata de seres 
humanos, 
especialmente niñas y 
mujeres, en materia 
sexual, extracción de 
órganos, esclavitud o 
prácticas análogas o 
servidumbre. 

Protocolo para Prevenir, 
Reprimir y Sancionar la Trata 
de Personas, Especialmente 
Mujeres y Niños, que 
Complementa la Convención 
de las Naciones Unidas contra 
la Delincuencia Organizada 
Transnacional 

Artículo 2 
Prohibición 

Artículo 3 
Define 

 
2. Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia

Organizada Trasnacional

De la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuen-
cia Organizada Trasnacional, derivan los siguientes compromisos
específicos:
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1) Compromiso específico:

Artículo 8. Penalización de
la corrupción:

1. Cada Estado Parte adop-
tará las medidas legislativas y
de otra índole que sean necesa-
rias para tipificar como deli-
to, cuando se cometan inten-
cionalmente:

a) La promesa, el ofrecimien-
to o la concesión a un funciona-
rio público, directa o indirec-
tamente, de un beneficio indebi-
do que redunde en su propio pro-
vecho o en el de otra persona o
entidad, con el fin de que dicho
funcionario actúe o se abstenga
de actuar en el cumplimiento de
sus funciones oficiales.

b) La solicitud o aceptación
por un funcionario público, di-
recta o indirectamente, de un
beneficio indebido que redunde
en su propio provecho o en el de
otra persona o entidad, con el
fin de que dicho funcionario
actúe o se abstenga de actuar en
el cumplimiento de sus funcio-
nes oficiales.

2. Cada Estado Parte conside-
rará la posibilidad de adoptar
las medidas legislativas y de
otra índole que sean necesarias
para tipificar como delito los
actos a que se refiere el pá-
rrafo 1 del presente artículo
cuando esté involucrado en ellos
un funcionario público extranje-
ro o un funcionario internacio-
nal. Del mismo modo, cada Estado
Parte considerará la posibili-
dad de tipificar como delito

otras formas de corrupción.

3. Cada Estado Parte adop-
tará también las medidas que
sean necesarias para tipificar
como delito la participación
como cómplice en un delito tipi-
ficado con arreglo al presente
artículo.

4. A los efectos del párrafo
1 del presente artículo y del
artículo 9 de la presente Conven-
ción, por "funcionario público"
se entenderá todo funcionario
público o persona que preste un
servicio público conforme a la
definición prevista en el dere-
cho interno y a su aplicación
con arreglo al derecho penal del
Estado Parte en el que dicha
persona desempeñe esa función.

Compromiso cumplido:

a) Se establecen claramente
las formas de autoría y partici-
pación en el Capítulo respecti-
vo.

b) Se tipifican las conduc-
tas delictivas vinculadas a ac-
tos de corrupción, dentro del
Título denominado "Delitos con-
tra el servicio público cometi-
dos por servidores públicos".

c) Se define claramente la
calidad se "servidor público".

d) Se contemplan consecuen-
cias jurídicas graves dependien-
do del grado de injusto cometi-
do.

Compromiso específico:

Artículo 23. Penalización de
la obstrucción de la justicia
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Cada Estado Parte adoptará
las medidas legislativas y de
otra índole que sean necesarias
para tipificar como delito,
cuando se cometan intencional-
mente:

a) El uso de fuerza física,
amenazas o intimidación, o la
promesa, el ofrecimiento o la
concesión de un beneficio indebi-
do para inducir a falso testimo-
nio u obstaculizar la presta-
ción de testimonio o la aporta-
ción de pruebas en un proceso en
relación con la comisión de uno
de los delitos comprendidos en
la presente Convención.

b) El uso de fuerza física,
amenazas o intimidación para
obstaculizar el cumplimiento de
las funciones oficiales de un
funcionario de la justicia o de
los servicios encargados de ha-
cer cumplir la ley en relación
con la comisión de los delitos
comprendidos en la presente
Convención. Nada de lo previsto
en el presente apartado menosca-
bará el derecho de los Estados
Parte a disponer de legislación
que proteja a otras categorías
de funcionarios públicos.

Compromiso cumplido:

a) Se tipifican los delitos
en contra del adecuado desarro-
llo de la justicia cometidos por
servidores públicos, contem-
plando consecuencias jurídicas
proporcionales al hecho cometi-
do.

b) Se tipifican los delitos
cometidos por particulares ante

el Ministerio Público o autori-
dad judicial o administrativa,
contemplando consecuencias jurí-
dicas proporcionales al hecho
cometido.

c) Se tipifican los delitos
contra el servicio público come-
tidos por particulares, contem-
plando consecuencias jurídicas
proporcionales al hecho cometi-
do.

3. Protocolo Para Prevenir,
Reprimir y Sancionar la Trata de
Personas, Especialmente Muje-
res y Niños, que Complementa la
Convención de las Naciones Uni-
das Contra la Delincuencia Orga-
nizada Transnacional

Del Protocolo para Preve-
nir, Reprimir y Sancionar la
Trata de Personas, Especialmen-
te Mujeres y Niños, que complemen-
ta la Convención de las Naciones
Unidas contra la Delincuencia
Organizada Transnacional, deri-
van los siguientes compromisos
específicos:

Compromiso específico:

Artículo 2. Sancionar el de-
lito de trata de personas

Los fines del presente Proto-
colo son:

a) Prevenir y combatir la
trata de personas, prestando
especial atención a las mujeres
y los niños;

b) Proteger y ayudar a las
víctimas de dicha trata, respe-
tando plenamente sus derechos
humanos; y
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c) Promover la cooperación
entre los Estados Parte para lo-
grar esos fines.

Artículo 3. Definición

Para los fines del presente
Protocolo:

a) Por "trata de personas"
se entenderá la captación, el
transporte, el traslado, la
acogida o la recepción de perso-
nas, recurriendo a la amenaza o
al uso de la fuerza u otras for-
mas de coacción, al rapto, al
fraude, al engaño, al abuso de
poder o de una situación de vul-
nerabilidad o a la concesión o
recepción de pagos o beneficios
para obtener el consentimiento
de una persona que tenga autori-
dad sobre otra, con fines de ex-
plotación. Esa explotación in-
cluirá, como mínimo, la explo-
tación de la prostitución ajena
u otras formas de explotación
sexual, los trabajos o servi-
cios forzados, la esclavitud o
las prácticas análogas a la es-
clavitud, la servidumbre o la
extracción de órganos;

b) El consentimiento dado por
la víctima de la trata de per-
sonas a toda forma de explota-
ción que se tenga la intención
de realizar descrita en el apar-
tado a) del presente artículo no
se tendrá en cuenta cuando se
haya recurrido a cualquiera de
los medios enunciados en dicho
apartado;

c) La captación, el trans-
porte, el traslado, la acogida
o la recepción de un niño con fi-
nes de explotación se conside-

rará "trata de personas" inclu-
so cuando no se recurra a nin-
guno de los medios enunciados en
el apartado a) del presente ar-
tículo; y

d) Por "niño" se entenderá
toda persona menor de 18 años.

Artículo 5. Penalización

1. Cada Estado Parte adop-
tará las medidas legislativas y
de otra índole que sean necesa-
rias para tipificar como delito
en su derecho interno las conduc-
tas enunciadas en el artículo 3
del presente Protocolo, cuando
se cometan intencionalmente.

2. Cada Estado Parte adop-
tará asimismo las medidas legis-
lativas y de otra índole que
sean necesarias para tipificar
como delito:

a) Con sujeción a los concep-
tos básicos de su ordenamiento
jurídico, la tentativa de comi-
sión de un delito tipificado con
arreglo al párrafo 1 del presen-
te artículo;

b) La participación como
cómplice en la comisión de un
delito tipificado con arreglo
al párrafo 1 del presente artícu-
lo; y

c) La organización o direc-
ción de otras personas para la
comisión de un delito tipifica-
do con arreglo al párrafo 1 del
presente artículo.

Compromiso cumplido:

a) Se tipifican, conforme
al Protocolo, los delitos de
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trata de personas y trata de
personas menores de edad, den-
tro del Título denominado "Deli-
tos contra el libre desarrollo
de la personalidad".

b) Se contemplan consecuen-
cias jurídicas proporcionales
al hecho cometido y se agravan
en aquellos casos en que la víc-
tima sea una persona menor de
edad.

c) Se contempla la punibili-
dad del delito de trata de per-
sonas cometido en grado de ten-
tativa acabada o inacabada.

d) Se contempla la punibili-
dad de todas las formas de au-
toría y participación.

e) Se excluye expresamente
el consentimiento como causa de
atipicidad o justificación en
el marco del delito de trata de
personas en todas sus modalida-
des.

4. Convención para la Repre-
sión de la Trata de Personas y
de la Explotación de la Prosti-
tución Ajena.

De la Convención para la Re-
presión de la Trata de Personas
y de la Explotación de la Pros-
titución Ajena, derivan los si-
guientes compromisos específi-
cos:

Compromiso específico:

Artículo 1. Sancionar la
explotación en la prostitución

Las Partes en el presente
Convenio se comprometen a casti-
gar a toda persona que, para sa-
tisfacer las pasiones de otra:

1) Concertare la prostitu-
ción de otra persona, aun con el
consentimiento de tal persona;

2) Explotare la prostitu-
ción de otra persona, aun con el
consentimiento de tal persona.

Artículo 2. Las Partes en el
presente Convenio se comprome-
ten asimismo a castigar a toda
persona que:

1) Mantenga una casa de
prostitución, la administrare o
a sabiendas la sostenga o par-
ticipe en su financiamiento;

2) Dé o tome a sabiendas en
arriendo un edificio u otro lo-
cal, o cualquier parte de los
mismos, para explotar la prosti-
tución ajena.

Artículo 3. En la medida en
que lo permitan las leyes naciona-
les serán también castigadas
toda tentativa de cometer las
infracciones mencionadas en los
artículos 1 y 2 y todo acto pre-
paratorio de su comisión.

Artículo 4. En la medida en
que lo permitan las leyes naciona-
les, será también punible la
participación intencional en
cualquiera de los actos de-
lictuosos mencionados en los
artículos 1 y 2.

En la medida en que lo per-
mitan las leyes nacionales, los
actos de participación serán
considerados como infracciones
distintas en todos los casos en
que ello sea necesario para evi-
tar la impunidad.
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Compromiso cumplido:

a) Se sanciona la explota-
ción de la prostitución ajena,
mediante la tipificación de los
delitos de lenocinio y trata de
personas con fines de explota-
ción sexual, en el marco del tí-
tulo que protege el libre desarro-
llo de la personalidad;

b) Se contemplan consecuen-
cias jurídicas proporcionales
al hecho cometido y se agravan
en aquellos casos en que la víc-
tima sea una persona menor de
edad;

c) Se contempla la punibili-
dad de los delitos de lenocinio
y trata de personas, cometidos
en grado de tentativa acabada o
inacabada; y

d) Se contempla la punibili-
dad de todas las formas de auto-
ría y participación.

5. Convención sobre los De-
recho del Niño

De la Convención sobre los
Derecho del Niño, derivan los
siguientes compromisos específi-
cos:

Compromiso específico:

Artículo 19. Sancionar el
abuso sexual, la explotación y
malos tratos

1. Los Estados Partes adop-
tarán todas las medidas legis-
lativas, administrativas, so-
ciales y educativas apropiadas
para proteger al niño contra to-
da forma de perjuicio o abuso
físico o mental, descuido o tra-

to negligente, malos tratos o
explotación, incluido el abuso
sexual, mientras el niño se en-
cuentre bajo la custodia de los
padres, de un representante le-
gal o de cualquier otra persona
que lo tenga a su cargo.

Artículo 32. Sancionar la
explotación económica

1. Los Estados Partes recono-
cen el derecho del niño a estar
protegido contra la explotación
económica y contra el desempeño
de cualquier trabajo que pueda
ser peligroso o entorpecer su
educación, o que sea nocivo para
su salud o para su desarrollo
físico, mental, espiritual, moral
o social.

Artículo 33. Proteger al ni-
ño en contra del uso ilícito de
estupefacientes y sustancias
psicotrópicas

Los Estados Partes adopta-
rán todas las medidas apropia-
das, incluidas medidas legisla-
tivas, administrativas, socia-
les y educacionales, para prote-
ger a los niños contra el uso
ilícito de los estupefacientes
y sustancias sicotrópicas enume-
radas en los tratados internacio-
nales pertinentes, y para impe-
dir que se utilice a niños en
producción y el tráfico ilícitos
de esas sustancias.

Artículo 34. Sancionar la
pornografía infantil

Los Estados Partes se com-
prometen a proteger al niño con-
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tra todas las formas de explota-
ción y abuso sexuales. Con este
fin, los Estados Partes tomarán
en particular, todas las medi-
das de carácter nacional, bilate-
ral y multilateral que sean ne-
cesarias para impedir:

a) La incitación o la coac-
ción para que un niño se dedique
a cualquier actividad sexual
ilegal;

b) La explotación del niño
en la prostitución u otras prác-
ticas sexuales ilegales; y

c) La explotación del niño
en espectáculos o materiales
pornográficos.

Artículo 35. Sancionar el
secuestro y venta de niños

Los Estados Partes tomarán
todas las medidas de carácter
nacional, bilateral y multilate-
ral que sean necesarias para im-
pedir el secuestro, la venta o
la trata de niños para cualquier
fin o en cualquier forma.

Artículo 36. Los Estados
Partes protegerán al niño con-
tra todas las demás formas de
explotación que sean perjudi-
ciales para cualquier aspecto
de su bienestar.

Compromiso cumplido:

a) Se sancionan los delitos
de abuso sexual y violación de
personas menores de edad, relati-
vo a los delitos en contra de la
libertad sexual y el normal de-
sarrollo psicosexual, contem-
plando penas agravadas por la

calidad del sujeto pasivo;
b) Se sanciona el delito de

corrupción de personas menores
de edad, con especial referen-
cia a la inducción del consumo
de algún narcótico, así como el
delito de trata de personas me-
nores de edad, con cualquier fi-
nalidad, relativo a los delitos
en contra del libre desarrollo
de la personalidad;

c) Se sancionan los delitos
de turismo sexual y pornografía
infantil, incluyendo penas agra-
vadas por la calidad del sujeto
pasivo, en el marco del Título
relativo a los delitos en contra
del libre desarrollo de la per-
sonalidad; y

d) Se sanciona el delito de
secuestro, con agravación de la
punibilidad, tratándose de per-
sonas menores de edad, así como
el tráfico, la retención y sus-
tracción de personas menores de
edad o de quien no tenga la capa-
cidad para comprender el signifi-
cado del hecho, en el marco del
Título relativo a los delitos en
contra de la libertad personal.

6. Convención Internacional
sobre la Eliminación de todas
las Formas de Discriminación
Racial

De la Convención Internacio-
nal sobre la Eliminación de to-
das las Formas de Discrimina-
ción Racial, derivan los siguien-
tes compromisos específicos:

Compromiso específico:

Artículo 1. Sancionar la
discriminación:
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1. En la presente Conven-
ción la expresión "discrimina-
ción racial" denotará toda dis-
tinción, exclusión, restricción
o preferencia basada en moti-
vos de raza, color, linaje u
origen nacional o étnico, que
tenga por objeto o por resultado
anular o menoscabar el reconoci-
miento, goce o ejercicio, en
condiciones de igualdad, de los
derechos humanos y libertades
fundamentales en las esferas
política, económica, social,
cultural o en cualquier otra es-
fera de la vida pública.

Artículo 4. Los Estados
partes condenan toda la propa-
ganda y todas las organizacio-
nes que se inspiren en ideas o
teorías basadas en la superiori-
dad de una raza o de un grupo de
personas de un determinado co-
lor u origen étnico, o que pre-
tendan justificar o promover el
odio racial y la discriminación
racial, cualquiera que sea su
forma, y se comprometen a tomar
medidas inmediatas y positivas
destinadas a eliminar toda in-
citación a tal discriminación o
actos de tal discriminación y,
con ese fin, teniendo debidamen-
te en cuenta los principios in-
corporados en la Declaración
Universal de Derechos Humanos,
así como los derechos expresamen-
te enunciados en el Artículo 5
de la presente Convención; toma-
rán, entre otras, las siguien-
tes medidas:

a) Declararán como acto pu-
nible conforme a la ley toda di-
fusión de ideas basadas en la

superioridad o en el odio ra-
cial, toda incitación a la dis-
criminación racial así como to-
do acto de violencia o toda in-
citación a cometer tal efecto,
contra cualquier raza o grupo de
personas de otro color u origen
étnico, y toda asistencia a las
actividades racistas, incluida
su financiación;

b) Declararán ilegales y
prohibirán las organizaciones,
así como las actividades organi-
zadas de propaganda y toda otra
actividad de propaganda, que
promuevan la discriminación ra-
cial e inciten a ella, y reco-
nocerán que la participación en
tales organizaciones o en tales
actividades constituye un deli-
to penado por la ley; y

c) No permitirán que las au-
toridades ni las instituciones
públicas nacionales o locales,
promuevan la discriminación
racial o inciten a ella.

Artículo 5. En conformidad
con las obligaciones fundamen-
tales estipuladas en el artícu-
lo 2 de la presente Convención,
los Estados partes se comprome-
ten a prohibir y eliminar la
discriminación racial en todas
sus formas y a garantizar el de-
recho de toda persona a la
igualdad ante la ley, sin distin-
ción de raza, color u origen na-
cional o étnico, particularmen-
te en el goce de los derechos si-
guientes:

a) El derecho a la seguridad
personal y a la protección del
Estado contra todo acto de vio-
lencia o atentado contra la in-
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tegridad personal cometido por
funcionarios públicos o por
cualquier individuo, grupo o
institución;

Compromiso cumplido:

a) Se sanciona el delito de
discriminación, en el marco del
Título relativo a los delitos en
contra de la dignidad de las
personas.

b) Se contempla la agrava-
ción de la punibilidad, en aque-
llos casos en los que el sujeto
activo tenga la calidad de ser-
vidor público.

7. Convención Interamericana
para Prevenir, Sancionar y Erra-
dicar la Violencia contra la Mu-
jer, "Convención de Belém Do
Pará"

De la Convención Interameri-
cana para Prevenir, Sancionar y
Erradicar la Violencia contra
la Mujer, "Convención de Belém
Do Pará", derivan los siguien-
tes compromisos específicos:
Compromiso específico:

Artículo 1. Sancionar todo
acto de violencia contra la mu-
jer

Para los efectos de esta
Convención debe entenderse por
violencia contra la mujer, cual-
quier acción o conducta, basada
en su género, que cause muerte,
daño o sufrimiento físico, sexual
o psicológico a la mujer, tanto
en el ámbito público como en el
privado.

Artículo 2. Se entenderá que
violencia contra la mujer in-
cluye la violencia física, sexual
y psicológica:

a) Que tenga lugar dentro de
la familia o unidad doméstica o
en cualquier otra relación inter-
personal, ya sea que el agresor
comparta o haya compartido el
mismo domicilio que la mujer, y
que comprende, entre otros,
violación, maltrato y abuso se-
xual;

b) Que tenga lugar en la co-
munidad y sea perpetrada por
cualquier persona y que com-
prende, entre otros, violación,
abuso sexual, tortura, trata de
personas, prostitución forza-
da, secuestro y acoso sexual en
el lugar de trabajo, así como en
instituciones educativas, esta-
blecimientos de salud o cual-
quier otro lugar, y

c) Que sea perpetrada o to-
lerada por el Estado o sus agen-
tes, dondequiera que ocurra.

Artículo 6. El derecho de
toda mujer a una vida libre de
violencia incluye, entre otros:

a) El derecho de la mujer a
ser libre de toda forma de dis-
criminación, y

b) El derecho de la mujer a
ser valorada y educada libre de
patrones estereotipados de com-
portamiento y prácticas socia-
les y culturales basadas en con-
ceptos de inferioridad o subordi-
nación.

Artículo 7. Los Estados Par-
tes condenan todas las formas de
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violencia contra la mujer y con-
vienen en adoptar, por todos los
medios apropiados y sin dilacio-
nes, políticas orientadas a
prevenir, sancionar y erradicar
dicha violencia y en llevar a
cabo lo siguiente:

a) Incluir en su legisla-
ción interna normas penales,
civiles y administrativas, así
como las de otra naturaleza que
sean necesarias para prevenir,
sancionar y erradicar la vio-
lencia contra la mujer y adoptar
las medidas administrativas apro-
piadas que sean del caso.

Compromiso cumplido:
Se sancionan todos aquellos

actos constitutivos de violen-
cia contra la mujer, con espe-
cial referencia a los siguien-
tes:

a) Feminicidio.
b) Lesiones por condición

de género.
c) Discriminación.
d) Violencia familiar.
e) Violación, abuso y hosti-

gamiento sexual.
f) Trata de personas, lenoci-

nio, turismo sexual y pornogra-
fía infantil.

g) Secuestro.
h) Privación de la libertad

con fines sexuales.

Además de la tipificación y
sanción, se establecen medidas
de protección a víctimas.

8. Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos

Del Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos,
derivan los siguientes compromi-
sos específicos:

Compromiso específico:

Artículo 7. Prohibición de
penas crueles, inhumanas o de-
gradantes

Nadie será sometido a tortu-
ras ni a penas o tratos crueles,
inhumanos o degradantes. En
particular, nadie será sometido
sin su libre consentimiento a
experimentos médicos o científi-
cos.

Artículo 8. Prohibición de
la esclavitud, servidumbre o
trabajos forzados

1. Nadie estará sometido a
esclavitud. La esclavitud y la
trata de esclavos estarán prohi-
bidas en todas sus formas.

2. Nadie estará sometido a
servidumbre.

3. Nadie será constreñido a
ejecutar un trabajo forzoso u
obligatorio;

Artículo 26. Garantía de
igualdad y no discriminación

Todas las personas son igua-
les ante la ley y tienen derecho
sin discriminación a igual pro-
tección de la ley. A este res-
pecto, la ley prohibirá toda
discriminación y garantizará a
todas las personas protección
igual y efectiva contra cual-
quier discriminación por moti-
vos de raza, color, sexo, idio-
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ma, religión, opiniones políti-
cas o de cualquier índole, ori-
gen nacional o social, posición
económica, nacimiento o cual-
quier otra condición social.

Compromiso cumplido:
a) Se contemplan penas racio-

nales y proporcionadas al hecho
cometido.

b) Se elimina la privación
de derechos, en su calidad de
pena, por violentar los princi-
pios contemplados en este instru-
mento internacional y el espíri-
tu de la Constitución general.

c) Se eliminan la reinci-
dencia y habitualidad delictiva,
como causas de restricción de
derechos.

d) Se sancionan la esclavi-
tud, las prácticas análogas a
ésta, la servidumbre y los tra-
bajos forzados mediante el tipo
penal de trata de personas.

e) Se tipifica y sanciona el
delito de discriminación.

f) Se contempla un Título
específico denominado Princi-
pios y Garantías Penales, que
conjuntamente con la parte gene-
ral, integran al principio de
igualdad.

Como se desprende de lo has-
ta ahora expuesto, el Proyecto
de Código Penal que aquí se pre-
senta, responde a una orienta-
ción político-filosófica de cor-
te liberal, respetuosa de los
derechos fundamentales de la
persona y acorde a los instrumen-
tos internacionales asumidos
por el Estado Mexicano.

V. Técnica legislativa y

sistemática

El contenido del Proyecto
del Código Penal que aquí se
presenta, se ha construido me-
diante una metodología que bus-
ca facilitar su aplicación e in-
terpretación sistemática.

Así mismo, se han identifi-
cado todas y cada una de las dis-
posiciones con un subtítulo.
Esta forma de identificación,
resaltada en tipología obscura,
permite al operador jurídico un
manejo ágil y dinámico del texto
legal y correlacionar el arti-
culado de una forma más rápi-
da.

En torno al lenguaje, se ha
cuidado la redacción para omi-
tir las distinciones de género,
con especial referencia al suje-
to activo, aunque en algunos ca-
sos aislados, por la propia re-
dacción de los tipos, esto no ha
sido posible de forma absoluta.
Se han eliminado los calificati-
vos en torno a las personas,
pues es tradición en nuestro
país denominar delincuente, me-
nor o incapaz, a quien en reali-
dad es una persona con todos los
derechos como cualquier otra
persona que nada tiene que ver
con un asunto penal.

El Proyecto, siguiendo la
tradición jurídica, se divide
en dos Libros. El primero, que
abarca a la Parte General, com-
prende los principios y garan-
tías penales, las reglas gene-
rales relativas a la aplicación
de la Ley, las consecuencias ju-
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rídicas del delito, las causas
que extinguen la pretensión pu-
nitiva y la potestad de ejecutar
las penas y medidas de seguri-
dad.

El Libro Segundo, que abar-
ca a la Parte Especial, ha sido
sistematizado de acuerdo al
bien jurídico protegido. Así,
en armonía con la función sistemá-
tica del bien jurídico penal,
cada uno de los Títulos de la
Parte Especial responde a un ob-
jeto de protección.

La labor de sistematización
ha tenido como eje rector la di-
mensión del objeto de protec-
ción, de tal forma que el Primer
Título responde a la protección
de la vida y la integridad per-
sonal, seguido del libre desarro-
llo de la personalidad y la dig-
nidad humana, para terminar con
los delitos que atentan en con-
tra de la seguridad de las ins-
tituciones del Estado.

El Título Preliminar del
Libro Primero contempla los
principios y garantías de obli-
gatoria aplicación en materia
penal. Los primeros artículos
del proyecto sientan las bases
de un derecho penal racional y
garantista, teniendo como princi-
pal función orientar al opera-
dor jurídico en la toma de deci-
siones. De modo general, se in-
corporan los siguientes princi-
pios:

Mediante el principio de
bien jurídico, se exige a la au-
toridad judicial determinar el

grado de injusto penal a través
de la comprobación de la puesta
en peligro o lesión del bien ob-
jeto de protección. Esto se tra-
duce, primero, en la exclusión
de responsabilidad penal cuando
la conducta desplegada u omiti-
da por la persona inculpada no
haya, por lo menos, puesto en
peligro en bien jurídico tute-
lado.

Particularmente importante
ha resultado la inserción de los
principios de culpabilidad y
proporcionalidad dentro de este
Título Preliminar. El primero,
no existe en nuestra Constitu-
ción referencia alguna a él, por
lo que la autoridad responsable
quedaría sin una obligación ex-
presa de limitar el ejercicio
del ius puniendi sobre los ciu-
dadanos. El segundo, porque aun
cuando ya está previsto en la
Norma Fundamental, es de suma
importancia recordarle al juz-
gador los límites impuestos, en
una de sus vertientes, a la can-
tidad de pena conforme a este
principio fundamental.

Conforme al principio de
culpabilidad, la autoridad judi-
cial está impedida a imponer una
consecuencia jurídica del deli-
to que supere el grado de culpa-
bilidad de la persona senten-
ciada. Se ha sostenido reitera-
damente que la culpabilidad es
el límite de la pena.

Pero cuando una persona sin
capacidad de culpabilidad es
encontrada responsable, el prin-
cipio de culpabilidad resulta
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inútil para limitar la acción
jurisdiccional. El principio de
proporcionalidad resuelve este
problema, pues la consecuencia
jurídica a imponer estará limi-
tada a la suma de injusto más
proporcionalidad de aquella.

Contrario a lo que sucede en
un derecho penal antidemocrá-
tico, que sanciona a las perso-
nas por lo que son y no por lo
que hacen, el principio del De-
recho penal del hecho exige que
toda reacción penal se fundamen-
te en el hecho cometido.

Finalmente, el principio de
la dignidad de la persona humana
se constituye como el pilar de
todo ordenamiento jurídico mo-
derno y garantista. Conforme a
este principio, queda prohibido
todo acto u omisión que vulnere
la dignidad humana de la víctima
o el inculpado, siendo sancio-
nada la infracción a este princi-
pio conforme a los tipos penales
descritos en la Parte Especial.

A continuación se identifi-
can las figuras jurídicas más
importantes de la Parte General
del presente Proyecto.

1. Principio de legalidad

El artículo 1, del Proyec-
to, hace referencia al princi-
pio de legalidad, mediante el
cual se estipula que ninguna
consecuencia jurídica del deli-
to deberá ser impuesta, "sino
por la realización de una acción
u omisión expresamente prevista
como delito en una ley vigente

al tiempo de su realización". Y
al hacer referencia a las con-
secuencias jurídicas del deli-
to, se están incluyendo: 1) las
penas; 2) las medidas de seguri-
dad; y, 3) las consecuencias ju-
rídicas accesorias para perso-
nas morales.

2. Principio de tipicidad

El artículo 2, del Proyec-
to, hace referencia al princi-
pio de tipicidad, en el sentido
de que no deberá imponerse pena
o medida de seguridad, si no se
acredita previamente la exis-
tencia de los elementos del tipo
penal. Recordemos que una de las
funciones más relevantes del
principio de tipicidad consiste
en darle cumplimiento puntual
al principio de legalidad.

3. Principio de prohibición
de la aplicación retroactiva de
la ley penal

En el mismo artículo 2 del
Proyecto se hace la siguiente
referencia: "Queda prohibida la
aplicación retroactiva, analógi-
ca o por mayoría de razón de la
ley penal en perjuicio de per-
sona alguna." No obstante, el
principio anterior no es apli-
cable en el campo de las causas
de justificación, las cuales sí
pueden aplicarse de manera analó-
gica. Sin embargo, de manera es-
pecífica, y solamente para los
casos de narcomenudeo, agrega-
mos un último párrafo a la frac-
ción VI del artículo 31 del Pro-
yecto, en donde, con relación al
agente infiltrado se dice lo si-



70     PERIODICO OFICIAL DEL ESTADO DE GUERRERO Viernes 01 de Agosto de 2014

guiente: "Se entenderá como cum-
plimiento de un deber, cuando
los agentes policíacos del Esta-
do, previamente autorizados por
el Titular del Ministerio Públi-
co, ejecuten una orden de infil-
tración como técnica para la in-
vestigación de los delitos con-
templados en la Ley General de
Salud en su modalidad de narcome-
nudeo. En la orden de infiltra-
ción, se especificarán los linea-
mientos, términos, modalida-
des, limitaciones y condiciones
a que se encontrarán sujetos di-
chos agentes." Lo importante en
todo caso es comprender que se
trata de un supuesto de excep-
ción, solamente para la hipóte-
sis prevista en el último párra-
fo de la fracción VI del artícu-
lo 31 del Proyecto.

4. Principio de la aplica-
ción de la ley penal más favora-
ble

Este principio aparece regu-
lado en el artículo 2 del Pro-
yecto. En el sentido de que sólo
tendrá efecto retroactivo la
ley más favorable al autor. Pero
se indica que tendrá que escu-
charse previamente "a la perso-
na inculpada". Esto es así por-
que, por ejemplo, si en un caso
concreto resulta que alguna me-
dida de seguridad se reduce su
duración de dos a un año de tra-
tamiento, en tal supuesto, la
medida de seguridad de dos años
de tratamiento puede ser la más
benéfica para el autor, indepen-
dientemente de lo que a primera
vista pudiera pensarse.

5. Principio de prohibición
de la responsabilidad objetiva

Se trata de uno de los prin-
cipios más importantes, acorde
tanto con el principio de culpa-
bilidad como con el principio de
presunción de inocencia. Dicho
principio está debidamente regu-
lado en el artículo 3 del Pro-
yecto. De tal manera que, según
ha quedado expresado, "a ningu-
na persona se le podrá imponer
pena, medida de seguridad, o
consecuencia jurídica del deli-
to, si no ha realizado la con-
ducta dolosa o culposamente".

6. Principio de bien jurídi-
co

El Derecho penal moderno
está para la debida protección
de bienes jurídicos, y en eso,
precisamente, consiste su finali-
dad. Ahora bien, el principio de
la exclusiva protección de bie-
nes jurídicos está regulado en
el artículo 4 del Proyecto. De
ahí que, "únicamente puede ser
constitutiva de delito la ac-
ción u omisión que lesione o
ponga en peligro al bien jurídi-
co tutelado por la ley penal".

7. Principio de culpabilidad

Junto con los principios de
la dignidad humana y presunción
de inocencia, el principio de
culpabilidad es uno de los ejes
rectores del Derecho penal moder-
no. Pues bien, el artículo 5 del
Proyecto, en cuanto al princi-
pio de culpabilidad, establece
que no deberá imponerse sanción
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alguna, "si la acción u omisión
no han sido realizadas culpa-
blemente". En donde la palabra
"culpablemente" denota un compor-
tamiento doloso o culposo. Es
decir, conforme al principio de
culpabilidad: no podrá imponer-
se sanción alguna, si la acción
u omisión no han sido realizadas
dolosa o culposamente.

8. Principio de proporciona-
lidad

Conforme a las propiedades
del llamado Derecho penal del
hecho, en contra del Derecho pe-
nal de autor (que solamente san-
cionaba una conducta basándose
en el grado de la peligrosidad
del sujeto), "la medida de la
pena estará en relación directa
con el grado de culpabilidad".
Esto ha quedado dicho en el ar-
tículo 5 del Proyecto.

9. Principio de presunción
de inocencia

Se trata de uno de los prin-
cipios constitucionales de ma-
yor importancia, y que en el
presente Proyecto (artículo 5),
ha quedado plasmado en los tér-
minos siguientes: "Todo acusado
será tenido como inocente mien-
tras no se pruebe que se cometió
el delito que se le imputa y que
él lo perpetró."

10. Principio de jurisdic-
cionalidad

Este principio está regula-
do en el artículo 6 del Proyec-
to, y significa que solamente la

autoridad jurisdiccional está
facultada para la imposición de
cualquiera de las consecuencias
jurídicas del delito, previo el
procedimiento seguido ante los
tribunales. Ahora bien, es aquí
donde se ha propuesto que el Mi-
nisterio Público o el juzgador,
cuando tengan conocimiento que
alguna conducta relevante no
está tipificada, podrán exponer
a los demás poderes del Estado
las razones para que dicha con-
ducta pueda ser objeto de una
próxima regulación penal. Esto
permitirá que el Derecho penal
evolucione conforme a las nue-
vas exigencias sociales.

11. Principio de personali-
dad de las consecuencias jurídi-
cas

Conforme a este principio,
establecido en el artículo 7 del
Proyecto, las consecuencias jurí-
dicas que resulten de la comi-
sión de un delito, "no trascende-
rán de la persona y bienes del
sujeto activo".

12. Principio de punibilidad
independiente

Se trata de una de las con-
secuencias inmediatas que trae
consigo asumir el principio de
culpabilidad. Y aunque en el ar-
tículo 74 de este Proyecto, se
indica que al momento de indivi-
dualizar la pena el juez debe
tomar en consideración la forma
de intervención del sujeto acti-
vo, era necesario que en el Pro-
yecto se indicara, desde el ar-
tículo 8, que "quienes tengan la
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calidad de autores o de partíci-
pes del delito responderán cada
uno en la medida de su propia
culpabilidad". Todo lo cual es
consecuente con el principio
general de que nadie debe respon-
der por hechos ajenos, sino que
cada quien debe responder pe-
nalmente, en la medida de su
propia culpabilidad.

13. Principio del Derecho
penal del hecho

Igualmente, con independen-
cia de lo que al respecto se pue-
da reforzar a favor del Derecho
penal de hecho en el artículo
74, del este mismo Proyecto, era
necesario que desde su Título
Preliminar, concretamente en el
artículo 9, se manifestara que
"no podrá restringirse ninguna
garantía o derecho de la persona
inculpada, ni imponerse conse-
cuencia jurídica alguna del
delito, con base en la peligrosi-
dad". Lo contrario sería regre-
sar al más puro Derecho penal de
autor, propio de los países poco
democráticos. Al contrario, se
ha manifestado que toda sanción
"deberá fundamentarse en el he-
cho cometido y en el grado de le-
sión o puesta en peligro al que
haya sido expuesto el bien ju-
rídico tutelado". Tomando en
cuenta, desde luego, el grado de
la culpabilidad del autor.

14. Principio de dignidad
de la persona humana

El principio de la dignidad
humana es el eje rector de todo
el Estado de Derecho; se trata

de un principio igualmente plas-
mado en la Constitución Políti-
ca, y que el artículo 10 del Pro-
yecto, ha reconocido en los si-
guientes términos: "queda prohi-
bido todo acto u omisión, en
cualquier fase del procedimien-
to, que vulnere la dignidad hu-
mana de la víctima o la dignidad
humana de la persona inculpa-
da." A decir verdad, este princi-
pio sirve de fundamento al prin-
cipio de culpabilidad y al prin-
cipio de prohibición de la res-
ponsabilidad objetiva; inclu-
so, también sirve para fundamen-
tar el tratamiento de la resis-
tencia civil.

15. Principio de territoria-
lidad

El artículo 11, del presen-
te Proyecto, respecto al princi-
pio de territorialidad, dispone
lo siguiente: "Este código se
aplicará en el Estado de Guerre-
ro por los delitos del fuero co-
mún que se cometan en su terri-
torio". Lo anterior guarda rela-
ción con lo descrito en los ar-
tículos 12 y 15 del mismo Pro-
yecto. Ahora bien, el contenido
del artículo 15 no se contrapone
con lo establecido en el artícu-
lo 12, debido a que éste último
hace referencia al llamado prin-
cipio de extraterritorialidad,
mientras que el artículo 15 se
refiere al momento y al lugar de
la realización del hecho.

16. Principio de extrate-
rritorialidad

Recordemos que un Estado
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puede ejercer su poder punitivo
cuando una persona realiza la
conducta delictiva dentro del
territorio del propio Estado.
El Estado, igualmente, puede
someter a su poder punitivo a
las personas que intervienen en
un hecho cuando el resultado o
la consecuencia de la conducta
tienen lugar dentro de su territo-
rio. Es esto lo que se ha plasma-
do, de una o de otra manera, en
el artículo 12 del Proyecto. Al-
go que en los llamados "delitos
a distancia" será de mucha uti-
lidad.

17. Competencia en los ca-
sos de narcomenudeo

Inicialmente, para dar res-
puesta al asunto de la competen-
cia local en los casos de narco-
menudeo, se había pensado agre-
gar el siguiente párrafo al ar-
tículo 12 del Proyecto: "Cuando
se cometa un delito previsto en
una ley federal respecto del
cual la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos
otorgue competencia, se aplica-
rá aquella, y en lo no previsto,
las disposiciones de este códi-
go." Pero finalmente decidimos
que el párrafo anterior podía
coexistir con el siguiente pá-
rrafo: "Son aplicables en lo
conducente, las disposiciones
de este código, por los delitos
en contra de la salud en su mo-
dalidad de narcomenudeo a que se
refiere el artículo 474 y demás
disposiciones aplicables al Ca-
pítulo VII del Título Décimo Oc-
tavo de la Ley General de Sa-
lud."

18. Principio de validez
temporal

El artículo 13 del Proyecto
establece que será aplicable la
ley penal "vigente en el momento
de la realización del delito".
Tampoco se trata de un principio
sencillo. Basta pensar en el ca-
so siguiente: un secuestrador
priva de la libertad a su víc-
tima en un momento en que la pena
establecida para tales casos es
de cuarenta años de prisión; sin
embargo, un año después, la pena
para los secuestradores aumenta
en diez años de prisión. Si la
víctima es liberada en el momen-
to en que aseguran al secuestra-
dor, no obstante que la pena an-
terior hubiera sido inferior,
deberá imponérsele la ley penal
vigente al momento de la reali-
zación del hecho. Y el hecho en
estos casos se entiende reali-
zado durante todo el tiempo que
dure la privación de la liber-
tad: se impondrá la pena mayor.

19. Principio de la ley más
favorable

El artículo 14 del Proyec-
to, igualmente regula otra de
las consecuencias del principio
de legalidad: nos referimos al
principio de la ley más favora-
ble, pero con la ventaja de que
se aclara lo siguiente: "en caso
de cambiarse la naturaleza de la
sanción, se substituirá en lo
posible, la señalada en la ley
anterior por la prevista en la
nueva ley."

20. Momento y lugar del de-
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lito

En el artículo 15 del Proyec-
to se dice que el momento y lugar
de realización del delito "son
aquellos en que se concretan los
elementos de su descripción le-
gal". No siempre es fácil dis-
tinguir el momento y el lugar de
la realización de un delito.
Para lo cual se recomienda tener
presente los puntos siguientes:
1) la inducción y la complicidad
se cometen tanto en el lugar de
la acción del partícipe como en
el lugar de la realización del
hecho principal; 2) en casos de
participación delictiva (in-
ducción o complicidad), es rele-
vante el momento y el lugar de
la manifestación de la voluntad
del partícipe-inductor o partí-
cipe-cómplice; 3) en casos de
omisión es decisivo el lugar y
el momento en que debió ejecu-
tarse la acción; 4) en casos de
autoría mediata se considera
relevante el lugar y el momento
en que el sujeto instrumentaliza-
do dio comienzo a la ejecución
del tipo; y, 5) en casos de ten-
tativa se considera realizado
el acto en el momento y en el lu-
gar de la manifestación de la
voluntad del sujeto activo.

21. Principios de igualdad
ante la ley

Todas las personas somos
iguales ante la ley; por eso, en
el artículo 16 del Proyecto, en
concordancia con la Constitu-
ción Política, se dice: "Las
disposiciones de este código se
aplicarán por igual a todas las

personas a partir de los diecio-
cho años de edad". Las excepcio-
nes a este principio de igualdad
deberán estar expresamente plas-
madas en la Constitución y en la
ley penal.

22. Principios de la edad
penal

Las personas menores de
edad serán llevadas ante las au-
toridades especializadas en la
materia cuando cometan alguna
conducta típica, según lo dispo-
ne la propia Constitución Políti-
ca. Ahora bien, en el artículo
16 del Proyecto se dice que: "a
las personas menores de diecio-
cho años edad que realicen una
conducta activa u omisiva pre-
vista en algún tipo penal, se
les aplicarán las disposiciones
contenidas en las leyes corres-
pondientes". Al respecto cabe
comentar lo siguiente: Las perso-
nas menores de edad sí son efec-
tivamente capaces de realizar
una conducta típica y antijurí-
dica, inclusive son capaces de
intervenir en un hecho ya sea
como autores o como partícipes,
bajo cualquier grado de ejecu-
ción (tentativa o consumación),
y ello lo pueden efectuar, ade-
más, junto con otra persona me-
nor de edad o con alguien mayor
de edad.

23. Principios de especiali-
dad, consunción y subsidiariedad

En el artículo 17 del Proyec-
to se numeran los siguientes
tres principios. Cuando una
misma materia aparezca regulada
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por diversas disposiciones: 1)
la especial prevalecerá sobre
la general (principio de espe-
cialidad); 2) la de mayor protec-
ción al bien jurídico absorberá
a la de menor alcance (principio
de consunción); y, 3) la princi-
pal excluirá a la subsidiaria
(principio de subsidiariedad).

24. Aplicación subsidiaria
del Código Penal

En el artículo 18 del Proyec-
to se dispone lo siguiente:
"cuando se cometa un delito no
previsto en este código, pero sí
en una ley especial del Estado
de Guerrero, se aplicará esta
última, y sólo en lo no previsto
por la misma se aplicarán las
disposiciones de este código."
Uno de estos casos puede presen-
tarse en el campo de la justicia
penal para adolescentes.

25. Principio de acto

En el Derecho penal las per-
sonas físicas podemos actuar a
través de acciones u omisiones,
lo que significa que una conduc-
ta jurídico penalmente relevan-
te puede ser llevada a cabo me-
diante acción u omisión, y, pre-
cisamente, en ello consiste el
"principio de acto", plasmado
en el artículo 19 del Proyecto.

26. Comisión por omisión

La conducta omisiva, en el
caso de que estuviera asociada
o vinculada con un resultado
formal, da lugar a la llamada
"omisión simple". En el caso

contrario, cuando la omisión
está vinculada con un resultado
material, se habla de la figura
conocida como "comisión por
omisión", regulada en el artícu-
lo 20 del Proyecto. El deber ju-
rídico de actuar siempre debe
estar plasmado en una ley penal,
en todos los casos de omisión
simple. En cambio, en los casos
de comisión por omisión, la
fuente del deber jurídico de ac-
tuar (o calidad de garante) debe
estar plasmada en el Código Pe-
nal. En este caso, el artículo
citado nos informa cuáles son
las fuentes en que podemos fun-
damentar la calidad de garante
(o deber jurídico de actuar) de
la comisión por omisión.

27. Delitos instantáneos,
continuos y continuados

En atención al modo de con-
sumación del resultado típico,
los delitos pueden ser instantá-
neos, continuos y continuados.
Cada uno de estos significados
aparece establecido en el artícu-
lo 20 del Proyecto. La trascenden-
cia de ello está en que la consu-
mación, en realidad, es un con-
cepto formal que depende de la
estructura del tipo penal de que
se trate. Por ejemplo, un delito
de lesión estará consumado cuando
precisamente se lesione el bien
jurídico, mientras que un deli-
to de peligro se consuma cuando
se pone en riesgo el bien jurí-
dico protegido. De ahí la impor-
tancia de la clasificación plas-
mada en el artículo de referen-
cia.
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28. Principio de imputación
subjetiva

Este principio, contempla-
do en el artículo 22 del Proyec-
to, refiere que las formas de
imputación subjetiva pueden ser
a título doloso, o bien, a tí-
tulo culposo

29. Dolo directo y dolo even-
tual

Actúa con dolo directo la
persona que, al momento de lle-
var a cabo la conducta, conoce
el resultado típico y quiere su
realización; en cambio, actúa
con dolo eventual quien al mo-
mento de realizar la conducta se
representa el resultado típico
como algo posible y lo acepta en
el caso de que ocurra. Estas dos
clases de dolo están reguladas
del siguiente modo en la frac-
ción I, del artículo 22 del Pro-
yecto. Dolo directo: 1) "actúa
dolosamente quien, conociendo
los elementos del tipo penal
(...) quiere  (...) su realiza-
ción". Dolo eventual: "actúa
dolosamente quien (...) pre-
viendo como posible el resulta-
do típico (...) acepta su reali-
zación".

30. Culpa consciente e incons-
ciente

La fracción II, del artícu-
lo 22 del Proyecto, permite dis-
tinguir entre culpa consiente y
culpa inconsciente; esto, sobre
la base del quebrantamiento a un
deber objetivo de cuidado que,
bajo las circunstancias concre-

tas del hecho, el sujeto podía
y debía observar. La diferencia
entre dolo eventual y culpa
consciente, está determinada en
el siguiente sentido. Si bien es
cierto que en ambos casos el su-
jeto se representa el resultado
típico como algo posible, la
diferencia está en que, en casos
de culpa consciente, el sujeto
confía en que no acontecerá di-
cho resultado; a diferencia de
los casos de dolo eventual, en
que el sujeto acepta el resul-
tado en caso de que ocurra.

31. Sistema de números clau-
sus

El sistema de números clausus
asumido en el Proyecto consiste
en determinar expresamente los
tipos penales que pueden configu-
rarse culposamente. Todo lo
cual es acorde con el tratamien-
to del error de tipo vencible,
plasmado en el inciso a), de la
fracción IX, del artículo 31,
del mismo Proyecto. En este sen-
tido, el listado de los delitos
culposos está determinado en el
artículo 79 del mismo Proyecto,
en el cual se indica lo siguien-
te: "Sólo se sancionarán como
delitos culposos los siguien-
tes: homicidio, contemplado en
el artículo 128; lesiones, con-
templado en artículo 137; abor-
to, a que se refiere la primera
parte del artículo 155; lesio-
nes por contagio, contemplado
en el artículo 169; daños, a que
se refiere el artículo 252;
ejercicio indebido del servicio
público, a que se refieren las
fracciones III y IV del artículo
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273 en las siguientes hipóte-
sis: destruir, alterar o inutili-
zar información o documentación
bajo su custodia o a la cual ten-
ga acceso; propicie daños, pér-
dida o sustracción de objetos;
evasión de presos, a que se re-
fieren los artículos 308, 309,
310, fracción II y 312, segundo
párrafo; suministro de medici-
nas nocivas o inapropiadas,
contemplados en los artículos
331 y 332; ataques a las vías y
a los medios de comunicación,
contemplados en los artículos
333, 334 y 336; delitos contra
el ambiente, contemplados en
los artículos 352 y 354, y los
demás casos contemplados es-
pecíficamente en el presente
código y otras disposiciones
legales."

32. Tentativa punible

Acorde con el principio de
antijuridicidad material, en el
sentido de que, en toda clase de
delitos debe demostrarse la le-
sión o el peligro al que hubiera
sido expuesto el bien jurídico
protegido, el artículo 24 del
Proyecto, refiere que sólo será
punible el delito "cometido en
grado de tentativa que haya
puesto en peligro al bien jurí-
dico tutelado". Además, dicho
numeral distingue entre tentati-
va acabada y tentativa inacabada,
según se hubieran realizado
total o parcialmente los actos
u omisiones que debieran haber
consumado el resultado.

33. Desistimiento de la ten-
tativa inacabada

La fracción I, del artículo
25 del Proyecto, establece un
supuesto de desistimiento de la
tentativa inacabada, mientras
que la fracción II, del mismo
precepto, alude a los casos de
desistimiento de la tentativa
acabada, conocida también como
arrepentimiento activo. En térmi-
nos generales, a quien se desis-
te voluntaria y espontáneamente
de su tentativa (acabada o ina-
cabada) no se le deberá imponer
pena ni medida de seguridad al-
guna. Solamente como criterio
general, se recomienda tener
presente las siguientes reglas:
1) para que el desistimiento sea
válido, es necesario que el mo-
tivo que la hubiera originado
sea un motivo acorde con el or-
den jurídico (por eso no es vá-
lido el desistimiento motivado
por la presencia de la policía
o por la poca cuantía del bo-
tín); 2) el desistimiento del
autor no beneficia ni favorece
a los partícipes intervinientes;
y 3) para que sea válido el de-
sistimiento de los partícipes o
de alguno de los coautores, se
requiere que hubieran neutrali-
zado el sentido de su aportación
al hecho.

34. Autor directo

Es la persona que, en los
delitos dolosos, con pleno domi-
nio del hecho, configura la rea-
lización del tipo penal, por sí
mismo. Quien tiene el dominio
del hecho en los delitos dolosos,
es la persona que decide si lle-
va o no acabo el resultado típi-
co, e incluso decide la manera
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en que ello ocurrirá. En cambio,
en los delitos culposos, es au-
tor directo quien infringe el
deber objetivo de cuidado co-
rrespondiente. En los delitos
de omisión (omisión simple o co-
misión por omisión) es autor di-
recto quien dolosa o culposamente
quebranta el deber jurídico de
actuar. Pues bien, la figura del
autor directo está plasmada en
la fracción I del artículo 26
del Proyecto.

35. Coautor

En los delitos dolosos es
coautor quien, junto con otra u
otras personas, conjuntamente
tienen el dominio funcional del
hecho, en la medida en que la su-
ma de las funciones de los in-
tervinientes represente un domi-
nio total o funcional. De ahí
que, la fracción II del artículo
26 del Proyecto, determina que
son coautores quienes realicen
el hecho conjuntamente.

36. Autor mediato

Es autor mediato quien ins-
trumentaliza la voluntad de una
persona para la realización del
hecho. Recordemos que el sujeto
instrumentalizado puede actuar
dolosa o culposamente, sin que
nada de ello repercuta en la
responsabilidad penal de autor
mediato, en el sentido de que
éste último siembre actúa dolosa-
mente. La fracción III del ar-
tículo 26 del Proyecto regula
los casos de autoría mediata.
Ahora, recordemos que el autor
mediato puede instrumentalizar

la voluntad de una persona: 1)
mediante la coacción; 2) a tra-
vés de un organismo organizado
de poder; o bien, 3) haciéndola
incidir en un error.

37. Partícipe inductor

La fracción IV del artículo
26 del Proyecto, regula los ca-
sos de participación a través de
la inducción, figura jurídica
que normalmente se conoce como
"partícipe inductor". El induc-
tor es la persona que instiga,
convence, ánima o determina al
autor del hecho principal. El
propio artículo 26 establece
que el inductor podrá responder
penalmente, a juicio del juzga-
dor, hasta con la misma pena o
medida de seguridad por la que,
en el mismo caso, pudiera respon-
der el autor directo. También
vale recordar que para que pueda
responder penalmente el induc-
tor, se requiere que el autor
del hecho principal se hubiera
comportado de manera típicamen-
te dolosa y antijurídica, lo que
significa que el inductor no de-
be responder penalmente en aque-
llos casos en que: 1) no exista
conducta del autor del hecho
principal; 2) la conducta del
autor del hecho principal sea
atípica; 3) la conducta típica
del autor del hecho principal no
sea dolosa sino culposa; o bien,
4) cuando la conducta típica del
autor del hecho principal esté
justificada, porque a su favor
haya concurrido alguna de las
causas de justificación que ex-
cluyen la antijuridicidad del
hecho.
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38. Partícipe cómplice

La fracción V, del artículo
26, en relación con el artículo
84 del mismo Proyecto, indican
en qué consiste la complicidad
y cuál es la sanción que le co-
rresponde al partícipe cómpli-
ce. Partícipe cómplice es la
persona que "dolosamente pres-
ten ayuda o auxilio" al autor
del hecho principal. Igual que
en los casos de inducción, con-
viene recordar lo siguiente. No
deberá responder penalmente el
partícipe cómplice, cuando: 1)
no exista conducta del autor del
hecho principal; 2) la conducta
del autor del hecho principal
sea atípica; 3) la conducta tí-
pica del autor del hecho princi-
pal no sea dolosa sino culposa;
o bien, 4) cuando la conducta
típica del autor del hecho prin-
cipal esté justificada, porque
a su favor hubiera concurrido
alguna de las distintas causas
de justificación que excluyen
la antijuridicidad del hecho.

39. Encubrimiento

Como una forma especial de
participación en el delito, la
fracción VI del artículo 26 del
Proyecto, alude a los casos de
encubrimiento, en el sentido de
que debe responder penalmente,
quien "con posterioridad a su
ejecución auxilie al autor en
cumplimiento de una promesa an-
terior a la ejecución del deli-
to". Para los efectos del quantum
de la sanción correspondiente,
debemos estar atentos a lo indi-
cado en el artículo 84 del mismo

Proyecto. En este artículo se
puede leer: "Artículo 84. Punibi-
lidad de la complicidad y del
encubrimiento por favorecimien-
to. Para los casos señalados en
las fracciones V y VI del ar-
tículo 26 de este código, se im-
pondrán hasta las tres cuartas
partes de la pena o medida de se-
guridad señalada para el delito
cometido."

40. Principio de accesorie-
dad limitada

El penúltimo párrafo del
artículo 26 del Proyecto hace
referencia al principio de ac-
cesoriedad limitada, conforme
al cual, para sancionar al par-
tícipe inductor o al partícipe
cómplice, debe hacerse referen-
cia a que el autor del hecho
principal se comportó de manera
típicamente dolosa y antijurídi-
ca. Es decir, en los casos en que
se pretenda atribuir responsabi-
lidad penal a los partícipes in-
ductores o cómplices, bastará
con señalar en qué consiste,
respecto del autor del hecho
principal: 1) la conducta; 2) la
tipicidad; 3) el dolo; y 4) la
antijuridicidad. En este senti-
do, los partícipes inductores o
cómplices no deben responder
penalmente cuando el autor del
hecho principal: 1) no haya rea-
lizado conducta alguna; 2) se
haya comportado de manera atí-
pica; 3) su conducta sea culpo-
samente realizada, o 4) su con-
ducta esté favorecida por algu-
na de las causas de justifica-
ción. Derivado del mismo princi-
pio de accesoriedad limitada,
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se deduce que "el desistimiento
o arrepentimiento del autor del
hecho principal beneficiará a
los partícipes", puesto que el
desistimiento de la tentativa
(acabada o inacabada) del au-
tor, no destruye ni la conducta,
ni la tipicidad, ni el dolo, ni
la antijuridicidad del hecho.

41. Delito emergente

El artículo 25 del Proyec-
to, establece los casos en que
varias personas toman parte en
la realización de un delito y
alguno de ellos comete un delito
distinto. De modo que todos los
intervinientes serán responsa-
bles del nuevo delito, conforme
a su propio grado de culpabili-
dad, siempre y cuando concurran
los requisitos establecidos en
el mismo precepto.

42. Autoría indeterminada

Los artículos 28 y 85 del
Proyecto, hacen referencia a
los casos de autoría indetermi-
nada y a sus respectivos marcos
de punibilidad. Recordemos que
en los casos de autoría indeter-
minada, varias personas intervie-
nen en la comisión de un delito
y no se puede precisar el daño
que cada quien produjo. En el
citado artículo 85 se indica:
"Artículo 85. Punibilidad de la
autoría indeterminada. Para el
caso previsto en el artículo 28
de este código, se impondrán
hasta las tres cuartas partes de
la pena o medida de seguridad
señaladas para el delito cometi-
do."

43. Personas jurídicas

A las personas morales o
personas jurídicas podrá impo-
nérseles alguna de las distin-
tas consecuencias jurídicas ac-
cesorias a que hace referencia
el artículo 34 del Proyecto. Por
eso el artículo 29 establece que
dichas consecuencias jurídicas
para las personas morales, se
impondrán siempre que algún
miembro o representante de la
persona jurídica cometa algún
delito, con los medios que para
tal objeto la misma persona ju-
rídica le haya proporcionado,
de modo que el delito resulte
cometido a nombre, bajo el am-
paro o en beneficio de la per-
sona moral.

44. Concurso de delitos

El artículo 30 del Proyec-
to, determina que existe concur-
so real de delitos cuando con
varias conductas se cometen
pluralidad de delitos; mientras
que el concurso ideal acontece
cuando con una misma conducta se
cometen varios delitos. Además,
el mismo artículo 30 refiere que
no será válida la aplicación de
las reglas del concurso de deli-
tos en tratándose del llamado
delito continuado (parte condu-
cente del artículo 20).

45. Ausencia de conducta

El contenido de la voluntad
está representado por el dolo o
la culpa del autor; cuando en un
caso concreto no hay dolo ni
culpa, tampoco habrá voluntad
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del autor. Los casos de ausencia
de voluntad, que sistemáticamen-
te excluyen la conducta, están
regulados en la fracción I del
artículo 31 del Proyecto, en
donde se dice que el delito se
excluye cuando, en el caso con-
creto, "la actividad o la inacti-
vidad se realicen sin interven-
ción de la voluntad del agente",
lo cual también puede ocurrir,
para dar otro ejemplo, por la
aplicación de una fuerza física
e irresistible.

46. Ausencia de alguno de
los elementos del tipo penal

Cuando en un caso concreto
falte alguno de los elementos
objetivos, subjetivos o normati-
vos, que requiera el tipo penal
respectivo, la conducta será
atípica. Estos supuestos están
debidamente reconocidos en la
fracción II, del artículo 31 del
Proyecto, y se relacionan direc-
tamente con la regulación del
principio de legalidad (artícu-
lo 1 del Proyecto).

47. Consentimiento que recae
sobre bienes jurídicos disponi-
bles

Cuando el consentimiento de
la víctima recae sobre un bien
jurídico disponible, y se cum-
plen debidamente los requisitos
a que hace referencia la frac-
ción III del artículo 31 del
Proyecto, podemos afirmar que
la conducta del sujeto activo no
es típica. Por ejemplo, cuando
alguien nos permite el acceso a
su casa, eso no representa una

conducta típica de allanamiento
de morada.

48. Consentimiento presun-
to

Normalmente se reconoce que
el consentimiento presunto tie-
ne la naturaleza jurídica de ex-
cluir la antijuridicidad del
hecho; de ahí que, el consenti-
miento presunto sea una causa de
justificación. Claus Roxin co-
menta que el consentimiento "es
realmente un caso de atipicidad"
"y por tanto no pertenece al
sistema de las causas de justi-
ficación", pero agrega: "en
cambio, el consentimiento presun-
to sí que se trata de un caso de
ponderación de intereses, por
lo que no hace falta ningún
principio de justificación pro-
pio para el mismo."

49. Legítima defensa

La legítima defensa es la
principal causa de justifica-
ción que excluye la antijuridi-
cidad del hecho, aparece regu-
lada en la fracción IV del ar-
tículo 31 del Proyecto. Por otra
parte, hay que explicar que, en
ciertas ocasiones, es necesario
que una persona muestre mayor
tolerancia frente a determina-
das agresiones. Por ejemplo,
debemos ser más tolerantes ante
la agresión de un niño. Tal es
el sentido que se busca mediante
las "restricciones ético-so-
ciales al derecho de legítima
defensa". Por supuesto, con la
aclaración de que siempre y
cuando no se trate de una agre-
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sión especialmente grave la que
ejerzan las personas menores de
edad. Tal principio de especial
tolerancia igualmente es exigi-
ble ante las agresiones prove-
nientes de familiares, por ejem-
plo, ante la agresión prove-
niente de uno de los cónyuges.
Asimismo, debemos ser más tole-
rantes frente a la agresión de
una persona que padece alguna
enfermedad mental o que está, al
momento de la agresión, en pleno
estado de ebriedad.

50. Estado de necesidad jus-
tificante

La fracción V, del artículo
31, del presente Proyecto, hace
referencia a los supuestos en
los que una persona salvaguarda
un bien jurídico de mayor valor,
en detrimento necesario de un
bien jurídico de menor valía. En
tales casos podemos decir que el
hecho está justificado. Solamen-
te los casos previstos para el
estado de necesidad justifican-
te pueden ser susceptibles del
exceso a que se refiere el ar-
tículo 87 del mismo Proyecto. En
el citado artículo se puede
leer: "Artículo 87. (Exceso en
las causas de justificación). A
quien incurra en exceso en los
casos previstos en las fraccio-
nes IV, V y VI del artículo 31
de este código, se le impondrá
la cuarta parte de la pena o me-
dida de seguridad correspondien-
te al delito de que se trate,
siempre que, con relación al ex-
ceso, no se actualice otra causa
de exclusión del delito."

51. Estado de necesidad dis-
culpante

La misma fracción V, del ar-
tículo 31, del presente Proyec-
to, alude a los supuestos en los
que una persona salvaguarda un
bien jurídico de igual valor al
bien jurídico quebrantado. En
tales casos estaría exculpada
la conducta del sujeto activo.

Los casos previstos para el
estado de necesidad disculpante,
no pueden ser susceptibles del
exceso a que se refiere el ar-
tículo 87 del mismo Proyecto.

52. Ejercicio de un derecho
y cumplimiento de un deber

Se trata de dos causas de
justificación muy relevantes,
toda vez que los derechos y los
deberes suelen encontrarse en
diversas disposiciones extrape-
nales. Recordemos que los dere-
chos y los deberes contenidos en
otras disposiciones normati-
vas, e incluso en convenios o
contratos, no deben desplazar a
los principios rectores de es-
tas causas de justificación.
Por eso, en términos generales,
cabe decir lo siguiente: las
causas de justificación extrape-
nales están para complementar y
jamás para desplazar a los prin-
cipios rectores de las causas de
justificación escritas en el
Código Penal.

53. Inimputabilidad

La inimputabilidad excluye
la culpabilidad del autor (ar-
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tículo 31, fracción VII) y se
presenta cuando una persona ca-
rece de la capacidad para com-
prender el carácter ilícito de
su comportamiento, en virtud de
padecer trastorno mental o desa-
rrollo intelectual retardado.

54. Acciones libres en su
causa

Son casos en que una persona
dolosamente se autoprovoca un
estado de inimputabilidad para,
en ese estado, posteriormente
realizar una conducta típica.
La parte conducente de la frac-
ción VII, del artículo 31, so-
lamente regula las acciones li-
bres en su causa dolosas, lo
cual significa que las reglas
generales para los delitos cul-
posos, serán aplicables en aque-
llos casos en que acontezca una
acción libre en su causa culposa.

55. Imputabilidad disminui-
da

Se trata de casos en los
cuales la capacidad para com-
prender el carácter ilícito de
la conducta se ve ciertamente
reducida en el momento de la
realización del hecho. En estos
casos, como lo dispone el último
párrafo de la fracción VII, del
artículo 31, debemos estar aten-
tos a lo establecido en el ar-
tículo 67 del mismo Proyecto,
para efectos de saber cuál es la
sanción aplicable. En el citado
artículo se puede leer: "Artícu-
lo 67. (Tratamiento para perso-
nas con imputabilidad disminui-
da). Si la capacidad del autor

sólo se encuentra notablemente
disminuida, por desarrollo inte-
lectual retardado o por trastor-
no mental, a juicio del juzga-
dor, se le impondrá de una cuar-
ta parte de la mínima hasta la
mitad de la máxima de las penas
aplicables para el delito come-
tido o las medidas de seguridad
correspondientes, o bien ambas,
tomando en cuenta el grado de
inimputabilidad basado en los
dictámenes de cuando menos dos
peritos en la materia."

56. Error de tipo invencible

El inciso a) de la fracción
VIII, del artículo 31, del
Proyecto, se refiere al llamado
"error de tipo invencible",
mismo que, de presentarse, ten-
dría que excluir la tipicidad de
la conducta. Para los casos en
que el error de tipo sea venci-
ble debemos estar a lo estableci-
do en el artículo 86 del mismo
ordenamiento, en donde se dice
que el error de tipo vencible
excluye el dolo y deja subsis-
tente la atribución del hecho a
título culposo, siempre y cuan-
do el tipo penal de que se trate
admita configurarse culposamen-
te, de lo contrario, el hecho
quedaría impune. En el citado
artículo 86 se puede leer:

"Artículo 86. (Error de ti-
po vencible y error de prohibi-
ción vencible). En caso de que
el error a que se refiere el in-
ciso a) fracción VIII del artícu-
lo 31 de este código sea de ca-
rácter vencible, se impondrá la
pena o medida de seguridad se-
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ñalada para el delito impruden-
te, siempre que el tipo penal
acepte dicha forma de realiza-
ción.

Si el error vencible es el
previsto en el inciso b) de la
misma fracción, se impondrá
hasta una tercera parte de la
pena o medida de seguridad se-
ñalada para el delito correspon-
diente."

En la primera parte del ar-
tículo 86 están contenidas las
reglas del error de tipo venci-
ble, mientras que, en la última
parte del citado numeral están
las reglas del error de prohibi-
ción vencible.

57. Error de prohibición
invencible

El inciso b) de la fracción
VIII, del artículo 31 del Proyec-
to, se refiere al llamado "error
de prohibición invencible", mis-
mo que, de presentarse, tendría
que excluir la culpabilidad del
autor. Para los casos en que el
error de prohibición sea venci-
ble debemos estar a lo estableci-
do en el último párrafo del ar-
tículo 86 del mismo ordenamien-
to, en donde se dice que el error
de prohibición vencible atenúa
simplemente la punibilidad. En
estos casos, claro está, queda
subsistente la presencia de una
conducta típicamente dolosa,
antijurídica y culpable, sola-
mente que, al atenuarse la cul-
pabilidad, se atenúa consecuen-
temente la pena.

58. No exigibilidad de otra
conducta

Esta es una causa de incul-
pabilidad que aparece regulada
en la fracción IX del Proyecto
en comento, en donde se dice lo
siguiente: "En atención a las
circunstancias que concurren en
la realización de una conducta
ilícita, no sea racionalmente
exigible al sujeto una conducta
diversa a la que realizó, en
virtud de no haberse podido con-
ducir conforme a derecho."

59. Exceso en las causas de
justificación

En los casos de exceso en la
legítima defensa, ejercicio de
un derecho, cumplimiento de un
deber y estado de necesidad jus-
tificante, se debe estar a lo
dispuesto en el artículo 87, se-
gún lo refiere el último párrafo
del artículo 31 del Proyecto.
Ahora bien, si el sujeto activo
se excede en alguna de las cau-
sas de justificación, habrá que
tener presente dos puntos: 1)
debe atenuarse la sanción co-
rrespondiente (como lo indica
el artículo 87); y, 2) igual de-
bemos ser conscientes de que los
partícipes inductores o cómpli-
ces no deben responder por el
exceso que cometa el autor del
hecho principal.

60. Agente infiltrado

Tal como se dijo con anterio-
ridad, el artículo 31 del Proyec-
to en comento, en su fracción
VI, se refiere al caso específi-
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co del agente infiltrado, en los
términos siguientes: "Se enten-
derá como cumplimiento de un de-
ber, cuando los agentes policia-
les del Estado, previamente au-
torizados por el Titular del Mi-
nisterio Público, ejecuten una
orden de infiltración como técni-
ca para la investigación de los
delitos contemplados en la Ley
General de Salud en su modalidad
de narcomenudeo. En la orden de
infiltración, se especificarán
los lineamientos, términos, mo-
dalidades, limitaciones y condi-
ciones a que se encontrarán su-
jetos dichos agentes.

61. Catálogo de penas

Según lo refiere el artícu-
lo 32 del Proyecto, el catálogo
de las penas es el siguiente:
prisión; tratamiento en liber-
tad de imputables; semilibertad;
trabajo a favor de la víctima o
de la comunidad; sanciones pecu-
niarias; decomiso de los instru-
mentos, objetos y productos del
delito; suspensión de derechos;
destitución e inhabilitación
para desempeñar cargos, comisio-
nes o empleos públicos.

62. Catálogo de medidas de
seguridad

El artículo 33 el Proyecto
refiere que son medidas de se-
guridad: la supervisión de la
autoridad; la prohibición de ir
a un lugar determinado u obliga-
ción de residir en él; el tra-
tamiento de inimputables o impu-
tables disminuidos y el trata-
miento de deshabituación o desin-

toxicación.

63. Catálogo de consecuen-
cias jurídicas accesorias para
las personas morales

El artículo 34 el Proyecto
refiere que son consecuencias
jurídicas accesorias para las
personas morales: la disolu-
ción; la suspensión; la prohibi-
ción de realizar determinadas
operaciones; la intervención y
la remoción.

64. El artículo 26 nos re-
mite al artículo 84, para efec-
tos de determinar la punibilidad
de la complicidad y del encubri-
miento por favorecimiento

Las fracciones V y VI del
artículo 26, respectivamente,
aluden tanto a la complicidad
como al encubrimiento por favo-
recimiento; en tanto que el ar-
tículo 84 del mismo ordenamien-
to contiene el marco de la pena
para ambas formas de participa-
ción delictiva. En el citado nu-
meral se indica: "Artículo 84.
(Punibilidad de la complicidad
y del encubrimiento por favoreci-
miento). Para los casos señala-
dos en las fracciones V y VI del
artículo 26 de este código, se
impondrán hasta las tres cuar-
tas partes de la pena o medida
de seguridad señalada para el
delito cometido."

65. El artículo 28 nos re-
mite al artículo 85 para efectos
de la punibilidad de la autoría
indeterminada
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El artículo 28 define los
casos de autoría indeterminada
en el sentido siguiente: "Artícu-
lo 28. (Autoría indeterminada).
Cuando varias personas inter-
vengan en la comisión de un de-
lito y no pueda precisarse el
daño que cada quien produjo, se
atenderá a lo dispuesto en el
artículo 85 de este código para
los efectos de la punibilidad."
Ahora bien, el artículo 85 espe-
cifica el marco de la pena apli-
cable a tales casos: "Artículo
85. (Punibilidad de la autoría
indeterminada). Para el caso
previsto en el artículo 28 de
este código, se impondrán hasta
las tres cuartas partes de la
pena o medida de seguridad seña-
ladas para el delito cometido."

66. El artículo 29 remite a
los artículos 70 y 71 para efec-
tos de determinar las consecuen-
cias jurídicas aplicables a las
personas jurídicas

El artículo 29 establece
los supuestos en que el represen-
tante de una empresa comete un
delito "con los medios que para
tal objeto la misma persona ju-
rídica le proporcione". De tal
manera que dicho numeral nos re-
mite a los artículos 70 y 71 del
mismo código, en donde se esta-
blecen los alcances de la apli-
cación de las consecuencias ju-
rídicas para personas morales
(suspensión, disolución, prohi-
bición de realizar determinadas
operaciones, remoción e inter-
vención de personas jurídicas).

67. El artículo 30 remite al

artículo 82 respecto de las
reglas aplicables para los ca-
sos de concurso de delitos

Efectivamente, el artículo
30 define tanto al concurso real
como al concurso ideal y nos re-
mite a lo establecido en  el ar-
tículo 82 del mismo código, en
donde se indica cuáles son las
reglas aplicables en los casos
de concurso de delitos. Con la
finalidad de que el juzgador
cuente con un mejor parámetro de
individualización de la sanción
penal, se renunció al sistema de
acumulación de sanciones pena-
les, pues dicho sistema de
acumulación daba por entendido
que el sujeto activo gozaba de
la más alta peligrosidad, razón
por la cual se le sumaban las
sanciones penales.

68. El artículo 31 remite a
los artículos 87, 67 y 86, para
determinar las reglas aplica-
bles al exceso en alguna de las
causas de justificación, el
tratamiento de la imputabilidad
disminuida y las reglas del
error de tipo y de prohibición
vencibles

El artículo 87 determina
las reglas aplicables en los ca-
sos en que una persona incurra
en el exceso de una causa de jus-
tificación, en el sentido de que
"se le impondrá la cuarta parte
de la pena o medida de seguridad
correspondiente al delito de
que se trate".

Por su parte, el artículo 67
establece cómo se resolverán
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los casos de imputabilidad dismi-
nuida: "Artículo 67. (Tratamien-
to para personas con imputabi-
lidad disminuida). Si la capa-
cidad del autor sólo se encuen-
tra notablemente disminuida,
por desarrollo intelectual re-
tardado o por trastorno mental,
a juicio del juzgador se le im-
pondrá de una cuarta parte de la
mínima hasta la mitad de la
máxima de las penas aplicables
para el delito cometido o las
medidas de seguridad correspon-
dientes, o bien ambas, tomando
en cuenta el grado de inimputabi-
lidad basado en los dictámenes
de cuando menos dos peritos en
la materia."

Finalmente, el artículo 86
describe el seguimiento que de-
be aplicarse a los casos de
error de tipo vencible y de
error de prohibición evitable,
en el sentido de que el primero
excluye al dolo y deja subsis-
tente la atribución del hecho a
título culposo (siempre y cuan-
do el tipo penal de que se trate
admita configurase culposamente,
pues de lo contrario el hecho
quedaría impune); mientras que,
en casos de error de prohibición
vencible, se atenúa la punibili-
dad, puesto que "se impondrá
hasta una tercera parte de la
pena o medida de seguridad seña-
lada para el delito correspon-
diente".

69. El artículo 64 remite al
artículo 35, que define la dura-
ción máxima de la pena de pri-
sión

En este Proyecto se ha es-
timado que la duración máxima de
la pena de prisión no podrá ser
superior a sesenta años. Una
perspectiva contraria, median-
te la cual se pretenda aumentar
la cifra anterior, sería con-
traria a los principio de la
reinserción social.

70. El artículo 72 remite al
artículo 74, que establece los
principios relativos a la indivi-
dualización judicial de la san-
ción penal

Es importante señalar que
para la debida individualiza-
ción judicial de la sanción pe-
nal debe tenerse en cuanta: 1)
el grado de culpabilidad del su-
jeto activo; 2) el grado de la
ilicitud del hecho; 3) la natura-
leza de la conducta; 4) la forma
de intervención del sujeto acti-
vo; 4) el grado de la ejecución
del hecho; 5) el grado de afec-
tación al bien jurídico; 6) la
conducta de la víctima; 7) el
comportamiento del sujeto acti-
vo después de la realización del
hecho, así como las demás dispo-
siciones establecidas en el
propio artículo 74 del Proyec-
to. En todo caso lo que se busca
es una efectiva congruencia con
un Derecho penal del hecho, para
rechazar el así llamado Derecho
penal de autor, según el cual,
las personas tendrían que respon-
der (solamente) por la peligrosi-
dad que representen.

71. El artículo 79 remite a
diversas disposiciones del mis-
mo Proyecto, con la finalidad de
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establecer el sistema de numerus
clausus

En el artículo 79 está la
llamada "incriminación cerrada
para la punibilidad de los de-
litos imprudentes o sistema de
números clausus". En dicho nume-
ral se indica que solamente se
sancionarán como delitos impru-
dentes, los preceptos siguien-
tes: 1) homicidio, contemplado
en el artículo 128; 2) lesiones,
contemplado en artículo 137; 3)
aborto, a que se refiere la pri-
mera parte del artículo 155; 4)
lesiones por contagio, contem-
plado en el artículo 169; 5) da-
ños, a que se refiere el artícu-
lo 252; 6) ejercicio indebido
del servicio público, a que se
refieren las fracciones III y IV
del artículo 273 en las siguien-
tes hipótesis: destruir, alte-
rar o inutilizar información o
documentación bajo su custodia
o a la cual tenga acceso; propi-
cie daños, pérdida o sustrac-
ción de objetos; 7) evasión de
presos, a que se refieren los
artículos 308, 309, 310 frac-
ción II y 312 segundo párrafo;
8) suministro de medicinas noci-
vas o inapropiadas, contempla-
dos en los artículos 331 y 332;
9) ataques a las vías y a los me-
dios de comunicación, contem-
plados en los artículos 333, 334
y 336; 10) delitos contra el am-
biente, contemplados en los ar-
tículos 352 y 354. Sin embargo,
el sistema anterior queda un
tanto abierto en virtud de la ú-
ltima parte del precepto en don-
de se dice: "y los demás casos
contemplados específicamente en

el presente código y otras dis-
posiciones legales".

72. El artículo 80 nos remi-
te al artículo 74 relativo a la
individualización de la sanción
penal

Para la debida individuali-
zación de la sanción penal, en
el caso de los delitos realiza-
dos culposamente, debemos estar
atentos a lo indicado en los ar-
tículos 80 y 74. Conforme al
primer numeral citado, debe te-
nerse en cuenta: 1) la mayor o
menor posibilidad de prever y
evitar el daño causado; 2) el
deber de cuidado de la persona
inculpada que le es exigible por
las circunstancias y condicio-
nes personales que la actividad
o el oficio que desempeñe le im-
pongan; 3) el tiempo del que
dispuso para desplegar la ac-
ción cuidadosa necesaria de
cara a no producir o evitar el
daño causado; y, 4) el estado
del equipo, vías y demás condicio-
nes de funcionamiento mecánico,
tratándose de infracciones come-
tidas en los servicios de trans-
porte y, en general, por conduc-
tores de vehículos.

73. El artículo 81 remite al
artículo 74, con la finalidad de
individualizar correctamente la
sanción en los casos de tentati-
va

Con relación a la punibilidad
de la tentativa debe estarse a
lo dispuesto en el artículo 81
del Proyecto, en donde se indi-
ca: "A quien resulte responsa-
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ble de la comisión de un delito
cometido en grado de tentativa
se le aplicarán hasta las dos
terceras partes de la pena co-
rrespondiente al  delito doloso
consumado que el sujeto activo
quiso realizar."

74. El artículo 84 remite al
artículo 26, fracciones V y VI,
donde están descritas las con-
ductas del cómplice y del encu-
brimiento por favorecimiento

Efectivamente, el artículo
84, determina que en los casos
de complicidad y de encubrimien-
to a que se refieren, respecti-
vamente, las fracciones V y VI
del artículo 26, "se impondrán
hasta las tres cuartas partes de
la pena o medida de seguridad
señalada para el delito cometi-
do".

75. El artículo 85 remite al
artículo 28, en donde se esta-
blece la figura de la autoría
indeterminada

Mientras el artículo 28 del
Proyecto se refiere a los casos
de autoría indeterminada, el
numeral 85 establece el marco de
la punibilidad aplicable. En
este sentido, cuando se presen-
te la autoría indeterminada,
"se impondrán hasta las tres
cuartas partes de la pena o me-
dida de seguridad señaladas
para el delito cometido."

76. El artículo 86 remite al
artículo 31, fracción VIII, en
donde se describen los casos de
error de tipo y error de prohi-

bición

Cuando el error de tipo sea
vencible o evitable, según lo
dispuesto en el artículo 86, se
atribuirá el hecho a título cul-
poso (siempre y cuando el tipo
penal de que se trate admita
configurarse imprudentemente,
de lo contrario el hecho tendría
que quedar impune). Pero, si el
error de prohibición resulta
ser vencible o evitable para el
sujeto activo, la pena tendrá
que atenuarse, de modo que "se
impondrá hasta una tercera par-
te de la pena o medida de se-
guridad señalada para el delito
correspondiente".

77. El artículo 256 remite
a los artículos 235, 236 y 237

El artículo 256, con rela-
ción a los numerales 235, 236 y
237, establece los casos de en-
cubrimiento por receptación, en
la forma siguiente: "A quien
después de la ejecución de un
delito y sin haber participado
en él, adquiera, posea, desmante-
le, venda, enajene, comerciali-
ce, trafique, reciba, traslade,
use u oculte el instrumento,
objeto o producto del delito,
siempre que tenga conocimiento
de esta circunstancia, se le
impondrán de uno a cinco años de
prisión y de cincuenta a doscien-
tos cincuenta días multa, si el
valor de cambio no exceda de
quinientas veces el salario mí-
nimo.

Si el valor es superior a
quinientas veces el salario
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mínimo, se impondrán de cinco a
diez años de prisión y de dos-
cientos cincuenta a quinientos
días multa.

Pero si se trata de robo de
ganado, sea mayor o menor, o de
aves de corral, las conductas a
que se refiere este artículo, se
sancionarán hasta en una mitad
más de las establecidas en los
artículos 235, 236 y 237." A su
vez, los artículos en cita es-
tablecen:

Artículo 235. Robo de gana-
do mayor. Comete el delito de
robo de ganado mayor, quien se
apodere de ganado ajeno vacuno,
caballar o mular, sin derecho o
sin consentimiento de la perso-
na que pueda disponer del mismo
con arreglo a la Ley. Este de-
lito se sancionará con prisión
de dos a diez años y con cien a
quinientos días multa.

Para los efectos de este ar-
tículo y el siguiente, el robo
de ganado mayor quedará configu-
rado con el apoderamiento de uno
o más semovientes.

Artículo 236. Robo de gana-
do menor. Comete el delito de
robo de ganado menor, quien se
apodere de ganado ajeno asnar,
porcino, o de cualquier otra de
las clases no previstas en el
artículo anterior, sin derecho
o sin consentimiento de la per-
sona que pueda disponer del mis-
mo con arreglo a la Ley. Este de-
lito se sancionará con prisión
de uno a seis años y de cincuenta
a trescientos días multa.

Artículo 237. Robo de aves
de corral. El robo de aves de co-
rral se sancionará con diez a
cincuenta días de trabajo a fa-
vor de la comunidad o con veinte
a cien días multa. En caso de
reincidencia o habitualidad la
sanción será de uno a cuatro
años de prisión.

Las penas previstas en este
artículo y en los artículos 235
y 236 se aplicarán a quien,
siendo director, administrador
o encargado de algún rastro o
lugar de matanza, permita o au-
torice el sacrificio de ganado
o aves de corral robados.

Al servidor público que
participe en el robo de ganado,
sea mayor o menor, o de aves de
corral, además de las penas pre-
vistas en los artículos anterio-
res, se le impondrá destitución
e inhabilitación para desempe-
ñar un empleo, cargo o comisión
de cualquier naturaleza en el
servicio público de uno a tres
años.

78. El artículo 260, frac-
ción I, remite a los artículos
229, 232, 233 y 234

Veamos el artículo 260 del
presente Proyecto:

Artículo 260. Persecución
por querella en razón del hecho
cometido. Se perseguirán por
querella los delitos previstos
en los artículos siguientes,
además de aquellos supuestos en
donde expresamente se indique
tal requisito de procedibilidad:
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I. Artículos 225, 228 párra-
fo primero, 229, cuando el monto
de lo robado no exceda de cin-
cuenta veces el salario mínimo,
salvo que concurra la agravante
a que se refiere la fracciones
VIII del artículo 232 o las
previstas en el artículo 233 ó
234.

Agravantes establecida en
las fracciones VII del artículo
232, es la siguiente:

"Artículo 232. Agravantes.
Las penas previstas en el artícu-
lo 229 se aumentarán hasta en
una mitad cuando el robo se co-
meta:

(...)

VIII. Respecto de documen-
tos que se conserven en oficinas
públicas, cuando la sustracción
afecte el servicio público o
cause daños a terceros. Si el
delito lo comete una persona,
que en calidad de servidor pú-
blico, labore en la dependencia
en la que se cometió el robo, se
le impondrá, además, destitu-
ción e inhabilitación de uno a
cinco años para desempeñar otro
empleo, cargo o comisión públi-
cos."

Las agravantes estableci-
das en los artículo 233 y 234 del
mismo Proyecto, son las si-
guientes:

"Artículo 233. Agravantes
genéricas. Además de las penas
previstas en el artículo 229, se
impondrán de dos a seis años,

cuando el robo se cometa:

I. En lugar habitado o des-
tinado para habitación, o en sus
dependencias, incluidos los mo-
vibles;

II. En despoblado o lugar
solitario;

III. En una oficina banca-
ria, recaudadora, u otra en que
se conserven caudales o valo-
res, o contra personas que los
custodien o transporten;

IV. Encontrándose la vícti-
ma en un vehículo particular o
de transporte público;

V. Aprovechando la situa-
ción de confusión causada por
una catástrofe, desorden públi-
co o la consternación que una
desgracia privada cause al ofen-
dido o a su familia;

VI. Por quien haya sido o
sea miembro de algún cuerpo de
seguridad pública o personal
operativo de empresas que pres-
ten servicios de seguridad pri-
vada, aunque no esté en servi-
cio;

VII. Valiéndose el agente
de identificaciones falsas o
supuestas órdenes de la autori-
dad;

VIII. Respecto de vehículo
automotriz o partes de este, o

IX. Respecto de embarcacio-
nes o cosas que se encuentren en
éstas."
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"Artículo 234. Agravantes
específicas. Las penas previs-
tas en los artículos anteriores
se incrementarán hasta en un
tercio, cuando el robo se come-
ta:

I. Con violencia física o
moral, o cuando se ejerza vio-
lencia para darse a la fuga o de-
fender lo robado, o

II. Por una o más personas
armadas o portando instrumentos
peligrosos.

Se equipara a la violencia
moral, la utilización de jugue-
tes u otros objetos que tengan
la apariencia, forma o configu-
ración de armas de fuego, o de
pistolas de municiones o aque-
llas que arrojen proyectiles a
través de aire o gas comprimi-
do."

79. El artículo 260, frac-
ción II, remite a los artículos
231, 239, 240, 241, 242, 243,
244, 246 y 247 por cuanto hace
a los requisitos de procedibi-
lidad

Veamos la parte conducente
de la fracción II del artículo
260 del presente Proyecto:

Artículo 260. Persecución
por querella en razón del hecho
cometido. Se perseguirán por
querella los delitos previstos
en los artículos siguientes,
además de aquellos supuestos en
donde expresamente se indique
tal requisito de procedibilidad:

(...)

II. Artículos 231, 235,
236, 237, 239, 240, 241, 242,
243, 244, 246 y 247.

El artículo 231 describe
los casos de robo de uso, en tan-
to que, respectivamente, los
artículos 235, 236, 237, 239,
240, 241, 242, 243, 244, 246 y
247, describen los supuestos
relativos al robo de ganado ma-
yor o menor y aves de corral, así
como abuso de confianza, abuso
de confianza específico, abuso
de confianza equiparado, frau-
de, fraude específico, fraude
sin beneficio, administración
fraudulenta y, insolvencia frau-
dulenta.

80. El artículo 260, frac-
ción III, remite a los artículos
250 y 251

El artículo 260 del Proyec-
to, en su fracción III, estable
lo siguiente:

"Artículo 260. Persecución
por querella en razón del hecho
cometido. Se perseguirán por
querella los delitos previstos
en los artículos siguientes,
además de aquellos supuestos en
donde expresamente se indique
tal requisito de procedibilidad:

(...)

III. Artículo 250, salvo
que el delito se cometa en al-
guna de las hipótesis contem-
pladas en el artículo 251."
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Ahora bien, en los artícu-
los 250 y 251 se indica:

"Artículo 250. Despojo. Se
impondrán de dos a ocho años de
prisión y de cien a cuatrocien-
tos a días multa, a quien:

I. De propia autoridad, por
medio de violencia física o mo-
ral, el engaño o furtivamente,
ocupe un inmueble ajeno, haga
uso de éste o de un derecho real
que no le pertenezca;

II. De propia autoridad y
haciendo uso de cualquiera de
los medios indicados en la frac-
ción anterior o furtivamente,
ocupe un inmueble de su propie-
dad, en los casos en que la ley
no lo permite por hallarse en
poder de otra persona o ejerza
actos de dominio que lesionen
derechos legítimos del ocupan-
te, o

III. En los términos de las
fracciones anteriores, cometa
despojo de aguas.

Artículo 251. Agravantes.
Las penas previstas en el artícu-
lo anterior se agravarán hasta
en una mitad, cuando el despojo
se realice por tres o más perso-
nas. En este caso, se impondrá,
además, a quienes dirijan la in-
vasión del inmueble, de tres a
seis años de prisión."

81. El artículo 260, frac-
ción IV, remite a los artículos
252, 253 y 255

La fracción IV del artículo

260, establece:

"Artículo 260. Persecución
por querella en razón del hecho
cometido. Se perseguirán por
querella los delitos previstos
en los artículos siguientes,
además de aquellos supuestos en
donde expresamente se indique
tal requisito de procedibilidad:

(...)

IV. Artículos 252, 253 y
255"...

A su vez, los artículos 252,
253 y 255, respectivamente,
describen los casos de daño a la
propiedad, daño en propiedad
por culpa, y daños con motivo
del tránsito vehicular.

82. El artículo 260, frac-
ción V, remite a los artículos
239, 240, 241, 242, 243, 244,
245, 246 y 247

La fracción V del artículo
260 determina lo siguiente:

"Artículo 260. Persecución
por querella en razón del hecho
cometido. Se perseguirán por
querella los delitos previstos
en los artículos siguientes,
además de aquellos supuestos en
donde expresamente se indique
tal requisito de procedibilidad:

(...)

V. Se seguirán de oficio los
delitos a que se refieren los
artículos 239, 240, 241, 242,
243, 244, 245, 246 y 247, cuando
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el monto del lucro o valor del
objeto exceda de cinco mil veces
el salario o cuando se cometan
en perjuicio de tres o más
personas." ...

El artículo 245, por su par-
te, se refiere al fraude equipa-
rado, mientras que el artículo
247 alude a la insolvencia frau-
dulenta.

83. El artículo 262 remite
a los artículos 229, 230, 240,
241, 242, 244, 246, 250 y 252

El artículo 262 hace refe-
rencia a la llamada declaración
de responsabilidad penal sin
pena, de la siguiente manera:

"Artículo 262. Declaración
de responsabilidad penal sin
pena. No se impondrá pena alguna
por los delitos previstos en los
artículos 229, en cualquiera de
las modalidades a las que se re-
fieren las fracciones I y II del
artículo 230, 240, 241, 242, 244
y 246, cuando el monto o valor
del objeto, lucro, daño o perjui-
cio no exceda de cincuenta veces
el salario mínimo. Las mismas
reglas señaladas en el párrafo
anterior se aplicarán para los
casos de despojo a que se re-
fiere el artículo 250 fraccio-
nes I y II, siempre que no se co-
metan con violencia física o mo-
ral y no intervengan tres o más
personas, y 252.

Todos ellos si el sujeto ac-
tivo restituye el objeto del de-
lito o satisface los daños y
perjuicios, o si no es posible

la restitución, cubre el valor
del objeto y los daños y perjui-
cios, antes de que se dicte sen-
tencia definitiva, salvo que se
trate de delitos cometidos con
violencia, por personas armadas
o medie privación de la libertad
o extorsión."

Ahora bien, los artículos
229 y 230 aluden al tipo penal
de robo, mientras que los nume-
rales 240, 241, 242, 244 y 246,
respectivamente, regulan los
casos de abuso de confianza es-
pecífico, abuso de confianza
equiparado, fraude, fraude sin
beneficio, y administración
fraudulenta. De modo que, en to-
dos estos casos, "cuando el mon-
to o valor del objeto, lucro,
daño o perjuicio no exceda de
cincuenta veces el salario mí-
nimo", "no se impondrá pena al-
guna". Lo mismo ocurrirá en los
casos a que hacen referencia las
fracciones I y II del artículo
250 y 252, relativas al delito
de despojo y al daño en propie-
dad, respectivamente.

84. El artículo 286, frac-
ción II, remite al artículo 281

La fracción II del artículo
286 establece: "Artículo 286.
(Peculado). Se impondrán de dos
a seis años de prisión y de cien
a trescientos días multa, a
quien teniendo la calidad de
servidor público: (...) II.
Indebidamente utilice fondos
públicos u otorgue alguno de los
actos a que se refiere el ar-
tículo 281 de este código, con
el objeto de promover la imagen
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política o social de su persona,
de su superior jerárquico o de
un tercero, o a fin de denigrar
a cualquier persona." Mientras
que, por su parte el artículo
281 del mismo Proyecto determi-
na:

"Artículo 281. Uso ilegal
de atribuciones y facultades.
Comete este delito:

I. El servidor público que
ilegalmente:

a) Otorgue concesiones de
prestación de servicio público
o de explotación, aprovechamien-
to y uso de bienes del patrimo-
nio del Estado;
b) Otorgue permisos, licencias
o autorizaciones de contenido
económico;
c) Otorgue franquicias, exencio-
nes, deducciones o subsidios
sobre impuestos, derechos, pro-
ductos, aprovechamientos o apor-
taciones y cuotas de seguridad
social, en general sobre los in-
gresos fiscales y sobre precios
o tarifas de los bienes y servi-
cios producidos o prestados por
la administración pública del
Estado, y

d) Otorgue, realice o con-
trate obras públicas, deuda,
adquisiciones, arrendamientos,
enajenaciones de bienes o servi-
cios, o colocaciones de fondos
y valores con recursos económi-
cos públicos.

II. El servidor público
que, teniendo a su cargo fondos
públicos, les dé una aplicación
pública distinta de aquella a

que estén destinados o hiciera
un pago ilegal.

A quien cometa el delito de
uso ilegal de atribuciones y fa-
cultades se le impondrán de seis
meses a dos años de prisión y de
veinticinco a cien días multa.

Agravación de la pena en ra-
zón de la cuantía de las operacio-
nes. Cuando el monto de las ope-
raciones a que hace referencia
este artículo exceda del equiva-
lente a quinientas veces el sa-
lario mínimo vigente en el Es-
tado al momento de cometerse el
delito, se impondrán de dos a
ocho años de prisión y de cien
a cuatrocientos días multa.

Agravación de la pena en ra-
zón del lucro obtenido. Cuando
las conductas previstas en el
artículo anterior produzcan bene-
ficios económicos a la persona
que tenga la calidad de servidor
público, a su cónyuge, ascendien-
tes o descendientes, concubina
o concubinario, adoptante o
adoptado, socios o sociedades
de las que el servidor público
o las personas antes referidas
formen parte, se aumentarán las
penas en una tercera parte."

En este sentido, y sin que
se quebrante el principio de le-
galidad, la fracción II del ar-
tículo 286 contiene un tipo pe-
nal en blanco; es decir, un tipo
penal que a su vez nos remite a
otra disposición que emana de la
misma autoridad legislativa y
que, precisamente por esa ra-
zón, el principio de legalidad



96     PERIODICO OFICIAL DEL ESTADO DE GUERRERO Viernes 01 de Agosto de 2014

queda ileso.

85. El artículo 346 remite
al artículo 344, para los efec-
tos de determinar cuál es el
marco de la pena en los casos de
falsificación o alteración y
uso indebido de documento equi-
parado

La falsificación o altera-
ción y uso indebido de documento
equiparado, definida en el ar-
tículo 346, recibirá la sanción
establecida en el artículo 344
del mismo ordenamiento. Dicha
sanción va de uno a cinco años
de prisión y de cincuenta a dos-
cientos cincuenta días multa,
tratándose de documentos públi-
cos y, de seis meses a tres años
de prisión y de veinticinco a
ciento cincuenta días multa,
tratándose de documentos priva-
dos.

86. El artículo 347 remite
al artículo 344, para los efec-
tos de determinar cuál es el
marco de la pena en los casos de
falsificación o alteración de
documento o similar tecnológico

Efectivamente, el artículo
347 del Proyecto establece:
"Artículo 347. (Falsificación o
alteración de documento o simi-
lar tecnológico). Se impondrán
las penas señaladas en el artícu-
lo 344 a la persona que para ob-
tener un beneficio o causar un
daño, indebidamente produzca o
edite, por cualquier medio tecno-
lógico, imágenes, audio, voces
o textos, total o parcialmente
falsos o verdaderos." Mientras

que el artículo 344 del mismo
ordenamiento determina el si-
guiente parámetro de punibilidad:
"de uno a cinco años de prisión
y de cincuenta a doscientos cin-
cuenta días multa, tratándose
de documentos públicos y, de
seis meses a tres años de pri-
sión y de veinticinco a ciento
cincuenta días multa, tratándo-
se de documentos privados."

87. El artículo 198 remite
al artículo 197

El artículo 198 del presen-
te Proyecto dispone:

"Artículo 198. (Secuestro
con fines de venta o entrega).
Se impondrá la misma pena seña-
lada en el artículo 197, cuando
la privación de la libertad se
realice en contra de una persona
menor de dieciocho años de edad
o de quien no pueda comprender
el significado del hecho, con el
propósito de obtener un lucro
por su venta o entrega."

Por su parte, el artículo
197 señala que, en caso de que
la víctima de secuestro sea pri-
vada de la vida por el autor o
los autores del mismo, durante
el tiempo en que la víctima se
encuentre privada de su liber-
tad, se impondrán de cincuenta
a sesenta años de prisión y de
dos mil quinientos a tres mil
días multa.

Finalmente, debe tenerse
presente que la dogmática penal
de la Parte General está referi-
da a las reglas de validez y de
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la imputación de un hecho,
mientras que, la dogmática pe-
nal de la Parte Especial, está
al servicio de la protección de
los bienes jurídicos. Es un he-
cho, hoy indiscutido, que la
Parte General del Derecho pe-
nal, representa uno de los pro-
ductos más importantes de la
ciencia jurídico-penal. Pero,
quizá más importante sea decir
que la Parte General del Código
Penal es la que determina a la
Parte Especial, en cuanto a las
reglas aplicables. Por eso,
precisamente, no ha sido necesa-
rio desglosar cada uno de los
tipos penales contenidos en la
Parte Especial de este Proyec-
to. Dicho sea brevemente, la
Parte Especial se subordina ar-
moniosamente a las nociones
fundamentales de la Parte Gene-
ral.

Que recibida la iniciativa,
los Diputados integrantes de la
Comisión Dictaminadora acorda-
mos como pauta inicial para su
estudio, respetar el sentido de
la orientación filosófico-polí-
tica de corte liberal con la que
se elaboró el proyecto del Códi-
go Penal propuesto, cuyo eje
central como se establece en la
exposición de motivos es la dig-
nidad de la persona humana y el
libre desarrollo de su personali-
dad, que comprende la valora-
ción del ser humano como un fin
en sí mismo, lo que impide ser
objeto de instrumentalización
por parte de los órganos del Es-
tado a través del iuspuniendi.

Que asimismo, para tener

una visión integral de la ini-
ciativa, se decidió invitar a
conocedores del derecho para
formar un equipo de trabajo
interdisciplinario que con sus
conocimientos y experiencia ob-
servara el proyecto presentado
por el Ejecutivo del Estado.

Que derivado de las reunio-
nes de trabajo, en el análisis
de cada uno de los artículos que
conforman la iniciativa, esta
Comisión Dictaminadora determi-
nó realizar modificaciones míni-
mas a la iniciativa en tres ver-
tientes, las relativas a la ade-
cuación de la norma local con
otras leyes federales y loca-
les; aquellas que se omitieron
plasmar, no obstante las normas
protectoras contenidas en los
instrumentos internacionales a
favor de los derechos de las mu-
jeres y los niños y las relacio-
nadas con la sintaxis, redac-
ción y ortografía.

Que en ese tenor, por cuanto
a la adecuación con otras leyes,
se eliminó el Capítulo III del
Título Sexto, relativo al deli-
to de Secuestro, esto en virtud
que con fecha  30 de noviembre
de 2010 fue publicada en el Dia-
rio Oficial de la Federación, la
Ley General para Prevenir y San-
cionar los Delitos en Materia de
Secuestro, Reglamentaria de la
fracción XXI, del artículo 73 de
la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, la
cual tiene aplicabilidad tanto
en el ámbito tanto federal como
en el local y es ésta, la que ri-
ge tratándose del delito de
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secuestro.

Que por los mismos motivos,
se suprimió el Título Vigésimo
Cuarto, denominado "Delitos con-
tra la Democracia", propuesto
en la iniciativa, debido a que
es la Ley General en Materia de
Delitos Electorales, publicada
en el Diario Oficial de la Fe-
deración con fecha 23 de mayo de
2014, la que normará a los de-
litos electorales cometidos en
los procesos electorales federa-
les y locales.

Que de igual forma, se su-
primieron los Capítulos III del
Título Sexto "Desaparición For-
zada de Personas", el Capítulo
II del Título Séptimo "Discrimi-
nación" y el Capítulo XIII del
Título Décimo Sexto "Tortura",
al existir en el marco jurídico
estatal los ordenamientos jurídi-
cos especiales: Ley para Preve-
nir y Sancionar la Desaparición
Forzada de Personas en el Estado
de Guerrero, número 569; Ley nú-
mero 375 para Prevenir y Elimi-
nar la Discriminación en el Es-
tado de Guerrero y, Ley número
439 para Prevenir, Sancionar y
Erradicar la Tortura en el Es-
tado de Guerrero, que contem-
plan ya los delitos de Desapari-
ción Forzada de Personas, Dis-
criminación y Tortura, respec-
tivamente.

Que por otra parte, en el
marco de lo que el presentador
de la iniciativa denominada Di-
rectrices del Proyecto, atendien-
do a los instrumentos internacio-
nales Convención sobre la Elimi-

nación de todas las formas de
Discriminación contra la Mujer
y Convención sobre los Derechos
del Niño, se realizaron las si-
guientes modificaciones a la
iniciativa:

Por cuanto a los delitos de
abuso sexual, abuso sexual de
personas menores de edad, estu-
pro, incesto, incumplimiento de
la obligación alimentaria y
omisión de rendición de infor-
mes, al no encontrarse justifi-
cación alguna para que en la
iniciativa se proponga dismi-
nuir la penalidad que actualmen-
te se aplica, se determinó mí-
nimamente mantener la que con-
tiene el Código Penal vigente
para estos delitos.

• Se agrega como sujeto pa-
sivo en el delito de lesiones en
razón de parentesco o relación,
a la pareja sentimental, ello
considerando el incremento pre-
ocupante de la violencia entre
personas que mantiene una rela-
ción de tipo sentimental, entre
éstas la del noviazgo.

• Tratándose del delito de
abuso sexual, para su claridad,
se incorpora en el párrafo se-
gundo del artículo 180 del pro-
yecto, la definición del concep-
to de acto sexual, definiéndose
como cualquier acción lujuriosa
como tocamientos o manoseos
corporales obscenos, o represen-
ten actos explícitamente sexua-
les u obliguen a la víctima a re-
presentarlos; asimismo, por con-
siderarlo necesario, en el ar-
tículo 181 se reincorporan los
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supuestos contenidos en el có-
digo penal vigente, que consi-
deran como abuso sexual, cuando
el agente del delito obligue al
pasivo a ejecutarle actos sexua-
les o la obligue a si misma a
realizarlo en su caso a un ter-
cero, o bien, la exhibición ante
la víctima, sin su consentimien-
to, de los glúteos o de los geni-
tales.

• Asimismo, relativo a las
agravantes para las penas previs-
tas para los delitos de viola-
ción y abuso sexual, se mantiene
en el artículo 182, la disposi-
ción de hacer del conocimiento
a la instancia correspondiente
para los efectos respectivos,
cuando el sujeto activo sea mi-
nistro de algún culto religio-
so; así también se agrega en la
fracción VI, como uno de los su-
puestos, cuando el delito sea
cometido dentro de los centros
educativos, culturales, deporti-
vos, religiosos, de trabajo, o
cualquier otro de naturaleza
social, o se ejecute en inmuebles
públicos.

• Se incorpora como tipo
penal en el Capítulo IV, el aco-
so sexual, al ser éste una forma
de discriminación por razón de
género y representar un atenta-
do contra la dignidad, la salud
física y psicológica de la mu-
jer, presentándose como el tipo
de violencia que se produce en
cualquier entorno, a través de
un comportamiento verbal, psico-
lógico no deseado, establecién-
dose para este delito, la misma
penalidad que se estipula para

el hostigamiento sexual.

• En el delito de estupro,
se adiciona en el artículo 187,
como tipo penal agravado, cuan-
do el sujeto activo guarde una
relación de parentesco o se val-
ga de su posición jerárquica,
derivada de sus relaciones labo-
rales, docentes, religiosas,
domésticas, o cualquier otra
que implique subordinación.

 • Por cuanto hace a la repara-
ción del daño de los delitos
contra la libertad sexual y el
normal desarrollo psicosexual,
se agrega en el artículo 189
que, cuando derivado de la co-
misión del delito resultaran
hijos, se pagarán los gastos mé-
dicos y los derivados del embara-
zo, tanto para la madre como pa-
ra el hijo.

• Se incorpora al catálogo
de delitos, en el artículo 202,
el tipo penal de violencia de
género, estableciéndose que se
le impondrán de dos a ocho años
de prisión y multa de doscientos
a quinientos días de salario mí-
nimo a quien por razones de gé-
nero, cause a persona de otro
sexo, daño o sufrimiento económi-
co, físico, obstétrico, patrimo-
nial, psicológico, sexual o la-
boral tanto en el ámbito privado
como en el público, afectando
los derechos humanos o la dig-
nidad de las personas; y se es-
tablece en que consiste cada una
de ellas.

• Por considerarlo un retro-
ceso y de urgente necesidad por-
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que atenta contra los derechos
fundamentales de los menores,
se reincorporan los delitos de
sustracción de menores y robo de
infante en los Capítulos II y
III del Título Octavo, al que,
considerando el bien jurídico
protegido se le modifica su de-
nominación, retomando el nombre
actual contenido en el código
penal vigente de delitos contra
la familia, ilícitos que no se
encuentran contemplados en la
iniciativa, no obstante que co-
mo en el caso del robo de infan-
te, el índice de su comisión es
alto y frecuente.

Al respecto, es recurrente
que en las controversias fami-
liares, los progenitores se en-
frascan en la lucha por obtener
la custodia de los menores, al-
canzando dimensiones exagera-
das como la de sustraerlos, por
si mismos o a través de terce-
ros, del hogar o de la protec-
ción de quien legalmente tiene
la guarda y custodia, incluso
existiendo resolución judicial.
En este tema, la Suprema Corte
de Justicia de la Nación se ha
pronunciado por la constituciona-
lidad del delito al considerar
que con éste, se busca salvaguar-
dar el interés superior del me-
nor y su derecho fundamental a
la convivencia con ambos proge-
nitores, pues esta figura busca
proteger a los menores in-
volucrados en una controversia
familiar de los daños por las
disputas entre los padres y ga-
rantizar el derecho de los niños
a vivir en familia.

• En el mismo sentido aten-
diendo a que el cumplimiento de
la obligación alimentaria es un
derecho fundamental del menor,
toda vez que el vigente código
penal lo contempla no así la
iniciativa, se reincorpora la
disposición fundamental de que
la acción penal se ejerce indepen-
dientemente de que se haya ini-
ciado un procedimiento civil,
no establecerlo implicaría re-
gresar a los tiempos donde se
obligaba a iniciar y terminar el
procedimiento familiar para poder
iniciar la acción penal.

Que por otra parte, relati-
vo a los delitos de homicidio y
lesiones en riña, por conside-
rar que la redacción de los ele-
mentos son más claros, se retoman
en los artículos 134 y 143 los
conceptos contenidos en el Có-
digo Penal vigente.

Que referente a la denomi-
nación del Título Décimo, por
considerarlo congruente con su
contenido y tomando en cuenta
que jurídicamente un muerto no
puede ser considerado una perso-
na, se modifica su denominación
de delitos contra el respeto a
las personas fallecidas a deli-
tos contra el respeto a los ca-
dáveres o restos humanos y con-
tra las normas de inhumación y
exhumación y se agrega la frac-
ción III al delito de atentado
contra los muertos contenido en
el artículo 217 del proyecto.

Que considerando la des-
igualdad social existente en
nuestro país y en nuestra enti-
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dad federativa y entendiendo
que la libertad (su pérdida si
correspondiere) es un bien jurí-
dico más importante que el
protegido por el delito de robo
o hurto, se adiciona en el Títu-
lo Décimo Tercero, correspon-
diente a los delitos contra el
patrimonio, la figura del robo
famélico (artículo 226) como un
estado de necesidad,  estable-
ciéndose que no se impondrá pena
al que sin emplear los medios de
violencia física o moral, se
apodere por una sola vez de los
objetos estrictamente indispen-
sables para satisfacer sus nece-
sidades personales o familiares
del momento, siempre y cuando el
monto de lo sustraído no rebase
a lo equivalente a cinco sala-
rios mínimos.

Que asimismo por su alta in-
cidencia, sin que la sanción ad-
ministrativa haya frenado su
comisión se incluye como modali-
dad de daño a la propiedad, en
el artículo 248, el delito de
grafiti ilegal, estableciéndo-
se que a quien, sin importar el
material ni los instrumentos
utilizados, pinte, tiña, grabe
o imprima palabras, dibujos,
símbolos, manchas o figuras a un
bien mueble o inmueble, sin con-
sentimiento de quien pueda dar-
lo conforme a la ley, se le im-
pondrán de seis meses a un año
de prisión, multa de sesenta a
ciento veinte días de salario o
trabajo en favor de la comunidad
y de la víctima u ofendido.

Que se incluye en el título
décimo sexto, delitos contra el

servicio público cometidos por
servidores públicos, el capítu-
lo III "desempeño irregular de
la función pública", estable-
ciéndose en el artículo 272, que
se impondrá de dos a cuatro años
de prisión y de cincuenta a
trescientos días multa, al servi-
dor público que indebidamente:

I.- Otorgue concesiones de
prestación de servicio público
o de explotación, aprovechamien-
to y uso de bienes del dominio
del Estado o municipios;

II.- Otorgue permisos, li-
cencias o autorizaciones de
contenido económico;

III.- Otorgue franquicias,
exenciones, deducciones o subsi-
dios sobre impuestos, derechos,
productos, aprovechamientos o
aportaciones y cuotas de seguri-
dad social, en general sobre los
ingresos fiscales, y sobre pre-
cios y tarifas de los bienes y
servicios producidos o presta-
dos en la administración públi-
ca estatal o municipal;

IV.- Realice o contrate
obras públicas, adquisiciones,
arrendamientos, enajenaciones
de bienes y servicios, o coloca-
ciones de fondos y valores con
recursos económicos públicos;

V.- Dé, a sabiendas, una
aplicación pública distinta de
aquella a que estuvieren desti-
nados los fondos públicos que
tuviere a su cargo o hiciere un
pago ilegal;
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VI.- En el ejercicio de
sus funciones o con motivo de
ellas, otorgue empleo, cargo o
comisión públicos o contratos
de prestación de servicios profe-
sionales, mercantiles o de cual-
quier otra naturaleza, que sean
remunerados, a sabiendas de que
no se prestará el servicio o no
se cumplirá el contrato otorga-
do;

VII.- Autorice o contrate
a quien se encuentre inhabilita-
do por resoIución firme de au-
toridad competente para desem-
peñar un empleo, cargo o comi-
sión en el servicio público,
siempre que lo haga con conoci-
miento de tal situación;

VIII.-Otorgue un nombra-
miento o de cualquier modo auto-
rice a alguien para el desempeño
de un empleo, cargo o comisión,
sin que el designado satisfaga
los requisitos exigidos por la
ley;

IX.- Otorgue cualquier
identificación en que se acredi-
te como servidor público a quien
realmente no desempeñe el em-
pleo, cargo o comisión a que se
haga referencia en aquélla, o

X.- Ejerza algún otro em-
pleo, cargo o comisión oficial
o particular, teniendo impedi-
mento legal para hacerlo.

Cuando el monto del produc-
to del delito o de los daños o
perjuicios causados, exceda de
mil veces el salario, la sanción
será de cuatro a diez años de

prisión y de cuatrocientos a
ochocientos días multa.

Que asimismo en el artículo
273, se incluye el delito de au-
torizaciones irregulares sobre
uso y cambio de suelo, estable-
ciéndose que a los servidores
públicos Estatales o Municipa-
les, así como aquellas personas
físicas o morales representados
por sus titulares, que por ac-
ción u omisión y conociendo de
la preexistencia de riesgo o
riesgo inminente, incumplan,
permitan, otorguen, autoricen,
expidan permisos, licencias o
concesiones de uso o cambio de
suelo, en cauces, barrancas,
laderas inestables, fallas geo-
lógicas, zonas vulnerables,
áreas altamente deforestadas,
lugares inundables o en humedales
e incluso en zonas de alto ries-
go para construir, edificar,
realizar obras de infraestructu-
ra o de asentamientos humanos,
que expongan a la población a
condición de encadenamiento de
desastres y aquéllos que por su
naturaleza impliquen impactos
sobre el cambio climático, que
no cuenten con expedientes ofi-
ciales técnicos, dictámenes es-
pecializados por expertos en la
materia y del dictamen definiti-
vo con su correspondiente análi-
sis de riesgo expedido por las
autoridades competentes quie-
nes legalmente están autoriza-
das para ello; se les sancionará
con una pena de 6 a 12 años de
prisión y de 500 a 1000 días de
multa, sin que se les conceda
ningún beneficio de remisión
parcial de la pena, así como las
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establecidas en la Ley de Respon-
sabilidades de los Servidores
Públicos del Estado, tipificán-
dose su conducta como grave.

Que por cuanto al delito uso
indebido de información sobre
actividades de las institucio-
nes de seguridad pública, procu-
ración e impartición de justi-
cia, y del sistema penitencia-
rio, toda vez que este Congreso
aprobó el Decreto que adicionó
el Capítulo X y el Artículo 268
BIS al Título III, denominado
delitos contra el servicio públi-
co cometido por particulares,
al Código Penal del Estado, se
determinó retomar el contenido
del mismo.

Que por último, esta Comi-
sión Dictaminadora considero
pertinente realizar modificacio-
nes de ortografía, sintaxis y
redacción a diversos artículos
de la iniciativa con la finali-
dad de darle claridad y preci-
sión a las disposiciones lega-
les contenidas en ellos".

Que en sesiones de fecha 30
y 31 de julio del 2014, el Dicta-
men en desahogo recibió primera
y dispensa de la segunda lectu-
ra, respectivamente, por lo que
en términos de lo establecido en
el artículo 138 de la Ley Orgá-
nica del Poder Legislativo del
Estado de Guerrero, la Presi-
dencia de la Mesa Directiva, ha-
biendo sido fundado y motivado
el Dictamen, al no existir votos
particulares en el mismo y no
haber registro en contra en la
discusión, se sometió a vota-
ción de manera nominal, aprobán-

dose por unanimidad de votos.

Que aprobado en lo general
el Dictamen, se sometió en lo
particular y no habiéndose pre-
sentado reserva de artículos,
la Presidencia de la Mesa Directi-
va del Honorable Congreso del
Estado realizó la Declaratoria
siguiente: "En virtud de que no
existe reserva de artículos,
esta Presidencia en términos
del artículo 137, párrafo pri-
mero de nuestra Ley Orgánica,
tiene por aprobado el Dictamen
con proyecto de Código Penal
para el Estado Libre y Soberano
de Guerrero. Emítase y remítase
a las Autoridades competentes
para los efectos legales condu-
centes."

Por lo anteriormente expues-
to y con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 61
fracción I de la Constitución
Política Local, 8º fracción I y
127 párrafos primero y tercero
de la Ley Orgánica del Poder Le-
gislativo en vigor, este Honora-
ble Congreso decreta y expide el
siguiente:

CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO
LIBRE Y SOBERANO DE GUERRERO,
NÚMERO 499.

Libro Primero
Parte general

Título Primero
Disposiciones generales

Capítulo Único
Derechos humanos y garantías

penales
(principios)
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Artículo 1. Legalidad
A nadie se le podrá imponer

pena, medida de seguridad, ni
cualquier otra consecuencia jurí-
dica del delito, sino por la
realización de una acción u omi-
sión expresamente prevista como
delito en una ley vigente al
tiempo de su realización, siem-
pre que concurran los presupues-
tos señalados en la ley y la pe-
na, la medida de seguridad o
cualquier otra consecuencia jurí-
dica, se encuentre previamente
establecida en la ley.

Artículo 2. Tipicidad y pro-
hibición de la aplicación re-
troactiva, analógica y por ma-
yoría de razón

No podrá imponerse pena o
medida de seguridad, ni cual-
quier otra consecuencia jurídi-
ca del delito, si no se acredita
la existencia de los elementos
del tipo penal, del delito de
que se trate. Queda prohibida la
aplicación retroactiva, analó-
gica o por mayoría de razón de
la ley penal en perjuicio de
persona alguna.

La ley penal sólo tendrá
efecto retroactivo si favorece
a la persona inculpada, cualquie-
ra que sea la etapa del procedi-
miento, incluyendo la fase de la
ejecución de la sanción penal.
En caso de duda se aplicará la
ley más favorable, habiéndose
escuchado previamente a la perso-
na inculpada.

Artículo 3. Prohibición de
la responsabilidad objetiva

Queda prohibida toda forma

de responsabilidad objetiva,
por lo que a ninguna persona se
le podrá imponer pena, medida de
seguridad, o consecuencia jurí-
dica del delito, si no ha reali-
zado la conducta con dolo o
culpa.

Artículo 4. Bien jurídico
Únicamente puede ser constituti-
va de delito la acción u omisión
que lesione o ponga en peligro
al bien jurídico tutelado por la
ley penal.

Artículo 5. Culpabilidad,
proporcionalidad y presunción
de inocencia

No podrá imponerse pena al-
guna, ni declararse penalmente
responsable a una persona, si la
acción u omisión no han sido
realizadas culpablemente. La
medida de la pena estará en re-
lación directa con el grado de
culpabilidad de la persona res-
pecto del hecho cometido, así
como de la gravedad de éste. En
ningún caso podrá imponerse pe-
na alguna que sea mayor al grado
de culpabilidad.

Igualmente se requerirá la
acreditación de la culpabilidad
de la persona para la aplicación
de una medida de seguridad, si
ésta se impone accesoriamente a
la pena, y su duración estará en
relación directa con el grado de
culpabilidad. Para la imposi-
ción de cualquiera de las res-
tantes consecuencias jurídicas
será necesaria la existencia,
al menos, de un hecho típico y
antijurídico, siempre que de
acuerdo con las circunstancias
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personales del sujeto activo,
haya merecimiento, necesidad
racional e idoneidad de su apli-
cación en atención a los fines
de prevención especial del de-
lito y de reinserción social que
con aquéllas pudieran alcanzarse.

Toda persona acusada será
tenida como inocente mientras
no se pruebe que se cometió el
delito que se le imputa y que és-
ta lo perpetró.

Artículo 6. Jurisdiccionali-
dad

Sólo podrá imponerse una
consecuencia jurídica del deli-
to por resolución de la autori-
dad competente y mediante un pro-
cedimiento seguido ante los
tribunales previamente esta-
blecidos, por lo que ninguna
persona podrá ser juzgada por
leyes privativas ni por tribu-
nales especiales.

Artículo 7. Personalidad de
las consecuencias jurídicas

Las consecuencias jurídi-
cas que resulten de la comisión
de un delito no trascenderán de
la persona y bienes del sujeto
activo.

Artículo 8. Punibilidad in-
dependiente

Quienes tengan la calidad
de autores o de partícipes del
delito responderán cada uno en
la medida de su propia culpabi-
lidad.

Artículo 9. Derecho penal
del hecho

No podrá restringirse ningu-

na garantía o derecho de la per-
sona inculpada, ni imponerse
consecuencia jurídica alguna
del delito, con base en la peli-
grosidad del agente o en los
rasgos de su personalidad. Toda
determinación deberá fundamen-
tarse en el hecho cometido y en
el grado de lesión o puesta en
peligro al que haya sido expues-
to el bien jurídico tutelado.

Artículo 10. Dignidad de la
persona humana

Queda prohibido todo acto u
omisión, en cualquier fase del
procedimiento, que vulnere la
dignidad humana de la víctima o
de la persona inculpada. La in-
fracción a este principio será
sancionada con arreglo al orde-
namiento jurídico aplicable.

Título Segundo
Ley penal

Capítulo I
Aplicación especial de la ley

Artículo 11. Territoriali-
dad

Este código se aplicará en
el Estado de Guerrero por los
delitos del fuero común que se
cometan en su territorio.

Artículo 12. Aplicación ex-
traterritorial de la ley penal

Este código se aplicará,
asimismo, por los delitos cometi-
dos en alguna entidad federativa,
cuando:

I. Produzcan efectos dentro
del territorio del Estado de
Guerrero, o
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II. Sean permanentes o conti-
nuados y se sigan cometiendo en
el territorio del Estado de Gue-
rrero.

Son aplicables en lo condu-
cente, las disposiciones de es-
te código, por los delitos en
contra de la salud en su modali-
dad de narcomenudeo a que se re-
fiere el artículo 474 y demás
disposiciones aplicables del Ca-
pítulo VII del Título Décimo Oc-
tavo de la Ley General de Salud.

Capítulo II
Aplicación temporal de la ley

Artículo 13. Validez tempo-
ral

Es aplicable la ley penal
vigente en el momento de la rea-
lización del delito.

Artículo 14. Ley más favora-
ble

Cuando entre la comisión
del delito y la extinción de la
pena, o consecuencia jurídica
correspondiente, entre en vigor
otra ley aplicable al caso, se
estará a lo dispuesto en la ley
más favorable a la persona in-
culpada o sentenciada. La autori-
dad que esté conociendo o haya
conocido del procedimiento pe-
nal, aplicará de oficio la ley
más favorable habiéndose escu-
chado previamente a la persona
interesada.

Cuando una persona haya si-
do sentenciada y la reforma ate-
núe la consecuencia jurídica
impuesta, se aplicará de forma
inmediata la ley más favorable

sin afectar los derechos de la
víctima en relación a la repara-
ción del daño.

En caso de que la nueva ley
deje de considerar una determi-
nada conducta u hecho como de-
lictivo, se sobreseerán los
procedimientos y cesarán los
efectos de las sentencias en sus
respectivos casos, ordenándose
la libertad de los procesados o
sentenciados, con excepción de
la reparación del daño cuando se
haya efectuado el pago.

En caso de que cambiara la
naturaleza de la sanción, se
substituirá en lo posible, la
señalada en la ley anterior por
la prevista en la nueva ley.

Artículo 15. Momento y lu-
gar del delito

El momento y lugar de reali-
zación del delito son aquellos
en que se concretan los elemen-
tos de su descripción legal.

Capítulo III
Aplicación personal de la ley

Artículo 16. Igualdad y
edad penal

Las disposiciones de este
código se aplicarán por igual a
todas las personas a partir de
los dieciocho años de edad, in-
corporando la perspectiva de
género, y considerando lo esta-
blecido en la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexi-
canos, los Tratados Internacio-
nales y la Constitución Políti-
ca del Estado Libre y Soberano
de Guerrero.
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A las personas menores de
dieciocho años edad que reali-
cen una conducta activa u omisiva
prevista en algún tipo penal, se
les aplicarán las disposiciones
contenidas en las leyes corres-
pondientes, por los órganos es-
pecializados destinados a ello
y según las normas de procedimien-
to que las mismas establezcan.

Capítulo IV
Concurso aparente de normas

Artículo 17. Especialidad,
consunción y subsidiariedad

Cuando una misma materia
aparezca regulada por diversas
disposiciones:

I. La especial prevalecerá
sobre la general;

II. La de mayor protección
al bien jurídico absorberá a la
de menor alcance, o

III. La principal excluirá
a la subsidiaria.

Capítulo V
Leyes especiales

Artículo 18. Aplicación sub-
sidiaria del Código Penal

Cuando se cometa un delito
no previsto en este código, pero
sí en una ley especial del Esta-
do de Guerrero, se aplicará esta
última, y sólo en lo no previsto
por la misma se aplicarán las
disposiciones de este código.

Título Tercero
El delito

Capítulo I
Formas de comisión e imputa-

ción subjetiva

Artículo 19. Principio de
acto

El delito sólo puede ser
realizado por acción o por omi-
sión.

Artículo 20. Omisión impro-
pia o comisión por omisión

En los delitos de resultado
material, será atribuible el
resultado típico producido a
quien omita impedirlo, si éste
tenía el deber jurídico de evi-
tarlo, si:

I. Es garante del bien jurí-
dico protegido;

II. De acuerdo con las cir-
cunstancias podía evitarlo, y

III. Su inactividad es equi-
valente a la actividad prohibi-
da en el tipo penal.

Es garante del bien jurídi-
co quien:

a) Aceptó efectivamente su
custodia;

b) Voluntariamente formaba
parte de una comunidad que
afrontaba peligros de la natura-
leza;

c) Con una actividad prece-
dente, culposa o fortuita, gene-
ró el peligro para el bien jurí-
dico tutelado, o

d) Se halla en una efectiva
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y concreta posición de custodia
de la vida, la salud o integri-
dad corporal de algún miembro de
su familia.

Artículo 21. Delito instan-
táneo, permanente o continuo y
continuado

Atendiendo al momento de la
consumación del resultado típi-
co, el delito puede ser:

I. Instantáneo: cuando la
consumación se agota en el mismo
momento en que se han realizado
todos los elementos del tipo pe-
nal;

II. Permanente o continuo:
cuando se viola el mismo precep-
to legal y la consumación se
prolonga en el tiempo, o

III. Continuado: cuando con
unidad de propósito delictivo,
pluralidad de conductas e identi-
dad de sujeto pasivo, se concre-
tan los elementos de un mismo
tipo penal.

Artículo 22. Imputación sub-
jetiva

Las acciones u omisiones
delictivas únicamente pueden
cometerse dolosa o culposamente.

I. Dolo. Actúa dolosamente
la persona que, conociendo los
elementos objetivos del tipo
penal o previendo como posible
el resultado típico, quiere o
acepta su realización, o

II. Culpa. Actúa culposamente
la persona que produce el resul-
tado típico, que no previó sien-

do previsible o previó confian-
do en que no se produciría, en
virtud de la infracción de un
deber de cuidado que objetivamen-
te era necesario observar.

Artículo 23. Incriminación
cerrada para la punibilidad de
los delitos culposos

Las acciones y omisiones
culposas sólo serán punibles en
los casos expresamente determi-
nados por la ley.

Capítulo II
Formas de tentativa

Artículo 24. Tentativa puni-
ble

Únicamente es punible el
delito cometido en grado de ten-
tativa que haya puesto en peli-
gro al bien jurídico tutelado:

I. Tentativa acabada. Exis-
te tentativa acabada, cuando la
resolución de cometer un delito
se exterioriza realizando to-
talmente los actos ejecutivos
que deberían producir el resul-
tado, u omitiendo los que debe-
rían evitarlo, y aquél no se
consuma por causas ajenas a la
voluntad del agente, y

II. Tentativa inacabada.
Existe tentativa inacabada cuan-
do la resolución de cometer un
delito se exterioriza realizan-
do parcialmente los actos ejecu-
tivos que deberían producir el
resultado, u omitiendo los que
deberían evitarlo, y aquél no se
consuma por causas ajenas a la
voluntad del agente.
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Artículo 25. Desistimiento
y arrepentimiento en la tentati-
va

I. Desistimiento. Si el su-
jeto activo desiste espontánea-
mente de la ejecución ya inicia-
da del delito, no se le impondrá
pena ni medida de seguridad al-
guna, por lo que a éste se re-
fiere, sin perjuicio de aplicar
la consecuencia jurídica que
corresponda a los actos ejecu-
tados u omitidos que constitu-
yan por sí mismo delitos, y

II. Arrepentimiento. Si el
sujeto activo impide la consu-
mación del delito, no se le
aplicará pena ni medida de se-
guridad alguna, por lo que a és-
te se refiere, sin perjuicio de
aplicar las que correspondan a
los actos ejecutados u omitidos
que constituyan por sí mismos
delitos.

Capítulo III
Autoría y participación

Artículo 26. Modalidades
Son responsables del delito

quienes hayan intervenido en su
comisión a título de autor o
partícipe.

A. Formas de autoría. Son
autores, quienes:

I. Autoría directa. Lo reali-
cen por sí;

II. Coautoría. Lo realicen
conjuntamente;

III. Autoría mediata. Lo

realicen sirviéndose de otra
persona como instrumento;

B. Formas de participación.
Son partícipes del delito, quie-
nes:

I. Inducción. Determinen do-
losamente al autor a cometerlo;

II. Complicidad. Dolosamente
presten ayuda o auxilio al autor
para su comisión, y

III. Encubrimiento. Con pos-
terioridad a su ejecución auxi-
lien al autor en cumplimiento de
una promesa anterior a la ejecu-
ción del delito.

Para las hipótesis previs-
tas en las fracciones V y VI se
impondrá la punibilidad dispues-
ta en el artículo 84 de este có-
digo.

A juicio del juzgador, el
inductor podrá responder hasta
con la misma consecuencia jurídi-
ca por la que pudiera responder
el autor directo.

Los partícipes inductores o
cómplices responderán penalmen-
te, siempre y cuando la conducta
del autor del hecho principal
suponga un comportamiento típi-
camente doloso y antijurídico,
en un hecho consumado o realiza-
do en grado de tentativa.

En ningún caso el desisti-
miento o arrepentimiento del
autor del hecho principal benefi-
ciará a los partícipes.
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Artículo 27. Delito emer-
gente

Si varias personas toman
parte en la realización de un
delito y alguno de ellos comete
un delito distinto al previamen-
te determinado, todos serán
responsables de éste, conforme
a su propio grado de culpabili-
dad, siempre que concurran los
siguientes requisitos:

I. Que sirva de medio adecua-
do para cometer el principal;

II. Que sea una consecuen-
cia necesaria o natural de
aquél, o de los medios concerta-
dos;

III. Que hayan sabido antes
que se iba a cometer; o bien,

IV. Que cuando hayan estado
presentes en su ejecución, no
hayan hecho cuanto estaba de su
parte para impedirlo.

Artículo 28. Autoría inde-
terminada

Cuando varias personas in-
tervengan en la comisión de un
delito y no pueda precisarse el
daño que cada quien produjo, se
atenderá lo dispuesto en el ar-
tículo 85 de este código para
los efectos de la punibilidad.

Artículo 29. De las perso-
nas jurídicas

Cuando un miembro o represen-
tante de una persona jurídica,
con excepción de las institucio-
nes públicas del estado de Gue-
rrero, cometa algún delito con
los medios que para tal objeto

le proporcione aquella, de modo
que resulte cometido a nombre,
bajo el amparo o en beneficio de
ésta, el juez impondrá en la
sentencia, previo juicio co-
rrespondiente y con la inter-
vención del representante le-
gal, las consecuencias jurídi-
cas accesorias previstas en los
artículos 70 y 71 de este códi-
go, sin perjuicio de las responsa-
bilidad en que hayan incurrido
las personas físicas.

Capítulo IV
Concurso de delitos

Artículo 30. Concurso ideal
y concurso real de delitos

Existe concurso ideal cuan-
do con una conducta de acción o
de omisión se cometen varios de-
litos y concurso real cuando con
pluralidad de conductas, acti-
vas u omisivas, se cometen va-
rios delitos.

No hay concurso de delitos
cuando las conductas constitu-
yan un delito continuado.

En caso de concurso de deli-
tos se estará a lo dispuesto en
el artículo 82 de este código.

Capítulo V
Causas de exclusión del

delito

Artículo 31. Causas de exclu-
sión del delito

Son causas de exclusión del
delito cuando exista:

I. Ausencia de conducta. La
actividad o la inactividad se
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realicen sin intervención de la
voluntad del agente;

II. Atipicidad. Falte algu-
no de los elementos del tipo pe-
nal de que se trate;

III. Consentimiento del ti-
tular del bien jurídico como
causa de justificación. Se ac-
túe con el consentimiento del
titular del bien jurídico afec-
tado o de la persona legalmente
autorizada para otorgarlo, siem-
pre que se cumplan los siguien-
tes requisitos:

a) Que se trate de un bien
jurídico disponible;

b) Que el titular del bien
jurídico, o quien esté autori-
zado legalmente para consentir,
tenga la capacidad jurídica pa-
ra disponer libremente del mis-
mo, y

c) Que el consentimiento
sea expreso o tácito y no medie
vicio alguno en el consentimien-
to del titular.

Se presume que hay consenti-
miento cuando el hecho se reali-
ce en circunstancias tales que
permitan suponer fundadamente
que, de habérsele consultado al
titular del bien jurídico, o a
quien estuviera autorizado para
consentir, éstos hayan otorgado
el consentimiento.

IV. Legítima defensa como
causa de justificación. Se repe-
la una agresión real, actual o
inminente, en defensa de bienes

jurídicos propios o ajenos,
siempre que exista necesidad
razonable de la defensa emplea-
da y no medie provocación dolosa
suficiente e inmediata por par-
te del agredido o de quien lo de-
fienda;

En los casos de agresiones
provenientes de menores se evi-
tará lesionar al agresor y sólo
se ejercerá la defensa necesa-
ria y proporcional ante ataques
graves. La contravención a esta
disposición será considerada un
exceso en la legítima defensa
conforme a lo dispuesto en el
artículo 87 de este código;

V. Estado de necesidad justi-
ficante y estado de necesidad
disculpante. Se obre por la ne-
cesidad de salvaguardar un bien
jurídico propio o ajeno, de un
peligro real, actual o inminen-
te, no ocasionado dolosamente
por el agente, lesionando otro
bien de menor o igual valor que
el salvaguardado, siempre que
el peligro no sea evitable por
otros medios y el agente no ten-
ga el deber jurídico de afron-
tarlo, y

VI. Cumplimiento de un de-
ber y ejercicio de un derecho
como causas de justificación.
Se actúe en cumplimiento de un
deber jurídico o en ejercicio de
un derecho, dentro de los lími-
tes establecidos por la ley,
siempre que exista necesidad
razonable de la conducta em-
pleada para cumplir el deber o
ejercer el derecho.



112     PERIODICO OFICIAL DEL ESTADO DE GUERRERO Viernes 01 de Agosto de 2014

Se entenderá como cumpli-
miento de un deber, cuando los
agentes policiales del Estado,
previamente autorizados por el
Titular del Ministerio Público,
ejecuten una orden de infiltra-
ción como técnica para la investi-
gación de los delitos contem-
plados en la Ley General de Sa-
lud en su modalidad de narcomenu-
deo. En la orden de infiltra-
ción, que sea expedida, se pre-
cisarán las modalidades, limi-
taciones y condiciones a que se
encontrarán sujetos dichos agen-
tes;

VII. Obediencia jerárqui-
ca. Se actúe en virtud de obe-
diencia jerárquica legítima;

VIII. Inimputabilidad como
causa de inculpabilidad, accio-
nes libres en su causa, e impu-
tabilidad disminuida. Al momen-
to de realizar el hecho típico,
el sujeto activo no tenga la ca-
pacidad de comprender el carác-
ter ilícito de aquél o de condu-
cirse de acuerdo con esa com-
prensión, en virtud de padecer
trastorno mental o desarrollo
intelectual retardado, a no ser
que el agente haya provocado su
trastorno mental para en ese es-
tado cometer el hecho, en cuyo
caso responderá por el resulta-
do típico producido en tal si-
tuación.

Cuando la capacidad a que se
refiere el párrafo anterior se
encuentre considerablemente dis-
minuida, se estará a lo dispues-
to por el artículo 67 de este có-
digo;

IX. Error de tipo invenci-
ble como causa de atipicidad y
error de prohibición invencible
como causa de inculpabilidad.
Se realice la acción o la omi-
sión bajo un error invencible,
respecto de:

a) Alguno de los elementos
del tipo penal, o

b) La ilicitud de la conduc-
ta, ya sea porque el sujeto des-
conozca la existencia de la ley
o el alcance de la misma o porque
crea que su conducta se encuen-
tra justificada.

Si los errores a los que se
refieren los incisos anteriores
son vencibles se estará a lo
dispuesto por el artículo 86 de
este código, y

X. No exigibilidad de otra
conducta como causa de incul-
pabilidad. En atención a las
circunstancias que concurren en
la realización de una conducta
ilícita, no sea racionalmente
exigible al sujeto una conducta
diversa a la que realizó, en
virtud de no haberse podido
conducir conforme a derecho.

Las causas de exclusión del
delito se resolverán de oficio
en cualquier parte del procedi-
miento.

Si en los casos de las frac-
ciones IV, V y VI de este ar-
tículo la persona se excede, se
atenderá a lo previsto en el ar-
tículo 87 de este código.
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Título Cuarto
Consecuencias jurídicas del

delito

Capítulo I
Penas, medidas de seguridad y

consecuencias jurídicas
accesorias para las personas

morales

Artículo 32. Catálogo de
penas

Las penas que se pueden im-
poner por la comisión de un de-
lito son:

I. Prisión;

II. Tratamiento en libertad
de imputables;

III. Semilibertad;

IV. Trabajo a favor de la
víctima o de la comunidad;

V. Sanción pecuniaria;

VI. Decomiso de los instru-
mentos, objetos y productos del
delito;

VII. Suspensión de dere-
chos, destitución e inhabilita-
ción para el desempeño de car-
gos, comisiones o empleos;

VIII. Amonestación;

IX. Caución de no ofender;

X. Reparación del daño, y

XI. Tratamiento reeducativo
psicoterapéutico.

Artículo 33. Catálogo de me-
didas de seguridad

Las medidas de seguridad
que se pueden imponer son:

I. Supervisión de la auto-
ridad;

II. Prohibición de ir a un
lugar determinado u obligación
de residir en él;

III. Tratamiento de inimpu-
tables o imputables disminui-
dos;

IV. Tratamiento de desha-
bituación o desintoxicación, y

V. Órdenes de protección.

Artículo 34. Catálogo de
consecuencias jurídicas acce-
sorias para las personas mora-
les
Las consecuencias jurídicas
accesorias para las personas
morales son:

I. Disolución;

II. Suspensión;

III. Prohibición de reali-
zar determinadas operaciones;

IV. Intervención, y

V. Remoción.

Capítulo II
Prisión

Artículo 35. Concepto y du-
ración
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La prisión consiste en la
privación de la libertad perso-
nal. Su duración no será menor
de tres meses ni mayor de sesen-
ta años.

En toda pena de prisión que
se imponga se computará el tiem-
po de la detención.

Si se trata de dos o más pe-
nas de prisión impuestas en sen-
tencias diferentes, aquellas se
cumplirán invariablemente de
manera sucesiva, sin que la suma
de ellas sea mayor de sesenta
años.

Las personas procesadas su-
jetas a prisión preventiva y las
acusadas por delitos políticos,
serán recluidas en establecimien-
tos o departamentos especiales.

Las mujeres compurgarán sus
penas en lugares distintos de
los destinados a los hombres.

Capítulo III
Tratamiento en libertad de

imputables

Artículo 36. Concepto y du-
ración

El tratamiento en libertad
de imputables consiste en la
aplicación, según el caso, de
las medidas educativas, deporti-
vas, laborales, de salud o de
cualquier otra índole autoriza-
das por la ley, orientadas a la
reinserción social de la perso-
na sentenciada y bajo la orien-
tación y cuidado de la autoridad
ejecutora.

Esta consecuencia jurídica
podrá imponerse como pena autóno-
ma o sustitutiva de la prisión,
sin que su duración pueda exce-
der de la correspondiente a la
pena de prisión sustituida.

Capítulo IV
Semilibertad

Artículo 37. Concepto y du-
ración

La semilibertad implica al-
ternar periodos de libertad y
privación de la misma, y se cum-
plirá conforme a los requisitos
siguientes:

I. Libertad durante la sema-
na laboral con reclusión el fin
de semana;

II. Libertad el fin de sema-
na con reclusión durante el res-
to de ésta;

III. Libertad diurna con
reclusión nocturna, o

IV. Libertad nocturna con
reclusión diurna.

La semilibertad podrá impo-
nerse como pena autónoma o como
sustitutiva de la prisión. En
este último caso, la duración no
podrá exceder de la que correspon-
da a la pena de prisión sustitui-
da.

Capítulo V
Trabajo a favor de la víctima

o de la comunidad

Artículo 38. Trabajo a fa-
vor de la víctima
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Consiste en la prestación
de servicios remunerados en
instituciones públicas, educati-
vas, empresas de participación
estatal o empresas privadas
conforme a los términos del Có-
digo de Procedimientos Penales
y la Ley número 847 de Ejecución
Penal del Estado de Guerrero.

Artículo 39. Trabajo a fa-
vor de la comunidad

Consiste en la prestación
de servicios no remunerados en
instituciones públicas, educati-
vas, de asistencia o servicio
social o en instituciones pri-
vadas de asistencia que no sean
de carácter lucrativo y debida-
mente reguladas por el ordena-
miento jurídico.

Artículo 40. Reglas genera-
les para su aplicación

Respecto al trabajo a favor
de la víctima o de la comunidad,
deben aplicarse las siguientes
disposiciones:

I. Ambas consecuencias ju-
rídicas deberán cumplirse bajo
la orientación y vigilancia del
juez de ejecución;

II. El trabajo a favor de la
víctima o de la comunidad se
llevará a cabo en jornadas den-
tro de periodos distintos al ho-
rario de las labores que repre-
sente la fuente de ingresos para
la subsistencia de la persona
sentenciada y la de su familia
sin que pueda exceder de la jor-
nada extraordinaria que determi-
na la ley laboral;

III. La extensión de la jor-
nada será fijada tomando en
cuenta las circunstancias del
caso y por ningún motivo se
desarrollará en forma que resul-
te degradante o humillante para
la persona sentenciada;

IV. Ambas consecuencias jurí-
dicas podrán imponerse como pe-
na autónoma o sustitutiva de la
pena de prisión o de multa, y

V. Cada día de prisión o ca-
da día multa será sustituido por
una jornada de trabajo a favor
de la víctima o de la comunidad.

Capítulo VI
Sanción pecuniaria

Artículo 41. Multa, repara-
ción del daño y sanción económi-
ca

La sanción pecuniaria com-
prende la multa, la reparación
del daño y la sanción económica.

Artículo 42. Multa
La multa consiste en el pago

de una cantidad determinada de
dinero al Estado fijada median-
te el esquema de días multa.

Artículo 43. Reglas genera-
les para la determinación de la
multa

Para la imposición de la
multa debe atenderse a las si-
guientes disposiciones:

I. Los mínimos y máximos de
la multa atenderán a cada delito
en particular, los cuales no po-
drán ser menores a un día ni ma-
yores a tres mil días multa,
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salvo los casos expresamente
señalados en este código;

II. El día multa equivale a
la percepción neta diaria de la
persona imputada en el momento
de cometer el delito;

III. El límite inferior del
día multa será equivalente al
salario mínimo diario vigente
en el Estado al momento de come-
terse el delito, y

IV. Para determinar el día
multa se tomará en cuenta:

a) El momento de la consuma-
ción si el delito es instantá-
neo;

b) El momento en que cesó la
consumación si el delito es per-
manente, o

c) El momento de la consuma-
ción de la última conducta si el
delito es continuado.

Artículo 44. Sustitución de
la multa

Cuando se acredite que la
persona sentenciada no puede
pagar la multa o solamente puede
cubrir parte de ésta, la autori-
dad judicial podrá sustituirla
total o parcialmente por traba-
jo a favor de la víctima o de la
comunidad, en cuyo caso cada
jornada de trabajo saldará un
día multa.

Cuando no sea posible o con-
veniente la sustitución de la
multa por trabajo a favor de la
víctima o de la comunidad, la
autoridad judicial podrá decre-
tar la libertad bajo vigilan-

cia, cuya duración no excederá
del número de días multa sustitui-
do sin que este plazo sea mayor
al de la prescripción.

Artículo 45. Exigibilidad
de la multa

Si la persona sentenciada
no exhibe el importe de la multa
impuesta dentro de los diez días
hábiles siguientes a que cauce
ejecutoria la sentencia, el
juez de ejecución iniciará el
procedimiento económico coacti-
vo.

En atención a las caracterís-
ticas del caso, la autoridad ju-
dicial de ejecución podrá fijar
plazos razonables para el pago
de la multa en exhibiciones par-
ciales. En cualquier momento
podrá cubrirse el importe de la
multa, descontándose de ésta la
parte proporcional a las jorna-
das de trabajo a favor de la víc-
tima o de la comunidad que se ha-
yan efectuado o el tiempo de
prisión que se haya cumplido.

Tratándose de mujeres con
hijos menores de edad, madres
solteras, mujeres mayores de
sesenta y cinco años de edad;
personas con alguna discapaci-
dad; jóvenes menores de veinti-
trés años que acrediten que es-
tán realizando estudios en insti-
tuciones legalmente autoriza-
das y que demuestren que se de-
dican a una actividad lícita;
indígenas monolingües; traba-
jadores o jornaleros, asalaria-
dos o no, que tengan dependien-
tes económicos y cuya remunera-
ción no sea superior al salario
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mínimo general de la zona, cada
jornada de trabajo saldará dos
días de multa, y la multa susti-
tutiva de la pena privativa de
libertad equivaldrá a un día de
multa por dos de prisión.

El importe de la multa y la
sanción económica impuestas se
destinará, en primer lugar, a la
reparación del daño ocasionado
por el delito. En el caso de que
éste se haya cubierto o garanti-
zado, el importe se destinará al
mejoramiento de la administra-
ción de justicia.

CAPÍTULO VII
Decomiso de instrumentos,
objetos y productos del

delito

Artículo 46. Bienes suscep-
tibles de decomiso

El decomiso consiste en la
aplicación a favor del Gobierno
del Estado, de los instrumen-
tos, objetos o productos del de-
lito.

Si son de uso lícito, se de-
comisarán sólo cuando la perso-
na haya sido condenada por de-
lito doloso; si pertenecen a un
tercero, sólo se decomisarán
cuando éste haya tenido conoci-
miento de su utilización para la
comisión del delito y no lo de-
nunció o no hizo cuanto estaba
de su parte para impedirlo.

El Ministerio Público du-
rante la investigación procede-
rá al inmediato aseguramiento
de los bienes que podrían ser
materia de decomiso. Si los bie-

nes susceptibles de aseguramien-
to aparecieran con posteriori-
dad al ejercicio de la acción
penal, el Ministerio Público
solicitará al juzgador la orden
correspondiente.

Artículo 47. Destino de los
objetos decomisados

La autoridad competente de-
terminará el destino de los ins-
trumentos, objetos o productos
del delito al pago de la repa-
ración de los daños y perjuicios
causados, al pago de la multa,
o en su defecto, los destinará
al mejoramiento de la procuración
y administración de justicia
del estado.

En el caso de bienes que se
encuentren a disposición de la
autoridad, que no se deban des-
truir y que no se puedan conser-
var o sean de costoso mantenimien-
to, se procederá a su venta in-
mediata en las condiciones que
más convenga, con la excepción
prevista en el último  párrafo
de este artículo, y el producto
se dejará a disposición de quien
tenga derecho al mismo por un
lapso de tres meses a partir de
la notificación que se haga,
transcurrido el cual, dicho
producto se aplicará a favor del
Estado.

En los casos de asignación,
adjudicación o aplicación de
bienes o productos a favor del
Estado, deducidos los gastos de
conservación y procedimiento,
el remanente se asignará al Fon-
do Económico para la Procuración
de Justicia y para la Asistencia
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y Apoyo a las Víctimas, para los
fines previstos en la Ley Orgáni-
ca de la Fiscalía General del
Estado, cuando los bienes hayan
estado a disposición del Ministe-
rio Público, o al Fondo Auxiliar
para la Administración de Justi-
cia, para los propósitos seña-
lados en la Ley respectiva,
cuando hayan estado a disposi-
ción de la autoridad judicial.

Cuando no sea persona cier-
ta, no esté identificada, se
desconozca el domicilio de la
persona a quien deba de no-
tificársele en los términos de
este artículo o se encuentre
fuera del Estado o del País, la
notificación se hará mediante
publicación en los términos que
establezca en el Código de Pro-
cedimientos Penales o supleto-
riamente en el de Procedimien-
tos Civiles, ambos para el Esta-
do de Guerrero.

Si las cosas aseguradas o
decomisadas son sustancias noci-
vas o peligrosas, la autoridad
competente ordenará de inmedia-
to las medidas de cuidado debi-
das, incluida su destrucción o
conservación para fines de docen-
cia o investigación. Si se trata
de material pornográfico se or-
denará su inmediata destruc-
ción.

Los productos, rendimien-
tos o beneficios obtenidos por
los responsables o por otras
personas, como resultado de su
conducta ilícita, serán decomi-
sados y se dispondrá de ellos
conforme a lo establecido en el

presente artículo.

Tratándose de bienes inmue-
bles en el delito cometido por
fraccionadores, pasarán a propie-
dad del organismo encargado del
desarrollo urbano en el Estado
para la regularización o reser-
va territorial con el objeto del
ordenamiento urbano de los Muni-
cipios, autorizándose las ano-
taciones necesarias en los regis-
tros agrarios y de la propiedad
que correspondan.

Los bienes perecederos de
consumo y durables podrán ser
donados a instituciones de asis-
tencia pública en el estado de
Guerrero, en los términos y con-
diciones que se establezcan me-
diante acuerdo que emita la per-
sona titular de la Fiscalía Ge-
neral del Estado o el Pleno del
Tribunal Superior de Justicia
del Estado.

Capítulo VIII
Suspensión de derechos,

destitución e inhabilitación
para

el desempeño de cargos,
comisiones o empleos

Artículo 48. Suspensión de
derechos, destitución e inhabili-
tación

La suspensión consiste en
la pérdida temporal de dere-
chos.

La destitución consiste en
la privación definitiva del em-
pleo, cargo o comisión de cual-
quier naturaleza en el servicio
público.
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La inhabilitación implica
la incapacidad temporal para
obtener y ejercer cargos, comisio-
nes o empleos públicos.

Artículo 49. Clases de sus-
pensión

La suspensión de derechos,
son de dos clases:

I. La que se impone por mi-
nisterio de ley como consecuen-
cia necesaria de la pena de pri-
sión, y

II. La que se impone como
pena autónoma.

En el primer caso, la suspen-
sión comenzará y concluirá con
la pena de la cual sea consecuen-
cia. En el segundo caso, si la
suspensión se impone con pena
privativa de la libertad, co-
menzará al cumplirse ésta y su
duración será la señalada en la
sentencia. Si la suspensión no
va acompañada de prisión, empeza-
rá a contar desde que cause eje-
cutoria la sentencia. Su dura-
ción será de tres meses a quince
años.

A estas mismas reglas se su-
jetará la inhabilitación.

Artículo 50. Suspensión de
derechos como consecuencia de
la pena de prisión

La pena de prisión produce
la suspensión de los derechos
políticos, en los términos pre-
vistos en la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexica-
nos, y en su caso, los derechos
de tutela, curatela, para ser

apoderado, defensor, albacea,
perito, depositario o interven-
tor judicial, síndico o inter-
ventor en concursos o quiebras,
árbitro, arbitrador o represen-
tante de ausentes. La suspen-
sión comenzará desde que cause
ejecutoria la sentencia respecti-
va y concluirá cuando se extinga
la pena de prisión.

Artículo 51. Destitución
La destitución se hará efectiva
a partir del día en que cause
ejecutoria la sentencia.

Capítulo IX
Amonestación

Artículo 52. Amonestación
La amonestación consiste en

la advertencia que el órgano ju-
risdiccional hace a la persona
sentenciada en diligencia for-
mal, explicándole las consecuen-
cias del delito que cometió, ex-
hortándolo a la enmienda y pre-
viniéndole de las consecuencias
en caso de cometer otro delito.

La amonestación se hará en
privado o públicamente a juicio
del órgano jurisdiccional y
procederá en toda sentencia de
condena que cause ejecutoria.

Capítulo X
Caución de no ofender

Artículo 53. Caución de no
ofender

La caución de no ofender
consiste en la garantía que el
órgano jurisdiccional puede exi-
gir a la persona sentenciada pa-
ra que no se repita el daño cau-
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sado o que quiso causar al ofen-
dido. Si se realiza el nuevo da-
ño, la garantía se hará efectiva
en favor del Estado, en la sen-
tencia que se dicte por el nuevo
delito.

Si desde que cause ejecuto-
ria la sentencia que impuso la
caución transcurre un lapso de
tres años sin que el sentenciado
haya repetido el daño, el órgano
jurisdiccional ordenará de ofi-
cio, o a solicitud de parte, la
cancelación de la garantía.

Si el sentenciado no puede
otorgar la garantía, ésta será
substituida por vigilancia de
la autoridad durante un lapso
que no excederá de tres años.

Capítulo XI
Reparación del daño

Artículo 54. Reparación del
daño

La reparación del daño com-
prende, según la naturaleza del
delito, lo siguiente:

I. El restablecimiento de
las cosas al estado en que se en-
contraban antes de cometer el
delito;

II. La restitución de la co-
sa obtenida por el delito, in-
cluyendo sus frutos y acceso-
rios y, si no es posible, el pago
de su valor actualizado. Si se
trata de bienes fungibles, la
autoridad judicial podrá conde-
nar a la entrega de un objeto
igual al que sea materia del de-
lito;

III. La indemnización de
los daños materiales, incluyen-
do el pago de los tratamientos
curativos que, como consecuen-
cia del delito, sean necesarios
para la recuperación de la salud
psíquica y física de la víctima;

IV. La reparación del daño
moral sufrido por la víctima o
las personas con derecho a la
reparación;

V. El resarcimiento de los
perjuicios ocasionados, y

VI. El pago de salarios o
percepciones correspondientes,
cuando por lesiones se cause
incapacidad para trabajar en
oficio, arte o profesión.

Artículo 55. Reglas genera-
les para la determinación de la
reparación del daño

Para la debida reparación
del daño se estará a lo dispues-
to en las siguientes reglas:

I. La reparación del daño
será fijada por el juez según el
daño o perjuicio que sea preciso
reparar y de acuerdo con los
elementos obtenidos durante el
proceso;

II. La obligación de repa-
rar el daño es preferente al pa-
go de cualquiera otra sanción
pecuniaria u obligación contraí-
da con posterioridad a la comi-
sión del delito, salvo las refe-
rentes a alimentos y relaciones
laborales, y

III. En todo proceso penal
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el Ministerio Público estará
obligado a solicitar, si proce-
de, la condena a la reparación
de daños o perjuicios y probar
el monto correspondiente, y el
juzgador deberá resolver lo
conducente. Su incumplimiento
será sancionado con cincuenta a
quinientos días multa.

Artículo 56. Derecho a la
reparación del daño

Tienen derecho a la repara-
ción del daño:

I. La víctima y el ofendido,
o

II. A falta de la víctima o
del ofendido, sus dependientes
económicos, herederos o dere-
chohabientes, en la proporción
que señale el derecho sucesorio
y demás disposiciones aplica-
bles.

Artículo 57. Terceros obli-
gados a reparar el daño

Están obligados a reparar
el daño:

I. Los padres, tutores, cu-
radores o custodios, por los
ilícitos cometidos por los inim-
putables que estén bajo su au-
toridad;

II. Los dueños, empresas o
encargados de negociaciones o
establecimientos mercantiles de
cualquier especie, por los deli-
tos que cometan sus obreros,
jornaleros, empleados domésti-
cos y artesanos con motivo y en
desempeño de sus servicios;

III. Las sociedades o agru-
paciones por los delitos de so-
cios o gerentes o directores en
los mismos términos en que, con-
forme a las leyes, sean responsa-
bles por las demás obligaciones
que los segundos contraigan. Se
exceptúa de esta regla a la so-
ciedad conyugal, pues cada cón-
yuge responderá con sus propios
bienes, y

IV. El Estado y sus munici-
pios responderán solidariamen-
te por los delitos que cometan
sus servidores públicos con mo-
tivo del ejercicio de sus funcio-
nes, quedando a salvo el derecho
de aquél para ejercer las accio-
nes correspondientes en contra
del servidor público responsa-
ble.

Artículo 58. Supletoriedad
de la Ley Federal del Trabajo

Si se trata de delitos que
afecten la vida o la integridad
corporal, el monto de la repara-
ción del daño no podrá ser menor
del que resulte de aplicar las
disposiciones relativas de la
Ley Federal del Trabajo.

Artículo 59. Plazos para la
reparación del daño

De acuerdo con el monto de
los daños o perjuicios y de la
situación económica del senten-
ciado, el juez podrá fijar pla-
zos para su pago, que en conjun-
to no excederán de un año, pu-
diendo exigir garantía si lo
considera conveniente.

Artículo 60. Exigibilidad
de reparación del daño
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Para los efectos de hacer
efectiva la reparación del daño
se atenderán las reglas genera-
les establecidas para la pena de
multa y las disposiciones que en
esta materia establece el Códi-
go de Procedimientos Penales y
la Ley de Ejecución Penal del
Estado.

Cuando sean varios los ofen-
didos y no resulte posible sa-
tisfacer los derechos de todos,
se cubrirán proporcionalmente
los daños y perjuicios. En todo
caso, el afectado podrá optar en
cualquier momento por el ejerci-
cio de la acción civil correspon-
diente.

Si la víctima o el ofendido,
o sus derechohabientes renun-
cian o no cobran la reparación
del daño, el importe de éste se
entregará al Fondo de Atención
y Apoyo a las Víctimas del De-
lito, en los términos de la le-
gislación aplicable.

Artículo 61. Sanción econó-
mica

En los delitos cometidos
por servidores públicos, la
sanción económica consistirá en
la aplicación de hasta tres tan-
tos del lucro obtenido y de los
daños y perjuicios causados.

Capítulo XII
Supervisión de la autoridad

Artículo 62. Concepto, apli-
cación y duración

La supervisión de la auto-
ridad consiste en la observa-
ción y orientación de la conduc-

ta de la persona sentenciada,
ejercidas por personal especiali-
zado dependiente de la autori-
dad competente, con la finali-
dad exclusiva de coadyuvar a la
reinserción social de la perso-
na sentenciada.

El juez de ejecución dispon-
drá esta supervisión en los ca-
sos en que sustituya la pena de
prisión por otra sanción o con-
ceda la suspensión condicional
de la ejecución de la sentencia.
Su duración no deberá exceder de
la correspondiente a la pena o
medida de seguridad impuesta.

Capítulo XIII
Prohibición de ir a un lugar
determinado o residir en él

Artículo 63. Concepto y du-
ración

En atención a las circunstan-
cias de comisión del delito, de
la víctima, la persona ofendida
y la persona sentenciada, el
juzgador impondrá las medidas
siguientes: prohibir al senten-
ciado que vaya a un lugar deter-
minado o que resida en él, con-
ciliando la exigencia de seguri-
dad pública y tranquilidad de la
víctima u ofendido. Estas medi-
das no podrán ser mayores al
término de la pena impuesta.

En su calidad de medidas de
seguridad, la prohibición de ir
a un lugar determinado o residir
en él, podrán ser solicitadas
por el Ministerio Público du-
rante el procedimiento al juez
de control, sin que dicha medida
pueda exceder de un año.
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En el caso señalado en el
párrafo anterior, la medida de
seguridad únicamente podrá cons-
treñirse a aquellos lugares en
los que la persona inculpada ha-
ya cometido el hecho típico y
donde residan la víctima, ofendi-
do o sus familiares.

La persona que se vea afec-
tada por el quebrantamiento de
la medida de seguridad decreta-
da por el juez de control, podrá
requerir el auxilio y colabora-
ción de la fuerza pública, sin
perjuicio de que la persona in-
culpada pueda ser detenida en
flagrancia por los delitos de
desobediencia o resistencia de
particulares.

Capítulo XIV
Tratamiento de personas

inimputables o de personas
imputables disminuidas

Artículo 64. Medidas para
personas inimputables

En el caso de que la inimputa-
bilidad sea permanente, confor-
me lo dispone la parte conducen-
te de la fracción VIII del ar-
tículo 31 de este código, el ór-
gano jurisdiccional correspon-
diente dispondrá la medida de
tratamiento aplicable, ya sea
en internamiento o en libertad,
previo al procedimiento penal
respectivo. En el primer caso,
el inimputable será internado
en la institución correspondien-
te para su tratamiento durante
el tiempo necesario para su cu-
ración, sin superar el término
previsto en el artículo 35 de
este código.

Si la inimputabilidad pro-
viene de trastorno mental tran-
sitorio, no se aplicará medida
de seguridad alguna, a no ser
que el órgano jurisdiccional
correspondiente, previa deter-
minación de los peritos en la
materia, considere necesaria la
imposición de alguna medida, en
cuyo caso se aplicará la menos
gravosa y sin perjuicio de que
se reparen los daños y perjui-
cios a que haya lugar.

En los casos de personas con
desarrollo intelectual retar-
dado o trastorno mental, la me-
dida de seguridad tendrá carác-
ter terapéutico en el lugar más
adecuado para su aplicación, el
cual en ningún caso podrá ser
una institución de reclusión
preventiva, de ejecución de
sanciones penales o anexos.

Artículo 65. Entrega de per-
sonas inimputables a quienes le-
galmente corresponda hacerse
cargo de ellas

El juez de ejecución co-
rrespondiente podrá entregar a
la persona inimputable a sus fa-
miliares o a las personas que
conforme a la ley tengan la
obligación de hacerse cargo de
él, siempre que previamente se
repare el daño, se obliguen a
tomar las medidas adecuadas pa-
ra el tratamiento y supervisión
del inimputable y se garantice
el cumplimiento de las obliga-
ciones contraídas.

Esta medida podrá revocarse
cuando se deje de cumplir con
las obligaciones contraídas.
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Artículo 66. Modificación o
conclusión de la medida

El juez de ejecución co-
rrespondiente podrá resolver
sobre la modificación o conclu-
sión de la medida, considerando
las necesidades del tratamien-
to, mismas que se acreditarán
mediante revisiones periódicas
y con la frecuencia y caracterís-
ticas del caso.

Artículo 67. Tratamiento
para personas con imputabilidad
disminuida

Si la capacidad del autor
sólo se encuentra notablemente
disminuida, por desarrollo inte-
lectual retardado o por trastor-
no mental, a juicio del juzgador
se le impondrá de una cuarta
parte de la mínima hasta la mi-
tad de la máxima de las penas
aplicables para el delito cometi-
do o las medidas de seguridad
correspondientes, o bien ambas,
tomando en cuenta el grado de
inimputabilidad basado en los
dictámenes de cuando menos dos
peritos en la materia.

Artículo 68. Duración del
tratamiento

La duración del tratamiento
para una persona inimputable no
podrá exceder de la mitad del
máximo de la pena que se aplica-
ría por ese mismo delito a una
persona imputable. Concluido el
tiempo del tratamiento la perso-
na inimputable quedará en abso-
luta libertad.

Capítulo XV
Tratamiento de deshabituación

o desintoxicación

Artículo 69. Aplicación y
alcances

Cuando la persona haya sido
sentenciada por un delito cuya
comisión obedezca a la inclina-
ción o abuso de bebidas alcohóli-
cas, estupefacientes, psicotró-
picos o sustancias que produz-
can efectos similares, indepen-
dientemente de la pena que co-
rresponda por el delito cometi-
do, se le podrá aplicar tratamien-
to de deshabituación o desintoxi-
cación, el cual no podrá exceder
del término de la pena impuesta
por el delito y para lo cual de-
berá contarse, sin excepción,
con el consentimiento de la per-
sona sentenciada.

Cuando se trate de penas no
privativas o restrictivas de
libertad, el tratamiento no ex-
cederá de seis meses.

Capítulo XVI
Suspensión, disolución,
prohibición de realizar
determinadas operaciones,
remoción e intervención de

personas jurídicas

Artículo 70. Modelos y alcan-
ces en su aplicación

Las consecuencias jurídi-
cas accesorias para las perso-
nas jurídicas se aplicarán con-
forme a las siguientes reglas:

I. Suspensión. Consiste en
cesar la operación de la persona
jurídica durante un máximo de
cinco años según lo determine el
juzgador;

II. Disolución. Consiste en
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la conclusión definitiva de to-
da actividad de la persona ju-
rídica, la cual no podrá volver-
se a constituir por las mismas
personas en forma real o encubier-
ta. La conclusión de toda activi-
dad social se hará sin perjuicio
de la realización de los actos
necesarios para la disolución y
liquidación total. El juzgador
designará en el mismo acto un
liquidador que procederá a cum-
plir todas las obligaciones
contraídas hasta entonces por
la persona jurídica incluyendo
las responsabilidades deriva-
das del delito cometido, obser-
vando las disposiciones legales
sobre prelación de créditos,
conforme a la naturaleza de és-
tos y de la entidad objeto de la
liquidación;

III. Prohibición de reali-
zar determinadas operaciones.
Su duración podrá ser hasta por
diez años y se referirá, exclusi-
vamente, a las operaciones expre-
samente determinadas por el
juez, mismas que deberán tener
relación directa con el delito
cometido. Los administradores y
el comisario de la sociedad se-
rán responsables ante el juez
del cumplimiento de esta prohibi-
ción e incurrirán en las penas
que establece este código por
desobediencia a un mandato de la
autoridad;

IV. Remoción. Consiste en
la sustitución de los adminis-
tradores por uno designado por
el juzgador durante un periodo
máximo de cinco años. Para rea-
lizar la designación, el juzga-

dor podrá atender la propuesta
que formulen los socios o aso-
ciados que no hayan tenido
participación en el delito, y

V. Intervención. Consiste
en la supervisión de las funcio-
nes que realizan los órganos de
representación de la persona
jurídica y se ejercerá con las
atribuciones que la ley confie-
re al interventor hasta por el
término de cinco años.

Artículo 71. Salvaguarda de
derechos

Al imponer las consecuen-
cias jurídicas accesorias pre-
vistas en este capítulo, el juz-
gador tomará las medidas perti-
nentes para dejar a salvo los
derechos de los trabajadores y
terceros frente a la persona ju-
rídica colectiva, así como aque-
llos otros derechos que sean
exigibles frente a otras perso-
nas, derivados de actos cele-
brados con la persona jurídica
sancionada.

Estos derechos quedan a
salvo aun cuando el juzgador no
tome las medidas a que se refie-
re el párrafo anterior.

Título Quinto
Aplicación de penas y medidas

de seguridad

Capítulo I
Reglas generales

Artículo 72. Regla general
Dentro de los límites fija-

dos por la ley, los jueces y tri-
bunales impondrán las consecuen-
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cias jurídicas establecidas para
cada delito, con perspectiva de
género, considerando las cir-
cunstancias exteriores de la
ejecución y de la persona que
cometió el delito, conforme a lo
establecido en el artículo 74 de
este código:

Cuando se trate de pena al-
ternativa, en la que se contem-
ple pena de prisión, el juez de-
berá imponer la pena menos gra-
vosa para el sentenciado. Úni-
camente se impondrá la pena pri-
vativa de la libertad cuando de
forma debidamente motivada el
juez considere que ésta es in-
dispensable para los fines de
prevención especial y la reinser-
ción social de la persona senten-
ciada.

Artículo 73. Determinación
de la disminución o aumento de
la pena

En los casos en que este có-
digo contemple penas en propor-
ción a las previstas para el de-
lito doloso consumado, la punibi-
lidad aplicable será para todos
los efectos legales, la que re-
sulte de la elevación o disminu-
ción, según corresponda, de los
términos mínimo y máximo de la
pena prevista por aquél.

Cuando se prevea la disminu-
ción o el aumento de una pena con
referencia a otra, se fijará con
relación a los términos mínimo
y máximo de la punibilidad que
sirva de referencia. En estos
casos, el juzgador individuali-
zará la pena tomando como base
el nuevo marco de referencia que

resulte del aumento o disminu-
ción.

En ningún caso se podrán re-
basar los extremos previstos en
este código.

Lo previsto en el párrafo
anterior no es aplicable para la
reparación del daño ni la san-
ción económica.

Artículo 74. Criterios para
la individualización de las pe-
nas o medidas de seguridad

La autoridad judicial, al
dictar sentencia condenatoria,
determinará la pena y medida de
seguridad establecida para cada
delito y las individualizará
dentro de los límites estableci-
dos, con base en la gravedad del
injusto penal y el grado de cul-
pabilidad del agente, tomando
en consideración:

I. Las características de
la acción u omisión y los medios
empleados para realizarla;

II. La magnitud del daño
causado al bien jurídico tutelado
o del peligro al que fue expues-
to;

III. Las circunstancias de
tiempo, modo, lugar u ocasión
del hecho realizado;

IV. La forma y grado de in-
tervención del agente en la co-
misión del delito; los vínculos
de parentesco, amistad o rela-
ción entre los sujetos activo y
pasivo, así como su calidad y la
de la víctima u ofendido;
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V. La edad, el género, el
nivel educativo, las costum-
bres, condiciones sociales y
culturales del agente, así como
los motivos que lo impulsaron o
determinaron a delinquir. Cuan-
do la persona procesada pertenez-
ca a un grupo étnico o pueblo in-
dígena, se tomarán en cuenta,
además, sus usos y costumbres;

VI. Las condiciones fisioló-
gicas y psíquicas específicas
en que se encontraba el sujeto
activo en el momento de la co-
misión del delito;

VII. Las circunstancias de
los sujetos activo y pasivo, an-
tes y durante la comisión del
delito, que resulten relevantes
para individualizar la conse-
cuencia jurídica, así como el
comportamiento posterior de la
persona sentenciada con rela-
ción al delito cometido, y

VIII. Las demás circunstan-
cias especiales del sujeto acti-
vo que sean relevantes para de-
terminar la posibilidad que tu-
vo de haber ajustado su conducta
a las exigencias de la norma.

Para la adecuada aplicación
de las penas y medidas de segu-
ridad, la autoridad judicial
deberá tomar conocimiento direc-
to del sujeto activo, de la víc-
tima y de las circunstancias del
hecho y, en su caso, podrá tomar
en consideración los dictámenes
periciales y otros medios de
prueba para los fines señalados
en el presente artículo.

Si existen antecedentes de
violencia de género entre la
persona acusada y la víctima, la
autoridad judicial deberá consi-
derar la condición y posición de
género para individualizar las
sanciones aplicables.

La autoridad judicial consi-
derará, además, la condición de
mujeres con hijos menores de
veintitrés años que acrediten
que están realizando estudios
en instituciones legalmente au-
torizadas y que demuestren que
se dedican a una actividad líci-
ta; madres solteras, indígenas
monolingües; trabajadoras o jor-
naleros, asalariados o no, que
tengan dependientes económicos
y cuya remuneración no sea su-
perior al salario mínimo gene-
ral de la zona.

Artículo 75. Ausencia de
conocimientos especiales

No es atribuible a la perso-
na acusada el aumento en la gra-
vedad del delito generado por
circunstancias particulares de
la persona ofendida si las igno-
raba al cometer el delito.

Artículo 76. Comunicabili-
dad de las circunstancias

El aumento o disminución de
la pena, fundados en las relacio-
nes personales o en las circuns-
tancias subjetivas del autor de
un delito, no son aplicables a
los demás sujetos que intervinie-
ron en aquél. Son aplicables las
que se fundamenten en circunstan-
cias objetivas, siempre que los
demás sujetos tengan conoci-
miento de ellas.
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Artículo 77. Pena innecesa-
ria

La autoridad judicial, de
oficio o a petición de parte,
podrá prescindir de la imposi-
ción de la pena privativa o res-
trictiva de la libertad o sus-
tituirla por una menos grave o
por una medida de seguridad,
cuando la imposición de alguna
de aquéllas resulte innecesaria
e irracional, porque el sujeto
activo:

I. Con motivo del delito ha-
ya sufrido consecuencias graves
en su persona;

II. Presente senilidad avan-
zada, o

III. Padezca enfermedad gra-
ve e incurable, avanzada o pre-
cario estado de salud. En estos
casos, el juez tomará en cuenta
el resultado de los dictámenes
médicos y asentará con preci-
sión, en la sentencia, las ra-
zones de su determinación.

Se exceptúa la reparación
del daño y la sanción económica.

Capítulo II
Punibilidad de los delitos

culposos

Artículo 78. Punibilidad
del delito culposo

En los casos de delitos
culposos se impondrá al sujeto
activo del delito hasta la mitad
del máximo de las sanciones apli-
cables al delito doloso corres-
pondiente, con excepción de aque-
llos para los cuales la ley se-

ñale una pena específica. Además
se podrá imponer, en su caso, la
suspensión de derechos para
ejercer profesión, oficio, au-
torización, licencia o permiso.

Esta suspensión de derechos
no podrá exceder del tiempo fi-
jado en la pena de prisión, sal-
vo que este código disponga otra
cosa.

Siempre que al delito dolo-
so corresponda sanción alterna-
tiva que incluya una pena no
privativa de libertad, aprove-
chará esta situación al responsa-
ble del delito culposo.

Cuando el delito se cometa
en la conducción de vehículo de
motor en virtud de la prestación
del servicio de transporte públi-
co de pasajeros, de personal, de
escolares o de turismo y se cau-
se homicidio, las sanciones po-
drán ser hasta las tres cuartas
partes del máximo de las corres-
pondientes a las del delito do-
loso. Se tomará en considera-
ción lo establecido por el ar-
tículo 149 de este código.

Artículo 79. Incriminación ce-
rrada para la punibilidad de los
delitos culposos o sistema de
números clausus

Sólo se sancionarán como
delitos culposos los siguien-
tes: homicidio, contemplado en
el artículo 130; lesiones, con-
templado en artículo 139; abor-
to, a que se refiere la primera
parte del artículo 156; lesio-
nes por contagio, contemplado
en el artículo 170; daños, a que
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se refiere el artículo 247;
ejercicio indebido del servicio
público, a que se refieren las
fracciones III y IV del artículo
269 en las siguientes hipóte-
sis: destruir, alterar o inutili-
zar información o documentación
bajo su custodia o a la cual ten-
ga acceso; propicie daños, pérdi-
da o sustracción de objetos;
evasión de presos, a que se re-
fieren los artículos 310, 311,
312 fracción II y 313 segundo
párrafo; suministro de medici-
nas nocivas o inapropiadas,
contemplados en los artículos
333 y 334; ataques a las vías y
a los medios de comunicación,
contemplados en los artículos
335, 336 y 337; delitos contra
el ambiente, contemplados en
los artículos 351, 353 y 354, y
los demás casos contemplados
específicamente en el presente
código y otras disposiciones
legales.

Artículo 80. Clasificación
de la gravedad de la culpa e
individualización de la sanción
para el delito culposo

La calificación de la gra-
vedad de la culpa queda al
arbitrio del juez, quien deberá
considerar las circunstancias
generales señaladas en el artícu-
lo 74 de este código y las es-
peciales siguientes:

I. La mayor o menor posibili-
dad de prever y evitar el daño
causado;

II. El deber de cuidado de
la persona sentenciada que le es
exigible por las circunstancias

y condiciones personales que la
actividad o el oficio que desem-
peñe le impongan;

III. El tiempo del que dis-
puso para desplegar la acción
cuidadosa necesaria de cara a no
producir o evitar el daño cau-
sado, y

IV. El estado del equipo,
vías y demás condiciones de fun-
cionamiento mecánico, tratándo-
se de infracciones cometidas en
los servicios de transporte y,
en general, por conductores de
vehículos.

Capítulo III
Punibilidad de la tentativa

Artículo 81. Punibilidad de
la tentativa

A quien resulte responsable
de la comisión de un delito co-
metido en grado de tentativa se
le aplicarán hasta las dos ter-
ceras partes de la pena correspon-
diente al delito doloso consu-
mado que el sujeto activo quiso
realizar.

En la aplicación de las con-
secuencias jurídicas señaladas
en este artículo, la autoridad
judicial tomará en considera-
ción, además de lo previsto en
el artículo 74 de este código,
el mayor o menor grado de apro-
ximación a la consumación del
delito y la magnitud del peligro
al que fue expuesto el bien ju-
rídico.

Capítulo IV
Punibilidad en los casos de
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concurso de delitos y delito
continuado

Artículo 82. Aplicación de
consecuencias jurídicas para
los casos de concurso de delitos

La aplicación de consecuen-
cias jurídicas para los casos de
concurso de delitos y delito
continuado son:

I. Punibilidad del concurso
ideal. En caso de concurso ideal,
se impondrán las sanciones co-
rrespondientes al delito que
merezca la mayor penalidad, las
cuales podrán aumentarse sin
rebasar la mitad del máximo de
la duración de las penas corres-
pondientes de los delitos res-
tantes, siempre que las sancio-
nes aplicables sean de la misma
naturaleza; cuando sean de di-
versa naturaleza, podrán impo-
nerse las consecuencias jurídi-
cas señaladas para los restan-
tes delitos. En ningún caso, las
sanciones aplicables podrán
exceder de los máximos señala-
dos en este código, y

II. Punibilidad del concur-
so real. En caso de concurso
real se impondrá la sanción del
delito más grave, la cual podrá
aumentarse con las penas que la
ley contempla para cada uno de
los delitos restantes, sin que
exceda de los máximos señalados
en este código.

Artículo 83. Punibilidad del
delito continuado

En caso de delito continua-
do, se aumentará la sanción has-
ta una mitad de la correspondien-

te al máximo del delito cometi-
do.

Capítulo V
Punibilidad para la

complicidad, auxilio en
cumplimiento de

promesa anterior y autoría
indeterminada

Artículo 84. Punibilidad de
la complicidad y del encubri-
miento

Para los casos señalados en
las fracciones V y VI del ar-
tículo 26 de este código, se im-
pondrán hasta las tres cuartas
partes de la pena o medida de se-
guridad señalada para el delito
cometido.

Artículo 85. Punibilidad de
la autoría indeterminada

Para el caso previsto en el
artículo 28 de este código, se
impondrán hasta las tres cuar-
tas partes de la pena o medida
de seguridad señaladas para el
delito cometido.

Capítulo VI
Punibilidad para los casos de

error vencible y exceso
en las causas de
justificación

Artículo 86. Error de tipo
vencible y error de prohibición
vencible

En caso de que el error a que
se refiere el inciso a) fracción
VIII del artículo 31 de este có-
digo sea de carácter vencible,
se impondrá la pena o medida de
seguridad señalada para el de-
lito culposo, siempre que el
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tipo penal acepte dicha forma de
realización.

Si el error vencible es el
previsto en el inciso b) de la
misma fracción, se impondrá
hasta una tercera parte de la
pena o medida de seguridad seña-
lada para el delito correspon-
diente.

Artículo 87. Exceso en las
causas de justificación

A quien incurra en exceso en
los casos previstos en las frac-
ciones IV, V y VI del artículo
31 de este código, se le impon-
drá la cuarta parte de la pena
o medida de seguridad correspon-
diente al delito de que se
trate, siempre que con relación
al exceso no se actualice otra
causa de exclusión del delito.

Capítulo VII
Sustitución de penas

Artículo 88. Sustitución de
la prisión

La autoridad judicial, con-
siderando lo dispuesto en el ar-
tículo 74 de este código, podrá
sustituir la pena de prisión en
los términos siguientes:

I. Por multa, trabajo a fa-
vor de la víctima o de la comuni-
dad o tratamiento en libertad
cuando no exceda de cuatro años,
y

II. Por tratamiento en semi-
libertad cuando no exceda de
cinco años.

La equivalencia de la multa

sustitutiva de la pena de pri-
sión será en razón de un día mul-
ta por un día de prisión y de
acuerdo con las posibilidades
económicas de la persona senten-
ciada.

Artículo 89. Sustitución de
la multa

La multa podrá ser sustitui-
da por trabajo a favor de la
víctima o de la comunidad.

Tratándose de mujeres con
hijos menores de edad, madres
solteras, mujeres mayores de
sesenta y cinco años de edad;
personas con alguna discapaci-
dad; jóvenes menores de veinti-
trés años que acrediten que
están realizando estudios en
instituciones legalmente auto-
rizadas y que demuestren que se
dedican a una actividad lícita;
indígenas monolingües; traba-
jadores o jornaleros, asalaria-
dos o no, que tengan dependien-
tes económicos y cuya remunera-
ción no sea superior al salario
mínimo general de la zona, y que
compruebe tener un  modo honesto
de vivir, cada jornada de tra-
bajo saldará dos días de multa.

Artículo 90. Reglas para la
sustitución de penas

La sustitución de penas se
llevará a cabo conforme a las
siguientes reglas:

I. La sustitución de la pena
privativa de libertad procederá
cuando se haya cubierto la re-
paración del daño, pudiendo la
autoridad judicial fijar plazos
para ello de acuerdo a la situa-
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ción económica de la persona
sentenciada, sin que dicho pla-
zo pueda ser superior a seis me-
ses, o

II. La sustitución de la
pena de prisión no podrá apli-
carse cuando se trate de una
persona a la que anteriormente
se le haya condenado en senten-
cia ejecutoriada por delito do-
loso perseguible de oficio; o
cuando el delito se haya cometi-
do en agravio de una persona me-
nor de dieciocho años de edad o
de quien no tenga capacidad para
comprender el significado del
hecho.

Artículo 91. Revocación de
la sustitución de la pena

La autoridad judicial podrá
dejar sin efecto la sustitución
y ordenar que se ejecute la pena
de prisión impuesta en los si-
guientes casos:

I. Cuando la persona senten-
ciada no cumpla con las condicio-
nes que le fueran señaladas para
tal efecto, salvo que el juzga-
dor estime conveniente aperci-
birlo de que si incurre en una
nueva falta, se hará efectiva la
sanción sustituida. En estos
casos se fijará garantía para
asegurar el cumplimiento de sus
obligaciones con motivo del
sustitutivo concedido, o

II. Cuando a la persona sen-
tenciada se le condene en otro
proceso por la comisión de un
delito doloso.

En caso de hacerse efectiva

la pena de prisión sustituida,
se tomará en cuenta el tiempo
durante el cual la persona sen-
tenciada haya cumplido la pena
sustitutiva.

Artículo 92. Obligación del
fiador en la sustitución

En caso de haberse designa-
do un fiador para el cumplimien-
to de los deberes inherentes a
la sustitución de las penas, la
obligación de éste concluirá al
extinguirse la pena impuesta.

Cuando el fiador tenga moti-
vos para no continuar en su
desempeño, los expondrá al juez
a fin de que éste prevenga a la
persona sentenciada para que
presente nuevo fiador dentro
del plazo fijado por el juez,
apercibido de que de no hacerlo
se le hará efectiva la pena.

En caso de muerte o insolven-
cia del fiador, el sentenciado
deberá poner el hecho en conoci-
miento del juez para los efectos
señalados en el párrafo ante-
rior.

Capítulo VIII
Suspensión condicional de la

ejecución de la pena

Artículo 93. Requisitos para
la procedencia de la suspensión

La autoridad judicial, al
dictar sentencia condenatoria,
suspenderá motivadamente la eje-
cución de las penas, de oficio
o a petición de parte, siempre
que concurran los siguientes
requisitos:
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I. Que la duración de la pe-
na impuesta no exceda de cinco
años de prisión;

II. Que en atención al deli-
to cometido no haya necesidad de
sustituir las penas en función
del fin para el que fueron im-
puestas;

III. Que la persona senten-
ciada cuente con antecedentes
personales positivos y modo ho-
nesto de vivir, y

IV. Que no se trate de un de-
lito cometido en contra de una
persona menor de dieciocho años
de edad o que no tenga capacidad
para comprender el significado
del hecho.

Artículo 94. Requisitos para
obtener la suspensión condicio-
nal de la ejecución de la pena

Para obtener el beneficio a
que se refiera el artículo an-
terior, la persona sentenciada
deberá:

I. Otorgar la garantía o su-
jetarse a las medidas que se fi-
jen para asegurar su compare-
cencia ante la autoridad cada
vez que sea requerida por ésta;

II. Obligarse a residir en
un lugar previamente determina-
do del cual no podrá ausentarse
sin permiso de la autoridad que
ejerza el cuidado o supervi-
sión;

III. Desempeñar una ocupa-
ción lícita;

IV. Abstenerse de causar
molestias al ofendido o a sus
familiares, y

V. Acreditar que se ha cu-
bierto la reparación del daño,
pudiendo la autoridad judicial
fijar plazos para ello, de
acuerdo a la situación económi-
ca de la persona sentenciada.

Artículo 95. Efectos y dura-
ción de la suspensión

La suspensión comprenderá
la pena de prisión y la multa.
En cuanto a las demás sanciones
impuestas, la autoridad judi-
cial resolverá según las circuns-
tancias del caso, teniendo la
suspensión una duración igual a
la de la pena suspendida.

Una vez transcurrida ésta,
se considerará extinguida la
pena impuesta, siempre que du-
rante ese término la persona
sentenciada no dé lugar a un
nuevo proceso que concluya con
sentencia condenatoria, en cuyo
caso el juzgador, considerando
la gravedad del delito, resolve-
rá si debe aplicarse o no la pena
suspendida.

Los hechos que originan el
nuevo proceso interrumpen el
plazo de la suspensión, tanto si
se trata de delito doloso como
culposo, hasta que se dicte sen-
tencia ejecutoria. Si la perso-
na sentenciada falta al cumpli-
miento de las obligaciones con-
traídas, la autoridad judicial
podrá hacer efectiva la pena
suspendida o apercibirla de que
si vuelve a infringir alguna de
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las condiciones fijadas se hará
efectiva la misma.

Capítulo IX
Reglas generales para la

sustitución y suspensión de
las consecuencias jurídicas

del delito

Artículo 96. Promoción de
la suspensión

La persona sentenciada que
considere que al dictarse la
sentencia, en la que no hubo
pronunciamiento sobre la sustitu-
ción o suspensión de la pena,
reunía las condiciones fijadas
para su obtención y que está en
aptitud de cumplir con los re-
quisitos para su otorgamiento,
podrá promover el incidente res-
pectivo ante la autoridad judi-
cial.

Artículo 97. Jurisdicción y
supervisión

La autoridad judicial con-
servará jurisdicción para cono-
cer las cuestiones relativas al
cumplimiento, revocación y modi-
ficación de la sustitución o
suspensión de sanciones y su-
pervisará su cumplimiento.

Título Sexto
Extinción de la pretensión
punitiva y de la potestad de

ejecutar
las penas y medidas de

seguridad

Capítulo I
Reglas generales

Artículo 98. Causas de ex-
tinción

La pretensión punitiva, y
la potestad para ejecutar las
penas y medidas de seguridad, se
extinguen por las siguientes
causas:

I. Cumplimiento de la pena
o medida de seguridad;

II. Muerte de la persona in-
culpada o sentenciada;

III. Reconocimiento de la
inocencia de la persona senten-
ciada o anulación de la senten-
cia;

IV. Perdón de la persona
ofendida en los delitos de que-
rella o por cualquier otro acto
equivalente;

V. Rehabilitación;

VI. Conclusión del trata-
miento de personas inimputables;

VII. Indulto;

VIII. Amnistía;

IX. Prescripción;

X. Supresión del tipo pe-
nal;

XI. Existencia de una senten-
cia anterior dictada en proceso
instaurado por los mismos he-
chos, o

XII. Cumplimiento de crite-
rio de oportunidad, acuerdo re-
paratorio, o de las condiciones
decretadas en la suspensión
condicional del proceso.
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Artículo 99. Procedencia de
la extinción

La extinción punitiva se
resolverá de oficio o a solici-
tud de parte.

Artículo 100. Alcances de
la extinción

La extinción que se produz-
ca en los términos del artículo
98 no abarca el decomiso de ins-
trumentos, objetos y productos
del delito ni afecta a la repa-
ración de daños y perjuicios,
salvo disposición legal expresa
o cuando la potestad para ejecu-
tar dicha sanción pecuniaria se
extinga por alguna causa.

Capítulo II
Cumplimiento de la pena o

medida de seguridad

Artículo 101. Efectos del
cumplimiento

La potestad para ejecutar
la pena o medida de seguridad
impuesta, se extingue por cumpli-
miento de las mismas o de las pe-
nas por las que se hayan sustitui-
do o conmutado. Asimismo, la
sanción suspendida se extingui-
rá por el cumplimiento de los
requisitos establecidos para el
otorgamiento de la suspensión,
en los términos y dentro de los
plazos legalmente aplicables.

Capítulo III
Muerte de la persona

inculpada o sentenciada

Artículo 102. Extinción por
muerte

La muerte de la persona in-
culpada extingue la pretensión

punitiva; la de la persona sen-
tenciada extingue a su vez las
penas o medidas de seguridad im-
puestas, a excepción del decomi-
so y la reparación del daño.

Capítulo IV
Reconocimiento de inocencia o
anulación de la sentencia

Artículo 103. Pérdida del
efecto de la sentencia por reco-
nocimiento de inocencia del
sentenciado o anulación de la
sentencia ejecutoria

Cualquiera que sea la conse-
cuencia jurídica impuesta en
sentencia que cause ejecutoria,
procederá la anulación de ésta,
cuando se pruebe que la persona
sentenciada es inocente del de-
lito por el que se le juzgó.

El reconocimiento de inocen-
cia o anulación de la sentencia
ejecutoria produce la extinción
de cualquier consecuencia jurí-
dica del delito, incluida la
reparación del daño.

El Gobierno del Estado cubri-
rá el daño a quien, habiendo si-
do condenado, haya obtenido el
reconocimiento de su inocencia.

Capítulo V
Perdón de la persona ofendida

en delitos de querella

Artículo 104. Perdón de la
persona ofendida

El perdón de la persona ofen-
dida o de la legitimada para
otorgarlo, extingue la preten-
sión punitiva respecto de los
delitos que se persiguen por
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querella, siempre que se conce-
da ante el Ministerio Público,
o ante el órgano jurisdiccional
antes de que cause ejecutoria la
sentencia. En caso de que la
sentencia haya causado ejecuto-
ria, la persona ofendida podrá
acudir ante la autoridad judi-
cial a otorgar el perdón. Ésta
procederá de inmediato a decre-
tar la extinción de la potestad
de ejecutar las penas y medidas
de seguridad.

El perdón sólo beneficia a
la persona imputada en cuyo fa-
vor se otorga. Cuando sean va-
rias las personas ofendidas y
cada una pueda ejercer separa-
damente la facultad de perdonar
a la persona responsable del de-
lito, el perdón sólo surtirá
efectos por lo que hace a quien
lo otorga.

Capítulo VI
Rehabilitación

Artículo 105. Objeto de la
rehabilitación

La rehabilitación tiene por
objeto reintegrar a la persona
sentenciada en el goce de los
derechos, funciones o empleo de
cuyo ejercicio se le haya suspen-
dido o inhabilitado en virtud de
sentencia firme.

La persona sentenciada que
considere tener derecho a la re-
habilitación, podrá promover el
incidente respectivo ante la
autoridad judicial.

Capítulo VII
Conclusión de tratamiento de

personas inimputables

Artículo 106. Extinción de
las medidas de tratamiento
La potestad para la ejecución de
las medidas de tratamiento a
personas inimputables se consi-
derará extinguida si se acredi-
ta que la persona ya no necesita
tratamiento. Si la persona inim-
putable se encontrara prófuga y
posteriormente sea detenida, la
potestad para la ejecución de
dicha medida se considerará
extinguida, siempre que se acre-
dite que las condiciones perso-
nales del sujeto que dieron ori-
gen a su imposición, ya han ce-
sado.

Capítulo VIII
Indulto

Artículo 107. Efectos y
procedencia del indulto

El indulto extingue la po-
testad de ejecutar las penas y
las medidas de seguridad impues-
tas en sentencia ejecutoria,
salvo el decomiso de instrumen-
tos, objetos y productos relacio-
nados con el delito, así como la
reparación del daño.

El titular del Ejecutivo
podrá otorgar el indulto respec-
to al fallo ejecutoriado, to-
mando siempre en consideración
el grado de reinserción social
de la persona sentenciada, el
hecho de que su liberación no
represente un peligro para la
tranquilidad y la seguridad pú-
blica.

No podrá otorgarse el indul-
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to a los sentenciados por los
delitos de violación, homicidio
doloso, secuestro, tráfico de
menores y de los que no tengan
capacidad para comprender el
significado del hecho, corrup-
ción de personas menores de
edad, pornografía infantil, trata
de personas, lenocinio con perso-
nas menores de edad y de aque-
llos delitos que atenten contra
el libre desarrollo de la perso-
nalidad.

Capítulo IX
Amnistía

Artículo 108. Efectos y pro-
cedencia de la amnistía

La amnistía solamente puede
ser concedida por el Poder Le-
gislativo en caso de delitos po-
líticos previstos en este códi-
go y los que sean consecuencia
necesaria de éstos, cuando a su
juicio lo exija la conveniencia
pública.

La amnistía extingue la
pretensión punitiva o la potes-
tad de ejecutar las penas y me-
didas de seguridad impuestas,
excepto la reparación del daño,
en los términos de la Ley que se
dictare concediéndola; pero si
no lo expresare, se entenderá
que la pretensión punitiva o la
potestad de ejecutar las penas
y medidas de seguridad impues-
tas se extinguen con todos sus
efectos en relación con todos
los responsables del delito o de
los delitos a que la propia re-
solución se refiera.

Capítulo X
Prescripción

Artículo 109. Efectos y ca-
racterísticas de la prescrip-
ción

La prescripción es personal
y extingue la pretensión puniti-
va y la potestad de ejecutar las
penas y las medidas de seguri-
dad, siendo suficiente para
ello el transcurso del tiempo
señalado por la ley.

Artículo 110. Promoción de
la prescripción

La prescripción se resolve-
rá de oficio o a petición de par-
te.

Artículo 111. Plazos
Los plazos para la prescrip-

ción de la pretensión punitiva
serán continuos; en ellos se
considerará el delito con sus
modalidades y se contarán a par-
tir de:

I. El momento en que se con-
sumó el delito, si es instantá-
neo;

II. El momento en que cesó
la consumación, si el delito es
permanente;

III. El día en que se rea-
lizó la última conducta, si el
delito es continuado;

IV. El momento en que se
realizó el último acto de ejecu-
ción o se omitió la conducta de-
bida, si se trata de una tentati-
va, y

V. El día en que el juez o
tribunal haya librado orden de
aprehensión, reaprehensión o
comparecencia, respecto de la
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persona que se sustraiga a la
acción de la justicia.

Artículo 112. Duplicación
de plazos

Los plazos para que opere la
prescripción se duplicarán res-
pecto de quienes se encuentren
fuera del territorio del Esta-
do, sin que por esa circunstan-
cia no sea posible concluir la
investigación, el proceso o la
ejecución de la sentencia.

Artículo 113. Plazos para
la prescripción de la potestad
para ejecutar penas y medidas de
seguridad

Los plazos para la prescrip-
ción de la potestad de ejecutar
penas y medidas de seguridad se-
rán continuos y correrán desde
el día siguiente a aquél en que
el sentenciado se sustraiga de
la acción de la justicia, siem-
pre que las penas o medidas de
seguridad fueran privativas o
restrictivas de libertad. En
caso contrario, desde la fecha
en que cause ejecutoria la sen-
tencia.

Artículo 114. Prescripción
de la potestad punitiva en los
casos de delitos de querella

Salvo disposición en con-
trario, la pretensión punitiva
que surja de un delito que sólo
puede perseguirse por querella
del ofendido o algún acto equiva-
lente, prescribirá en un año,
contado a partir del día en el
que quienes pueden formular la
querella o el acto equivalente,
tengan conocimiento del hecho
ilícito y del probable sujeto

activo, y en tres años fuera de
esta circunstancia.

Una vez cumplido el requisi-
to de procedibilidad dentro del
plazo antes mencionado, la pres-
cripción seguirá corriendo se-
gún las reglas previstas para
los delitos perseguibles de
oficio.

Artículo 115. Prescripción
de la pretensión punitiva según
el tipo de pena

La pretensión punitiva res-
pecto de delitos que se persigan
de oficio prescribirá:

I. En un plazo igual al tér-
mino medio aritmético de la pena
privativa de la libertad, in-
cluidas las modalidades del de-
lito cometido, pero en ningún
caso será menor de tres años.
Esta regla se aplicará cuando la
pena privativa de la libertad
esté señalada en forma conjunta
o alterna con otra diversa, o

II. En un año, si el delito
se sanciona con pena no privati-
va de la libertad.

Artículo 116. Prescripción
de la pretensión punitiva en
caso de concurso de delitos

En caso de concurso de de-
litos se estará a la prescrip-
ción del delito que merezca pena
mayor.

Artículo 117. Necesidad de
resolución o declaración previa

Cuando para ejercer o con-
tinuar la pretensión punitiva
sea necesaria una resolución
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previa de autoridad jurisdiccio-
nal, la prescripción comenzará
a correr desde que se dicte la
sentencia irrevocable.

Si para deducir la preten-
sión punitiva la ley exigiera
previa declaración o resolución
de alguna autoridad, las gestio-
nes que con ese fin se practi-
quen, dentro de los términos
señalados en el artículo 115 de
este código interrumpirán la
prescripción.

Artículo 118. Interrupción
de la prescripción de la preten-
sión punitiva

La prescripción de la preten-
sión punitiva se interrumpirá
por las actuaciones que se prac-
tiquen en investigación del de-
lito y de la persona inculpada,
aunque por ignorarse quién sea
éste, no se practiquen las dili-
gencias contra persona determi-
nada.

La prescripción de la preten-
sión punitiva se interrumpirá
también por el requerimiento de
auxilio en la investigación del
delito o de la persona inculpa-
da, por las diligencias que se
practiquen para obtener la ex-
tradición internacional y por
el requerimiento de entrega del
sujeto activo que formalmente
haga el Ministerio Público al de
otra entidad federativa donde
aquél se refugie, se localice o
se encuentre detenido por el
mismo delito o por otro. En el
primer caso también se interrum-
pirá con las actuaciones que
practique la autoridad requeri-

da, y en el segundo, subsistirá
la interrupción hasta en tanto
ésta niegue la entrega o desapa-
rezca la situación legal del
detenido que dé motivo al apla-
zamiento de su entrega.

Si se deja de actuar, la
prescripción empezará a correr
de nuevo desde el día siguiente
al de la última diligencia.

Artículo 119. Excepción a
la interrupción

No operará la interrupción
de la prescripción de la preten-
sión punitiva, cuando las actua-
ciones se practiquen después de
que haya transcurrido la mitad
del lapso necesario para la
prescripción, contados a partir
de los momentos a que se refie-
ren las fracciones I a IV del ar-
tículo 111 de este código.

Artículo 120. Lapso de pres-
cripción de la potestad de eje-
cutar las penas

Salvo disposición legal en
contrario, la potestad para
ejecutar la pena privativa de
libertad o medida de seguridad,
prescribirá en un tiempo igual
al fijado en la condena, pero no
podrá ser inferior a tres años.

La potestad para ejecutar
la pena de multa prescribirá en
un año. Para las demás sanciones
prescribirá en un plazo igual al
que deberían durar éstas, sin
que pueda ser inferior a dos
años.

En los casos no previstos
por la ley, la potestad para
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ejecutar las penas prescribirá
en dos años y la de la reparación
del daño en un tiempo igual al
de la pena privativa de libertad
impuesta.

Los plazos serán contados a
partir de la fecha en que cause
ejecutoria la resolución.

Artículo 121. Prescripción
y extinción de la condena

Cuando el sentenciado haya
extinguido ya una parte de su
sanción, se necesitará para la
prescripción tanto tiempo como
el que falte de la condena.

Artículo 122. Interrupción
de la prescripción de la potes-
tad para ejecutar la pena o me-
dida de seguridad

La prescripción de la po-
testad para ejecutar la pena o
medida privativa de la liber-
tad, sólo se interrumpe con la
aprehensión de la persona sen-
tenciada, aunque se ejecute por
un delito diverso o por la soli-
citud formal de entrega que el
Ministerio Público haga al de
otra entidad federativa, donde
se encuentre detenido, en cuyo
caso subsistirá la interrupción
hasta en tanto la autoridad
requerida niegue dicha entrega
o desaparezca la situación le-
gal del detenido que motive
aplazar su cumplimiento.

La prescripción de la po-
testad de ejecutar las demás
sanciones se interrumpirá por
cualquier acto de autoridad
competente para hacerlas efecti-
vas. También se interrumpirá la

prescripción de las penas pecu-
niarias, por las promociones
que el ofendido o persona a cuyo
favor se haya decretado dicha
reparación, haga ante la autori-
dad correspondiente y por las
actuaciones que esa autoridad
realice para ejecutarlas, así
como por el inicio de juicio
ejecutivo ante autoridad civil
usando como título la sentencia
condenatoria correspondiente.

Artículo 123. Autoridad com-
petente para resolver la extin-
ción

La extinción de la preten-
sión punitiva será resuelta por
el titular del Ministerio Públi-
co durante la investigación, o
por el órgano jurisdiccional
durante el proceso, según sea el
caso.

La declaración de extinción
de la potestad de ejecutar las
penas y medidas de seguridad co-
rresponde al órgano jurisdiccio-
nal.

Artículo 124. Facultad ju-
risdiccional en la ejecución

Si durante la ejecución de
las penas o medidas de seguridad
se advierte que se había extingui-
do la pretensión punitiva o la
potestad de ejecutarlas, tales
circunstancias se plantearán
por la vía incidental ante el
órgano jurisdiccional que haya
conocido del asunto y éste re-
solverá lo procedente.

Capítulo XI
Supresión del tipo penal
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Artículo 125. Supresión del
tipo penal

Cuando la ley suprima un ti-
po penal se extinguirá la potes-
tad punitiva respectiva o la de
ejecutar las penas o medidas de
seguridad impuestas, se pondrá
en absoluta e inmediata liber-
tad a la persona inculpada o
sentenciada y cesarán todos los
efectos del procedimiento penal
o de la sentencia.

Capítulo XII
Existencia de una sentencia
anterior dictada en proceso

seguido
por los mismos hechos

Artículo 126. Non bis in
ídem

Nadie puede ser juzgado dos
veces por los mismos hechos, ya
sea que en el juicio se le ab-
suelva o se le condene.

Cuando existan en contra de
la misma persona y por la misma
conducta:

I. Dos procedimientos dis-
tintos, se archivará o sobre-
seerá de oficio el que se haya
iniciado en segundo término;

II. Una sentencia y un pro-
cedimiento distinto, se archi-
vará o sobreseerá de oficio el
procedimiento distinto, o

III. Dos sentencias, dicta-
das en procesos distintos, se
hará la declaratoria de nulidad
de la sentencia que corresponda
al proceso que se inició en se-
gundo término y se extinguirán

sus efectos.

Capítulo XIII
Cumplimiento del criterio de

oportunidad, acuerdo
reparatorio o de

las condiciones decretadas en
la suspensión condicional del

proceso

Artículo 127. Extinción de
la potestad para el ejercicio de
la acción penal

La potestad para ejercer la
acción penal se extingue en ca-
sos de cumplimiento de criterio
de oportunidad, acuerdo reparato-
rio o de las condiciones decre-
tadas en la suspensión condicio-
nal del proceso, en las formas
previstas en el Código Nacional
de Procedimientos Penales.

Artículo 128. Resolución de
la extinción de la acción penal

La extinción de la acción
penal será resuelta por el Mi-
nisterio Público durante la in-
vestigación o por el órgano ju-
risdiccional en cualquier otra
etapa del procedimiento.

La declaración de extinción
de la potestad de ejecutar las
penas y medidas de seguridad,
corresponde a la autoridad judi-
cial.

Artículo 129. Libertad abso-
luta en la etapa de ejecución

Si durante la ejecución de
las penas o medidas de seguri-
dad, se advierte que se extin-
guió la acción penal o la po-
testad ejecutiva, sin que esta
circunstancia se haya hecho va-
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ler en la investigación o duran-
te el proceso, el juez de ejecu-
ción ordenará la libertad abso-
luta del sentenciado.

Libro Segundo

Parte especial

Título Primero
Delitos contra la vida y la

integridad corporal

Capítulo I
Homicidio

Artículo 130. Homicidio sim-
ple

A quien prive de la vida a
otra persona, se le impondrán de
ocho a veinte años de prisión.

Artículo 131. Homicidio en
razón de parentesco o relación

A quien con conocimiento de
la relación que le une con el su-
jeto pasivo, prive de la vida a
su ascendiente o descendiente
consanguíneo en línea recta,
hermano, adoptante o adoptado,
cónyuge, concubina o concubina-
rio, se le impondrán de veinte
a cincuenta años de prisión y
suspensión de los derechos que
tenga con respecto a la víctima,
incluidos los de carácter suce-
sorio, hasta por el mismo tér-
mino de la pena impuesta.

Si en la comisión de este
delito concurre alguna circuns-
tancia agravante de las previs-
tas en el artículo 147 de este
código, se impondrán las penas
del homicidio calificado.

Artículo 132. Homicidio
calificado

A quien cometa el delito de
homicidio calificado se le im-
pondrán de veinte a cincuenta
años de prisión.

Artículo 133. Homicidio a
petición de la víctima

A quien prive de la vida a
otra persona, por petición ex-
presa, libre, reiterada, seria
e inequívoca de la víctima,
siempre que medien razones huma-
nitarias y el sujeto pasivo pa-
dezca de una enfermedad incura-
ble en fase terminal, se le im-
pondrán de dos a seis años de
prisión.

Artículo 134. Homicidio en
riña

A quien prive de la vida a
otra persona en riña se le im-
pondrá hasta la mitad de las pe-
nas señaladas para el delito
simple si se trata del provoca-
dor y hasta la tercera parte en
el caso del provocado.

La riña es la contienda de
obra entre dos o más personas
con el propósito de causarse da-
ño recíprocamente.

No se configurará homicidio
en riña cuando existan antece-
dentes de violencia familiar o
de género entre quien provoca y
quien es provocada o provocado.

Artículo 135. Feminicidio
Comete el delito de feminici-

dio quien, por razones de géne-
ro, prive de la vida a una mujer.
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Existen razones de género cuan-
do ocurra cualquiera de los su-
puestos siguientes:

I. La víctima presente seña-
les de violencia sexual de cual-
quier tipo;

II. A la víctima se le hayan
ocasionado lesiones o mutilacio-
nes denigrantes o degradantes,
previas o posteriores a la pri-
vación de la vida, así como ac-
tos de necrofilia;

III. Existan antecedentes o
datos de cualquier tipo de vio-
lencia, cometido en el ámbito
familiar, laboral o escolar,
cometido por el sujeto activo en
contra de la víctima;

IV. Existan datos o referen-
cias que establezcan que hubo
amenazas relacionadas con el
hecho delictuoso, acoso o lesio-
nes del sujeto activo en contra
de la víctima;

V. Haya existido entre el
sujeto activo y la víctima una
relación de familia, sentimen-
tal, afectiva o de confianza;

VI. El cuerpo de la víctima
sea expuesto, arrojado o exhibi-
do en un lugar público, con el
objeto de denigrarla, debido a
su calidad de mujer;

VII. La víctima haya sido
incomunicada, cualquiera que
sea el tiempo, previo a la pri-
vación de la vida;

A quien cometa el delito de

feminicidio se le impondrán de
veinte a sesenta años años de
prisión.

Además de las sanciones se-
ñaladas en el presente artícu-
lo, la persona sentenciada perde-
rá todos sus derechos con rela-
ción a la víctima, incluidos los
de carácter familiar y suceso-
rio.

Artículo 136. Homicidio en
razón de la orientación sexual
A quien dolosamente prive de la
vida a otra persona por su orien-
tación sexual o razón de género,
se le impondrá una pena de vein-
te a cincuenta años de prisión.

Artículo 137. Lesión mortal
Se tendrá como mortal una

lesión, cuando la muerte se deba
a las alteraciones causadas por
la lesión en el órgano u órganos
interesados, a algunas de sus
consecuencias inmediatas o algu-
na complicación determinada ine-
vitablemente por la lesión

Capítulo II
Lesiones

Artículo 138. Lesiones
A quien cause a otra persona

un daño o alteración en su sa-
lud, se le impondrán:

I. De seis meses a un año de
prisión y multa de veinte a cin-
cuenta días de salario, si las
lesiones tardan en sanar hasta
quince días;

II. De uno a dos años de pri-
sión y de cincuenta a cien días
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multa, cuando tarden en sanar
más de quince y menos de sesenta
días;

III. De dos a cuatro años de
prisión, si tardan en sanar más
de sesenta días;

IV. De tres a cinco años de
prisión, cuando dejen cicatriz
permanentemente notable en la
cara;

V. De tres a seis años de
prisión, cuando disminuyan al-
guna facultad o el normal fun-
cionamiento de un órgano o de un
miembro;

VI. De cuatro a siete años
de prisión, si producen la pér-
dida de cualquier función orgáni-
ca, de un miembro, de un órgano
o de alguna facultad, o provo-
quen una enfermedad incurable o
una deformidad incorregible, y

VII. De cuatro a ocho años
de prisión, cuando pongan en
peligro la vida.

Además de las penas previs-
tas en las fracciones III a
VIII, se impondrán de cien a
cuatrocientos días multa.

Artículo 139. Lesiones en
razón de parentesco o relación

A quien cause lesiones a un
ascendiente consanguíneo en línea
recta, hermano, cónyuge, concu-
bina o concubinario, pareja
sentimental, adoptante o adop-
tado, se le incrementará en dos
terceras partes la pena que co-
rresponda por las lesiones infe-

ridas.

Artículo 140 Lesiones por
condición de género

A quien cause lesiones a
otra persona por su condición de
género se le impondrá la pena
correspondiente al delito de
lesiones calificadas.

Pero si se trata de lesiones
por razón de género causadas a
una mujer, se aumentará en una
cuarta parte más la sanción co-
rrespondiente al delito de lesio-
nes calificadas.

Artículo 141. Lesiones en
razón de la orientación sexual

A quien cause lesiones a
otra persona por su orientación
sexual se le impondrá la pena
correspondiente al delito de
lesiones calificadas.

Artículo 142. Lesiones cau-
sadas a persona menor de edad,
incapaz o adulto mayor

A quien cause lesiones, con
crueldad o frecuencia, a una
persona menor de dieciocho años
de edad, incapaz o adulto mayor,
sujeta a la patria potestad,
tutela o custodia del sujeto ac-
tivo, se le impondrá la pena co-
rrespondiente al delito de lesio-
nes calificadas y se decretará
la suspensión de los derechos
que tenga el agente en relación
con la víctima por el doble de
tiempo al de la pena de prisión
que se imponga.

Artículo 143. Lesiones en
riña

A quien cause lesiones en
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una contienda de obra o agresión
física entre dos o más personas
con el propósito de causarse da-
ño recíprocamente, se le impon-
drá hasta la mitad de las penas
que correspondan por las lesio-
nes inferidas, siempre que se
trate del provocador, y hasta la
tercera parte si se trata del
provocado.

Artículo 144. Lesiones ca-
lificadas

Cuando las lesiones sean
calificadas, conforme a lo dis-
puesto en el artículo 147 de
este código, la pena correspon-
diente a las lesiones simples se
incrementará hasta en dos ter-
ceras partes.

Artículo 145. Lesiones per-
seguidas por querella

Se perseguirán por querella
las lesiones previstas en el ar-
tículo 138, fracciones I y II.
Lo mismo se aplicará a las le-
siones culposas, salvo que se
hayan cometido con motivo del
tránsito de vehículos y en los
siguientes casos:

I. Que el conductor haya
realizado la conducta en estado
de ebriedad, bajo el influjo de
estupefacientes, psicotrópicos
o de cualquier otra sustancia
que produzca efectos similares,
o

II. Que el conductor aban-
done a la víctima.

Capítulo III
Disposiciones comunes para
los delitos de homicidio y

lesiones

Artículo 146. Homicidio o
lesiones por emoción violenta

A quien en estado de emoción
violenta cometa el delito de ho-
micidio o de lesiones en contra
de quien la provocó, se le im-
pondrá la mitad de las penas que
correspondan por su comisión.

Existe emoción violenta,
cuando en virtud de las circuns-
tancias que desencadenaron el
delito, se atenúa en forma con-
siderable y transitoria la capa-
cidad del sujeto activo para
comprender el significado del
hecho y conducirse de acuerdo
con esa comprensión.

Artículo 147. Circunstan-
cias calificativas

El homicidio y las lesiones
son calificados cuando se come-
ten con premeditación, ventaja,
traición, alevosía, retribu-
ción, por el medio empleado o
saña.

I. Existe premeditación:
Cuando el agente, intencio-

nalmente, decide cometer el he-
cho tras detenida y cuidadosa
reflexión y ponderación de los
factores que concurran en su
perpetración.

II. Existe ventaja:
a) Cuando el sujeto activo

es superior en fuerza física a
la víctima y ésta no se halla ar-
mada;

b) Cuando el sujeto activo
es superior por las armas
empledas, por su mayor destreza
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en el manejo de éstas o por el
número de personas que inter-
vengan con él;

c) Cuando el sujeto activo
se vale de algún medio que debi-
lita la defensa del sujeto pa-
sivo;

d) Cuando el sujeto pasivo
se halla inerme o caído y el su-
jeto activo se encuentra armado
o de pie, o

e) Cuando existe una situa-
ción de vulnerabilidad motivada
por la discriminación o violen-
cia por razones o condición de
género.

III. Existe traición:
Cuando el sujeto activo

realiza el hecho quebrantando
la confianza o seguridad que ex-
presamente le había prometido
al sujeto pasivo o las mismas
que de forma tácita debía éste
esperar de aquel por las relacio-
nes de confianza real y actual
que existen entre ambos.

IV. Existe alevosía:
Cuando el agente realiza el

hecho sorprendiendo intencio-
nalmente a alguien de improvi-
so, o empleando acechanza u otro
medio que no le dé lugar a de-
fenderse ni a evitar el mal que
se le quería hacer.

V. Existe retribución:
Cuando el agente comete el

hecho por pago o prestación pro-
metida o entregada.

VI. Por los medios emplea-
dos:

Se causen por inundación,
incendio, minas, bombas o ex-

plosivos, o bien por envenena-
miento, asfixia, tormento o por
medio de cualquier otra sustan-
cia nociva para la salud.

VII. Existe saña:
Cuando el sujeto activo

procede con crueldad o con fines
depravados.

 Artículo 148. Declaración
de responsabilidad penal sin
pena

No se impondrá pena o medida
de seguridad alguna, a quien de
forma culposa ocasione lesiones
u homicidio en agravio de un as-
cendiente o descendiente consan-
guíneo en línea recta; hermano,
adoptante o adoptado, cónyuge,
concubina, concubinario, o cuan-
do entre el sujeto activo y el
pasivo exista relación de amis-
tad o de familia, salvo que el
sujeto activo se encuentre bajo
el efecto de bebidas embria-
gantes, de estupefaciente o
psicotrópicos, sin que medie
prescripción médica, o bien que
se dé a la fuga y no auxilie a
la víctima.

Lo señalado en el artículo
anterior no excluye al sujeto
activo de ser sometido a un pro-
ceso penal y de ser, en su caso,
declarado penalmente responsa-
ble del delito cometido.

Artículo 149. Homicidio o
lesiones culposas con motivo de
tránsito vehicular

Cuando el homicidio o las
lesiones se cometan culposamente
con motivo del tránsito vehi-
cular, se impondrá la mitad de
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las penas previstas en los ar-
tículos 130 y 138, salvo en los
siguientes casos:

I. Cuando el sujeto activo
conduzca en estado de ebriedad
o bajo el influjo de estupefacien-
tes o psicotrópicos u otras subs-
tancias que produzcan efectos
similares, o

II. No auxilie a la víctima
del delito o se dé a la fuga.

Capítulo IV
Ayuda e inducción al suicidio

Artículo 150. Ayuda al sui-
cidio

A quien ayude a otra persona
para que se prive de la vida, se
le impondrán de dos a cuatro
años de prisión, siempre que el
suicidio se consume. Si el su-
jeto activo del delito presta el
auxilio hasta el punto de ejecu-
tar él mismo la muerte, se le im-
pondrán de cuatro a ocho años de
prisión.

Artículo 151. Inducción al
suicidio

A quien induzca a otra
persona para que se prive de la
vida se le impondrán de cuatro
a ocho años de prisión, si el
suicidio se consuma.

Si el suicidio no se consuma
por causas ajenas a la voluntad
de quien induce o ayuda, pero sí
se causan lesiones, se impon-
drán las dos terceras partes de
la pena anterior, sin que exceda
de la pena que corresponda a las
lesiones de que se trate.

En caso de que no se cause
lesión alguna, la pena será de
una tercera parte de las seña-
ladas en este artículo.

Artículo 152. Inducción o
ayuda al suicidio de persona me-
nor de edad o que viva situación
de violencia familiar

Si la persona a quien se in-
duce o ayuda al suicidio es me-
nor de dieciocho años de edad o
no tenga capacidad para com-
prender el significado del he-
cho, o viva una situación de
violencia familiar, se impon-
drán al sujeto activo las penas
señaladas para el homicidio o
las lesiones previstos en los
artículos 130 y 138 de este có-
digo.

Artículo 153. Agravación
por razón de parentesco

Cuando el cónyuge, concubi-
na, concubinario o pareja senti-
mental, instigue o ayude al otro
a suicidarse, se aumentarán
hasta en una mitad más las penas
previstas en los artículos 150
y 151 de este Código.

Capítulo V
Aborto

Artículo 154. Concepto de
aborto

Aborto es la muerte del pro-
ducto de la concepción en cual-
quier momento del embarazo.

Artículo 155. Aborto con
consentimiento

A quien hiciere abortar a
una mujer con consentimiento de
ésta, se le impondrán de uno a
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tres años de prisión.

Artículo 156. Aborto sin
consentimiento

A quien hiciere abortar a
una mujer sin su consentimien-
to, se le impondrán de tres a
ocho años de prisión. Si mediare
violencia física o moral se im-
pondrán de seis a nueve años de
prisión.

Artículo 157. Aborto espe-
cífico

Si el aborto lo causare un
médico cirujano, comadrón o
partera, enfermero o practican-
te, además de las consecuencias
jurídicas que le correspondan
conforme a este capítulo, se le
suspenderá por el tiempo de la
pena de prisión impuesta en el
ejercicio de su profesión u ofi-
cio.

Artículo 158. Aborto volun-
tario

A la mujer que voluntariamen-
te practique su aborto o consien-
ta en que otro la haga abortar,
se le impondrán de uno a tres
años de prisión. En este caso,
el delito de aborto sólo se san-
cionará cuando se haya consuma-
do.

La autoridad judicial podrá
imponer hasta una tercera parte
de la pena prevista en este ar-
tículo, ponderando, además de
lo dispuesto en el artículo 74,
el estado de salud de la mujer,
su instrucción y demás condicio-
nes personales, las circunstan-
cias en que se produjo la con-
cepción, el tiempo que hubiere

durado el embarazo, el consenti-
miento otorgado por el otro pro-
genitor, cuando viva con la mu-
jer, la posición y condición de
género, y en general, todos los
elementos que conduzcan a re-
solver equitativamente el asun-
to.

Artículo 159. Excluyentes
de responsabilidad específicas

La responsabilidad penal
por el delito de aborto se ex-
cluye en los siguientes casos:

I. Cuando el embarazo sea
resultado de una violación o de
una inseminación artificial no
consentida, caso en el cual bas-
tará la comprobación de los he-
chos por parte del Ministerio
Público para autorizar su prácti-
ca;

II. Cuando de no provocarse
el aborto, la mujer embarazada
corra peligro de afectación
grave a su salud a juicio del mé-
dico que la asista, oyendo éste
el dictamen de otro médico,
siempre que esto fuere posible
y no sea peligrosa la demora;

III. Cuando a juicio de dos
médicos especialistas exista
razón suficiente para diagnosti-
car que el producto presenta al-
teraciones genéticas o congéni-
tas que puedan dar como resulta-
do daños físicos o mentales, al
límite que puedan poner en ries-
go la sobrevivencia del mismo,
siempre que se tenga el consenti-
miento de la mujer embarazada;
o,
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IV. Que sea resultado de una
conducta culposa de la mujer
embarazada.

En estos casos, los médicos
tendrán la obligación de propor-
cionar a la mujer embarazada,
información objetiva, veraz,
suficiente y oportuna sobre los
procedimientos, riesgos, con-
secuencias y efectos; así como
de los apoyos y alternativas
existentes, con la finalidad de
que la mujer embarazada pueda
tomar la decisión de manera li-
bre, informada y responsable.

Título Segundo
Procreación asistida,

inseminación artificial y
manipulación genética

Capítulo I
Procreación asistida e
inseminación artificial

Artículo 160. Disposición
ilícita de óvulos o esperma

A quien disponga de óvulos
o esperma para fines distintos
a los autorizados por sus donan-
tes, se le impondrán de dos a
cinco años de prisión y de cin-
cuenta a cuatrocientos días
multa.

Artículo 161. Inseminación
artificial

A quien sin consentimiento
de una mujer mayor de dieciocho
años o con el consentimiento de
una mujer menor de edad o que no
tenga capacidad para comprender
el significado del hecho o para
resistirlo, realice en ella
inseminación artificial, se le

impondrán de tres a seis años de
prisión.

Si la inseminación se reali-
za con violencia o de ésta re-
sulta un embarazo, se impondrán
de cuatro a doce años de pri-
sión.

Artículo 162. Procreación
asistida

A quien implante a una mujer
un óvulo fecundado, utilizado
para ello un óvulo propio o aje-
no, o esperma de donante no au-
torizado, sin el consentimiento
expreso de la paciente, del do-
nante o con el consentimiento de
una persona menor de dieciocho
años de edad o de persona que no
tenga capacidad para comprender
el significado del hecho o para
resistirlo, se le impondrán de
tres a seis años de prisión.

Si el delito se realiza con
violencia o de ésta resulta un
embarazo, se impondrán de cua-
tro a doce años de prisión.

Artículo 163. Punibilidad
para agentes cualificados

Además de las penas previs-
tas en el capítulo anterior, se
impondrá suspensión para ejer-
cer la profesión o, en caso de
servidores públicos, destitu-
ción e inhabilitación para el
desempeño del empleo, cargo o
comisión públicos, por un tiem-
po igual al de la pena de prisión
impuesta.

Artículo 164. Persecución
por querella

Cuando entre los sujetos
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activo y pasivo, exista una re-
lación de matrimonio, concubi-
nato o relación de pareja, los
delitos previstos en los artícu-
los anteriores se perseguirán
por querella.

Capítulo II
Manipulación genética

Artículo 165. Manipulación
genética

Se impondrán de dos a cinco
años de prisión, destitución e
inhabilitación, en su caso, así
como suspensión por igual térmi-
no para desempeñar cargo, em-
pleo o comisión públicos, profe-
sión u oficio, a quien:

I. Manipule genes humanos
de manera que se altere el geno-
tipo, salvo que ésta se realice
con la finalidad de eliminar o
disminuir enfermedades graves;

II. Fecunde óvulos humanos
con cualquier fin distinto al de
la procreación humana, o

III. Genere seres humanos
por clonación o realice procedi-
mientos de ingeniería genética
con fines ilícitos.

Artículo 166. Punibilidad
específica

Si de la comisión de alguno
de los delitos previstos en los
artículos anteriores resultaren
hijos, la reparación del daño
podrá comprender, además, el
pago de alimentos para éstos y
para la madre conforme a la le-
gislación civil.

Título Tercero
Delitos de peligro para la

vida o la salud de las perso-
nas

Capítulo I
Omisión de cuidado o auxilio

Artículo 167. Omisión de
cuidado

A quien abandone a una per-
sona que no tenga capacidad para
valerse por sí misma, teniendo
la obligación de cuidarla, se le
impondrán de tres meses a dos
años de prisión o de cincuenta
a doscientos días multa. Si el
sujeto activo es ascendiente o
tutor del sujeto pasivo se le
suspenderá de la patria potes-
tad o la tutela hasta por el do-
ble del tiempo de la pena im-
puesta.

Si el sujeto activo es mé-
dico o profesionista similar o
auxiliar, se le suspenderá en el
ejercicio de su profesión hasta
por dos años.

Si por la comisión de este
delito se cometiera algún otro,
se aplicarán las reglas del con-
curso de delitos contempladas
en este código.

Artículo 168. Omisión de
auxilio o de solicitud de asis-
tencia

A quien omita prestar el au-
xilio necesario a la persona que
se encuentre desamparada y en
peligro manifiesto, o a quien no
estando en condiciones de pres-
tar el auxilio, no dé aviso in-
mediato a la autoridad o no so-
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licite auxilio a quienes puedan
prestarlo, cuando según las
circunstancias pueda hacerlo
sin riesgo propio ni de terce-
ros, se le impondrá prisión de
tres meses a dos años o de cin-
cuenta a doscientos días multa.

Las mismas penas se aplica-
rán a quien, después de lesionar
a una persona, culposa o fortui-
tamente, no le preste auxilio o
no solicite la asistencia que
requiere pudiendo hacerlo, in-
dependientemente de la pena que
proceda por el delito cometido.

Si del abandono se pone en
situación de peligro la integri-
dad física o psicológica del
abandonado, se impondrán de
seis meses a tres años de pri-
sión, y si resulta algún otro
delito, se aplicarán las reglas
de la acumulación.

Artículo 169. Exposición de
incapaces

A quien exponga a una per-
sona incapaz de valerse por sí
misma, respecto de la cual tenga
la obligación de cuidado o se
encuentre legalmente a su car-
go, en una institución, o ante
cualquier otra persona, se le
impondrán de tres meses a dos
años de prisión.

Los ascendientes o tutores
que entreguen en una casa de
asistencia o beneficencia a una
persona menor de doce años de
edad que esté bajo su potestad
o custodia, perderán por ese só-
lo hecho los derechos que tengan
sobre éste y sus bienes.

No se procederá contra la
madre que entregue a su hijo por
ignorancia o pobreza extremas o
cuando sea producto de algún
delito.

Capítulo II
Peligro de contagio

Artículo 170. Peligro de
contagio

A quien con conocimiento de
que padece una enfermedad grave
en período infectante, ponga en
peligro de contagio la salud de
otro, por relaciones sexuales u
otro medio transmisible, siem-
pre que el sujeto pasivo no ten-
ga conocimiento de esa circuns-
tancia, se le impondrán de uno
a cuatro años de prisión y de
cincuenta a doscientos días
multa.

Si la enfermedad es incura-
ble, se le impondrán al sujeto
de dos a diez años de prisión y
de cien a quinientos días multa.

Este delito se perseguirá
por querella de la víctima.

Título Cuarto
Delitos contra el libre desa-
rrollo de la personalidad

Capítulo I
Corrupción de personas

menores de edad o de quienes
no

tienen capacidad para
comprender el significado del

hecho

Artículo 171. Corrupción de
personas menores de edad
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A quien induzca, procure o
facilite el que una persona me-
nor de dieciocho años de edad o
que no tenga capacidad para com-
prender el significado del he-
cho, a realizar actos de exhibi-
cionismo corporales o sexuales,
prostitución, prácticas sexua-
les, consumo de algún narcótico
o bebida embriagante, la comi-
sión de algún delito o a formar
parte de una asociación de-
lictuosa, se le aplicarán de
cuatro a diez años de prisión y
de cuatrocientos a mil días mul-
ta.

A quien induzca a la prácti-
ca de la mendicidad, se le im-
pondrán de tres a seis años de
prisión y de trescientos a seis-
cientos días multa.

No constituirán corrupción
de personas menores de edad, los
programas preventivos, educati-
vos o de cualquier índole que
diseñen e impartan las institu-
ciones públicas, privadas o so-
ciales que tengan por objeto
educación sexual, educación sobre
la función reproductiva, pre-
vención de enfermedades de trans-
misión sexual y embarazo de ado-
lescentes, siempre que estén
aprobados por la autoridad com-
petente.

Cuando de la práctica reite-
rada de los actos de corrupción
la persona menor de edad o la
persona que no tenga la capaci-
dad para comprender el signifi-
cado del hecho, adquiera el há-
bito de la farmacodependencia,
o se dedique a la prostitución,

la pena se aumentará hasta en un
tercio más de la prevista en el
primer párrafo de este artícu-
lo.

Artículo 172. Corrupción de
personas menores de edad me-
diante su empleo

A quien empleé a una persona
menor de dieciocho años de edad
o que no tenga capacidad para
comprender el significado del
hecho, en cantinas, tabernas,
bares, antros, centros de vicio
o cualquier otro lugar donde se
afecte de forma negativa su sano
desarrollo físico, mental o
emocional, se le impondrá pri-
sión de tres a seis y de tres-
cientos a seiscientos días mul-
ta.

Incurrirán en la misma pena
los que ejerzan la patria potes-
tad, la tutela o custodia y
guarda de personas menores de
edad o de personas que no tengan
capacidad para comprender el
significado del hecho y promue-
van o acepten que éstos se em-
pleen en los referidos estable-
cimientos.

Capítulo II
Pornografía y turismo sexual
de personas menores de edad o

de quienes
no tienen capacidad para

comprender el significado del
hecho

Artículo 173. Pornografía
de personas menores de edad

Comete el delito de pornogra-
fía de personas menores de edad
o de personas que no tienen
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capacidad para comprender el
significado del hecho:

I. Quien induzca, procure,
facilite o permita por cual-
quier medio a persona menor de
edad o que no tenga capacidad
para comprender el significado
del hecho, a realizar actos de
índole sexual o de exhibicionis-
mo corporal, reales o simula-
dos, con el fin de grabarlos,
audiograbarlos, videograbarlos,
fotografiarlos, filmarlos, ex-
hibirlos o describirlos a tra-
vés de anuncios impresos, siste-
mas de cómputo, medios electró-
nicos o de cualquier otra natu-
raleza, independientemente de
que se logre la finalidad;

II. Quien fije, grabe, audio-
grabe, videograbe, fotografíe,
filme o describa actos de exhibi-
cionismo corporal, reales o si-
mulados, de índole sexual, en
los que participe una persona
menor de edad o que no tenga ca-
pacidad para comprender el signi-
ficado del hecho;

III. Quien posea, reproduz-
ca, ofrezca, almacene, distribu-
ya, venda, compre, rente, ex-
ponga, publique, publicite,
transmita, importe, o exporte
por cualquier medio las grabacio-
nes, audiograbaciones, videogra-
baciones, fotografías, filmes o
descripciones a que se refieren
las conductas descritas en la
fracción II de este artículo, y

IV. Quien financie cualquie-
ra de las actividades descritas
en las fracciones anteriores.

Se impondrá pena de seis a
diez años de prisión y de seis-
cientos a mil días multa, al su-
jeto activo de los delitos pre-
vistos en las fracciones I y II.
Se impondrá pena de ocho a doce
años de prisión y de ochocientos
a mil doscientos mil días multa,
al autor de los delitos previs-
tos en las fracciones III y IV.
En todos los casos se decomisa-
rán los instrumentos del deli-
to.

Artículo 174. Turismo sexual
Comete el delito de turismo

sexual de personas menores de
edad o de personas que no tienen
capacidad para comprender el
significado del hecho, quien
financie, gestione, promueva,
publicite, invite o facilite a
cualquier persona a viajar al
interior o exterior del territo-
rio del Estado con la finalidad
de que realice cualquier tipo de
actos sexuales, reales o simu-
lados, con persona menor de edad
o persona que no tenga capacidad
para comprender el significado
del hecho, o a éstos se les haga
viajar con esa finalidad. Al su-
jeto activo de este delito se le
impondrá una pena de seis a doce
años de prisión y de seiscientos
a mil doscientos días multa.

Las mismas penas se aplica-
rán a quien, en virtud de las
conductas antes descritas, sos-
tenga cualquier tipo de rela-
ción sexual, real o simulada,
con persona menor de edad o que
no tenga capacidad para compren-
der el significado del hecho.
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Capítulo III
Lenocinio

Artículo 175. Lenocinio
Comete el delito de lenoci-

nio quien:

I. Explote el cuerpo de otra
persona por medio del comercio
carnal, se mantenga de este co-
mercio u obtenga de él un lucro
cualquiera;

II. Induzca a una persona o
la solicite para que con otra,
comercie sexualmente con su
cuerpo o le facilite los medios
para que ejerza la prostitu-
ción;

III. Regenteé, dirija, pa-
trocine, administre o sostenga
directa o indirectamente prostí-
bulos, casas de cita o lugares
de concurrencia, en donde se ex-
plote la prostitución u obtenga
cualquier beneficio de la eje-
cución de esos actos, o

IV. Oculte, concierte o
permita el comercio carnal de
una persona.

El delito de lenocinio se
sancionará con prisión de seis
a doce años y de trescientos a
mil doscientos días multa.

Capítulo IV
Disposiciones comunes

Artículo 176. Punibilidad
específica

A los sujetos activos de los
delitos previstos en los Capítu-
los I, II y III, del Título Cuar-
to, Libro Segundo de este códi-

go, se les suspenderá del dere-
cho a ejercer la patria potes-
tad, la tutela o curatela, según
el caso, hasta por el doble del
tiempo de la pena de prisión
impuesta.

Artículo 177. Agravantes
Las sanciones señaladas en

los artículos 171, 172 y 173 se
aumentarán de conformidad con
lo siguiente:

I. Hasta una tercera parte
del máximo de la sanción, si el
delito es cometido por servidor
público en contra de una persona
menor de dieciocho años de edad.
Además, se impondrá la destitu-
ción del empleo, cargo o comi-
sión e inhabilitación para desem-
peñar otro hasta por un tiempo
igual al de la pena de prisión
impuesta;

II. Hasta una mitad del má-
ximo de la sanción, si el delito
es cometido en contra de una
persona menor de doce años de
edad;

III. Hasta una mitad del má-
ximo de la sanción, cuando el
sujeto activo del delito tenga
parentesco por consanguinidad,
afinidad o civil o habite en el
mismo domicilio con la víctima;
además, según las circunstan-
cias del hecho, se le suspenderá
la patria potestad, el derecho
a alimentos que le corresponda
por su relación con la víctima
y el derecho que pueda tener
respecto a los bienes de ésta
hasta por el doble del tiempo de
la pena de prisión impuesta, y
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IV. Hasta una mitad del má-
ximo de la sanción, cuando se
haga uso de violencia física o
moral.

Para los efectos de los de-
litos contemplados en este tí-
tulo, el consentimiento no ex-
cluye la responsabilidad penal.

Título Quinto
Delitos contra la libertad

sexual y el normal desarrollo
psicosexual

Capítulo I
Violación

Artículo 178. Violación
A quien por medio de la vio-

lencia física o moral realice
cópula con otra persona, se le
impondrán de ocho a dieciséis
años de prisión y de cuatrocien-
tos a ochocientos días multa.

Se entiende por cópula, la
introducción del pene en el
cuerpo humano por vía vaginal,
anal o bucal.

Se sancionará con la pena
antes señalada, a quien introduz-
ca por vía vaginal o anal cual-
quier elemento, instrumento o
cualquier parte del cuerpo huma-
no, distinto al pene, por medio
de la violencia física o moral.

Se impondrá la pena previs-
ta en este artículo, si entre
los sujetos activo y pasivo de
la violación existe un vínculo
matrimonial, de concubinato o
de pareja. En estos casos el de-
lito se perseguirá por quere-

lla.

Artículo 179. Violación
equiparada

Se equipara a la violación
y se sancionará de ocho a veinte
años de prisión y de quinientos
a mil días multa a quien:

I. Realice cópula con perso-
na menor de doce años de edad o
con persona que no tenga capa-
cidad para comprender el signi-
ficado del hecho o por cualquier
causa no pueda resistirlo, aun
con su consentimiento, o

II. Introduzca por vía anal
o vaginal cualquier elemento,
instrumento o cualquier parte
del cuerpo humano distinto del
pene en una persona menor de do-
ce años de edad o persona que no
tenga capacidad para comprender
el significado del hecho o que
por cualquier causa no pueda re-
sistirlo, aun con su consenti-
miento.

Si se ejerce violencia físi-
ca o moral, la pena prevista se
aumentará en una mitad.

Capítulo II
Abuso sexual

Artículo 180. Abuso sexual
Al que sin consentimiento

de una persona, sea cual fuere
su sexo y sin el propósito de
llegar a la cópula, ejecute en
ella un acto sexual o la haga
ejecutarlo, se le impondrá de
tres a seis años de prisión y de
cincuenta a doscientos días
multa.
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Para efectos de este código
se entiende por acto sexual
cualquier acción lujuriosa como
tocamientos o manoseos corpora-
les obscenos, o representen ac-
tos explícitamente sexuales u
obliguen a la víctima a repre-
sentarlos.

Si se hace uso de violencia
física o psicológica, la pena
prevista se aumentará en una mi-
tad.

Este delito se perseguirá
por querella, salvo que concu-
rra violencia.

Artículo 181. Abuso sexual
de personas menores de edad

Si el acto sexual se ejecuta
en persona menor de doce años,
en quien no tenga capacidad de
comprender el significado del
hecho o que por cualquier causa
no pueda resistirlo, se le apli-
cará una pena de cuatro años a
ocho años de prisión y cincuenta
a quinientos días multa.

Se aplicarán las mismas pe-
nas cuando el agente del delito
obligue al pasivo a ejecutarle
actos sexuales o la obligue a sí
misma a realizarlo en su caso a
un tercero.

También se considera abuso
sexual la exhibición ante la
víctima, sin su consentimiento,
de los glúteos o de los genitales.

Si se hace uso de violencia
física o psicológica, la pena
prevista se aumentará en una mi-
tad.

Artículo 182. Agravantes
Las penas previstas para la vio-
lación y el abuso sexual se au-
mentarán hasta en una mitad más
cuando sean cometidos:

I. Con intervención directa
o inmediata de dos o más perso-
nas;

II. Por ascendiente contra
su descendiente, éste contra
aquél, el hermano contra su co-
lateral, el tutor contra su pu-
pilo, el padrastro o la madras-
tra contra su hijastro, éste
contra cualquiera de ellos, el
concubino o concubina de la ma-
dre o del padre contra cualquie-
ra de los hijos de éstos o los
hijos contra aquellos.

Además de la pena de pri-
sión, a la persona responsable
se le suspenderán los derechos
relativos a la patria potestad
o la tutela, en los casos en que
la ejerza sobre la víctima, así
como los derechos sucesorios
con respecto de ésta hasta por
el doble del tiempo de la pena
de prisión impuesta;

III. Por quien desempeñe un
cargo o empleo público, ejerza
su profesión, empleo o ministe-
rio religioso, utilizando los
medios o circunstancias que és-
tos le proporcionen. Además de
la pena de prisión, la persona
sentenciada será destituida e
inhabilitada del cargo o em-
pleo, o suspendida por el térmi-
no de cinco años en el ejercicio
de dicha profesión.
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Si el sujeto activo es mi-
nistro de culto religioso, se
hará del conocimiento a la Ins-
tancia correspondiente para los
efectos respectivos;

IV. Por la persona que tenga
a la víctima bajo su custodia,
guarda o educación o aproveche
la confianza en ella deposita-
da;

V. En lugar despoblado o so-
litario;

VI. Dentro de los centros
educativos, culturales, deporti-
vos, religiosos, de trabajo, o
cualquier otro de naturaleza
social, o se ejecute en inmuebles
públicos.

Capítulo III
Hostigamiento sexual

Artículo 183. Hostigamien-
to sexual

A quien con fines o móviles
lascivos asedie reiteradamente
a otra persona, valiéndose de su
posición jerárquica o de poder,
derivada de sus relaciones la-
borales, docentes, religiosas,
domésticas, o cualquier otra
que implique subordinación, se
le impondrán de uno a cinco
años de prisión y de cincuenta
a doscientos cincuenta días
multa.

Si el sujeto activo es ser-
vidor público y se aprovecha de
esa circunstancia, además de la
pena prevista en el párrafo
anterior, será destituido e in-
habilitado del cargo o empleo

por el mismo tiempo de la pena
de prisión impuesta.

Este delito se perseguirá
por querella.

Artículo 184. Hostigamien-
to sexual a personas menores de
edad

A quien realice los actos
previstos en el artículo ante-
rior con una persona menor de
edad o que no tenga capacidad
para comprender el significado
del hecho, se le impondrán de
dos a ocho años de prisión y de
cien a cuatrocientos días mul-
ta.

Si el sujeto activo es ser-
vidor público y se aprovecha de
esa circunstancia, además de la
pena prevista en el párrafo an-
terior, será destituido e inha-
bilitado del cargo o empleo por
el mismo tiempo de la pena de
prisión impuesta.

Capítulo IV
Acoso sexual

Artículo 185. Acoso sexual
A quien con fines o móviles

lascivos asedie reiteradamente
a otra persona con la que no
exista relación de subordina-
ción, se le impondrá de uno a
cinco años de prisión y de cin-
cuenta a doscientos cincuenta
días multa.

Artículo 186.  Acoso sexual
a personas menores de edad

A quien realice los actos
previstos en el artículo ante-
rior con una persona menor de
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edad o que no tenga capacidad
para comprender el significado
del hecho, se le impondrán de
dos a ocho años de prisión y de
cien a cuatrocientos días mul-
ta.

Si se ejerciere violencia
física o psicológica las penas
previstas se aumentarán en una
mitad.

Este delito se perseguirá
por querella.

Capítulo V
Estupro

Artículo 187. Estupro
A quien tenga cópula con

persona mayor de doce y menor de
dieciocho años de edad, obtenien-
do su consentimiento por cual-
quier tipo de engaño, se le im-
pondrán de uno a seis años de
prisión y de sesenta a trescien-
tos días multas.

Si el sujeto activo guarda
una relación de parentesco o se
vale de su posición jerárquica,
derivada de sus relaciones la-
borales, docentes, religiosas,
domésticas, o cualquier otra
que implique subordinación, se
le impondrán de tres a ocho años
de prisión y de doscientos a
quinientos días multa.

Este delito se perseguirá
por querella.

Capítulo VI
Incesto

Artículo 188. Incesto

A los hermanos, ascendien-
tes o descendientes consanguí-
neos en línea recta, que con co-
nocimiento de su parentesco
tengan cópula entre sí, se les
impondrán de seis meses a tres
años de prisión.

Capítulo VII
Reparación del daño

Artículo 189. Reparación
del daño

Si a consecuencia de la
comisión de alguno de los deli-
tos previstos en este título re-
sultan hijos, la reparación del
daño comprenderá el pago de ali-
mentos para éstos y para la ma-
dre en los términos previstos
por la legislación civil; asimis-
mo, los gastos derivados del em-
barazo y los médicos tanto para
la madre como para el hijo.

Título Sexto
Delitos contra la libertad

personal

Capítulo I
Privación de la libertad

personal

Artículo 190. Privación de
la libertad personal

Al particular que ilegíti-
mamente prive de la libertad
personal a otra persona, sin el
propósito de obtener un lucro,
causar un daño o perjuicio a al-
guien, se le impondrán de dos a
cinco años de prisión y hasta
cien días multa.

Artículo 191. Agravantes
La privación ilegal de la
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libertad se agrava en los siguien-
tes casos:

I. Si la privación de la li-
bertad excede de veinticuatro
horas, la pena de prisión se in-
crementará un mes por cada día,
y

II. Cuando se haga uso de la
violencia física o moral, la
víctima sea persona menor de
dieciocho o mayor de sesenta
años de edad o por cualquier
circunstancia la víctima esté
en situación de inferioridad
física o no tenga capacidad para
comprender el significado del
hecho, la pena se aumentará has-
ta en una mitad.

Artículo 192. Arrepentimien-
to

Si el sujeto activo libera
espontáneamente a la víctima
dentro de las doce horas siguien-
tes al momento del inicio de la
privación de la libertad, se im-
pondrá hasta la mitad de las pe-
nas previstas.

Capítulo II
Privación de la libertad con

fines sexuales

Artículo 193. Privación de
la libertad con fines sexuales

A quien prive a otra persona
de su libertad con el propósito
de realizar un acto sexual, se
le impondrán de dos a cinco años
de prisión y hasta cien días
multa, con independencia de la
pena que corresponda por cual-
quier otro delito cometido.

Artículo 194. Privación de

la libertad con fines sexuales
a menores de edad

Si la víctima es menor de
edad o no tiene capacidad para
comprender el significado del
hecho, las penas se aumentarán
hasta en una mitad más.

Si dentro de las veinticua-
tro horas siguientes, el autor
del delito restituye la liber-
tad de la víctima, sin haber
practicado el acto sexual, las
penas previstas se reducirán
hasta en una mitad.

Capítulo III
Tráfico de personas menores

de edad

Artículo 195. Tráfico de
personas menores de edad

A quien con el consentimien-
to de un ascendiente que ejerza
la patria potestad o de quien
tenga a su cargo la custodia de
una persona menor de edad, aun-
que ésta no haya sido formalmen-
te declarada, lo entregue ile-
galmente a un tercero para su
custodia definitiva a cambio de
un beneficio cualquiera, se le
impondrán de dos a ocho años de
prisión y de cien a cuatrocien-
tos días multa.

Las mismas penas se impon-
drán a quien a cambio de un be-
neficio cualquiera otorgue el
consentimiento al tercero que
reciba a la persona menor de
edad o al ascendiente, que sin
intervención de intermediario,
incurra en la conducta señalada
en el párrafo anterior.
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Además de las penas señala-
das, a los responsables del de-
lito se les condenará a la sus-
pensión de derechos que tengan
en relación con la persona menor
de edad, incluidos los de carác-
ter sucesorio, por el doble del
tiempo de la pena de prisión
impuesta.

Artículo 196. Agravantes
Las penas previstas en el

artículo anterior se aumentarán
conforme a las siguientes dis-
posiciones:

I. Hasta el doble de la pena
impuesta cuando no exista el
consentimiento señalado en el
párrafo primero, y

II. En un tercio cuando la
persona menor de edad sea tras-
ladada fuera del territorio del
Estado.

Artículo 197. Atenuantes
Las penas previstas en el

artículo 195 se atenuarán con-
forme a las siguientes disposi-
ciones:

I. Hasta una mitad cuando la
entrega definitiva de la perso-
na menor de edad se realice sin
la finalidad, por parte de quien
lo entrega, de obtener un bene-
ficio cualquiera;

II. Hasta dos terceras par-
tes cuando quien recibió a la
persona menor de edad lo hizo
para incorporarlo a su núcleo
familiar con la finalidad de
otorgarle los beneficios pro-
pios de tal incorporación;

III. Hasta en una mitad si
la recuperación de la víctima se
logra en virtud de los datos
proporcionados por la persona
inculpada, y

IV. Hasta en dos terceras
partes si espontáneamente se
devuelve a la persona menor de
edad dentro de las veinticuatro
horas siguientes a la comisión
del delito.

Título Séptimo
Delitos cometidos en contra

de un integrante de la
familia y delitos

por discriminación contra la
dignidad de las personas

Capítulo I
Violencia familiar

Artículo 198. Violencia fa-
miliar

A quien teniendo la calidad
de cónyuge, concubina o concubi-
nario, pariente consanguíneo en
línea recta ascendente o descen-
dente sin limitación de grado,
pariente colateral consanguí-
neo o afín hasta el cuarto gra-
do, adoptante o adoptado, maltra-
te física o psicoemocionalmente
a un miembro de la familia, se
le impondrán de uno a cinco años
de prisión, pérdida de los de-
rechos que tenga respecto de la
víctima por el doble del término
de la pena de prisión impuesta,
incluidos los de carácter suce-
sorio y prohibición de ir a un
lugar determinado o residir en
él.

Artículo 199. Definiciones
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Para los efectos del artícu-
lo anterior se considera:

I. Maltrato físico. Todo
acto de agresión intencional en
el que se utilice alguna parte
del cuerpo, objeto, elemento o
sustancia para sujetar, inmovi-
lizar o causar daño a la integri-
dad física de otra persona;

II. Maltrato  psicoemocional.
Todo acto u omisión, tales como
prohibiciones, coacciones, con-
dicionamientos, intimidaciones,
control coactivo del tiempo o de
la economía o actitudes devalua-
torias de la dignidad humana,
que provoquen en quien las reci-
be algún deterioro, disminución
o afectación a una de las áreas
que integran la estructura psí-
quica, y

III. Miembro de la familia.
Toda persona que se encuentra
unida por una relación de matrimo-
nio, concubinato o por un lazo
de parentesco consanguíneo, en
línea recta ascendente o descen-
dente, sin limitación de grado,
o parentesco colateral o afín
hasta el cuarto grado, así como
parentesco civil.

Este delito se perseguirá
por querella, salvo que la víc-
tima sea menor de edad o inca-
paz.

Artículo 200. Violencia fa-
miliar equiparada

Se equipara a la violencia
familiar y se sancionará con las
mismas penas y medidas de seguri-
dad, a quien realice cualquiera

de los actos u omisiones señala-
dos en los artículos anteriores
en contra de la persona que esté
sujeta a su custodia, protec-
ción, cuidado, o tenga sobre
ella el cargo de tutor o curador,
o de aquellas que no reúnen los
requisitos para constituir con-
cubinato, siempre que tengan, o
hayan tenido vida en común.

Artículo 201. Medidas de
protección para la víctima

En todos los casos vincula-
dos a violencia familiar o de
género, el Ministerio Público
acordará o solicitará a la auto-
ridad judicial la aplicación de
medidas de protección para la
víctima, y el juez resolverá de
forma inmediata.

Capitulo II
Violencia de género

Artículo 202.  Violencia de
género

Se le impondrán de dos a
ocho años de prisión y multa de
doscientos a quinientos días de
salario mínimo a quien por razo-
nes de género, cause a persona
de otro sexo, daño o sufrimiento
económico, físico, obstétrico,
patrimonial, psicológico, sexual
o laboral tanto en el ámbito
privado como en el público,
afectando los derechos humanos
o la dignidad de las personas.

Artículo 203. Definiciones
Para los efectos de este de-

lito se entenderá por:

I. Violencia económica: Ac-
ción u omisión de la persona
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agresora que afecta la supervi-
vencia económica de la víctima;
se manifiesta a través de limi-
taciones encaminadas a contro-
lar el ingreso y la libre dis-
posición de recursos económi-
cos;

II. Violencia física: Todo
acto intencional en el que se
utilice alguna parte del cuer-
po, algún objeto, arma o sustan-
cia para sujetar, inmovilizar o
causar daño a la integridad fí-
sica del otro;

III. Violencia obstétrica:
Acto u omisión que impida u  obs-
taculice la atención oportuna y
eficaz en el embarazo, parto,
puerperio o en emergencias obs-
tétricas o Altere sus procesos
reproductivos sin obtener el
consentimiento voluntario, ex-
preso e informado de la mujer;

IV. Violencia patrimonial:
Acto u omisión que afecta la su-
pervivencia de la víctima con-
sistente en la transformación,
sustracción, destrucción, re-
tención o distracción de obje-
tos, documentos personales, bie-
nes y valores, derechos patrimo-
niales o recursos económicos
destinados a satisfacer sus ne-
cesidades; puede abarcar los
daños a los bienes comunes o
propios de la víctima;

V. Violencia psicológica:
Todo acto u omisión que dañe la
estabilidad psíquica o emocio-
nal de la victima, consistente
en amedrentamientos, humillacio-
nes, denigración, marginación,

comparaciones destructivas, re-
chazo, prohibiciones, coaccio-
nes, amenazas, condicionamien-
tos, intimidaciones, celotipia,
abandono o actitudes devaluato-
rias de la autoestima; y

VI. Violencia sexual: Acto
que degrada o daña el cuerpo o
la sexualidad de la víctima, que
atenta contra su libertad, digni-
dad e integridad, como una ex-
presión de abuso de poder, al
denigrarla o concebirla como
objeto.

VII. Violencia laboral: Acto
que condiciona el acceso de una
mujer a un empleo mediante el
establecimiento de requisitos
referidos a su sexo, edad, apa-
riencia física, estado civil,
condición de madre, sometimien-
to a exámenes de laboratorio o
de otra índole para descartar
estado de embarazo.

VIII. Violencia educativa:
Acto u omisión que obstaculice,
condicione o excluya a las mu-
jeres o a las niñas el acceso o
permanencia en la escuela o cen-
tro educativo, por cualquier
circunstancia que resulte discri-
minatoria, y

IX. Violencia institucional:
Acto u omisión en el ejercicio
de la función pública que dila-
te, obstaculice, niegue la debi-
da atención o impida el acceso
a programas, acciones, recursos
públicos y al disfrute de políti-
cas públicas, por razones de gé-
nero,
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Artículo 204. Medidas reedu-
cativas

Al sujeto activo de los de-
litos considerados en este capi-
tulo, se le aplicarán, además,
medidas reeducativas, integra-
les, especializadas y gratuitas,
conforme a los programas esta-
blecidos  al efecto.

Título Octavo
Delitos contra la familia

Capítulo I
Incumplimiento de la
obligación alimentaria

Artículo 205. Incumplimiento
de la obligación alimentaria

A quien incumpla con su
obligación de dar alimentos a la
persona que tiene derecho a re-
cibirlos se le impondrán de uno
a cinco años de prisión así como
la suspensión de los derechos de
familia y pago en calidad de re-
paración del daño de las cantida-
des no suministradas oportuna-
mente.

Para los efectos de este ar-
tículo, se tendrá como consuma-
do el delito aun cuando el
acreedor alimentario haya sido
dejado al cuidado o reciba ayuda
de un tercero.

Cuando no sean comprobables
el salario o los ingresos del
deudor alimentario, éstos se
determinarán con base en la ca-
pacidad económica y nivel de vi-
da que el deudor y el acreedor
alimentario hayan tenido en los
dos últimos años.

Artículo 206. Insolvencia
simulada

A quien renuncie o abandone
su empleo, solicite licencia
sin goce de sueldo, se coloque
en estado de insolvencia o mo-
difique a propósito su situa-
ción patrimonial con el objeto
de eludir el cumplimiento de las
obligaciones alimentarias que
la ley determina, se le impon-
drán de dos a ocho años de pri-
sión o de doscientos a quinien-
tos días multa, suspensión de
los derechos de familia hasta por
ocho años y pago, en calidad de
reparación del daño, de las can-
tidades no suministradas opor-
tunamente.

Artículo 207. Omisión de
rendición de informes

A quien estando obligado a
informar acerca de los ingresos
de quienes deban cumplir con al-
guna de las obligaciones seña-
ladas en los artículos anterio-
res, incumplan deliberadamente
con la orden judicial de hacerlo
o no lo hagan dentro del término
señalado por la autoridad judi-
cial, o no lo rindan verazmente
u omitan realizar el descuento
ordenado de forma inmediata, se
le impondrán prisión de seis me-
ses a dos años y multa de cin-
cuenta a cien salarios mínimos
y de veinticinco a cien jornadas
de trabajo a favor de la vícti-
ma, y de cincuenta a doscientos
días multa.

Artículo 208. Agravantes
Si la omisión en el cumpli-

miento de las obligaciones
alimentarias ocurre en incum-
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plimiento de una resolución ju-
dicial provisional o definiti-
va, las sanciones se incrementa-
rán en una mitad.

Artículo 209. Perdón del
ofendido

Cuando la persona legitima-
da para ello otorgue el perdón,
éste sólo procederá si la perso-
na imputada, procesada o senten-
ciada paga todas las cantidades
que haya dejado de proporcionar
por concepto de alimentos y en-
trega el importe o garantiza el
equivalente a los alimentos por
los próximos doce meses.

La acción penal se ejercerá
independientemente de que se
haya iniciado o no, algún procedi-
miento civil.

Los delitos previstos en
este capítulo se perseguirán por
querella.

Capitulo II
Sustracción de menores o in-
capaces y robo de infante

Artículo 210. Sustracción
de menores

Al que sin tener relación
familiar o de parentesco sustrai-
ga a un menor de edad o a un in-
capaz, sin el consentimiento de
quien legítimamente tenga su
custodia o guarda, o lo retenga
con la finalidad de violar dere-
chos de familia, se le impondrá
prisión de dos a seis años y de
veinte a sesenta días multa.

Cuando el delito lo cometa
un familiar del menor que no

ejerza sobre él la guarda y cus-
todia, se le impondrá igual pe-
na..

Si el agente devuelve al me-
nor o incapaz espontáneamente,
dentro de los tres días siguien-
tes a la consumación del delito,
se le aplicará hasta una mitad
de las penas arriba señaladas.

Artículo 211. Sustracción
del menor por alguno de los pro-
genitores,

Cuando exista separación
temporal o definitiva entre el
padre y la madre de un menor o
incapaz decretada por un Juez y
cualesquiera de ellos, lo sus-
traiga o retenga con la finali-
dad de suspender o privar de la
guarda o custodia a quien la ve-
nía ejerciendo, sin el consenti-
miento de éste y sin que medie
una resolución judicial, se le
impondrá prisión de tres a seis
años y de veinte a sesenta días
multa.

Se aumentará hasta en una
tercera parte más las penas pre-
vistas en el párrafo anterior,
si en la comisión del delito ocu-
rre alguna de las siguientes
circunstancias:

a).- Cuando el sustraído sea
menor de dos años de edad.

b).- Si en el momento de la
sustracción se emplea violencia
en contra de quien ejerza la
guarda o custodia del menor o
incapaz; y

c).- Si la sustracción del
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menor o incapaz se realiza apro-
vechándose de la ausencia de
quien ejerce la guarda o custo-
dia.

Además de las sanciones se-
ñaladas en los párrafos anterio-
res, se le privará o suspenderá
de la patria potestad al agente
activo del delito.

Artículo 212. Robo de infan-
te

Al que entregue o reciba un
infante menor de siete años de
edad, sin consentimiento de
quien legalmente dependa, con
el propósito de obtener un bene-
ficio económico, se le aplicará
prisión de tres a seis años y de
doscientos a quinientos días
multa.

Cuando el delito lo cometa
un familiar del infante, que
ejerciendo o no la custodia le-
gal se le impondrá de cuatro a
ocho años de prisión y de tres-
cientos a seiscientos días mul-
ta, sancionándose además, con
la pérdida de la patria potes-
tad, tutela, custodia, guarda o
educación y en su caso, de los
derechos sucesorios con respec-
to de la víctima.

Título Noveno
Delitos contra la filiación y

el estado civil

Capítulo I
Estado civil

Artículo 213. Alteración del
estado civil

Se impondrán de uno a cuatro

años de prisión, de cincuenta a
doscientos días multa y suspen-
sión hasta por diez años de los
derechos que tenga con respecto
al ofendido, incluidos los de ca-
rácter sucesorio, a quien con el
fin de alterar el estado civil
incurra en alguna de las conduc-
tas siguientes:

I. Intente registrar a una
persona asumiendo la filiación
que no le corresponde;

II. Intente inscribir o re-
gistrar el nacimiento de una per-
sona sin que esto haya ocurrido;

III. Omita presentar para
el registro del nacimiento a una
persona con el propósito de ha-
cerle perder los derechos deri-
vados de su filiación;

IV. Declare falsamente el
fallecimiento de una persona en
el acta respectiva;

V. Intente registrar a una
persona, atribuyendo a terceros
la paternidad que no le correspon-
da,

VI. Usurpe el estado civil
o la filiación de otro, con el
fin de adquirir derechos de fa-
milia que no le correspondan;

VII. Sustituya a una perso-
na menor de edad por otra o come-
ta ocultación de aquella para
perjudicarlo en sus derechos de
familia, o

VIII. Inscriba o haga regis-
trar un divorcio o nulidad de
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matrimonio inexistentes o que
aún no hayan sido declarados por
sentencia que haya causado ejecu-
toria.

Artículo 214. Exclusión del
procedimiento

En el caso de la fracción I
del artículo anterior, no se pro-
cederá contra el sujeto activo
si éste actuó por motivos hu-
manitarios.

Capítulo II
Bigamia

Artículo 215. Bigamia
Comete el delito de bigamia

quien:

I. Se encuentre unido con
una persona en matrimonio no di-
suelto ni declarado nulo y con-
traiga otro matrimonio, o

II. Contraiga matrimonio con
una persona casada, si conocía
el impedimento al tiempo de
celebrarse aquél.

A quien incurra en el delito
previsto en la fracción I del
artículo anterior se le impon-
drán de uno a cuatro años de pri-
sión o de cien a cuatrocientos
días multa. A quien cometa el
delito previsto en la fracción
II se le impondrán de veinte a
cincuenta jornadas de trabajo a
favor de la comunidad o de cua-
renta a cien días multa.

Título Décimo
Delitos contra el respeto a

los cadáveres o restos
humanos

y contra las normas de
inhumación y exhumación

Artículo 216. Inhumación o
exhumación indebida

Se impondrán de seis meses
a tres años de prisión o de cin-
cuenta a ciento cincuenta días
multa a quien:

I. Sustraiga, oculte, tras-
lade, destruya o sepulte un ca-
dáver, restos o fetos humanos,
sin la autorización de la autori-
dad competente o sin cumplir con
los requisitos que exijan las
leyes especiales, o

II. Realice la exhumación
de un cadáver, restos o fetos
humanos, sin cumplir con los re-
quisitos legales.

Capítulo II
Atentado contra los muertos

Artículo 217. Atentado con-
tra los muertos

Se impondrán de uno a cinco
años de prisión a quien:

I. Viole un túmulo, sepul-
cro, sepultura o féretro, o

II. Profane un cadáver o
restos humanos, con actos de
vilipendio, mutilación, bruta-
lidad o necrofilia; o

III. Viole o vilipendie el
lugar donde repose un cadáver,
restos humanos o sus cenizas.

Título Décimo Primero
Delitos contra la paz de las
personas y la inviolabilidad
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del domicilio

Capítulo I
Amenazas

Artículo 218. Amenazas
A quien amenace a otro con

causarle un mal en su persona,
bienes, honor o derechos, o en
la persona, bienes, honor o de-
rechos de alguien con quien esté
ligado por algún vínculo, se le
impondrán de cincuenta a doscien-
tas jornadas de trabajo a favor
de la comunidad o de cien a cua-
trocientos días multa.

Capítulo II
Allanamiento

Artículo 219. Allanamiento
de morada

A quien se introduzca a una
vivienda o dependencia de ésta,
sin motivo justificado, se le
impondrán de seis meses a dos
años de prisión o de cincuenta
a doscientos días multa.

Artículo 220. Allanamiento
de despacho, oficina o estableci-
miento mercantil

A quien sin causa justifi-
cada se introduzca al domicilio
de una persona jurídica pública
o privada, despacho profesio-
nal, establecimiento mercantil
o local abierto al público fuera
del horario laboral correspon-
diente, se le impondrá la pena
señalada en el artículo ante-
rior.

Los delitos previstos en
este capítulo se perseguirán
por querella.

Título Décimo Segundo
Delito contra la
confidencialidad

Capítulo Único
Revelación del secreto

Artículo 221. Revelación
del secreto

Al que, sin consentimiento
de quien tenga derecho a otor-
garlo y en perjuicio de cual-
quier persona, revele un secre-
to o comunicación reservada,
que por cualquier forma haya co-
nocido o se le haya confiado, o
lo emplee en provecho propio o
ajeno, se le impondrán de veinti-
cinco a cien días de trabajo a
favor de la comunidad o de cin-
cuenta a doscientos días multa.

Artículo 222. Agravación de
la pena

Si el sujeto activo conoció
o recibió el secreto o comunica-
ción reservada con motivo de su
empleo, cargo, profesión, arte
u oficio, o si el secreto es de
carácter científico o tecnológi-
co, se impondrán de cincuenta a
doscientos días de trabajo a
favor de la comunidad o de cien
a cuatrocientos días multa.

Cuando el sujeto activo sea
servidor público, se le impon-
drá, además, destitución e inha-
bilitación de uno a tres años.

Título Décimo Tercero
Delitos contra el patrimonio

Capítulo I
Robo
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Artículo 223. Robo
A quien con ánimo de dominio

o posesión y sin consentimiento
de quien legalmente pueda otor-
garlo, se apodere de una cosa
ajena mueble o vehículos automo-
tores, se le impondrá:

I. De uno a dos años de pri-
sión y de cincuenta a cien días
multa, cuando el valor de lo ro-
bado no exceda de cien veces el
salario mínimo o cuando no sea
posible determinar el valor de
lo robado;

II. De dos a cuatro años de
prisión y de cien a doscientos
días multa, cuando el valor de
lo robado exceda de cien pero no
de quinientas veces el salario
mínimo;

III. De cuatro a seis años
de prisión y de doscientos a
trescientos días multa, cuando
el valor de lo robado exceda de
quinientas pero no de mil veces
el salario mínimo;

IV. De seis a doce años de
prisión y de trescientos a seis-
cientos días multa, cuando el
valor de lo robado exceda de mil
veces el salario mínimo, y

V.- en el caso de automoto-
res o motocicletas se impondrá
pena de seis a doce años de pri-
sión y de doscientos a seiscien-
tos días multa cuando el valor
de lo robado o poseído exceda de
ochocientos salarios mínimos.

El que cometa este delito,
no tendrá derecho a gozar de los

beneficios de la reducción par-
cial de la pena, tratamiento
preliberacional o libertad pre-
paratoria que prevé la ley de
ejecución de penas privativas y
restrictivas de la libertad.

No se impondrá pena alguna
cuando el valor de lo robado no
exceda de cuarenta días de sa-
lario mínimo general vigente y
el sujeto activo restituya la
cosa espontáneamente y pague
los daños y perjuicios antes de
que la autoridad tome conocimien-
to del delito, siempre que éste
no se haya ejecutado con violen-
cia.

Para estimar la cuantía del
robo se atenderá al valor comer-
cial de la cosa robada, al mo-
mento del apoderamiento, pero
si por alguna circunstancia no
fuera estimable en dinero o si
por su naturaleza no fuera po-
sible fijar su valor, se apli-
carán de seis meses a cinco años
de prisión y de veinticinco a
doscientas cincuenta días mul-
ta.

En los casos de tentativa de
robo, cuando no sea posible de-
terminar el monto, la pena será
de seis meses a tres años de
prisión.

Artículo 224. Robo específi-
co

Se impondrán las mismas pe-
nas previstas en el artículo an-
terior, a quien sin consentimien-
to de la persona que legalmente
puede otorgarlo:

I. Utilice energía eléctri-
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ca o cualquier otro fluido, o

II. Se apodere de una cosa
mueble de su propiedad, si ésta
se encuentra en poder de otra
persona por cualquier título
legítimo.

Artículo 225. Robo de uso
A quien con ánimo de uso, y

no de dominio, se apodere de una
cosa ajena sin consentimiento
del dueño o legítimo poseedor,
se le impondrán de veinte a cin-
cuenta jornadas de trabajo a fa-
vor de la comunidad o de cuaren-
ta a cien días multa.

En calidad de reparación
del daño, pagará al ofendido el
doble del alquiler, arrendamien-
to o interés de la cosa usada
conforme a los valores del
mercado.

Artículo 226. Robo de faméli-
co

No se impondrá pena al que
sin emplear los medios de vio-
lencia física o moral, se apode-
re por una sola vez de los ob-
jetos estrictamente indispensa-
bles para satisfacer sus nece-
sidades personales o familiares
del momento, siempre y cuando el
monto de lo sustraído no rebase
el equivalente a cinco salarios
mínimos.

Artículo 227. Agravantes
Las penas previstas en el

artículo 223 se aumentarán has-
ta en una mitad cuando el robo
se cometa:

I. En contra de una persona

menor de dieciocho o mayor de
sesenta años de edad, o que no
tenga la capacidad para com-
prender el significado del he-
cho o que por cualquier causa no
pueda resistirlo;

II. En un lugar cerrado;

III. Abusando de alguna re-
lación de trabajo, de servicio
o de hospitalidad;

IV. Por quien haya recibido
la cosa en tenencia precaria;

V. Respecto de equipo, ins-
trumentos, semillas o cuales-
quiera otros artículos destina-
dos al aprovechamiento agríco-
la, forestal, agropecuario o
respecto de productos de la mis-
ma índole;

VI. Sobre equipaje o valo-
res de viajero, encontrándose
la víctima en terminales de
transporte;

VII. Por los dueños, depen-
dientes, encargados o empleados
de empresas o establecimientos
comerciales, en los lugares en
que presten sus servicios al pú-
blico, sobre los bienes de los
huéspedes, clientes o usuarios,
o

VIII. Respecto de documen-
tos que se conserven en oficinas
públicas, cuando la sustracción
afecte el servicio público o
cause daños a terceros. Si el
delito lo comete una persona,
que en calidad de servidor pú-
blico, labore en la dependencia



170     PERIODICO OFICIAL DEL ESTADO DE GUERRERO Viernes 01 de Agosto de 2014

en la que se cometió el robo, se
le impondrá, además, destitu-
ción e inhabilitación de uno a
cinco años para desempeñar otro
empleo, cargo o comisión públi-
cos.

Artículo 228. Agravantes
genéricas

Además de las penas previs-
tas en el artículo 223, se im-
pondrán de dos a seis años,
cuando el robo se cometa:

I. En lugar habitado o des-
tinado para habitación, o en sus
dependencias, incluidos los mo-
vibles;

II. En despoblado o lugar
solitario;

III. En una oficina banca-
ria, recaudadora, u otra en que
se conserven caudales o valo-
res, o contra personas que los
custodien o transporten;

IV. Encontrándose la vícti-
ma en un vehículo particular o
de transporte público;

V. Aprovechando la situa-
ción de confusión causada por
una catástrofe, desorden públi-
co o la consternación que una
desgracia privada cause al ofen-
dido o a su familia;

VI. Por quien haya sido o
sea miembro de algún cuerpo de
seguridad pública o personal
operativo de empresas que pres-
ten servicios de seguridad pri-
vada, aunque no esté en servi-
cio;

VII. Valiéndose el agente de
identificaciones falsas o su-
puestas órdenes de la autori-
dad;

VIII. Respecto de vehículo
automotriz o partes de este, o

IX. Respecto de embarcacio-
nes o cosas que se encuentren en
éstas.

Artículo 229. Agravantes
específicas

Las penas previstas en los
artículos anteriores se incre-
mentarán hasta en un tercio,
cuando el robo se cometa:

I. Con violencia física o
moral, o cuando se ejerza vio-
lencia para darse a la fuga o
defender lo robado, o

II. Por una o más personas
armadas o portando instrumentos
peligrosos.

Se equipara a la violencia
moral, la utilización de jugue-
tes u otros objetos que tengan
la apariencia, forma o configu-
ración de armas de fuego, o de
pistolas de municiones o aque-
llas que arrojen proyectiles a
través de aire o gas comprimido.

Artículo 230. Robo de gana-
do mayor

Comete el delito de robo de
ganado mayor, quien se apodere
de ganado ajeno vacuno, caba-
llar o mular, sin derecho o sin
consentimiento de la persona
que pueda disponer del mismo con
arreglo a la Ley. Este delito se
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sancionará con prisión de dos a
diez años y con cien a quinien-
tos días multa.

Para los efectos de este ar-
tículo y el siguiente, el robo
de ganado mayor quedará configu-
rado con el apoderamiento de uno
o más semovientes.

Artículo 231. Robo de gana-
do menor

Comete el delito de robo de
ganado menor, quien se apodere
de ganado ajeno asnar, porcino,
o de cualquier otra de las cla-
ses no previstas en el artículo
anterior, sin derecho o sin con-
sentimiento de la persona que
pueda disponer del mismo con
arreglo a la Ley. Este delito se
sancionará con prisión de uno a
seis años y de cincuenta a tres-
cientos días multa.

Artículo 232. Robo de aves
de corral

El robo de aves de corral se
sancionará con diez a cincuenta
días de trabajo a favor de la
comunidad o con veinte a cien
días multa. En caso de reinci-
dencia o habitualidad la san-
ción será de seis meses a un año
de prisión.

Las penas previstas en este
artículo y en los artículos 230
y 231 se aplicarán a quien,
siendo director, administrador
o encargado de algún rastro o
lugar de matanza, permita o au-
torice el sacrificio de ganado
o aves de corral robados.

Al servidor público que

participe en el robo de ganado,
sea mayor o menor, o de aves de
corral, además de las penas pre-
vistas en los artículos anterio-
res, se le impondrá destitución
e inhabilitación para desempe-
ñar un empleo, cargo o comisión
de cualquier naturaleza en el
servicio público de uno a tres
años.

Artículo 233. Consumación
Para los efectos de este có-

digo, el delito de robo se ten-
drá por consumado desde el mo-
mento en que el autor tenga en
su poder la cosa robada, aún
cuando la abandone o lo desapode-
ren de ésta.

Capítulo II
Abuso de confianza

Artículo 234. Abuso de con-
fianza

A quien con perjuicio de una
persona disponga para sí o para
otro de una cosa ajena mueble,
de la cual se le haya transmiti-
do la tenencia, pero no el do-
minio, se le impondrán:

I. Prisión de tres meses a
un año o de treinta a cien días
multa, cuando el valor de lo
dispuesto no exceda de cincuen-
ta veces el salario mínimo, o no
sea posible determinar su va-
lor;

II. Prisión de uno a tres
años y de cincuenta a ciento
cincuenta días multa, cuando el
valor de lo dispuesto exceda de
cincuenta pero no de quinientas
veces el salario mínimo;
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III. Prisión de tres a seis
años y de ciento cincuenta a
trescientos días multa, cuando
el valor de lo dispuesto exceda
de quinientas pero no de cinco
mil veces el salario mínimo, y

IV. Prisión de seis a doce
años y de trescientos a seiscien-
tos días multa, si el valor de
lo dispuesto excede de cinco mil
veces el salario mínimo.

Artículo 235. Abuso de con-
fianza específico

Se impondrán las mismas
penas contempladas en el artícu-
lo anterior:

I. A quien siendo propieta-
rio o poseedor de una cosa mue-
ble, que sin tener la libre dis-
posición sobre la misma en vir-
tud de cualquier título legíti-
mo a favor de tercero, disponga
de ella con perjuicio de otra
persona;

II. A quien haga aparecer
como suyo, sin ser de su propie-
dad, un depósito que garantice
la libertad caucional de una
persona;

III. A quien, habiendo reci-
bido mercancías con subsidio o
en franquicia para darles un
destino determinado, las dis-
traiga de ese destino o desvir-
túe en cualquier forma los fines
perseguidos con el subsidio o la
franquicia, y

IV. A los gerentes, directi-
vos, administradores, mandata-
rios o intermediarios de perso-

nas jurídicas, constructores o
vendedores que, habiendo recibi-
do dinero, títulos o valores por
el importe total o parcial del
precio de alguna compraventa de
inmuebles o para constituir un
gravamen real sobre éstos, no
los destine al objeto de opera-
ción concertada y disponga de
ellos en provecho propio o de un
tercero.

Artículo 236. Abuso de con-
fianza equiparado

Se sancionará con las mis-
mas penas señaladas en este ca-
pítulo, la ilegítima posesión
de la cosa retenida, si el te-
nedor o poseedor de ésta no la
devuelve a pesar de ser requeri-
do formalmente por quien tenga
derecho a ello, o no la entregue
a la autoridad para que ésta
disponga de la misma conforme a
la ley.

Capítulo III
Fraude

Artículo 237. Fraude
A quien por medio del engaño

o aprovechando el error en que
otra persona se halle, se haga
ilícitamente de alguna cosa u
obtenga un lucro en beneficio
propio o de un tercero, se le
impondrán:

I. Prisión de seis meses a
un año o de cincuenta a cien días
multa, cuando el valor de lo de-
fraudado no exceda de cincuenta
veces el salario mínimo, o no
sea posible determinar su va-
lor;
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II. Prisión de uno a cinco
años y de cincuenta a doscientos
cincuenta días multa, cuando el
valor de lo defraudado exceda de
cincuenta pero no de quinientas
veces el salario mínimo;

III. Prisión de cinco a diez
años y de doscientos cincuenta
a quinientos días multa, cuando
el valor de lo defraudado exceda
de quinientas pero no de cinco
mil veces el salario mínimo, y

IV. Prisión de diez a quince
años y de quinientos a setecien-
tos cincuenta días multa, si el
valor de lo defraudado excede de
cinco mil veces el salario
mínimo.

Artículo 238. Fraude especí-
fico

Se impondrán las penas pre-
vistas en el artículo anterior
a quien:

I. Por título oneroso enaje-
ne alguna cosa de la que no tiene
derecho a disponer o la arrien-
de, hipoteque, empeñe o grave de
cualquier otro modo, si ha re-
cibido el precio, el alquiler,
la cantidad en que la gravó,
parte de ellos o un lucro equi-
valente;

II. Obtenga de otro una can-
tidad de dinero o cualquier otro
lucro, como consecuencia direc-
ta e inmediata del otorgamiento
o endoso a nombre propio o de
otro, de un documento nominati-
vo, a la orden o al portador,
contra una persona supuesta o
que el otorgante sabe que no ha

de pagarlo;

III. Venda a dos personas
una misma cosa, sea mueble o in-
mueble, y reciba el precio de la
primera, de la segunda enajena-
ción o de ambas, o parte de
aquél, o cualquier otro lucro,
con perjuicio del primero o se-
gundo comprador;

IV. Se haga servir alguna
cosa o admita un servicio en
cualquier establecimiento co-
mercial y no pague el importe
debido;

V. Teniendo el carácter de
fabricante, comerciante, empre-
sario, contratista o construc-
tor de una obra, suministre o
emplee en ésta materiales o rea-
lice construcciones de calidad
o cantidad inferior a las estipu-
ladas, si ha recibido el precio
convenido o parte de éste, o no
realice las obras que amparen la
cantidad pagada;

VI. Provoque deliberadamen-
te cualquier acontecimiento,
haciéndolo aparecer como caso
fortuito o fuerza mayor, para
liberarse de obligaciones o co-
brar fianzas o seguros;

VII. Venda o traspase una
negociación sin autorización de
los acreedores de ésta o sin que
el nuevo adquiriente se comprome-
ta a responder de los créditos,
siempre que éstos resulten in-
solutos;

VIII. Valiéndose de la ig-
norancia o de las malas condicio-
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nes económicas de un trabajador
a su servicio, le pague canti-
dades inferiores a las que le-
galmente le corresponden o le
haga otorgar recibos o comproban-
tes de pago de cualquier clase,
que amparen una suma de dinero
superior a la que efectivamente
le entrega;

IX. Como intermediarios en
operaciones de traslación de
dominio de bienes inmuebles o de
gravámenes reales sobre éstos
que obtengan dinero, títulos o
valores por el importe de su
precio a cuenta de él o para
construir ese gravamen, si no
los destinaren al objeto de la
operación concertada por su
disposición en provecho propio
o de otro;

X. Con el fin de procurarse
ilícitamente una cosa, u obte-
ner un lucro indebido, libre un
cheque contra una cuenta banca-
ria que sea rechazado por la
institución por no tener el li-
brador cuenta en la institución
o por carecer éste de fondos su-
ficientes para su pago de confor-
midad con la legislación apli-
cable;

XI. Con la finalidad de ob-
tener algún beneficio para sí o
para un tercero, acceda por
cualquier medio, entre o se in-
troduzca a los sistemas o pro-
gramas informáticos del sistema
financiero e indebidamente rea-
lice operaciones, transferen-
cias o movimientos de dinero o
valores, independientemente de
que los recursos no salgan de la

institución, o

XII. Por sí o por interpósita
persona, de forma ilegítima,
fraccione o divida en lotes un
terreno urbano o rústico, pro-
pio o ajeno, y transfiera o pro-
meta transferir la propiedad,
la posesión o cualquier otro
derecho sobre alguno de esos
lotes.

Artículo 239. Fraude sin
beneficio

A quien por medio del engaño
o aprovechando el error en que
otro se halle, le cause perjui-
cio patrimonial, se le impon-
drán de seis meses a un año de
prisión o de trescientos a seis-
cientos días multa.

Artículo 240. Fraude equi-
parado

A quien valiéndose del car-
go que ocupe en el gobierno del
Estado, o en cualquier agrupa-
ción sindical, o con la ayuda de
algún servidor público o diri-
gente, obtenga dinero, valores,
dádivas, obsequios o cualquier
otro beneficio, a cambio de pro-
meter o proporcionar un traba-
jo, un ascenso o aumento de sa-
lario en los mismos, se le
impondrán de dos a siete años de
prisión y de cien a trescientos
cincuenta días multa.

Capítulo IV
Administración fraudulenta

Artículo 241. Administra-
ción fraudulenta

A quien por cualquier moti-
vo, teniendo a su cargo la
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administración o el cuidado de
bienes ajenos y con ánimo de lu-
cro, perjudique al titular de
éstos, alterando las cuentas o
condiciones de los contratos,
haciendo aparecer operaciones o
gastos inexistentes o exageran-
do los reales, ocultando o re-
teniendo valores o empleándolos
indebidamente, o a sabiendas,
realice operaciones que perjudi-
quen el patrimonio del titular
en beneficio propio o de un ter-
cero, se le impondrán las penas
previstas para el delito de
fraude.

Capítulo V
Insolvencia fraudulenta

Artículo 242. Insolvencia
fraudulenta

A quien se coloque en estado
de insolvencia, con el objeto de
eludir las obligaciones a su
cargo con respecto a sus acreedo-
res, se le impondrán de seis me-
ses a tres años de prisión y de
veinticinco a ciento cincuenta
días multa.

Capítulo VI
Extorsión

Artículo 243. Extorsión
A quien obligue a otra per-

sona a dar, hacer, dejar de ha-
cer o tolerar algo, obteniendo
un lucro indebido para sí o para
una tercera persona, causando a
alguien un perjuicio patrimo-
nial, se le impondrán de cinco
a quince años de prisión y de
doscientos cincuenta a mil qui-
nientos días multa.

Artículo 244. Agravantes

La sanción se incrementará
hasta en dos terceras partes más
cuando el delito se realice bajo
alguna de las modalidades si-
guientes:

I. En la comisión del delito
intervengan dos o más personas
armadas;

II. El agente sea o se os-
tente como miembro de una aso-
ciación delictuosa;

III. Se cometa en contra de
menor de edad o de persona mayor
de sesenta años o cuando no ten-
ga la capacidad para comprender
el significado del hecho, y

IV. El sujeto activo sea o
haya sido, o se ostente sin
serlo, integrante de alguna
institución policial o servi-
dor público en alguna de las
instituciones de prevención o
persecución de delitos, adminis-
tración de justicia o reinser-
ción social; asimismo, cuando
porte vestimentas o instrumen-
tos de identificación de los
utilizados por integrantes de
instituciones de seguridad pú-
blica.

Además de las sanciones que
correspondan conforme a los pá-
rrafos anteriores, si el agente
es servidor público será desti-
tuido del empleo, cargo o comi-
sión, e inhabilitado por el mis-
mo tiempo de la pena de prisión
impuesta.

Capítulo VII
Despojo
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Artículo 245. Despojo
Se impondrán de dos a ocho

años de prisión y de cien a
cuatrocientos a días multa, a
quien:

I. De propia autoridad, por
medio de violencia física o mo-
ral, el engaño o furtivamente,
ocupe un inmueble ajeno, haga
uso de éste o de un derecho real
que no le pertenezca;

II. De propia autoridad y
haciendo uso de cualquiera de
los medios indicados en la frac-
ción anterior o furtivamente,
ocupe un inmueble de su propie-
dad, en los casos en que la ley
no lo permite por hallarse en
poder de otra persona o ejerza
actos de dominio que lesionen
derechos legítimos del ocupan-
te, o

III. En los términos de las
fracciones anteriores, cometa
despojo de aguas.

Artículo 246. Agravantes
Las penas previstas en el artícu-
lo anterior se agravarán hasta
en una mitad, cuando el despojo
se realice por tres o más per-
sonas. En este caso, se impon-
drá, además, a quienes dirijan
la invasión del inmueble, de
tres a seis años de prisión.

Capítulo VIII
Daño a la propiedad

Artículo 247. Daño a la
propiedad

A quien destruya o deterio-
re una cosa ajena o propia en

perjuicio de otro, se le impon-
drán las siguientes consecuen-
cias jurídicas:

I. De treinta a cien días
multa, cuando el valor del daño
no exceda de treinta veces el
salario mínimo o no sea posible
determinar su valor;

II. De seis meses a dos años
de prisión o de cien a doscien-
tos días multa, cuando el valor
del daño exceda de treinta pero
no trescientas veces el salario
mínimo;

III. De dos a cinco años de
prisión y de cien a doscientos
cincuenta días multa, cuando el
valor del daño exceda de tre-
cientas pero no setecientas
cincuenta veces el salario mí-
nimo, y

IV. De cinco a ocho años de
prisión y de doscientas cin-
cuenta días multa, cuando el
valor del daño exceda de sete-
cientas cincuenta veces el sala-
rio mínimo.

Artículo 248. Grafiti ile-
gal

A quien, sin importar el ma-
terial ni los instrumentos uti-
lizados, pinte, tiña, grabe o
imprima palabras, dibujos, símbo-
los, manchas o figuras a un bien
mueble o inmueble, sin consen-
timiento de quien pueda darlo
conforme a la ley, se le impon-
drán de seis meses a un año de
prisión, multa de sesenta a
ciento veinte días de salario o
trabajo en favor de la comunidad
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y de la víctima u ofendido.

Artículo 249. Daño en propie-
dad culposo

Cuando los daños sean cau-
sados en forma culposa, se im-
pondrá al responsable multa
hasta por el valor de los daños
y perjuicios causados, y se le
condenará a la reparación de
éstos. Se sobreseerá el juicio
si el inculpado repara los daños
y perjuicios antes de que se
dicte sentencia definitiva.

Artículo 250. Agravantes
Las penas previstas en el

artículo 247 de este código se
aumentarán en una mitad, cuando
por incendio, inundación o explo-
sión, dolosamente se cause daño
a:

I. Una vivienda o lugar ha-
bitado;

II. Archivos públicos o no-
tariales;

III. Bibliotecas, museos,
templos, escuelas, monumentos
públicos, bienes que hayan sido
declarados como patrimonio cul-
tural o lugares destinados al
cuidado de personas menores
dieciocho o mayores de sesenta
años de edad, o

IV. Montes, bosques, sel-
vas, pastos o cultivos de cual-
quier género.

Cuando el delito se cometa
de forma culposa en las hipóte-
sis previstas en este artículo,
se impondrá la mitad de las

penas señaladas en el artículo
247.

Artículo 251. Daños con
motivo del tránsito vehicular

Cuando los daños se ocasio-
nen culposamente con motivo del
tránsito de vehículos, se im-
pondrá la mitad de las penas a
que se refiere el artículo 247
de este código, siempre que se
trate de alguno de los siguien-
tes casos:

I. El sujeto activo conduz-
ca en estado de ebriedad o bajo
el influjo de estupefacientes o
psicotrópicos u otras substan-
cias que produzcan efectos simi-
lares, o

II. No auxilie a la víctima
del delito o se dé a la fuga.

Capítulo IX
Encubrimiento por receptación

Artículo 252. Encubrimien-
to por receptación

A quien después de la ejecu-
ción de un delito y sin haber
participado en él, adquiera,
posea, desmantele, venda, enaje-
ne, comercialice, trafique, re-
ciba, traslade, use u oculte el
instrumento, objeto o producto
del delito, siempre que tenga
conocimiento de esta circunstan-
cia, se le impondrán de uno a
cinco años de prisión y de cin-
cuenta a doscientos cincuenta
días multa, si el valor de cam-
bio no exceda de quinientas ve-
ces el salario mínimo.

Si el valor es superior a
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quinientas veces el salario mí-
nimo, se impondrán de cinco a
diez años de prisión y de dos-
cientos cincuenta a quinientos
días multa.

Pero si se trata de robo de
ganado, sea mayor o menor, o de
aves de corral, las conductas a
que se refiere este artículo, se
sancionarán hasta en una mitad
más de las establecidas en los
artículos 230, 231 y 232.

Artículo 253. Encubrimien-
to culposo

Si quien recibió en venta,
prenda o bajo cualquier otro
concepto el instrumento, objeto
o producto de un delito, después
de su ejecución, sin haber par-
ticipado en el mismo, no adoptó
las medidas de cuidado indispen-
sables para cerciorarse de su
procedencia o para asegurarse
de que la persona de quien la re-
cibió tenía derecho para dispo-
ner de ella, se le impondrán las
penas previstas en el artículo
anterior en la proporción co-
rrespondiente al delito culposo
o hasta cien días multa.

Artículo 254. Límite de la
punibilidad

En ningún caso podrá impo-
nerse pena privativa de liber-
tad que exceda del máximo seña-
lado en la ley para el delito
encubierto.

Capítulo X
Disposiciones comunes

Artículo 255. Persecución
por querella en razón de la

calidad del agente
Los delitos previstos en

este título se perseguirán por
querella cuando sean cometidos
por un ascendiente, descendien-
te, cónyuge, parientes por con-
sanguinidad hasta el segundo
grado, adoptante o adoptado,
concubina o concubinario, o pa-
rientes por afinidad hasta el
segundo grado.

Artículo 256. Persecución
por querella en razón del hecho
cometido

Se perseguirán por querella
los delitos previstos en los ar-
tículos siguientes, además de
aquellos supuestos en donde ex-
presamente se indique tal re-
quisito de procedibilidad:

I. Artículos 218, 221, 223,
cuando el monto de lo robado no
exceda de cincuenta veces el sa-
lario mínimo, salvo que concu-
rra de la agravante a que se re-
fiere la fracciones VIII del ar-
tículo 227 o las previstas en el
artículo 228 ó 229;

II. Artículos 223, 230,
231, 232, 234, 235, 236, 237,
238, 239, 241 y 242;

III. Artículo 245, salvo
que el delito se cometa en al-
guna de las hipótesis contem-
pladas en el artículo 246;

IV. Artículos 247, 248, 249
y 251;

V. Se seguirán de oficio los
delitos a que se refieren los
artículos 234, 235, 236, 237,
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238, 239, 240, 241 y 242, cuando
el monto del lucro o valor del
objeto exceda de cinco mil veces
el salario o cuando se cometan
en perjuicio de tres o más per-
sonas, y

VI. La persona sentenciada
por los delitos de abuso de con-
fianza, fraude, administración
fraudulenta e insolvencia fraudu-
lenta, sean perseguibles por
querella o de oficio, podrá ob-
tener su libertad inmediata
cuando cubra la totalidad de la
reparación del daño y una vez
que se decrete la extinción de
la potestad de ejecutar la pena
o medida de seguridad por parte
de la autoridad judicial. Para
estos efectos, será suficiente
la manifestación expresa del
querellante o denunciante en el
sentido de que el daño patrimo-
nial le ha sido resarcido.

Artículo 257. Determina-
ción de cuantías

Para establecer la cuantía
que corresponda a los delitos
previstos en este título, así
como para la determinación de la
multa, se tomará en considera-
ción el salario mínimo vigente
en el Estado al momento de la
ejecución del delito.

Artículo 258. Declaración
de responsabilidad penal sin
pena

No se impondrá pena alguna
por los delitos previstos en los
artículos 223, en cualquiera de
las modalidades a las que se
refieren las fracciones I y II
del artículo 224, 235, 236, 237,

239 y 241, cuando el monto o
valor del objeto, lucro, daño o
perjuicio no exceda de cincuen-
ta veces el salario mínimo. Las
mismas reglas señaladas en el
párrafo anterior se aplicarán
para los casos de despojo a que
se refiere el artículo 245
fracciones I y II, siempre que
no se cometan con violencia
física o moral y no intervengan
tres o más personas, y 247.

Todos ellos si el sujeto
activo restituye el objeto del
delito o satisface los daños y
perjuicios, o si no es posible
la restitución, cubre el valor
del objeto y los daños y perjui-
cios, antes de que se dicte
sentencia definitiva, salvo que
se trate de delitos cometidos
con violencia, por personas ar-
madas o medie privación de la
libertad o extorsión.

Artículo 259. Atenuantes
En los mismos supuestos

considerados en el artículo
anterior, se reducirá en dos
terceras partes la sanción que
corresponda al delito cometido,
si antes de dictarse sentencia
definitiva, el agente restituye
la cosa o entrega su valor y
satisface los daños y perjui-
cios causados. En estos casos,
a juicio de la autoridad judi-
cial, podrá declararse penalmente
responsable al sujeto activo
sin imponerle pena alguna, siem-
pre que ésta resulte innecesa-
ria para los fines de la preven-
ción especial.

Artículo 260. Suspensión de
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derechos
La autoridad judicial podrá

suspender al sujeto activo, de
dos a cinco años, en el ejerci-
cio de los derechos civiles que
tenga en relación con la víctima
o el ofendido. Podrá aplicar la
misma suspensión por lo que res-
pecta a los derechos para ser
perito, depositario, interven-
tor judicial, síndico o inter-
ventor en concursos, arbitrador
o representante de ausentes y
para el ejercicio de una profe-
sión cuyo desempeño requiera
título profesional.

Título Décimo Cuarto
Operaciones con recursos de

procedencia ilícita

Capítulo Único
Producto de una actividad

ilícita

Artículo 261. Operaciones
con recursos de procedencia
ilícita

A quien por sí o a través de
otra persona adquiera, enajene,
administre, custodie, cambie,
deposite, dé en garantía, invier-
ta, transporte o transfiera re-
cursos, derechos o bienes de
cualquier naturaleza que proce-
dan o representen el producto de
una actividad ilícita se le im-
pondrán de cuatro a quince años
de prisión y de cuatrocientos a
mil quinientos días multa. Para
los efectos de este artículo,
será necesario que el sujeto ac-
tivo despliegue la conducta con
alguno de los siguientes propó-
sitos: ocultar, encubrir o im-
pedir conocer el origen, locali-

zación, destino o propiedad de
dichos recursos, derechos o bie-
nes.

Artículo 262. Agravantes
Las penas previstas en el

artículo anterior se agravarán
en un tercio cuando el delito se
cometa por un servidor público.
En este caso, se impondrá, ade-
más, la destitución e inhabili-
tación para desempeñar empleo,
cargo o comisión hasta por el
doble del término de la pena de
prisión impuesta.

Título Décimo Quinto
Delitos contra la seguridad

colectiva

Capítulo I
Portación, fabricación,

importación y acopio de obje-
tos aptos para agredir

Artículo 263. Portación,
fabricación, importación y aco-
pio de objetos aptos para agre-
dir

A quien sin causa justifi-
cada porte, fabrique, importe o
acopie armas o instrumentos que
puedan ser aptos para agredir y
que no tengan aplicación en ac-
tividades laborales o recreati-
vas según las circunstancias de
tiempo, modo y lugar, se le im-
pondrán de tres meses a dos años
de prisión o cincuenta a dos-
cientos días multa. Se entiende
por acopio la retención de tres
o más armas.

Son armas o instrumentos
que pueden ser aptos para agre-
dir, los que, utilizados con tal
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carácter, sean peligrosos para
la seguridad pública dada su
gravedad dañosa, cualquiera que
sea su denominación o caracterís-
ticas.

Capítulo II
Asociación delictuosa y

pandilla

Artículo 264. Asociación
delictuosa

Al que forme parte de manera
permanente de una asociación de
tres o más personas dedicadas a
delinquir, se le impondrán de
cuatro a ocho años de prisión y
de doscientos a cuatrocientos
días multa.

Cuando el sujeto activo sea
o haya sido servidor público de
alguna corporación policial o
miembro de una empresa de seguri-
dad privada, las penas se aumen-
tarán hasta en una mitad más y
se le impondrá, además, en su
caso, la destitución del cargo,
empleo o comisión e inhabilita-
ción por un tiempo igual al de
la pena de prisión impuesta.

Artículo 265. Definición de
pandilla

Existe pandilla cuando el
delito se comete en común por
tres o más personas que se reú-
nen ocasional o habitualmente.

Cuando se cometa algún deli-
to en pandilla, se impondrá a
los sujetos activos hasta una
mitad más de las penas que co-
rrespondan por el delito cometi-
do.

Cuando el miembro de la pan-
dilla sea o haya sido servidor
público de alguna corporación
policial, se aumentará hasta en
dos terceras partes la pena que
corresponda al delito cometido
y se le impondrá, además, desti-
tución del empleo, cargo o co-
misión e inhabilitación de dos
a ocho años para desempeñar
otro.

Título Décimo Sexto
Delitos contra el servicio
público cometidos por servi-

dores públicos

Capítulo I
Disposiciones generales

Artículo 266. Definición de
servidor público

Para los efectos de este có-
digo, servidor público es toda
persona que desempeñe un em-
pleo, cargo o comisión, de cual-
quier naturaleza, en la adminis-
tración pública del Estado o sus
Municipios, organismos descen-
tralizados, empresas de partici-
pación estatal o municipal mayo-
ritaria, organizaciones y socie-
dades asimiladas a éstas, fidei-
comisos públicos, o en los Po-
deres Legislativo o Judicial
del Estado de Guerrero.

Artículo 267. Reglas espe-
ciales para la individualiza-
ción de la pena

Para la individualización
de las consecuencias jurídicas
prevista en este título, la au-
toridad judicial considerará si
el servidor público es trabaja-
dor de base o de confianza, su
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antigüedad en el empleo, cargo
o comisión, su nivel jerárqui-
co, antecedentes de servicio,
percepciones y situación econó-
mica, grado de instrucción, las
circunstancias especiales de
comisión del delito, así como el
monto del beneficio obtenido o
del daño causado.

Artículo 268. Consecuen-
cias jurídicas del delito

Además de las penas previs-
tas en este código, se impondrán
a los sujetos activos:

I. Destitución del empleo,
cargo o comisión en el servicio
público;

II. Inhabilitación de dos a
ocho años para obtener y desempe-
ñar un empleo, cargo o comisión
de cualquier naturaleza en el
servicio público, y

III. Decomiso de los produc-
tos del delito.

Capítulo II
Ejercicio ilegal y abandono

del servicio público

Artículo 269. Ejercicio in-
debido del servicio público

Comete este delito quien
teniendo la calidad de servidor
público:

I. Ejerza las funciones de
un empleo, cargo o comisión, sin
haber tomado posesión legítima,
o quien lo designe sin satisfa-
cer todos los requisitos lega-
les;

II. Continúe ejerciendo las
funciones de un empleo, cargo o
comisión después de saber que se
ha revocado su nombramiento o
que se le ha suspendido o desti-
tuido;

III. Por sí o por interpósita
persona, sustraiga, destruya,
oculte, altere, utilice o inutili-
ce información o documentación
que se encuentre bajo su custo-
dia o a la cual tenga acceso, o
de la que tenga conocimiento en
virtud de su empleo, cargo o co-
misión;

IV. Teniendo obligación por
razones de su empleo, cargo o
comisión, de custodiar, vigi-
lar, proteger o dar seguridad a
personas, lugares, instalacio-
nes u objetos, incumpliendo su
deber, propicie daño a las per-
sonas o lugares, instalaciones
u objetos, o pérdida o sustrac-
ción de objetos que se encuen-
tren bajo su cuidado, o

V. Teniendo un empleo, car-
go o comisión en los Centros de
Reclusión del Estado, facilite
o fomente en éstos, la introduc-
ción, uso, consumo, posesión o
comercio de bebidas alcohólicas
o sustancias psicotrópicas, así
como teléfonos celulares, ra-
diolocalizadores o cualquier
otro instrumento de comunica-
ción radial o satelital para uso
de los internos.

A quien cometa alguno de los
delitos contemplados en las
fracciones I y II de este ar-
tículo, se le impondrán de uno
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a tres años de prisión y de
cincuenta a ciento cincuenta
días multa.

A quien cometa alguno de los
delitos contemplados en las
fracciones III, IV y V de este
artículo, se le impondrán de
tres a ocho años de prisión y de
ciento cincuenta a cuatrocien-
tos días multa.

Artículo 270. Ejercicio ile-
gal del servicio público equi-
parado

Al servidor público que, en
ejercicio de sus funciones o con
motivo de ellas, otorgue o au-
torice el nombramiento de un em-
pleo, cargo o comisión en el
servicio público, a persona que
por resolución firme de autori-
dad competente se encuentre in-
habilitada para desempeñarlo,
se le impondrán de uno a cinco
años de prisión y de cincuenta
a doscientos cincuenta días
multa.

Las penas señaladas se au-
mentarán hasta en dos terceras
partes, a quien otorgue cual-
quier identificación en la que
se acredite como servidor públi-
co a otra persona que no desem-
peñe el empleo, cargo o comisión
a que se haga referencia en di-
cha identificación. Las mismas
sanciones se impondrán a quien
acepte la identificación.

Artículo 271. Abandono del
servicio público

A quien teniendo la calidad
de servidor público y de forma
injustificada, abandone su em-

pleo, cargo o comisión y con
ello entorpezca la función públi-
ca, se le impondrán de uno a cua-
tro años de prisión y de cin-
cuenta a doscientos días multa.

Para los efectos de este ar-
tículo, el abandono de funcio-
nes se consumará cuando el ser-
vidor público se separe sin dar
aviso a su superior jerárquico
con la debida anticipación de
acuerdo con la normatividad
aplicable, y de no existir ésta,
en un plazo de tres días.

Capítulo III

Desempeño irregular de la
función pública

Articulo 272. Desempeño irre-
gular de la función pública

Se impondrá de dos a cuatro
años de prisión y de cincuenta
a trescientos días multa, al
servidor público que indebida-
mente:

I.- Otorgue concesiones de
prestación de servicio público
o de explotación, aprovechamien-
to y uso de bienes del dominio
del Estado o municipios;

II.- Otorgue permisos, li-
cencias o autorizaciones de
contenido económico;

III.- Otorgue franquicias,
exenciones, deducciones o subsi-
dios sobre impuestos, derechos,
productos, aprovechamientos o
aportaciones y cuotas de seguri-
dad social, en general sobre los
ingresos fiscales, y sobre pre-
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cios y tarifas de los bienes y
servicios producidos o presta-
dos en la administración públi-
ca estatal o municipal;

IV.- Realice o contrate obras
públicas, adquisiciones, arren-
damientos, enajenaciones de bie-
nes y servicios, o colocacio-
nes de fondos y valores con re-
cursos económicos públicos;

V.- Dé, a sabiendas, una
aplicación pública distinta de
aquella a que estuvieren desti-
nados los fondos públicos que
tuviere a su cargo o hiciere un
pago ilegal;

VI.- En el ejercicio de
sus funciones o con motivo de
ellas, otorgue empleo, cargo o
comisión públicos o contratos
de prestación de servicios profe-
sionales, mercantiles o de cual-
quier otra naturaleza, que sean
remunerados, a sabiendas de que
no se prestará el servicio o no
se cumplirá el contrato otorga-
do;

VII.- Autorice o contrate
a quien se encuentre inhabilita-
do por resoIución firme de auto-
ridad competente para desempe-
ñar un empleo, cargo o comisión
en el servicio público, siempre
que lo haga con conocimiento de
tal situación;

VIII.- Otorgue un nombra-
miento o de cualquier modo auto-
rice a alguien para el desempeño
de un empleo, cargo o comisión,
sin que el designado satisfaga
los requisitos exigidos por la

ley;

IX.- Otorgue cualquier iden-
tificación en que se acredite
como servidor público a quien
realmente no desempeñe el em-
pleo, cargo o comisión a que se
haga referencia en aquélla, o

X.- Ejerza algún otro em-
pleo, cargo o comisión oficial
o particular, teniendo impedimen-
to legal para hacerlo.

Cuando el monto del produc-
to del delito o de los daños o
perjuicios causados, exceda de
mil veces el salario, la sanción
será de cuatro a diez años de
prisión y de cuatrocientos a
ochocientos días multa.

Artículo 273. Autorizacio-
nes irregulares sobre uso y cam-
bio de suelo

A los servidores públicos
Estatales o Municipales, así
como aquellas personas físicas
o morales representados por sus
titulares, que por acción u omi-
sión y conociendo de la preexis-
tencia de riesgo o riesgo inminen-
te, incumplan, permitan, otor-
guen, autoricen, expidan permi-
sos, licencias o concesiones de
uso o cambio de suelo, en cau-
ces, barrancas, laderas inesta-
bles, fallas geológicas, zonas
vulnerables, áreas altamente
deforestadas,  lugares inunda-
bles o en humedales e incluso en
zonas de alto riesgo para cons-
truir, edificar, realizar obras
de infraestructura o de asenta-
mientos humanos, que expongan a
la población a condición de en-
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cadenamiento de desastres y
aquéllos que por su naturaleza
impliquen impactos sobre el
cambio climático, que no cuen-
ten con expedientes oficiales
técnicos, dictámenes especiali-
zados por expertos en la materia
y del dictamen definitivo con su
correspondiente análisis de
riesgo expedido por las autorida-
des competentes quienes legalmen-
te están autorizadas para ello;
se les sancionará con una pena
de 6 a 12 años de prisión y de
500 a 1000 días de multa, sin que
se les conceda ningún beneficio
de remisión parcial de la pena,
así como las establecidas en la
Ley de Responsabilidades de los
Servidores Públicos del Estado,
tipificándose su conducta como
grave.

Capítulo IV
Abuso de autoridad y uso

ilegal de la fuerza pública

Artículo 274. Abuso de au-
toridad y uso ilegal de la
fuerza pública

Se impondrán de dos a ocho
años de prisión y de cien a cua-
trocientos días multa, a quien
teniendo la calidad de servidor
público, en ejercicio de sus
funciones o con motivo de éstas:

I. Ejerza violencia sobre
una persona sin causa legítima,
la veje o la insulte, o

II. Use ilegalmente la fuerza
pública.

Artículo 275. Abuso de au-
toridad con fines de lucro

A quien teniendo la calidad
de servidor público, obtenga de
un subalterno parte del sueldo
de éste, dádivas o cualquier
otro provecho ilegítimo, se le
impondrán de dos a seis años de
prisión y de cien a trescientos
días multa.

Artículo 276. Abuso de au-
toridad por simulación

A quien teniendo la calidad
de servidor público, en el
ejercicio de sus funciones o con
motivo de éstas, otorgue em-
pleo, cargo o comisión públi-
cos, o contratos de prestación
de servicios profesionales, mer-
cantiles o de cualquier otra na-
turaleza, que sean remunerados,
a sabiendas de que no se pres-
tará el correspondiente servi-
cio o no se cumplirá el contrato
dentro de los plazos estableci-
dos en la normatividad laboral
aplicable o en los señalados en
el contrato correspondiente, se
le impondrán de uno a seis años
de prisión y de cien a trescien-
tos días multa.

Artículo 277. Abuso de au-
toridad equiparado

Se impondrán las mismas pe-
nas señaladas en el artículo an-
terior, a quien acepte un em-
pleo, cargo o comisión públi-
cos, remunerados, cuyo servicio
no vaya a prestar, o acepte al-
gún contrato de prestación de
servicios profesionales, mer-
cantiles o de cualquier otra na-
turaleza, remunerados, cuyas
obligaciones no va a cumplir,
dentro de los plazos estableci-
dos en la normatividad laboral
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aplicable o en los señalados en
el contrato correspondiente.

Capítulo V
Coalición de servidores pú-

blicos

Artículo 278. Coalición de
servidores públicos

A quienes, teniendo la cali-
dad de servidores públicos, con
el fin de impedir o suspender
las funciones legislativas, admi-
nistrativas o jurisdicciona-
les, se coaliguen y tomen medi-
das contrarias a una ley, regla-
mento o disposición de carácter
general, impidan su aplicación,
ejecución o dimitan de sus
puestos, se les impondrán de dos
a cinco años de prisión y de cien
a doscientos cincuenta días
multa.

Capítulo VI
Uso ilegal de atribuciones y

facultades

Artículo 279. Uso ilegal de
atribuciones y facultades
Comete este delito:

I. El servidor público que
ilegalmente:

a) Otorgue concesiones de
prestación de servicio público
o de explotación, aprovecha-
miento y uso de bienes del
patrimonio del Estado;

b) Otorgue permisos, licen-
cias o autorizaciones de conte-
nido económico;

c) Otorgue franquicias,

exenciones, deducciones o subsi-
dios sobre impuestos, derechos,
productos, aprovechamientos o
aportaciones y cuotas de segu-
ridad social, en general sobre
los ingresos fiscales y sobre
precios o tarifas de los bienes
y servicios producidos o pres-
tados por la administración pú-
blica del Estado, y

d) Otorgue, realice o con-
trate obras públicas, deuda,
adquisiciones, arrendamientos,
enajenaciones de bienes o servi-
cios, o colocaciones de fondos
y valores con recursos económi-
cos públicos.

II. El servidor público
que, teniendo a su cargo fondos
públicos, les dé una aplicación
pública distinta de aquella a
que estén destinados o haga un
pago ilegal.

A quien cometa el delito de
uso ilegal de atribuciones y
facultades se le impondrán de
seis meses a dos años de prisión
y de veinticinco a cien días
multa.

Agravación de la pena en ra-
zón de la cuantía de las opera-
ciones. Cuando el monto de las
operaciones a que hace referen-
cia este artículo exceda del
equivalente a quinientas veces
el salario mínimo vigente en el
Estado al momento de cometerse
el delito, se impondrán de dos
a ocho años de prisión y de cien
a cuatrocientos días multa.

Agravación de la pena en
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razón del lucro obtenido. Cuan-
do las conductas previstas en el
artículo anterior produzcan be-
neficios económicos a la perso-
na que tenga la calidad de
servidor público, a su cónyuge,
ascendientes o descendientes,
concubina o concubinario, adop-
tante o adoptado, socios o so-
ciedades de las que el servidor
público o las personas antes re-
feridas formen parte, se aumen-
tarán las penas en una tercera
parte.

Capítulo VII
Intimidación

Artículo 280. Intimidación
Se impondrán de dos a diez

años de prisión y de cien a
quinientos días multa:

I. A quien teniendo la ca-
lidad de servidor público, por
sí o por interpósita persona,
utilizando la violencia física
o moral, inhiba o intimide a
cualquier persona, para evitar
que ésta o un tercero denuncie,
formule querella o aporte infor-
mación o pruebas relativas a la
probable comisión de un delito
o sobre la probable conducta
ilícita de algún servidor públi-
co, sancionada por la ley penal
o por la ley federal de responsa-
bilidades de los servidores pú-
blicos, y

II. Las mismas sanciones se
impondrán a quien teniendo la
calidad de servidor público,
por sí o por interpósita perso-
na, ejerza represalia contra
persona que ha formulado denun-

cia o querella aportando infor-
mación o pruebas sobre la pro-
bable comisión de una conducta
ilícita de un servidor público,
o ejerza cualquier represalia
contra persona ligada por víncu-
lo afectivo o de negocios con el
denunciante, querellante o in-
formante.

Capítulo VIII
Negación del servicio público

Artículo 281. Negación del
servicio público

Se impondrá prisión de dos
a seis años y de cien a trescien-
tos días multa, a quien teniendo
la calidad de servidor público:

I. Indebidamente niegue o
retarde a los particulares la
protección, el auxilio o el ser-
vicio que tenga obligación de
otorgarles, o

II. Teniendo a su cargo
elementos de la fuerza pública
y habiendo sido requerido le-
galmente por una autoridad com-
petente para que le preste au-
xilio, se niegue a proporcio-
narlo.

Capítulo IX
Tráfico de influencia

Artículo 282. Tráfico de
influencia

A quien teniendo la calidad
de servidor público, por sí o
por interpósita persona, promue-
va o gestione la tramitación de
negocios o resoluciones públi-
cas ajenos a las responsabilida-
des inherentes a su empleo,
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cargo o comisión, se le impon-
drán de dos a seis años de pri-
sión y de cien a trescientos
días multa.

Capítulo X
Cohecho

Artículo 283. Cohecho
A quien teniendo la calidad

de servidor público, por sí o
por interpósita persona, solici-
te o reciba indebidamente para
sí o para otro, dinero o cual-
quier otra dádiva, o acepte una
promesa para hacer o dejar de
hacer algo relacionado con sus
funciones, se le impondrán las
siguientes sanciones:

I. Cuando la cantidad o el
valor de la dádiva o promesa no
exceda del equivalente de qui-
nientas veces el salario mínimo
diario vigente en el Estado al
momento de cometerse el delito,
o no sea valuable, se impondrán
de uno a cuatro años de prisión
y de cincuenta a doscientos días
multa, y

II. Cuando la cantidad o el
valor de la dádiva, promesa o
prestación exceda de quinientas
veces el salario mínimo diario
vigente en el Estado al momento
de cometerse el delito, se im-
pondrán de cuatro a ocho años de
prisión y de doscientos a cua-
trocientos días multa.

Capítulo XI
Peculado

Artículo 284. Peculado
Se impondrán de dos a seis

años de prisión y de cien a
trescientos días multa, a quien
teniendo la calidad de servidor
público:

I. Disponga o distraiga de
su objeto, dinero, valores, in-
muebles o cualquier otra cosa,
si los haya recibido por razón
de su cargo, o

II. Indebidamente utilice
fondos públicos u otorgue algu-
no de los actos a que se refiere
el artículo 279 de este código,
con el objeto de promover la
imagen política o social de su
persona, de su superior jerárqui-
co o de un tercero, o a fin de
denigrar a cualquier persona.

Cuando el monto o valor ex-
ceda de mil veces el salario
mínimo, se impondrán de seis a
dieciséis años de prisión y de
trescientos a ochocientos días
multa.

Capítulo XII
Concusión

Artículo 285. Concusión
A quien teniendo la calidad

de servidor público, y con tal
carácter, exija por sí o por in-
terpósita persona a título de
impuesto o contribución, recar-
go, renta, rédito, salario o
emolumento, dinero, valores,
servicios o cualquier otra cosa
que sepa no es debida, o en mayor
cantidad de la que señala la
ley, se le impondrán de dos a
cuatro años de prisión, de cien
a doscientos días multa e inhabi-
litación de uno a cuatro años
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para desempeñar cargo, empleo o
comisión en el servicio públi-
co, si el valor de los exigido
no excede de mil veces el sala-
rio mínimo o no se puede determi-
nar el monto.

Cuando el valor de lo exigi-
do exceda de mil veces el sala-
rio mínimo, se le impondrán de
cuatro a ocho años de prisión,
de doscientos a cuatrocientos
días multa e inhabilitación
hasta diez años para desempeñar
cargo, empleo o comisión en el
servicio público.

Capítulo XIII
Enriquecimiento ilícito

Artículo 286. Enriqueci-
miento ilícito

Comete este delito quien,
teniendo la calidad de servidor
público, utilice su puesto,
cargo o comisión, para incremen-
tar su patrimonio sin comprobar
su legítima procedencia.

Determinación del enriqueci-
miento. Para determinar el en-
riquecimiento del servidor públi-
co, se tomarán en cuenta los
bienes a su nombre y aquellos
respecto de los cuales se conduz-
ca como dueño, además de lo que
a este respecto disponga la le-
gislación sobre responsabilida-
des de los servidores públicos.

Punibilidad. Al sujeto ac-
tivo del delito se le impondrán
las siguientes sanciones:

Cuando el monto al que as-
cienda el enriquecimiento ilíci-

to no exceda del equivalente a
cinco mil veces el salario mí-
nimo diario vigente en el lugar
y el momento en que se comete el
delito, se impondrán de dos a
seis años de prisión y de cien
a trescientos días multa.

Cuando el monto al que as-
cienda el enriquecimiento ilíci-
to exceda del equivalente a cin-
co mil veces el salario mínimo,
se impondrán de seis a dieciséis
años de prisión y de trescientos
a ochocientos días multa.

Título Décimo Séptimo
Delitos contra el servicio
público cometidos por parti-

culares

Capítulo I
Promoción de conductas

ilícitas, cohecho y distrac-
ción de recursos públicos

Artículo 287. Promoción de
conductas ilícitas

A quien promueva una conduc-
ta ilícita de un servidor públi-
co, o se preste para que éste,
por sí mismo o por un tercero,
promueva o gestione la tramita-
ción o resolución ilícita de ne-
gocios públicos ajenos a la res-
ponsabilidad inherente a su em-
pleo, cargo o comisión, se le
impondrán de seis meses a cuatro
años de prisión y de cincuenta
a doscientos días multa.

Artículo 288. Cohecho come-
tido por particulares

Al que, de manera espontá-
nea, ofrezca dinero o cualquier
otra dádiva u otorgue promesa a
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un servidor público o a inter-
pósita persona, para que dicho
servidor haga u omita un acto
relacionado con sus funciones,
se le impondrán las siguientes
consecuencias jurídicas:

I. De seis meses a dos años
de prisión y de veinticinco a
cien días multa, cuando la can-
tidad o el valor de la dádiva,
promesa o prestación no excedan
del equivalente a cien veces el
salario mínimo vigente en el Es-
tado al momento de cometerse el
delito, y

II. De dos a cinco años de
prisión y de cien a doscientos
cincuenta días multa, cuando la
cantidad o el valor de la dá-
diva, promesa o prestación, ex-
cedan de cien veces el salario
mínimo diario vigente en el Es-
tado en el momento de cometerse
el delito.

Artículo 289. Atenuante o
declaración de responsabilidad
penal sin pena.

El juez podrá imponer al su-
jeto activo una tercera parte de
las penas señaladas en el artícu-
lo anterior, o eximirlo de las
mismas, cuando éste haya actua-
do para beneficiar a alguna per-
sona con la que lo ligue un
vínculo familiar, de dependen-
cia, o cuando haya denunciado
espontáneamente el delito cometi-
do.

Artículo 290. Distracción
de recursos públicos

A quien, estando obligado
legalmente a la custodia, depósi-

to, administración de bienes
muebles o inmuebles pertenecien-
tes al erario público, o aplica-
ción de recursos públicos, los
distraiga de su objeto para usos
propios o ajenos o les dé una
aplicación distinta a la que se
les destinó, se le impondrán de
seis meses a seis años de pri-
sión y de veinticinco a trescien-
tos días multa.

Artículo 291. Enriquecimien-
to ilícito por simulación

A quien haga figurar como
suyos, bienes que un servidor
público adquiera o haya adquiri-
do en contravención de lo dispues-
to en la legislación sobre res-
ponsabilidades de los servido-
res públicos, se le impondrán
las mismas penas señaladas para
el delito de enriquecimiento
ilícito.

Capítulo II
Desobediencia y resistencia

de particulares

Artículo 292. Desobedien-
cia de particulares

A quien se rehúse a prestar
un servicio de interés público
al que la ley le obligue, o deso-
bedezca un mandato legítimo de
la autoridad, se le impondrán de
seis meses a dos años de prisión
o de cien a cuatrocientos días
de trabajo en favor de la comu-
nidad.

La misma pena se impondrá a
quien debiendo declarar ante la
autoridad, sin que le benefi-
cien las excepciones estableci-
das para hacerlo, se niegue a
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declarar.

Artículo 293. Resistencia
de particulares

A quien por medio de la vio-
lencia física o moral, se oponga
a que la autoridad pública o sus
agentes ejerzan alguna de sus
funciones en forma legal, o re-
sista el cumplimiento de un man-
dato que satisfaga todos los re-
quisitos legales, se le impon-
drán de seis meses a tres años
de prisión y de veinticinco a
ciento cincuenta días multa.

Cuando la desobediencia o
resistencia sea a un mandato ju-
dicial o cumplimiento de una
sentencia, la pena será de uno
a cinco años de prisión y de cin-
cuenta a doscientos cincuenta
días multa.

Capítulo III
Quebrantamiento de sellos

Artículo 294. Quebranta-
miento de sellos

A quien quebrante los se-
llos puestos por orden de la
autoridad competente, se le
impondrán de seis meses a tres
años de prisión y de veinticinco
a ciento cincuenta días multa.

Artículo 295. Quebranta-
miento de sellos equiparado

A quien siendo titular,
propietario o responsable de
una construcción de obra, anun-
cio o establecimiento mercan-
til, en estado de clausura, que
explote comercialmente, reali-
ce o promueva actos de comercio,
construcción o prestación de un

servicio, aun cuando los sellos
permanezcan sin alteración algu-
na, se le sancionará con la mis-
ma penas establecida en el
artículo anterior.

A quien siendo titular o
propietario de una casa habita-
ción en construcción, que que-
brante los sellos de clausura,
se le aplicarán de seis meses a
dos años de prisión.

Capítulo IV
Ultrajes a la autoridad

Artículo 296. Ultrajes a la
autoridad

A quien ultraje a una autori-
dad en el ejercicio de sus fun-
ciones o con motivo de éstas, se
le impondrán de seis meses a dos
años de prisión o de cincuenta
a doscientas jornadas de traba-
jo a favor de la comunidad.

Capítulo V
Ejercicio ilegal del propio

derecho

Artículo 297. Ejercicio
ilegal del propio derecho

A quien para hacer efectivo
un derecho ejerza violencia de
cualquier tipo, se le impondrán
de seis meses a dos años de pri-
sión o de cincuenta a doscientos
días multa.

En estos casos sólo se pro-
cederá por querella de la parte
ofendida.

Capítulo VI
Uso indebido de información
sobre actividades de las
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instituciones de seguridad
pública, procuración e

impartición de justicia y del
sistema penitenciario

Artículo 298. Delito come-
tido por informantes

Al que con objeto de planear
o ejecutar un delito, u obstruir
la función de seguridad públi-
ca, realice actos tendientes a
obtener o trasmitir, mediante
cualquier medio, información
sobre las actividades propias
de las instituciones de seguri-
dad pública, de procuración e
impartición de justicia, y de
ejecución de penas, de cual-
quier ámbito o sobre cualquier
servidor público, se le impon-
drán de dos a quince años de pri-
sión y de cincuenta a mil días
multa.

Cuando el sujeto activo sea
miembro de cualquiera de las
instituciones de seguridad pú-
blica del Municipio, Estado o de
la Federación, de procuración
de justicia y de ejecución de
penas, federal o estatal, o haya
pertenecido a cualquiera de és-
tas, o sea o haya sido agente de
seguridad privada, se le impon-
drá de cinco a quince años de
prisión y de doscientos a mil
días multa.

Además de las penas que co-
rrespondan por la realización
de la conducta descrita en los
párrafos anteriores, el servi-
dor público será destituido del
empleo, cargo o comisión, e in-
habilitado por el mismo tiempo
de la pena de prisión impuesta.

El que cometa el delito des-
crito, en cualquiera de sus mo-
dalidades, no tendrá derecho a
gozar de la libertad preparato-
ria, conmutación de sanciones,
remisión parcial de la pena o
cualesquiera otros beneficios
que la ley señala.

Capítulo VII
Usurpación de funciones pú-

blicas

Artículo 299. Usurpación de
funciones públicas

Al que indebidamente se
atribuya y ejerza funciones de
un servidor público, se le im-
pondrán de seis meses a cuatro
años de prisión o de cincuenta
a cuatrocientos días multa.

Capítulo VIII
Uso indebido de uniformes

oficiales

Artículo 300. Uso indebido
de uniformes oficiales

Al que, sin derecho, use
uniformes oficiales, distinti-
vos o insignias, con el propósi-
to de obtener un beneficio in-
debido o lesionar la dignidad o
respeto de la corporación o ins-
titución a que pertenezcan aqué-
llos, se le impondrán de seis
meses a cuatro años de prisión
o de cincuenta a cuatrocientos
días multa.

Título Décimo Octavo
Delitos contra el derecho de

acceso a la justicia

Capítulo I
Denegación o retardo de jus-
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ticia y prevaricación

Artículo 301. Denegación de
la justicia

Se impondrán de dos a ocho
años de prisión y de cien a cua-
trocientos días multa, a quien
teniendo la calidad de servidor
público:

I. Dicte una sentencia defi-
nitiva o cualquier otra resolu-
ción de fondo que viole algún
precepto determinante de la
ley, o que sea manifiestamente
contraria a las actuaciones le-
galmente practicadas en el pro-
ceso, o

II. No cumpla con una dispo-
sición que legalmente se le co-
munique por un superior compe-
tente.

Artículo 302. Prevarica-
ción

Se impondrán de uno a cinco
años de prisión y de cincuenta
a doscientos cincuenta días
multa, a quien teniendo la ca-
lidad de servidor público:

I. Conozca de un negocio
para el cual tenga impedimento
legal;

II. Litigue por sí o por
interpósita persona cuando la
ley se lo prohíba y dirija o
aconseje a las personas que li-
tiguen ante él;

III. Ejecute un acto o in-
curra en una omisión que dañe
jurídicamente a alguien o le
conceda alguna ventaja indebi-

da;

IV. Remate a su favor algún
bien objeto de remate en cuyo
juicio haya intervenido;

V. Admita o nombre a un de-
positario o entregue a éste los
bienes secuestrados sin el cum-
plimiento de los requisitos le-
gales correspondientes;

VI. Induzca a error al de-
mandado, con relación a la pro-
videncia de embargo decretada
en su contra, o

VII. Nombre síndico o inter-
ventor en un concurso o quiebra,
a una persona que sea deudor,
pariente o que haya sido abogado
del fallido, o a persona que
tenga con el servidor público
relación de parentesco, estre-
cha amistad o esté ligada con él
por negocios de interés común.

La misma sanción se impon-
drá a quien, como intermediario
de un servidor público, remate
algún bien objeto del remate en
cuyo juicio haya intervenido
aquél.

Artículo 303. Denegación de
la justicia por equiparación

Se impondrán de uno a cinco
años de prisión y de cincuenta
a doscientos cincuenta días mul-
ta, a quien teniendo la calidad
de servidor público:

I. Se abstenga, sin tener
impedimento legal, de conocer
un asunto que le corresponda por
razón de su cargo o comisión;
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II. Omita deliberadamente
dictar, dentro del plazo legal,
una sentencia definitiva o cual-
quier otra resolución de fondo
o de trámite;

III. Retarde o entorpezca,
deliberadamente, la impartición
de justicia, o

IV. Se niegue, injustifica-
damente, a despachar, dentro
del plazo legal, un asunto pen-
diente sujeto a su responsabili-
dad.

Capítulo II
Delitos contra la procuración

de justicia

Artículo 304. Delito contra
la procuración de justicia

Se impondrán de dos a ocho
años de prisión y de cien a cua-
trocientos días multa, a quien
teniendo la calidad de servidor
público:

I. Durante la etapa de in-
vestigación detenga a una per-
sona fuera de los casos previs-
tos por la ley, o la retenga por
más tiempo del previsto por
aquélla;

II. Obligue a declarar a la
persona inculpada;

III. Ejerza la pretensión
punitiva cuando no preceda denun-
cia o querella;

IV. Ejecute una aprehensión
sin poner a la persona aprehendi-
da a disposición del juez sin
dilación alguna, conforme a la

ley;

V. No otorgue la libertad
provisional bajo caución si
ésta procede conforme a la ley;

VI. Otorgue la libertad pro-
visional bajo caución cuando
ésta no proceda conforme al
ordenamiento jurídico;

VII. Se abstenga de iniciar
la investigación correspondien-
te, cuando sea puesto a su dis-
posición una persona por un
delito doloso que sea perseguible
de oficio;

VIII. Practique cateos o
visitas domiciliarias fuera de
los casos autorizados por la
ley, o

IX. Fabrique, altere o simu-
le elementos de prueba para in-
criminar o exculpar a una perso-
na.

Capítulo III
Delito contra la impartición

de justicia

Artículo 305. Delito contra
la impartición de justicia

Se impondrán de dos a seis
años de prisión y de cien a
trescientos días multa, a quien
teniendo la calidad de servidor
público:

I. Ordene la aprehensión de
una persona por delito que no
amerite pena privativa de li-
bertad o no preceda denuncia o
querella;
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II. Obligue a la persona in-
culpada a declarar;

III. Ordene la práctica de
cateos o visitas domiciliarias
fuera de los casos autorizados
por la ley;

IV. Prolongue injustifica-
damente la prisión preventiva,
sin sentencia definitiva, por
más tiempo del que como máximo
fija la Constitución;

V. Otorgue la libertad provi-
sional bajo caución cuando ésta
no proceda conforme al ordena-
miento jurídico;

VI. Demore injustificada-
mente el cumplimiento de la re-
solución judicial en la que se
ordena poner en libertad a una
persona detenida, o

VII. Inicie un proceso pe-
nal contra un servidor público
con fuero constitucional, ex-
cepto en los casos que así lo
permita la ley.

Artículo 306. Delito contra
la impartición de justicia agra-
vado

A quien teniendo la calidad
de servidor público, durante el
desarrollo del proceso, utilice
la violencia contra una persona
para evitar que ésta o un ter-
cero aporten pruebas relativas
a la comisión de un delito, se
le impondrán de dos a ocho años
de prisión y de cien a cuatro-
cientos días multa.

Capítulo IV

Omisión de informes médico
forenses

Artículo 307. Omisión de
informes médico forenses

Se impondrán de seis meses
a dos años de prisión y de vein-
ticinco a cien días multa a
quien teniendo la calidad de mé-
dico y habiendo prestado aten-
ción médica a un lesionado, no
comunique de inmediato a la au-
toridad correspondiente:

I. La identidad del lesio-
nado;

II. El lugar, estado y cir-
cunstancias en las que lo halló;

III. La naturaleza de las
lesiones que presenta y sus
probables causas;

IV. La atención médica que
le proporcionó, o

V. El lugar preciso en que
queda a disposición de la auto-
ridad.

Artículo 308. Omisión de
informes médico forenses equi-
parado

Se impondrá la misma san-
ción establecida en el artículo
anterior, al médico que habien-
do otorgado responsiva de la
atención de un lesionado, no
proporcione a la autoridad co-
rrespondiente:

I. El cambio del lugar en el
que se atiende a la persona le-
sionada;
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II. El informe acerca de la
agravación que haya sobrevenido
y sus causas;

III. La historia clínica
respectiva;

IV. El certificado definiti-
vo con la indicación del tiempo
que tardó la curación o de las
consecuencias que dejó la le-
sión, o

V. En su caso, el certifica-
do de defunción.

Capítulo V
Delito contra la debida eje-

cución de la pena

Artículo 309. Delito contra
la debida ejecución de la pena

Se impondrán de dos a ocho
años de prisión y de cien a
cuatrocientos días multa, a
quien teniendo la calidad de
servidor público:

I. Exija gabelas o contribu-
ciones de cualquier especie a
los encargados o empleados de
lugares de reclusión o interna-
miento, a los internos o a sus
familiares, a cambio de propor-
cionarles bienes o servicios
que gratuitamente brinde el Es-
tado, o para otorgarles condicio-
nes de privilegio en el aloja-
miento, alimentación o régimen;

II. Otorgue, indebidamen-
te, privilegios a uno o más in-
ternos, o

III. Permita ilegalmente la
salida de personas privadas de

su libertad.

Capítulo VI
Evasión de presos

Artículo 310. Evasión de
preso

A quien, teniendo la cali-
dad de servidor público, indebi-
damente ponga en libertad o fa-
vorezca la evasión de una perso-
na que se encuentre legalmente
privada de aquélla, se le impon-
drán de dos a ocho años de pri-
sión y de cien a cuatrocientos
días multa.

Artículo 311. Evasión de
presos agravada

Cuando se ponga en libertad
o favorezca al mismo tiempo la
evasión de dos o más personas
privadas legalmente de su liber-
tad, se impondrán de tres a diez
años de prisión y de ciento cin-
cuenta a quinientos días multa.

Artículo 312. Agravantes
Las sanciones previstas en

los artículos anteriores se au-
mentarán hasta en una mitad,
cuando:

I. Para poner en libertad o
favorecer la evasión se haga uso
de la violencia en las personas
o de fuerza en las cosas, y

II. El sujeto activo tenga
la calidad de servidor público
en funciones de custodia.

Artículo 313. Atenuantes
Las sanciones previstas en

los artículos anteriores se
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atenuarán conforme a las si-
guientes disposiciones:

I. Si quien favorece la eva-
sión es ascendiente, descendien-
te, adoptante, adoptado, cónyu-
ge, concubina o concubinario,
hermana, hermano o pariente por
afinidad hasta el segundo grado
del evadido, se impondrán de
seis meses a dos años de pri-
sión. Si mediare violencia se
impondrán de uno a cuatro años
de prisión, y

II. Si la reaprehensión de
la persona evadida se logra por
gestiones del responsable de la
evasión, la pena aplicable será
de una cuarta parte de las san-
ciones correspondientes.

Artículo 314. Declaración
de responsabilidad penal sin
pena

A la persona evadida no se
le impondrá pena o medida de se-
guridad alguna, salvo que obre
concertadamente con otro u otros
presos y se evada alguno de
ellos o ejerza violencia sobre
una persona, en cuyo caso se le
impondrán de seis meses a dos
años de prisión.

Cuando una persona que no
tenga la calidad de servidor pú-
blico cometa o participe en al-
guno de los delitos previstos en
este Capítulo, se le impondrán
hasta dos terceras partes de las
sanciones que correspondan por
el hecho cometido.

Título Décimo Noveno
Delitos cometidos por

particulares ante el
ministerio

público, autoridad judicial o
administrativa

Capítulo I
Fraude procesal

Artículo 315. Fraude proce-
sal

A quien para obtener un be-
neficio económico, para sí o pa-
ra otra persona, simule un acto
jurídico, un acto o escrito ju-
dicial o altere elementos de
prueba y los presente en juicio,
o realice cualquier otro acto
tendiente a inducir a error a la
autoridad judicial o adminis-
trativa, con el fin de obtener
sentencia, resolución o acto
administrativo contrario a la
ley, se le impondrán de seis me-
ses a cinco años de prisión y de
veinticinco a doscientos cincuen-
ta días multa. Si el beneficio
es económico, se impondrán las
penas establecidas para el de-
lito de fraude.

Este delito se perseguirá
por querella, salvo que la cuan-
tía o monto exceda de cinco mil
veces el salario mínimo general
vigente en el Estado al momento
de cometerse el hecho.

Capítulo II
Falsedad ante autoridad

Artículo 316. Falsedad ante
autoridad

Quien al declarar ante una
autoridad en ejercicio de sus
funciones o con motivo de ellas,
falte a la verdad en relación
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con los hechos que motivan la
intervención de ésta, se le san-
cionará con pena de uno a tres
años de prisión y de cincuenta
a ciento cincuenta días multa.

Artículo 317. Falsedad ante
autoridad específico

A quien con el propósito de
inculpar o exculpar a alguien
indebidamente en un procedimien-
to penal, declare falsamente
ante el Ministerio Público o au-
toridad judicial en calidad de
testigo, víctima o denunciante,
será sancionado con pena de dos
a ocho años de prisión y de cien
a cuatrocientos días multa.

Si la declaración falsa se
rinde en un procedimiento penal
para producir convicción sobre
la responsabilidad de la perso-
na inculpada, por un delito gra-
ve, se aumentarán en una mitad
las penas previstas en el párra-
fo anterior.

Artículo 318. Dictaminación
falsa ante autoridad

A quien examinado en cali-
dad de perito por la autoridad
administrativa o judicial, fal-
te dolosamente a la verdad en su
dictamen, se le impondrán de dos
a seis años de prisión y de cien
a trescientos días multa, así
como suspensión para desempeñar
profesión, oficio, empleo, car-
go o comisión públicos hasta por
seis años.

Artículo 319. Arrepenti-
miento

Si el sujeto activo se re-
tracta espontáneamente de sus

declaraciones falsas o de su
dictamen, antes de que se pronun-
cie resolución en la etapa pro-
cedimental en la que se conduce
con falsedad, sólo se le impon-
drá la pena de multa señalada en
los artículos anteriores. Si no
lo hace en dicha etapa, pero sí
antes de dictarse resolución en
segunda instancia, se le impon-
drán, además de la pena multa,
de seis meses a dos años de pri-
sión.

Artículo 320. Testimonio
falso ante autoridad

A quien aporte testigos
falsos conociendo esta circuns-
tancia o logre que un testigo,
perito, intérprete o traductor
falte a la verdad o la oculte al
ser examinado por la autoridad
pública en el ejercicio de sus
funciones, se le impondrán de
seis meses a cinco años de pri-
sión y de veinticinco a doscien-
tos cincuenta días multa.

Artículo 321. Punibilidad
accesoria

Además de las penas a que se
refieren los artículos anterio-
res, se suspenderá hasta por
tres años en el ejercicio de su
profesión, ciencia, arte u ofi-
cio, al perito, intérprete o
traductor responsable.

Capítulo III
Variación del nombre o

domicilio

Artículo 322. Variación del
nombre o domicilio

A quien ante una autoridad
judicial o administrativa en
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ejercicio de sus funciones,
oculte o niegue su nombre o ape-
llido o se atribuya uno distinto
al verdadero, u oculte o niegue
su domicilio o designe como tal
uno distinto al verdadero, se le
impondrán de seis meses a dos
años de prisión o de cincuenta
a doscientos días multa.

Capítulo IV
Simulación de pruebas

Artículo 323. Simulación de
pruebas

A quien con el propósito de
inculpar a alguien por la comi-
sión de un delito, simule en su
contra la existencia de pruebas
materiales que hagan presumir
su responsabilidad, se le im-
pondrán de uno a seis años de
prisión y de cincuenta a trescien-
tos días multa.

Si la simulación de pruebas
se realiza para inculpar al-
guien por la comisión de un de-
lito grave, las penas previstas
en el párrafo anterior se aumen-
tarán en una mitad más.

Capítulo V
Delito contra el ejercicio
garantista de la abogacía o

el litigio

Artículo 324. Delito contra
el ejercicio garantista de la
abogacía o el litigio

Se impondrán de seis meses
a cuatro años de prisión, de
veinticinco a doscientos días
multa y suspensión, hasta por un
tiempo igual al de la sanción
privativa de libertad impuesta,

para ejercer la abogacía o el
litigio, a quien:

I. Abandone una defensa o un
negocio, sin motivo justifica-
do, y en perjuicio de quien pa-
trocina;

II. Asista o ayude a dos o
más contendientes o partes con
intereses opuestos en un mismo
negocio o negocios conexos, o
acepte el patrocinio de alguno
y admita después el de la parte
contraria en un mismo negocio;

III. A sabiendas, se apoye
en leyes inexistentes o deroga-
das con conocimiento de dicha
circunstancia;

IV. Omita promover las prue-
bas y diligencias necesarias
para una defensa adecuada del
inculpado, pudiendo hacerlo, y

V. Como representante de la
víctima o el ofendido, sin mo-
tivo justificado, se concrete a
aceptar el cargo sin realizar
gestiones, trámites o promocio-
nes relativas a su representa-
ción.

Si el responsable de los de-
litos previstos en este artícu-
lo es un defensor de oficio, se
le destituirá y se le inhabilitará
de seis a cuatro años para de-
sempeñar otro empleo, cargo o
comisión públicos.

Capítulo VI
Encubrimiento por
favorecimiento
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Artículo 325. Encubrimien-
to por favorecimiento

Se impondrán de seis meses
a tres años de prisión y de
veinticinco a ciento cincuenta
días multa, a quien después de
la ejecución de un delito y sin
haber participado en éste:

I. Ayude en cualquier forma
a la persona inculpada a eludir
las investigaciones de la autori-
dad competente o a sustraerse de
la acción de la justicia;

II. Oculte o favorezca el
ocultamiento de la persona incul-
pada del delito, u oculte, al-
tere, inutilice, destruya, re-
mueva o haga desaparecer los in-
dicios, instrumentos u otras
pruebas del delito;

III. Oculte o asegure para
la persona inculpada, el instru-
mento, objeto, producto o prove-
cho del delito;

IV. A quien requerido por la
autoridad, no proporcione la
información de que disponga pa-
ra la investigación del delito,
o para la aprehensión o deten-
ción de la persona inculpada, o

V. No procure, por los me-
dios lícitos que tenga a su al-
cance y sin riesgo para su per-
sona, impedir la consumación de
los delitos que sabe van a co-
meterse o se están cometiendo,
salvo que tenga obligación de
afrontar el riesgo, en cuyo caso
se estará a lo previsto en este
artículo o en otras normas apli-
cables.

Artículo 326. Causas de ex-
clusión del procedimiento

No se procederá contra quien
oculte a la persona inculpada de
cometer un delito o impida que
se averigüe, siempre que la per-
sona tenga la calidad de defen-
sor, ascendiente o descendiente
consanguíneo en línea recta o
colateral hasta el cuarto gra-
do, cónyuge, concubina o con-
cubinario o persona ligada con
la persona inculpada por amor,
respecto, gratitud o estrecha
amistad.

Título Vigésimo
Delitos cometidos en el ejer-

cicio de la profesión

Capítulo I
Responsabilidad profesional y

técnica

Artículo 327. Reglas gene-
rales

Las personas profesionistas,
artistas o técnicos y sus auxi-
liares, serán responsables de
los delitos que cometan en el
ejercicio de su profesión confor-
me a este código, sin perjuicio
de las consecuencias que proce-
dan conforme a las normas que
regulan el ejercicio profesio-
nal.

Además de las consecuencias
jurídicas contempladas para los
delitos cometidos, se impondrá
multa de diez a ciento cincuenta
días de salario, suspensión de
un mes a tres años en el ejerci-
cio de su profesión o actividad
en cuyo ejercicio los hayan oca-
sionado, e inhabilitación, en
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su caso, y se les condenará,
además, a la reparación del da-
ño.

Capítulo II
Usurpación de profesión

Artículo 328. Usurpación de
profesión

A quien se atribuya públi-
camente el carácter profesionista
sin tener título profesional, u
ofrezca o desempeñe públicamen-
te sus servicios, sin tener la
autorización para ejercerla en
términos de la legislación apli-
cable, se le impondrán de dos a
cinco años de semilibertad y de
cien a doscientos cincuenta
días multa.

Capítulo III
Abandono, negación y práctica
indebida del servicio médico

Artículo 329. Negación del
servicio médico

Se impondrán de uno a cinco
años de semilibertad, de cincuen-
ta a doscientos cincuenta días
multa y suspensión para ejercer
la profesión por un tiempo igual
al de la pena de semilibertad
impuesta, a quien teniendo la
calidad de médico en ejercicio
de su profesión:

I. Estando en presencia de
un lesionado o habiendo sido re-
querido para atender a éste, no
lo atienda o no solicite el au-
xilio a la institución adecua-
da, o

II. Se niegue a prestar asis-
tencia a un enfermo cuando éste

corra peligro de muerte o de una
enfermedad o daño más grave y
por las circunstancias del caso
no pueda recurrir a otro médico
ni a un servicio de salud.

Artículo 330. Abandono del
servicio médico

A quien teniendo la calidad
de médico y habiéndose hecho
cargo de la atención de una per-
sona lesionada, deje de pres-
tarle tratamiento sin dar aviso
inmediato a la autoridad compe-
tente o no cumpla con las obli-
gaciones que le impongan las
regulaciones en la materia, se
le impondrán de uno a cinco años
de semilibertad y de cincuenta
a doscientos cincuenta días
multa.

Artículo 331. Práctica in-
debida del servicio médico

Se impondrán de uno a seis
años de semilibertad y de cin-
cuenta a trescientos días mul-
ta, a quien teniendo la calidad
de médico:

I. Realice una operación
quirúrgica innecesaria;

II. Simule la práctica de
una intervención quirúrgica;

III. Sin autorización del
paciente o de quien legítimamen-
te pueda otorgarla, salvo en ca-
sos de urgencia, realice una
operación quirúrgica que por su
naturaleza ponga en peligro la
vida del enfermo o cause la pér-
dida de un miembro o afecte la
integridad de una función vi-
tal, o
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IV. Practique esteriliza-
ción con fines de infecundidad,
sin la voluntad del paciente.

Capítulo IV
Delitos cometidos por

miembros de centros de salud
y agencias funerarias

Artículo 332. Ejercicio in-
debido de la responsabilidad
laboral

Se impondrán de uno a tres
años de semilibertad, de cincuen-
ta a ciento cincuenta días multa
y suspensión de seis meses a
tres años para ejercer su labor,
a los directores, encargados,
administradores o empleados de
cualquier lugar donde se preste
atención médica, que:

I. Impidan la salida de un
paciente aduciendo adeudos de
cualquier índole;

II. Impidan la entrega de un
recién nacido por el mismo
motivo, y

III. Retarden o nieguen la
entrega de un cadáver, excepto
cuando se requiera orden de au-
toridad competente.

Las mismas sanciones se
impondrán a los directores, en-
cargados, administradores o em-
pleados de agencias funerarias
que retarden o nieguen indebi-
damente la entrega del cadáver.

Capítulo V
Suministro de medicamentos

inapropiados y
suministro simulado de

medicamento

Artículo 333. Suministro de
medicamento inapropiado

Al médico o enfermera que
suministre un medicamento eviden-
temente inapropiado en perjui-
cio de la salud del paciente, se
le impondrán de uno a tres años
de semilibertad, de cincuenta a
ciento cincuenta días multa y
suspensión para ejercer la pro-
fesión hasta por el tiempo de la
sanción restrictiva de la li-
bertad impuesta.

Artículo 334. Suministro
simulado de medicamento

A los encargados, empleados
o dependientes de una farmacia,
que al surtir una receta susti-
tuyan la medicina específicamente
señalada por otra que ponga en
peligro la salud o sea eviden-
temente inapropiada al padeci-
miento para el que se prescri-
bió, se le impondrán de seis
meses a dos años de semilibertad
y de veinticinco a cien días
multa.

Título Vigésimo Primero
Delitos contra la seguridad y
el normal funcionamiento de

las vías de comunicación y de
los medios de transporte

Capítulo I
Ataques a las vías de

comunicación y medios de
transporte

Artículo 335. Ataques a las
vías de comunicación

A quien ponga en movimiento
un medio de transporte provo-
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cando un desplazamiento sin
control que pueda causar daño,
se le impondrán de seis meses a
dos años de prisión y de veinti-
cinco a cien días multa.

Para los efectos de este có-
digo, son vías de comunicación
de tránsito, las destinadas al
uso público, incluyendo los
tramos que se hallen dentro de
los límites de las poblaciones.

Artículo 336. Ataques a las
vías de comunicación o a los
medios de transporte

Se impondrán de dos a ocho
años de prisión y de cien a
cuatrocientos días multa, a
quien:

I. Dañe, altere, interrum-
pa, obstaculice, destruya algu-
na vía o medio local de comuni-
cación, de transporte público o
de transmisión de energía;

II. Interrumpa, dificulte u
obstaculice el servicio público
local de comunicación o de
transporte, o

III. Retenga en la vía pú-
blica algún medio de transporte
público de pasajeros, de carga
o cualquier otro medio local de
comunicación.

Se impondrán hasta la mitad
de las sanciones previstas en
este artículo, al dueño y al en-
cargado de la vigilancia y cus-
todia, de una o más piezas de ga-
nado, que deambulen en cual-
quier vía terrestre de comuni-
cación. Se entiende que deambulan

cuando se encuentren en las vías
de comunicación o las atravie-
san sin estar vigilados por per-
sonas que las conduzcan de
acuerdo con las disposiciones
legales relativas y con las de-
bidas precauciones, de modo que
no constituyan peligro a los
usuarios de las vías terrestres
de comunicación.

Estas sanciones se impon-
drán con independencia de las
que procedan si se ocasiona al-
gún otro ilícito.

Artículo 337. Agravantes
Las penas previstas en el

artículo anterior, se aumenta-
rán en una mitad más en los
siguientes casos:

I. Si el medio de transporte
a que se refiere el artículo
anterior esté ocupado por una o
más personas;

II. Si el delito se ejecuta
por medio de violencia física o
moral, o

III. Si el delito se comete
utilizando material explosivo o
incendiario.

Capítulo II
Ataque a la seguridad del

tránsito vehicular

Artículo 338. Ataque a la
seguridad del tránsito vehicular

Se impondrán de seis meses
a dos años de tratamiento en
libertad o de cincuenta a dos-
cientos días multa, a quien:
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I. Altere o destruya las se-
ñales indicadoras de peligro en
las vías de comunicación, o

II. Derrame en las vías de
comunicación sustancias desli-
zantes o inflamables.

Artículo 339. Conducción en
estado de ebriedad

A quien en estado de ebrie-
dad o bajo el influjo de drogas
o substancias similares, conduz-
ca algún vehículo de motor, se
le impondrá de seis meses a tres
años de prisión y de veinticinco
a ciento cincuenta días multa.

Para efectos de este código
se considera que una persona se
encuentra en estado de ebriedad
cuando en su organismo existen
100 miligramos o más de alcohol
por cada 100 mililitros de san-
gre o cuando existen 130 mili-
gramos o más de alcohol por cada
100 mililitros de orina.

Si este delito se comete por
conductores de vehículos de
transporte escolar o de servi-
cio público de pasajeros, se du-
plicarán las sanciones señala-
das en este artículo.

Artículo 340. Prestación de
servicio público sin autoriza-
ción

Al propietario o conductor
de un vehículo que preste el
servicio público de transporte
sin contar con la concesión,
permiso o autorización correspon-
diente, se le aplicarán de seis
meses a dos años de prisión y de
veinticinco a cien días multa.

Capítulo III
Violación de correspondencia

Artículo 341. Violación de
correspondencia

A quien abra o intercepte
una comunicación escrita que no
esté dirigida a su persona, se
le impondrán de seis meses a un
año de prisión o de cincuenta a
cien días multa.

No se procederá contra quien,
en ejercicio de la patria potes-
tad, tutela o custodia, abra o
intercepte la comunicación es-
crita dirigida a la persona que
se halle bajo su patria potes-
tad, tutela o custodia.

Este delito se perseguirá
por querella.

Capítulo IV
Violación de comunicación

privada

Artículo 342. Violación de
comunicación privada

A quien intervenga una co-
municación privada sin mandato
de la autoridad judicial compe-
tente, se le impondrán de uno a
seis años de prisión y de cin-
cuenta a trescientos días mul-
ta.

Las mismas penas se impon-
drán a quien revele, divulgue,
utilice indebidamente o en per-
juicio de otra persona, infor-
mación o imágenes obtenidas en
una intervención de comunica-
ción privada.

Título Vigésimo Segundo
Delitos contra la fe pública
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Capítulo I
Simulación mediante títulos
al portador, documentos de
crédito público o similares

Artículo 343. Simulación de
documentos

Se impondrán de dos a ocho
años de prisión y de cien a cua-
trocientos días multa, a quien:

I. Falsifique o altere accio-
nes, obligaciones u otros docu-
mentos de crédito público del
Gobierno del Estado, o cupones
de interés o de dividendos de
estos títulos, o

II. Introduzca al territo-
rio del Estado o ponga en circu-
lación dentro de éste, obligacio-
nes u otros documentos de cré-
dito público, o cupones de inte-
rés o de dividendos de esos tí-
tulos, falsificados o altera-
dos.

Artículo 344. Simulación de
documentos equiparado

Se impondrán de dos a ocho
años de prisión y de cien a cua-
trocientos días multa, a quien
sin consentimiento de la perso-
na facultado para ello:

I. Produzca, imprima, ena-
jene, distribuya, altere o falsi-
fique tarjetas, títulos o documen-
tos utilizados para el pago de
bienes y servicios o para dispo-
sición en efectivo;

II. Adquiera, utilice, po-
sea o detente tarjetas, títulos
o documentos para el pago de
bienes y servicios, a sabiendas

de que son alterados o falsifi-
cados;

III. Adquiera, utilice o
posea tarjetas, títulos o documen-
tos auténticos para el pago de
bienes y servicios;

IV. Altere los medios de
identificación electrónica de
tarjetas, títulos o documentos
para el pago de bienes y servi-
cios;

V. Acceda a los equipos elec-
tromagnéticos de las institucio-
nes emisoras de tarjetas, títu-
los o documentos para el pago de
bienes y servicios o para dispo-
sición en efectivo;

VI. Adquiera, utilice o po-
sea equipos electromagnéticos o
electrónicos para sustraer la
información contenida en la
cinta o banda magnética de tar-
jetas, títulos o documentos,
para el pago de bienes o servi-
cios o para disposición de efec-
tivo, así como a quien posea o
utilice la información sustraí-
da de esta forma;

VII. Utilice indebidamente
información confidencial o re-
servada de la institución o per-
sona que legalmente esté fa-
cultada para emitir tarjetas,
títulos o documentos utilizados
para el pago de bienes y servi-
cios, o de los titulares de di-
chos instrumentos o documentos,
o

VIII. Produzca, imprima,
enajene, distribuya, altere o
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falsifique vales utilizados para
canjear bienes y servicios.

Capítulo II
Falsificación de sellos,
contraseñas o similares

Artículo 345. Falsifica-
ción de sellos, contraseñas o
similares

Se impondrán de seis meses
a tres años de prisión y de vein-
ticinco a ciento cincuenta días
multa, a quien:

I. Falsifique o altere se-
llos, marcas, llaves, estampi-
llas, troqueles, cuños, matri-
ces, planchas, contraseñas, bo-
letos o fichas particulares, o

II. Use los objetos falsifi-
cados o alterados señalados en
la fracción anterior.

Capítulo III
Elaboración, alteración o uso
indebido de placas, engomados o
documentos de identificación
de vehículos automotores

Artículo 346. Elaboración,
alteración o uso indebido de
placas, engomados o documentos
de identificación de vehículos
automotores

A quien elabore o altere sin
permiso de la autoridad compe-
tente una placa, el engomado, la
tarjeta de circulación o cual-
quiera de los demás documentos
oficiales que se expiden para
identificar vehículos automoto-
res o remolques, se le impondrán
de dos a ocho años de prisión y
de cien a cuatrocientos días mul-

ta.

Las mismas penas se impon-
drán a quien posea, utilice, ad-
quiera o enajene cualquiera de
los objetos a que se refiere el
párrafo anterior, con conoci-
miento de que son falsificados
o fueron obtenidos indebidamen-
te.

Capítulo IV
Falsificación o alteración y
uso indebido de documento

Artículo 347. Falsifica-
ción o alteración y uso indebido
de documento

A quien para obtener un be-
neficio o causar un daño, falsifi-
que o altere un documento públi-
co, se le impondrán de uno a cin-
co años de prisión y de cincuen-
ta a doscientos cincuenta días
multa. Si el documento falsifi-
cado o alterado es privado, la
sanción será de seis meses a
tres años de prisión y de vein-
ticinco a ciento cincuenta días
multa.

Las mismas penas se impon-
drán a quien, con los fines se-
ñalados en el párrafo anterior,
haga uso de un documento falso
o altere o haga uso indebido de
un documento verdadero, expedi-
do a favor de otro, como si haya
sido expedido a su nombre, o
aproveche indebidamente una fir-
ma, rúbrica o huella en blanco.

Artículo 348. Agravantes
Las penas previstas en el

artículo anterior se incrementa-
rán hasta en una mitad, cuando:
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I. El delito sea cometido
por un servidor público en ejer-
cicio de sus funciones, en cuyo
caso se impondrá a éste, además,
destitución e inhabilitación
para ocupar otro empleo, cargo
o comisión públicos hasta por el
término de la sanción privativa
de libertad impuesta, y

II. La falsificación sirva
como medio para el comercio de
vehículos robados o de sus par-
tes o componentes.

Artículo 349. Falsifica-
ción o alteración y uso indebido
de documento equiparado

Se impondrán las penas seña-
ladas en el artículo 340 a la
persona que:

I. Siendo servidor público
que, por engaño o por sorpresa,
haga que alguien firme un docu-
mento público, que no habría
firmado sabiendo su contenido;

II. Siendo notario, fedata-
rio o cualquier otro servidor
público que, en ejercicio de sus
atribuciones, expida una certi-
ficación de hechos que no sean
ciertos, dé fe de lo que no cons-
ta en autos, registros, proto-
colos o documentos;

III. Para eximirse de un
servicio debido legalmente o de
una obligación impuesta por la
ley, exhiba una certificación
de enfermedad o impedimento que
no padece;

IV. Siendo médico, certifi-
que falsamente que una persona

tiene una enfermedad u otro im-
pedimento bastante para dispen-
sarla de prestar un servicio que
exige la ley, o de cumplir una
obligación que ésta impone o
para adquirir algún derecho;

V. Para obtener un benefi-
cio o causar daño, se atribuya
al extender un documento, o
atribuya a un tercero un nombre,
investidura, título o calidad
que no tenga y que sea necesaria
para la validez del acto. Igual
pena se aplicará al tercero si
se actúa en su representación o
con su consentimiento, o

VI. Al perito traductor o
paleógrafo que plasme hechos
falsos o altere la verdad al
traducir o descifrar un documen-
to.

Artículo 350. Falsificación
o alteración de documento o si-
milar tecnológico

Se impondrán las penas seña-
ladas en el artículo 340 a la
persona que para obtener un be-
neficio o causar un daño, inde-
bidamente produzca o edite, por
cualquier medio tecnológico,
imágenes, audio, voces o tex-
tos, total o parcialmente fal-
sos o verdaderos.

Título Vigésimo Tercero
Delitos contra el ambiente

Capítulo I
Delitos contra el ambiente

Artículo 351. Ocupación o
invasión de área ambiental

Se impondrán de tres a ocho



208     PERIODICO OFICIAL DEL ESTADO DE GUERRERO Viernes 01 de Agosto de 2014

años de prisión y de trescientos
a ochocientos días multa, a
quien ilícitamente ocupe o inva-
da:

I. Un área natural protegi-
da o área de valor ambiental de
competencia del Estado, de con-
formidad con las disposiciones
jurídicas aplicables, o

II. Un área verde que se en-
cuentre en suelo urbano.

Artículo 352. Agravación de
la pena

Las penas previstas en este
artículo se aumentarán en una
mitad, cuando la ocupación o in-
vasión se realice con violen-
cia, o cuando estas se lleven a
cabo por tres o más personas;

Igual pena se aplicará a
quien instigue, promueva, diri-
ja o incite la comisión de las
conductas anteriores.

Artículo 353. Cambio ilíci-
to del uso de suelo

Se impondrán de dos a seis
años de prisión y de doscientos
a seiscientos días multa, a
quien ilícitamente realice el
cambio del uso del suelo en:

I. Un área natural protegi-
da o área de valor ambiental de
competencia del Estado, de con-
formidad con las disposiciones
jurídicas aplicables, o

II. Un área verde en suelo
urbano.

Artículo 354. Depósito ilí-

cito de residuos
Se impondrán de dos a cinco

años de prisión y de doscientos
a quinientos días multa, a quien
ilícitamente descargue o deposi-
te hasta tres metros cúbicos, en
cualquier estado físico, resi-
duos de la industria de la cons-
trucción en:

I. Un área natural protegi-
da o área de valor ambiental de
competencia del Estado, de con-
formidad con las disposiciones
jurídicas aplicables;

II. Aguas marinas, barran-
cas, ríos, cuencas o cualquier
otra área de valor ambiental de
competencia del Estado;

III. Una zona de recarga de
mantos acuíferos, o

IV. Un área verde en suelo
urbano.

Si la descarga o depósito de
los residuos de la industria de
la construcción en las zonas o
áreas descritas en las fraccio-
nes anteriores, excede de tres
metros cúbicos, la sanción se
incrementará en una mitad más.

Artículo 355. Responsabili-
dad de las personas jurídicas

Cuando una o más de las con-
ductas descritas en el presente
artículo resulte cometida a
nombre, bajo el amparo o a be-
neficio de una persona moral, a
ésta se le impondrá la consecuen-
cia jurídica accesoria consis-
tente en la prohibición de rea-
lizar determinados negocios u
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operaciones hasta por cinco
años, independientemente de la
responsabilidad en que hayan
incurrido las personas físicas
por el delito cometido.

Artículo 356. Extracción
ilícita de materia ambiental

Se impondrán de uno a cinco
años de prisión y de cien a qui-
nientos días multa, a quien ilí-
citamente extraiga suelo o cubier-
ta vegetal por un volumen igual
o mayor a dos metros cúbicos,
de:

I. Un área natural protegi-
da o área de valor ambiental de
competencia del Estado, de con-
formidad con las disposiciones
jurídicas ambientales;

II. Una barranca, o

III. Un área verde en suelo
urbano.

Artículo 357. Provocación
de incendio

Se impondrán de uno a cinco
años de prisión y de cien a qui-
nientos días multa, a quien ilí-
citamente provoque un incendio
que dañen:

I. Un área natural protegi-
da o área de valor ambiental de
competencia del Estado, de con-
formidad con las disposiciones
jurídicas aplicables;

II. Una barranca, o

III. Un área verde en suelo
urbano.

Artículo 358. Agravación de
la pena

Las penas previstas en este
artículo se aumentarán en una
mitad cuando el área afectada
sea igual o mayor a cinco hec-
táreas o se afecten recursos fo-
restales maderables en una can-
tidad igual o mayor a mil metros
cúbicos rollo total árbol.

Artículo 359. Tala ilícita
Se impondrán de tres meses a
cuatro años de prisión y de
veinticinco a cuatrocientos días
multa, a quien ilícitamente de-
rribe, tale u ocasione la muerte
de uno o más árboles.

Artículo 360. Agravación de
la pena

Las penas previstas en este
artículo se incrementarán en
una mitad más cuando una o más
de las conductas descritas en el
párrafo anterior se desarrollen
en un área natural protegida o
área de valor ambiental de com-
petencia del Estado, de conformi-
dad con las disposiciones jurídi-
cas aplicables.

Artículo 361. Responsabili-
dad de las personas jurídicas

Cuando una o más de las con-
ductas descritas en el presente
artículo resulte cometida a
nombre, bajo el amparo o a bene-
ficio de una persona moral, a
ésta se le impondrá la consecuen-
cia jurídica accesoria consis-
tente en la prohibición de rea-
lizar determinados negocios u
operaciones hasta por cinco
años, independientemente de la
responsabilidad en que hayan
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incurrido las personas físicas
por el delito cometido.

Artículo 362. Delito ambien-
tal genérico

Se impondrán de dos a seis
años de prisión y de doscientos
a seiscientos días multa, a
quien ilícitamente:

I. Emita gases, humo o par-
tículas sólidas o líquidas a la
atmósfera, provenientes de fuen-
tes fijas ubicadas en el territo-
rio del Estado o de fuentes mó-
viles que circulen por su territo-
rio;

II. Descargue, deposite o
infiltre aguas residuales, resi-
duos sólidos o industriales no
peligrosos, líquidos químicos o
bioquímicos;

III. Descargue, deposite o
infiltre residuos sólidos, lí-
quidos o industriales de manejo
especial;

IV. Genere emisiones de ener-
gía térmica o lumínica, olores,
ruidos o vibraciones, provenien-
tes de fuentes fijas ubicadas en
territorio del Estado o de fuen-
tes móviles que circulen por su
territorio, y

V. Genere, maneje o dispon-
ga ilícitamente de residuos só-
lidos o industriales no peli-
grosos que causen daño a la sa-
lud de las personas, a un eco-
sistema o sus elementos.

Artículo 363. Agravación de
la pena

Las penas previstas en este
artículo se aumentarán hasta en
una mitad cuando las conductas
descritas se realicen en:

I. Un área natural protegi-
da o área de valor ambiental de
competencia del Estado;

II. Aguas marinas, barran-
cas, ríos, cuencas u otras áreas
de valor ambiental de competen-
cia del Estado;

III. Una zona de recarga de
mantos acuíferos, o

IV. Un área verde en suelo
urbano.

Capítulo II
Disposiciones comunes a los
delitos previstos en el

presente título

Artículo 364. Atenuación de
la punibilidad por arrepenti-
miento del sujeto activo

La autoridad judicial, de
oficio o a petición de parte,
podrá reducir las penas correspon-
dientes para los delitos previs-
tos en este título hasta tres
cuartas partes, cuando el agen-
te haya restablecido las condi-
ciones de los elementos natura-
les afectados al estado en que
se encontraban antes de reali-
zarse la conducta, y cuando ello
no sea posible, ejecutando las
acciones u obras que compensen
los daños ambientales que se ha-
yan generado.

Artículo 365. Reparación
del daño
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Para los efectos del pre-
sente título, la reparación del
daño incluirá:

I. La ejecución de las ac-
ciones necesarias para restau-
rar las condiciones de los ele-
mentos naturales afectados, al
estado en que se encontraban an-
tes de la realización del deli-
to, y cuando ello no sea facti-
ble, la ejecución de acciones u
obras que permitan compensar
los daños ambientales que se ha-
yan generado, y si ninguna de
ellas fuera posible, el pago de
una indemnización que se utili-
zará para la autoridad compe-
tente en materia ambiental, en
beneficio de los elementos natu-
rales afectados, y

II. La suspensión, modifi-
cación o demolición de las cons-
trucciones, obras o actividades
que hayan dado lugar al delito
ambiental respectivo.

Artículo 366. Trabajo a
favor de la comunidad

Tratándose de los delitos
previstos en este título, el
trabajo a favor de la comunidad
consistirá en actividades rela-
cionadas con la protección al
ambiente o la restauración de
los recursos naturales.

Artículo 367. Agravación de
la pena por la calidad del
sujeto activo

Cuando en la comisión de un
delito previsto en este título
intervenga un servidor público
en ejercicio de sus funciones o
con motivo de éstas, la pena de

prisión se aumentará hasta en
una mitad y se le inhabilitará
para ocupar cargo, empleo o co-
misión en el servicio público
hasta por diez años.

Título Vigésimo Cuarto
Delitos contra la seguridad
de las instituciones del

estado

Capítulo I
Rebelión

Artículo 368. Rebelión
Se impondrán de dos a diez

años de prisión a quienes me-
diante el uso de la violencia y
utilizando armas traten de:

I. Destruir, impedir o coar-
tar la integración de las institu-
ciones constitucionales del Esta-
do;

II. Impedir la elección,
renovación o funcionamiento de
alguno de los Poderes Públicos
del Estado, o de los Ayuntamien-
tos;

III. Separar o impedir el
desempeño de su cargo al Goberna-
dor del Estado o alguna alta au-
toridad de cualquiera de los
tres poderes del Estado, o de
los Ayuntamientos, o

IV. Sustraer de la obedien-
cia de las autoridades legíti-
mamente constituidas toda o una
parte de alguna población.

Artículo 369. Declaración
de responsabilidad penal sin
pena
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No se impondrá pena alguna
por este delito a quienes depon-
gan las armas antes de ser dete-
nidos, sin perjuicio de las con-
secuencias jurídicas aplica-
bles por la comisión de otros
delitos.

Capítulo II
Ataques a la paz pública

Artículo 370. Ataques a la
paz pública

A quien mediante la utili-
zación de sustancias tóxicas,
por incendio, inundación o vio-
lencia extrema, realice actos
en contra de las personas, las
cosas o servicios públicos, que
perturben la paz pública o menos
caben la autoridad del Gobierno
del Estado, o presionen a la au-
toridad para que tome una determi-
nación, se le impondrán de cinco
a treinta años de prisión y
suspensión de derechos políti-
cos hasta por quince años.

Capítulo III
Sabotaje

Artículo 371. Sabotaje
Se impondrán de tres a vein-

te años de prisión y suspensión
de derechos políticos hasta por
diez años, a quien con el fin de
trastornar la vida económica,
política, social, turística o
cultural del Estado o para per-
judicar o alterar la capacidad
de las instituciones gubernamen-
tales para mantener el orden:

I. Dañe, destruya o entor-
pezca las vías de comunicación
del Estado;

II. Dañe o destruya centros
de producción o distribución de
bienes básicos o instalaciones
de servicios públicos;

III. Entorpezca los servi-
cios públicos;

IV. Dañe o destruya elemen-
tos fundamentales de institucio-
nes de docencia, investigación,
cultura o turismo, o

V. Dañe o destruya recursos
esenciales que el Gobierno del
Estado tenga destinados para el
mantenimiento del orden públi-
co.

Capítulo IV
Motín

Artículo 372. Motín
Se impondrá prisión de seis

meses a cinco años de prisión a
quienes, para conseguir que se
les reconozca o conceda algún
derecho, en forma tumultuaria:

I. Amenacen a la autoridad
para obligarla a tomar alguna
determinación, o

II. Por medio de violencia
en las personas o fuerza en las
cosas perturben el orden públi-
co.

Capítulo V
Sedición

Artículo 373. Sedición
Se impondrán de uno a seis

años de prisión, a quienes de
forma tumultuaria y sin uso de
armas, ataquen a la autoridad
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para impedir el libre ejercicio
de sus funciones con alguna de
las siguientes finalidades:

I. Destruir, impedir o coar-
tar la integración de las institu-
ciones constitucionales del Esta-
do o su libre ejercicio;

II. Impedir la elección,
renovación o funcionamiento de
alguno de los Poderes Públicos
del Estado, o de los Ayuntamien-
tos;

III. Separar o impedir el
desempeño de su cargo al Goberna-
dor del Estado o alguna alta au-
toridad de cualquiera de los
tres poderes del Estado, o de
los Ayuntamientos, o

IV. Sustraer de la obedien-
cia de las autoridades legíti-
mamente constituidas toda o una
parte de alguna población.

Artículo 374. Agravación de
la pena

La pena señalada en este ar-
tículo se aumentará hasta en una
mitad para quienes dirijan, or-
ganicen, inciten, induzcan o
patrocinen económicamente a otros
para cometer este delito.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. El presente Decre-
to entrará en vigor a los ciento
veinte días siguientes de su
publicación en el Periódico
Oficial del Gobierno del Estado
de Guerrero.

SEGUNDO. Iniciada la vigen-

cia del presente Código, queda
abrogado el Código Penal del Es-
tado de Guerrero promulgado el
15 de octubre de 1986 y publica-
do en el Periódico Oficial del
Gobierno del Estado número 91 el
14 de noviembre del mismo año.

TERCERO. Iniciada la vigen-
cia del presente Código, para
los ordenamientos legales que
remitan a alguna disposición
del Código Penal abrogado, se
estará a las disposiciones del
presente ordenamiento.

CUARTO. La modificación, de-
rogación o reubicación de cual-
quier tipo penal a que se
refiere este Código, no impli-
cará la libertad de los respon-
sables por los delitos cometi-
dos con anterioridad a su vigen-
cia. Siempre que los hechos se
sigan comprendiendo en los ti-
pos modificados o creados.

QUINTO. Se derogan las dis-
posiciones legales que se opon-
gan al presente Código.

Dado en el Salón de Sesiones
del Honorable Poder Legislati-
vo, a los treinta y un días del
mes de julio del año dos mil ca-
torce.

DIPUTADA PRESIDENTA.
MARÍA VERÓNICA MUÑOZ PARRA.
Rúbrica.

DIPUTADA SECRETARIA
LAURA. ARIZMENDI CAMPOS.
Rúbrica.
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DIPUTADA SECRETARIA.
KAREN CASTREJÓN TRUJILLO.
Rúbrica.

En cumplimiento a lo dispues-
to en los artículos 90 numeral
1 y 91 fracción II de la Consti-
tución Política del Estado Li-
bre y Soberano de Guerrero, pro-
mulgo y ordeno la publicación,
para su debida observancia, del
CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO
LIBRE Y SOBERANO DE GUERRERO
NÚMERO 499, en la Residencia Ofi-
cial del Poder Ejecutivo Esta-
tal, en la Ciudad de Chilpancingo,
Guerrero, al primer día del mes
de agosto del año dos mil
catorce.

SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELEC-
CIÓN.
EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL
DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE
GUERRERO.
LIC. ÁNGEL HELADIO AGUIRRE RIVE-
RO.
Rúbrica.

EL SECRETARIO GENERAL DE GOBIER-
NO.
DR. JESÚS MARTÍNEZ GARNELO.
Rúbrica.

PALACIO DE GOBIERNO
CIUDAD DE LOS SERVICIOS
EDIFICIO TIERRA CALIENTE

1er. Piso, Boulevard René Juárez Cisneros,
Núm. 62, Col. Recursos Hidráulicos
C. P. 39075  CHILPANCINGO, GRO.

TEL. 747-47-197-02     y   747-47-1-97-03

TARIFAS

INSERCIONES
POR UNA PUBLICACION
CADA PALABRA O CIFRA ......... $     2.01

POR DOS PUBLICACIONES
CADA PALABRA O CIFRA ......... $     3.36

POR TRES PUBLICACIONES
CADA PALABRA O CIFRA ......... $     4.71

SUSCRIPCIONES EN EL
INTERIOR DEL PAIS

SEIS MESES ............................... $ 337.12
UN AÑO ....................................... $ 723.36

SUSCRIPCIONES
PARA EL EXTRANJERO

SEIS MESES ............................... $ 543.70
UN AÑO ................................... $ 1,167.48

PRECIO DEL EJEMPLAR
DEL DIA ....................................... $   15.47
ATRASADOS .............................. $   23.55

ESTE PERIODICO PODRA
ADQUIRIRSE EN LA ADMINISTRACION

FISCAL
DE SU LOCALIDAD.


